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SECRETARÍA DE ESTADO 

Y D E L 

DE LA REPÚBLICA MEXICANA. 

S E C C I Ó N L? 

El Presidente de la República se ha servido dirigir-
me el decreto que sigue: 

"PORFIRIO DIAZ, Presidente Constitucional de los Estados 
Unidos Mexicanos, á sus habitantes, sabed: 

"Que en uso de la autorización concedida al Ejecuti- * 
vo por la ley de 18 de Diciembre de 1893, lie tenido 
á bien expedir la siguiente 

Ley sobre ocupación y enajenación de terrenos baldíos 
de los Estados Unidos Mexicanos. 

TITULO I. 

De los terrenos baldíos y nacionales, de las demasías y ex-
cedencias., y lases generales para su ocupación y enaje-
nación. 

Art. I 9 Los terrenos de propiedad de la Nación, que 
son objeto de la presente ley, se considerarán, para sus 
efectos, divididos en las siguientes clases: 



I. Terrenos baldíos. 
I I . Demasías. 
I I I . Excedencias. 
IY. Terrenos nacionales. 
Art. 29 Son baldíos, tocios los terrenos de la Repú-

blica que no hayan sido destinados á un uso público, 
por la autoridad facultada para ello por la ley, ni ce-
didos por la misma á título oneroso ó lucrativo, á in-
dividuo ó corporación autorizada para adquirirlos. 

Art. 39 Son demasías, los terrenos poseídos por par-
ticulares con título primordial, y en extensión mayor 
que la que éste determine, siempre que el exceso se 
encuentre dentro de los linderos, señalados en el títu-
lo, y, por lo mismo, confundido en su totalidad con la 
extensión titulada. 

Art. 4° Son excedencias, los terrenos poseídos por 
particulares durante veinte años ó más, fuera de los 
linderos que señale el título primordial que tengan; 
pero colindando con el terreno que éste ampare. 

Art. 5 ? Son nacionales, los terrenos baldíos descu-
biertos, deslindados y medidos, por comisiones oficia-
les ó por compañías autorizadas para ello y que no 
hayan sido legalmente enajenados. 

También se reputarán terrenos nacionales los baldíos 
denunciados por particulares, cuando éstos hubieren 
abandonado el denuncio ó éste se haya declarado de-
sierto ó improcedente, siempre que se hubiere llegado 
á practicar el deslinde y la medida de los terrenos. 

Art. 6? Todo habitante de la República, mayor de 
edad y con capacidad legal para contratar, tiene dere-
cho, en los términos de la presente ley, para denunciar 

terrenos baldíos, demasías y excedencias en cualquiera 
parte del territorio nacional, y sin limitación de ex-
tensión; excepto los naturales de las naciones limítro-
fes de la República y de los naturalizados en ellas, 
quienes por ningún título pueden adquirir baldíos en 
los Estados que con ellas linden. 

La franquicia otorgada en el presente artículo no 
deroga las limitaciones establecidas ó que establezcan 
las leyes vigentes, sobre adquisición por extranjeros, 
de bienes inmuebles en la República. 

Art. 79 Cesa la obligación hasta ahora impuesta á 
los propietarios y poseedores de terrenos baldíos de 
tenerlos poblados, acotados y cultivados; y los indivi-
duos que no hubieren cumplido las obligaciones que 
á este respecto han impuesto las leyes anteriores á la 
presente, quedan exentos de toda pena, sin necesidad 
de declaración especial en cada caso y sin que la Na-
ción pueda en lo futuro sujetar á inquisición, revisión 
ó composición los títulos ya expedidos, ni mucho me-
nos reivindicar los terrenos que éstos amparen, por la 
sola falta de población, cultivo ó acotamiento. 

Art. 8? Cesa también la prohibición impuesta á las 
Compañías deslindadoras de terrenos baldíos, por el 
art. 21 de la ley de 15 de Diciembre de 1883 ó por cual-
quiera otra disposición legal, de enajenar las tierras 
que les hayan correspondido, por compensación de gas-
tos de deslinde, en lotes ó fracciones que excedan de dos 
mil y quinientas hectaras; y si alguna enajenación se 
hubiere hecho en lotes ó fracciones de mayor extensión, 
no podrá ser invalidada por este solo motivo, ni la 
Nación podrá en ningún tiempo reivindicar los terre-
nos así enajenados por sólo esta circunstancia. 



Art. 99 Los terrenos baldíos, salvo el caso previsto 
en el artículo siguiente, sólo se enajenarán previo de-
nuncio y mediante los trámites que establece esta ley, 
y á los precios que se fijen en la tarifa especial que el 
Ejecutivo Federal publicará y sancionará, conforme 
al art, 12. 

Art. 10. Las demasías y excedencias, así como los te-
rrenos baldíos poseídos por particulares durante veinte 
años ó más, sin título primordial, pero con título trans-
lativo de dominio, emanado de particulares ó de au-
toridad pública no autorizada para enajenar baldíos, 
se adquirirán también por denuncio, ó por composi-
ción ajustada directamente con la Secretaría de Fo-
mento, conforme á las prevenciones de esta ley. 

Art, 11. Los terrenos nacionales solamente podrán 
ser enajenados por la Secretaría' de Fomento, á los 
precios y bajo las condiciones que ella determine en 
cada caso, atendiendo á la calidad y ubicación de los 
terrenos y al objeto á que se les destine. Dichos pre-
cios no podrán nunca ser inferiores á los señalados 
para los terrenos baldíos en la tarifa vigente al acor-
darse la enajenación; y sólo podrá hacerse enajenación 
de terrenos á título gratuito, en los casos en que por 
razón de utilidad pública, recompensa de servicios ú 
otros motivos, lo autorice expresamente la ley. 

Art. 12. El Ejecutivo de la Unión fijará por medio 
de un decreto que se publicará en el mes de Enero de 
cada año, la tarifa de precios de los terrenos baldíos 
de cada Estado, y del Distrito y Territorios Fede-
rales. 

Esta tarifa regirá durante el año fiscal inmediato á 
su publicación. 

Art. 13. Del precio de los terrenos baldíos, exce-
dencias y demasías que se enajenen conforme á la ley, 
se aplicarán dos tercios al Erario Federal y un tercio 
al del Estado en donde el terreno estuviere ubicado; 
pero sin que ni la Federación ni los Estados puedan 
rehusar el pago que se les haga en los títulos ó crédi-
tos legítimos que constituyan respectivamente su deu-
da pública, cuando el aclquirente del terreno quiera 
pagar en esa especie. 

El precio de los baldíos, excedencias y demasías 
ubicados en el Distrito y Territorios Federales, así co-
mo el de los terrenos nacionales, sea cual fuere su ubi-
cación* se aplicará íntegramente al Erario Federal. 

Art. 14. No podrán enajenarse por ningún título, 
ni estarán sujetos á prescripción, sino que permanece-
rán siempre del dominio de la Federación: 

I. Las playas del mar: 
I I . La zona marítima, con una extensión de veinte 

metros contados desde la orilla del agua en la mayor 
pleamar y á lo largo de las costas de tierra firme y de 
las islas: 

I I I . Una zona de diez metros en ambas riberas de 
los ríos navegables y ele cinco metros en los flotables: 

IV. Los terrenos en que se encuentren ruinas mo-
numentales, con la superficie que se declare necesaria 
para el cuidado y conservación de éstas. 

Art. 15. Los terrenos baldíos en las islas de ambos 
mares, se enajenarán en los mismos términos que los 
demás del territorio nacional; pero en tocia isla se re-
servará, además ele la zona marítima, una extensión 
mínima de cincuenta hectaras para establecimiento 



de poblaciones y otros usos públicos, y en caso de que 
la isla no tenga esa extensión, se reservará en su tota-
lidad para aquellos usos. 

Las islas de los ríos, lagos y esteros navegables no 
se enajenarán sino después de practicados los recono-
cimientos periciales y de recogidos los informes de la 
autoridad superior política del respectivo Estado, Dis-
trito ó Territorio que demuestren que no hay inconve-
niente para efectuar la enajenación. 

_ L o s esteros, lagunas y estanques ele pro-
piedad nacional que no sean navegables, ni suscepti-
bles de llegar á serlo, así como las marismas, podrán 
ser enajenados con arreglo á esta ley, previos los re-
conocimientos periciales y los informes de la autoridad 
competente de Marina y de la superior política del 
respectivo Estado, Distrito ó Territorio que demues-
tren que no hay inconveniente para efectuar la enaje-
nación. 

Art. 17. Los terrenos á que se refiere esta ley, y cu-
ya adquisición se solicite con objeto de establecer sa-
linas ó que fueren propios para ello, se enajenarán 
también con arreglo á las prevenciones de esta ley; 
pero la Secretaría de Fomento podrá mandarlos va-
luar especialmente y acordar su enajenación á precios 
superiores á los ele la tarifa que estuviere vigente, 
cuando así lo estimare conveniente. 

Art. 18. La Secretaría de Fomento podrá celebrar, 
para la explotacióu de los terrenos baldíos y mientras 
no haya quien solicite su enajenación, los contratos de 
arrendamiento, aparcería ú otros que no transfieran 
el dominio, así como expedir reglamentos conforme á 

los cuales haya de permitirse la explotación de made-
ras, resinas ú otros productos de dichos terrenos, se-

» ñalando las penas en que incurran los que infrinjan 
las reglas de explotación, y sin perjuicio de que se cas-
tigue administrativa ó judicialmente, conforme á las 
leyes, al que invada ó explote sin permiso los terrenos 
balelíos. 

A los arrendatarios de éstos podrá dárseles en los 
contratos respectivos, el derecho de adquirirlos por el 
tanto cuando otro pida su enajenación, siempre que 
hagan uso de ese derecho elentro de un término que no 
exceda de un mes y que indemnicen al denunciante de 
los gastos que hubiere hecho en el denuncio, mensura 
y deslinde del terreno. 

Art. 19. Los contratos á que se refiere el artículo 
anterior se celebrarán siempre en términos que no im-
pidan la enajenación de los terrenos baldíos á que se 
refieran, los cuales se entregarán al que los hubiere 
denunciado y adquirido, á más tardar seis meses des-
pués de expedido el título correspondiente. 

Igualmente, todo permiso expedido conforme á los 
reglamentos administrativos, para la explotación de 
terrenos baldíos ó sus productos, se entenderá siem-
pre otorgado con calidad de que cesará tan luego co-
mo el terreno fuere adjudicado conforme á esta ley, sin 
más derecho, por parte de quien obtuvo el permiso, 
que el ele pedir la devolución de lo que por él hubiere 
satisfecho, proporcionalmente al tiempo que faltare pa-
ra su expiración. 

Art. 20. La adjudicación de terrenos baldíos y na-
cionales, así como la de excedencias y demasías, con 



sujeción á los trámites y formalidades establecidos en 
esta ley, confiere al adquirente la propiedad del terre-
no contra la Nación y contra los particulares que hu-
bieren prestado su conformidad á la adjudicación ó 
que, habiéndose opuesto á ella, hubieren sido judicial-
mente vencidos. Respecto de terceros que no hubieren 
sido oídos, la propiedad sólo se adquirirá por prescrip-
ción ú otro título legal. 

Art. 21. El Ejecutivo Federal queda facultado para 
reservar temporalmente los terrenos baldíos que esti-
me conveniente, para conservación ó plantío de mon-
tes, reservación ó reducción de indios, ó colonización, 
en los términos que establezcan las leyes. 

TITULO II . 

De la manera de adquirir los terrenos que son objeto 
de esta ley. 

Art. 22. Para tramitar los asuntos relativos á te-
rrenos baldíos, se establecerán Agencias en los Esta-
dos, en el Distrito Federal y en los Territorios, á cargo 
de personas nombradas por la Secretaría ele Fomento. 
Estos Agentes serán en número variable, determinán-
dose con claridad el territorio dentro del cual hayan de 
ejercer sus -funciones; y por cada uno de ellos, se nom-
brarán uno ó más suplentes. No percibirán sueldo del 
Erario Federal; pero cobrarán honorarios de acuerdo 
con la tarifa que al efecto expida la Secretaría de Fo-
mento. 

Art, 23. El denuncio ele terrenos baldíos se hará 
ante el Agente de la Secretaría ele Fomento, dentro de 

n 
cuya circunscripción se encuentre el terreno, presen-
tando el denunciante escrito por duplicado, en el que 
se harán constar, con toda claridad, la situación del te-
rreno y los linderos que lo separen de cualquiera otra 
propiedad. 

Art . 24. Presentado el escrito, el Agente procederá 
á registrarlo en un libro especial y en presencia del 
denunciante, consignando el día y la hora de la pre-
sentación, tanto en el libro como en el escrito y en su 
duplicado, devolviéndose éste en el acto al denuncian-
te para resguardo de su derecho. 

Art . 25. Dentro de los quince días siguientes al de 
la presentación elel escrito ele denuncio, el Agente in-
vestigará si el terreno que se denuncia ha sielo deslin-
dado ó está reservado para bosque, colonia ó reducción 
de indios, ó si por algún otro motivo está en pose-
sión de él la Hacienda pública; y no hallándose en 
ninguno de los casos anteriores, procederá á admitir 
el denuncio y á tramitarlo en los términos que fije el 
Reglamento de procedimientos administrativos. 

Art. 26. Los Agentes no tramitarán los denuncios 
que se les presenten relativos á terrenos ya denuncia-
dos ó titulados; pero en tocio caso deberán registrar 
estos denuncios, y los acuerdos que dictaren desechan-
do un denuncio, serán revisables por la Secretaría de 
Fomento en los términos que en los Reglamentos se 
establezcan. 

Art . 27. Tocio denuncio de terrenos baldíos se pu-
blicará, tanto en el local de la Agencia como en el pe-
riódico oficial de la capital del Estado, Distrito ó Terri-
torio donde el terreno estuviere ubicado, por el término 
y en la forma que determinen los Reglamentos. 



sujeción á los trámites y formalidades establecidos en 
esta ley, confiere al adquirente la propiedad del terre-
no contra la Nación y contra los particulares que hu-
bieren prestado su conformidad á la adjudicación ó 
que, habiéndose opuesto á ella, hubieren sido judicial-
mente vencidos. Respecto de terceros que no hubieren 
sido oídos, la propiedad sólo se adquirirá por prescrip-
ción ú otro título legal. 

Art . 21. El Ejecutivo Federal queda facultado para 
reservar temporalmente los terrenos baldíos que esti-
me conveniente, para conservación ó plantío de mon-
tes, reservación ó reducción de indios, ó colonización, 
en los términos que establezcan las leyes. 

TITULO I I . 

De la manera de adquirir los terrenos que son objeto 
de esta ley. 

Art. 22. Para tramitar los asuntos relativos á te-
rrenos baldíos, se establecerán Agencias en los Esta-
dos, en el Distrito Federal y en los Territorios, á cargo 
de personas nombradas por la Secretaría ele Fomento. 
Estos Agentes serán en número variable, determinán-
dose con claridad el territorio dentro del cual hayan de 
ejercer sus -funciones; y por cada uno de ellos, se nom-
brarán uno ó más suplentes. No percibirán sueldo del 
Erario Federal; pero cobrarán honorarios de acuerdo 
con la tarifa que al efecto expida la Secretaría de Fo-
mento. 

Art, 23. El denuncio ele terrenos baldíos se hará 
ante el Agente de la Secretaría ele Fomento, dentro de 

n 
cuya circunscripción se encuentre el terreno, presen-
tando el denunciante escrito por duplicado, en el que 
se harán constar, con toda claridad, la situación del te-
rreno y los linderos que lo separen de cualquiera otra 
propiedad. 

Art . 24. Presentado el escrito, el Agente procederá 
á registrarlo en un libro especial y en presencia del 
denunciante, consignando el día y la hora de la pre-
sentación, tanto en el libro como en el escrito y en su 
duplicado, devolviéndose éste en el acto al denuncian-
te para resguardo de su derecho. 

Art . 25. Dentro de los quince días siguientes al de 
la presentación elel escrito ele denuncio, el Agente in-
vestigará si el terreno que se denuncia ha sielo deslin-
dado ó está reservado para bosque, colonia ó reducción 
de indios, ó si por algún otro motivo está en pose-
sión de él la Hacienda pública; y no hallándose en 
ninguno de los casos anteriores, procederá á admitir 
el denuncio y á tramitarlo en los términos que fije el 
Reglamento de procedimientos administrativos. 

Art. 26. Los Agentes no tramitarán los denuncios 
que se les presenten relativos á terrenos ya denuncia-
dos ó titulados; pero en tocio caso deberán registrar 
estos denuncios, y los acuerdos que dictaren desechan-
do un denuncio, serán revisables por la Secretaría de 
Fomento en los términos que en los Reglamentos se 
establezcan. 

Art . 27. Tocio denuncio de terrenos baldíos se pu-
blicará, tanto en el local de la Agencia como en el pe-
riódico oficial de la capital del Estado, Distrito ó Terri-
torio clonde el terreno estuviere ubicado, por el término 
y en la forma que determinen los Reglamentos. 



Los gastos de esa publicación serán por cuenta del 
denunciante, así como los de medición del terreno y 
los de deslinde, que en cada caso se ha de practicar 
previa citación de colindantes, por perito titulado, que 
nombrará el denunciante con aprobación del Agente. 

Art, 28. Si el baldío denunciado estuviere limitado 
en todo su perímetro por terrenos no baldíos, podrá 
conservar la figura que tenga, sea cual fuere. Si sólo 
estuviere limitado en parte por terrenos de esta clase, 
los lados que de nuevo se tracen serán rectilíneos, y 
los ángulos cuanto menos agudos y obtusos sea posi-
ble. Si estuviere circundado en su totalidad por bal-
díos, la figura será forzosamente un cuadrado. 

Cuando el baldío denunciado esté próximo á terre-
nos no baldíos, se tomará el límite de éstos por límite 
del terreno denunciado, ó se dejará entre ambos, se-
gún prefiera el adjudicatario, una distancia que no ba-
je de un kilómetro. 

Art. 29. Levantado el plano del terreno denuncia-
do, hecho el deslinde, y concluidos los plazos que fije 
el Reglamento de procedimientos, y siempre que den-
tro de ellos no se hubiere presentado opositor, el Agen-
te sacará copias del expediente y del plano, á fin de 
enviarlas á la Secretaría de Fomento para su revisión, 
por conducto del Gobernador del Estado respectivo, 
quien informará lo que estime por conveniente. 

Art, 30. Revisadas las copias del expediente y del 
plano por la Secretaría de Fomento, y encontrándose 
que se ha cumplido con todos los trámites requeridos 
por la ley y sus Reglamentos, y que los trabajos peri-
ciales relativos al levantamiento del plano y al deslinde 

se han ejecutado debidamente, la expresada Secretaría 
adjudicará el terreno al denunciante y le notificará 
que proceda á hacer el pago del precio del terreno, pa-
ra que se le expida el título correspondiente de propie-
dad. Esta notificación se hará por conducto del Agente 
ante quien se hubiere hecho el denuncio, si el denun-
ciante no residiere en esta capital, ni tuviere en ella 
persona autorizada para representarle. 

Art. 31. El precio del terreno baldío denunciado, 
será el que fije la Tarifa vigente en la época en que se 
hizo el denuncio, y se ha de pagar dentro de los dos me-
ses siguientes al acuerdo de la Secretaría de Fomen-
to, que hubiere ordenado la adjudicación del terreno. 
Si pasare este plazo sin que se presenten á la men-
cionada Secretaría los comprobantes de haberse veri-
ficado el pago, el denunciante perderá los derechos que 
hubiere adquirido, y el terreno se incorporará á los 
nacionales. Si por el contrario, se presentaren oportu-
namente dichos comprobantes, se mandará extender 
y se entregará el título de propiedad al denunciante. 

Art. 32. Si concluidos los trámites de un denuncio, 
la Secretaría de Fomento creyere que el terreno de que 
se trata debe reservarse para algún uso público ó pa-
ra alguno de los fines que autoriza la presente ley, 
podrá negarse la adjudicación al denunciante é incor-
porar el terreno á los nacionales; pero en este caso, se 
indemnizará al denunciante de los gastos que hubiere 
hecho en el denuncio y medición del terreno y en la 
tramitación del expediente respectivo. 

Art. 33. Los Agentes suspenderán la tramitación 
del expediente desde el momento en que hubiere opo-



sición, relativa á todo el terreno ele que se trate, for-
mulada de tal manera que no pueda precisarse exten-
sión determinada de tierras. Si la oposición fuere sólo 
de una parte claramente especificada del terreno, con-
tinuarán los trámites administrativos, en todo lo que 
la oposición no comprenda, si así lo pidiere el denun-
ciante; y sólo por lo que ésta afecte, se abrirá el juicio 
correspondiente ante el Juzgado de Distrito del Esta-
do, Distrito ó Territorio de la ubicación del terreno. 

Art. 34. El juicio de oposición se substanciará con 
audiencia del Promotor Fiscal, como representante de 
la Hacienda Pública, y con sujeción á los procedi-
mientos que señalen las leyes en materia federal, para 
el juicio sumario, causando siempre ejecutoria la sen-
tencia de segunda instancia, 

Art. 35. La sentencia definitiva que se pronuncie 
sobre una oposición, contendrá siempre declaración 
expresa sobre las costas del juicio y se remitirá en 
testimonio al Agente de tierras, para que la agregue 
al expediente administrativo. Si fuere totalmente ad-
versa al denunciante, el denuncio se tendrá por no he-
cho en lo que ataque los derechos del opositor; y por 
último, si fuere totalmente adversa á éste, el denun-
cio continuará sus trámites como si no hubiese habi-
do oposición. 

Art. 36. La Secretaría de Fomento podrá negar la 
adjudicación de los terrenos baldíos que se denuncien 
á lo largo de los ríos ó cursos de agua, cuando por esos 
denuncios se inhabiliten, por quedar sin acceso al río ó 
al curso de agua, los terrenos colindantes; pues hasta 
donde fuere posible, se procurará que todos los lotes ó 

fracciones que se formen con los terrenos baldíos que 
atravesare un río, tengan acceso á éste. 

Art. 37. Solamente por causa de oposición, podrán 
los Agentes suspender los trámites de un denuncio; 
pero por ningún otro motivo, ni en ningún otro caso, 
suspenderán dichos trámites, ni ampliarán los plazos, 
debiendo á la conclusión de éstos, y en la sucesión en 
que ocurran, sacar copia del expediente, á fin de remi-
tirla á la Secretaría de Fomento, para que ésta decla-
re la deserción del denunciante moroso ó exija la res-
ponsabilidad al Agente. El denunciante que una vez 
hubiere sido declarado moroso, no podrá volver á de-
nunciar el mismo terreno baldío, dentro de un año de 
haber sido declarado desierto su primer denuncio. 

Art. 38. Las excedencias y demasías de una pro-
piedad, así como los terrenos á que se refiere el art. 10 
de la presente ley, pueden adquirirse por denuncio, 
llenando los requisitos que se establecen en los artí-
culos anteriores, ú ocurriendo directamente á la Se-
cretaría de Fomento, la cual queda autorizada para ce-
lebrar arreglos y composiciones en todo lo que se re-
fiera á los intereses de la Nación, ya sea declarando 
que no hay baldíos, excedencias ni demasías, dentro 
de los límites de una propiedad, ó ya acordando que al 
dueño de ésta se adjudiquen los baldíos, demasías ó 
excedencias que resultaren. 

Art. 39. Para la celebración de los arreglos y com-
posiciones á que se refiere el artículo anterior, serán 
requisitos indispensables: 

I. Que por perito titulado, y á satisfacción de la 
Secretaría de Fomento, se levante y presente el plano 



del terreno á la escala y con los demás requisitos y de-
talles que fijen los Reglamentos administrativos. 

I I . Que se haga constar de una manera auténtica y 
fehaciente, la conformidad de todos y cacla uno de los 
actuales colindantes, con los linderos que en el plano 
se señalen al terreno cuya composición se solicite, ó 
que, si alguna diferencia se hubiere suscitado sobre di-
chos linderos, se haya decidido por sentencia definiti-
va y pasada en autoridad de cosa juzgada. 

La ley reputa medio bastante para comprobar la in-
dicada conformidad de los colindantes, cualquiera de 
los siguientes: 

A. Escritura pública otorgada ante Notario ó Juez 
autorizado para otorgar instrumentos públicos: 

B. Comparecencia ante un Juez de Instancia: 
C. Comparecencia ante el Agente de tierras de la 

circunscripción en donde la propiedad estuviere ubi-
cada. 

V 

I I I . Que se presenten, en forma legal, los títulos 
primordiales, ó en su caso, los translativos de domi-
nio. 

IV. Que se presente igualmente en forma legal, el 
último título translativo de dominio, debidamente ins-
crito en el Registro de la propiedad del Distrito, Par-
tido ó Cantón en que esté ubicado el terreno de que 
se trate. 

V. Que se presente también original ó en copia cer-
tificada, la información rendida ante el Juzgado de 
Distrito correspondiente y que compruebe la posesión 
del terreno ó de las excedencias ó demasías, durante 
el término requerido por esta ley. 

Art . 40. Llenados los requisitos que exige el artícu-
lo anterior, la Secretaría de Fomento podrá hacer la 
declaración de no existir baldíos dentro de los límites 
de una propiedad, ó adjudicar á su poseedor los bal-
díos, demasías y excedencias que en ella hubiere, pre-
vio pago del precio que corresponda conforme á la ta-
rifa vigente en la época en que se haya hecho la 
solicitud, y con las rebajas concedidas por esta ley á 
los poseedores. 

Art . 41. Los terrenos nacionales serán vendidos pol-
la Secretaría de Fomento, al contado ó á plazos, y á pre-
cios convencionales, que en ningún caso serán inferio-
res á los que señale la tarifa vigente al acordarse la 
enajenación. La Secretaría de Fomento, previos los 
informes que estime convenientes, podrá acordar ó ne-
gar la enajenación, y aun conceder plazos para el pa-
go del precio; pero en este último caso, no se expedirá 
título de propiedad al adquirente, sino cuando haya 
acabado de pagar el precio convenido. 

Cuando los terrenos se enajenen para objetos de co-
lonización, los contratos respectivos se sujetarán á lo 
que establecen las leyes especiales sobre esta materia. 

TÍTULO I I I . 

De las franquicias que se conceden á los poseedores de 
terrenos baldíos, demasías y excedencias. 

Art. 42. Los poseedores de demasías gozarán de 
una rebaja de sesenta y seis por ciento en el precio de 
tarifa. Los de excedencias y de baldíos con título trans-



látiro de dominio y posesión de más de veinte años, go-
zarán de una rebaja de cincuenta por ciento, sobre el 
indicado precio de tarifa, y esa rebaja será sólo de trein-
ta y tres por ciento para los poseedores de baldíos con 
título translativo ele dominio y posesión de más de eliez 
años y menos de veinte. 

Art . 43. Durante un año contado elesde la fecha en 
que comience á regir esta ley, solamente los poseedo-
res ele demasías, excedencias y terrenos baldíos, á quie-
nes se refiere el artículo anterior, podrán solicitar su 
adquisición, quedando después ele este plazo [denun-
ciables por cualquiera otra persona; pero sin que el 
denunciante tenga derecho á rebaja en el precio. 

Transcurrido el plazo de un año que queda indica-
do, aun en caso de denuncio por un tercero, el poseedor 
tendrá el derecho ele ser preferido en la adjudicación 
del terreno de que se trate, siempre que hiciere uso ele 
él antes ele que el expeeliente sea remitido por la Agen-
cia respectiva á la Secretaría de Fomento, y pagando 
al denunciante los gastos que hubiere hecho en el ele-
nuncio. 

Art, 44. Queda derogada desde la fecha en que esta 
ley comience á regir, cualquiera ley ó disposición que 
prohiba la prescripción de los terrenos baldíos. En 
consecuencia, podrá en losucesivocualquierindividuo, 
no exceptuado por la ley, prescribir hasta cinco mil 
hectaras de terreno baldío, y ' n o más, si concurren 
los requisitos que con relación al tiempo de posesión y 
á la naturaleza del título que lo ampare establece el 
Código Civil del Distrito Federal. 

TÍTULO IV. 

Bel Gran Registro de la propiedad de la República. 

Art. 45. Se establece el Gran Registro ele la propie-
dad ele la República, que estará á cargo ele una Ofici-
na dependiente de la Secretaría de Fomento, y en el 
cual se inscribirán con los requisitos y formalidades 
que fijen esta ley y sus Reglamentos, los títulos pri-
mordiales ele terrenos baldíos ó nacionales y los expe-
didos en virtud de los arreglos y composiciones que 
hubiere hecho ya ó hiciere en lo futuro la Secretaría 
de Fomento. 

Art . 46. El Gran Registro de la propiedad de la 
República será público, pudiendo examinar y pedir 
certificación y copia ele las inscripciones y planos que 
en él se conserven, toda autoridad ó persona que lo 
solicite. 

Art. 47. La inscripción en el Gran Registro de la 
propiedad de la República será enteramente volunta-
ria para los dueños y poseedores ele tierras; y, por lo 
mismo, la falta de dicha inscripción no les privará de 
ninguno de los derechos que les correspondan, confor-
me á las leyes vigentes; pero sin que gocen de las fran-
quicias concedidas á las propiedades registradas. 

Art . 48. Toda propiedad inscrita en el Gran Regis-
tro de la propiedad de la República, será considerada 
por el Gobierno Federal como perfecta, irrevocable y 
exenta de todo género de revisión. En consecuencia, 
los efectos que la inscripción surtirá con relación 



látiro de dominio y posesión de más de veinte años, go-
zarán de una rebaja de cincuenta por ciento, sobre el 
indicado precio de tarifa, y esa rebaja será sólo de trein-
ta y tres por ciento para los poseedores de baldíos con 
título translativo ele dominio y posesión de más de eliez 
años y menos de veinte. 

Art . 43. Durante un año contado elesde la fecha en 
que comience á regir esta ley, solamente los poseedo-
res ele demasías, excedencias y terrenos baldíos, á quie-
nes se refiere el artículo anterior, podrán solicitar su 
adquisición, quedando después ele este plazo [clenim-
ciables por cualquiera otra persona; pero sin que el 
denunciante tenga derecho á rebaja en el precio. 

Transcurrido el plazo de un año que queda indica-
do, aun en caso ele denuncio por un tercero, el poseedor 
tendrá el derecho ele ser preferido en la adjudicación 
del terreno de que se trate, siempre que hiciere uso ele 
él antes de que el expediente sea remitido por la Agen-
cia respectiva á la Secretaría ele Fomento, y pagando 
al denunciante los gastos que hubiere hecho en el ele-
nuncio. 

Art, 44. Queda derogada desde la fecha en que esta 
ley comience á regir, cualquiera ley ó disposición que 
prohiba la prescripción de los terrenos baldíos. En 
consecuencia, podrá en losucesivocualquierindividuo, 
no exceptuado por la ley, prescribir hasta cinco mil 
hectaras de terreno baldío, y ' n o más, si concurren 
los requisitos que con relación al tiempo de posesión y 
á la naturaleza del título que lo ampare establece el 
Código Civil del Distrito Federal. 

TÍTULO IV. 

Bel Gran Registro de la propiedad de la República. 

Art. 45. Se establece el Gran Registro ele la propie-
dad de la Repiiblica, que estará á cargo ele una Ofici-
na dependiente de la Secretaría de Fomento, y en el 
cual se inscribirán con los requisitos y formalidades 
que fijen esta ley y sus Reglamentos, los títulos pri-
mordiales ele terrenos baldíos ó nacionales y los expe-
didos en virtud de los arreglos y composiciones que 
hubiere hecho ya ó hiciere en lo futuro la Secretaría 
ele Fomento. 

Art, 46. El Gran Registro ele la propiedad de la 
República será público, pucliendo examinar y pedir 
certificación y copia de las inscripciones y planos que 
en él se conserven, toda autoridad ó persona que lo 
solicite. 

Art. 47. La inscripción en el Gran Registro de la 
propiedad de la República será enteramente volunta-
ria para los dueños y poseedores ele tierras; y, por lo 
mismo, la falta de dicha inscripción no les privará de 
ninguno de los derechos que les correspondan, confor-
me á las leyes vigentes; pero sin que gocen de las fran-
quicias concedidas á las propiedades registradas. 

Art . 48. Toda propiedad inscrita en el Gran Regis-
tro de la propiedad ele la República, será considerada 
por el Gobierno Federal como perfecta, irrevocable y 
exenta de todo género de revisión. En consecuencia, 
los efectos que la inscripción surtirá con relación 



al Gobierno y autoridades de la Nación, serán que 
ninguna de éstas, sea cual fuere su categoría, ni sus 
agentes de cualquiera especie, puedan exigir en nin-
gún tiempo la presentación de títulos ó documentos 
primordiales, ni mucho menos sujetarlos á inquisición 
ó revisión de ninguna clase, pues el simple certificado 
de una inscripción surtirá el efecto de un título per-
fecto é irrevocable, sin que por ningún motivo pueda 
rectificarse la extensión superficial de la propiedad 
ñiscrita. 

Art. 49. Con relación á los denunciantes de terre-
nos comprendidos dentro de los límites de una propie-
dad inscrita en el Gran Registro de la propiedad de la 
República, sea que el denuncio se haga á título de ser 
dichos terrenos baldíos, excedencias ó demasías, la ins-
cripción surtirá el efecto de que el denuncio se consi-
dere infundado é improcedente, declarándose así de 
plano, tan luego como se presente el certificado de la 
inscripción; pero sin perjuicio de que tal declaración 
sea revisable por la Secretaría de Fomento, según lo 
establecido en el artículo 26. 

Art. 50. Con relación á los colindantes de una pro-
piedad ó terreno inscrito en el Gran Registro de la 
propiedad de la República, surtirá los mismos efectos 
que las leyes atribuyan á un título válido y perfecto, 
mientras no se obtenga una sentencia judicial que ha-
ya causado ejecutoria y en la cual se declare que es 
nula la inscripción ó que ésta debe modificarse en la 
parte que concierna al colindante opositor. 

Art. 51. No será admitido á pedir la nulidad de una 
inscripción: 

I. El que hubiere consentido en los linderos fijados 
á la propiedad inscrita en el plano que sirvió para la 
inscripción, ya sea que este consentimiento se haya 
dado personalmente, ó ya por alguno de los anteceso-
res ó causahabientes del que pretenda oponerse. 

I I . El que habiéndose opuesto á que se fije deter-
minado lindero, antes de que la inscripción se verifi-
que, hubiere sido vencido en juicio por sentencia defi-
nitiva. 

Art, 52. Los efectos atribuidos á la inscripción de 
una propiedad en los artículos que preceden, no libra-
rán á los poseedores de tierras de la obligación de per-
mitir que se identifiquen por el Gobierno ó sus agen-
tes ó por particulares, en ello interesados, los límites 
ó linderos ele la propiedad inscrita, en los casos en que 
tal identificación proceda con arreglo á derecho. 

Art. 53. Ninguna inscripción de un terreno ó pro-
piedad se verificará, sino por acuerdo expreso de la 
Secretaría de Fomento, que se archivará en unión del 
plano de la finca ó terreno de que se trate. 

Art. 54. Toda inscripción comprenderá: 
I. El nombre del que la solicite. 
I I . El nombre con que sea conocida la finca, pro-

piedad ó terreno á que la inscripción se refiera, ó el 
que le pusiere su propietario. 

I I I . La ubicación de la finca, propiedad ó terreno, 
con relación á la división política del territorio nacio-
nal, expresando cuando menos el Estado, Distrito, 
Cantón ó Partido y Municipalidad. 

IY. Los linderos de la finca, propiedad ó terreno en 
todo su perímetro, con referencia, hasta donde fuere 



posible, á puntos fijos é invariables de fácil identifica-
ción, ó á mojoneras artificiales de construcción sólida 
y permanente. 

V. Fecha y extracto de todos los títulos primordia-
les de dominio que sirvan de fundamento á la inscrip-
ción. 

VI. Fecha y extracto del último título translativo de 
• dominio, extendido en favor del que solicite la inscrip-

ción. 
VII. Copia literal del acuerdo ele la Secretaría de 

Fomento que ordene la inscripción. 
VIII . Los demás datos y circunstancias que exijan 

los reglamentos administrativos. 
Art. 55. La Secretaría de Fomento no podrá acor-

dar la inscripción de una propiedad sin que previa-
mente se hayan llenado las siguientes condiciones: 

I. Declaración hecha por la misma Secretaría, de 
que está satisfecho todo interés de la Nación, en lo que 
se refiera á la enajenación de la propiedad ó terreno 
de que se trate. 

I I . Presentación del último título translativo de do-
minio en favor del que solicite la inscripción, debida-
mente inscrito en el Registro Público del Distrito, 
Partido ó Cantón en que la propiedad esté situada. 

I I I . Levantamiento y presentación del plano del 
terreno ó propiedad, con los requisitos que exige la 
fracción I del art. 39. 

IV. Constancia de la conformidad de todos y cada 
uno de los colindantes, con los linderos que en el pla-
no se señalen al terreno, en la forma que expresa la 
fracción I I del citado art. 39, ó la justificación de ha-

ber sido vencido en juicio el colindante que se hu-
biere opuesto. 

Art. 56. Cada inscripción se referirá á una sola fin-
ca ó propiedad: en consecuencia, ninguna inscripción 
podrá comprender fincas ó terrenos que no estuvieren 
unidos, constituyendo una sola propiedad, aunque per-
tenezcan á un mismo dueño. 

Art. 57. Para que el certificado de una inscripción 
en el Gran Registro de la propiedad de la República 
surta los efectos que esta ley le atribuye, no se necesita-
rá que esté extendido en nombre de la persona que lo 
exhiba; pero los propietarios de fincas ó terrenos ten-
drán el derecho de pedir que se varíe el nombre de 
aquel en cuyo favor se haya hecho una inscripción, 
presentando al Gran Registro de la propiedad de la 
República un instrumento público que compruebe que 
son sucesores legítimos á título singular ó universal 
de la persona en cuyo favor se haya hecho la inscrip-
ción, siempre que tal documento esté debidamente 
inscrito en el Registro Público de la propiedad del 
Distrito, Cantón ó Partido en donde el terreno estu-
viere ubicado. 

Art. 58. En caso de que un terreno ó propiedad ya 
inscrito se fraccione ó divida, se hará la anotación co-
rrespondiente en la primitiva inscripción, y se abrirá 
una nueva, respecto de cada fracción ó parte que hu-
biere pasado á otro propietario; pero sin que al abrir-
se la nueva inscripción puedan omitirse la presenta-
ción y archivo del plano de la fracción á que aquélla 
se refiera, ni las anotaciones que corresponda hacer 
en el plano primitivo de la propiedad fraccionada. 



Art. 59. Fuera de los casos de transmisión, división 
ó fraccionamiento de una propiedad inscrita, á que se 
refieren los dos artículos anteriores, sólo podrá alte-
rarse, modificarse ó cancelarse una inscripción, por 
virtud de sentencia definitiva y pasada en autoridad 
de cosa juzgada, dictada por el Juez ó Tribunal fede-
ral que fuere competente, por razón de la ubicación 
del terreno ó finca de que se trate, y en la cu^l se de-
clare que la inscripción fué nula ó que debe alterarse 
ó modificarse. Sólo será causa legal para declarar la 
nulidad ó modificación de una inscripción, la compro-
bación de haberse acordado ésta por error, dolo ó frau-
de, ó sin haberse llenado los requisitos previos que la 
ley establezca. En esta clase de juicios se oirá siem-
p re y se tendrá como parte al Promotor fiscal. 

Art . 60. La Secretaría de Fomento dará noticia á 
los agentes de tierras, de las propiedades que hayan 
sido inscritas en el Oran Registro de la propiedad de 
la Repiiblica y que estén ubicadas dentro de los lími-
tes de su circunscripción, con objeto de que por ningún 
título ni motivo admitan denuncio de ellas ó ele parte 
de las tierras que las formen. 

Art . 61. La inscripción en el Gran Registro de la 
propiedad de la República causará un derecho que 
será pagado en estampillas que se adherirán al libro 
en que se haga cada inscripción, con arreglo á la Tarifa 
siguiente: 

Por las propiedades que midan menos de 10,000 
hectaras, se pagará á razón ele un centavo por hecta-
ra, sin que en ningún caso pueda pagarse una cuota 
menor de f> 2. 

Las propiedades que midan más de 10,000 y menos 
ele 50,000 hectaras, pagarán la cuota que queda ex-
presada ele un centavo por hectara, por las primeras 
10,000, y por las que hubiere ele exceso, medio centavo 
por hectara. 

Por las propiedades que midan más ele 50,000 hec-
taras, se pagarán las cuotas que quedan indicadas, y 
un cuarto de centavo por cada hectara que exceda ele 
50,000. 

Estos derechos se pagarán por una sola vez; pero 
por las copias certificadas que se dieren de una ins-
cripción y por las anotaciones que en ellas se hicieren 
en caso de cambio de propietario ó ele división ele una 
propiedad, se podrán cobrar los derechos que fije el 
Arancel que apruebe la Secretaría de Fomento, y los 
cuales se pagarán también en estampillas del timbre. 

Art . 62. El Jefe ó Encargado del Gran Registro de 
la propiedad de la República otorgará una fianza que 
no bajará de $ 10,000, por los perjuicios que á la Ha-
cienda pública ó á los particulares pueda causar por 
elolo ú omisión en las inscripciones que hiciere; pero 
tendrá derecho de hacer observaciones á los acuerdos 
en que tales inscripciones se manden hacer, y sólo ee-

. sará su responsabilidad cuando, á pesar ele ellas, se le 
repitiere el acuerdo. 

TÍTULO Y. 

Disposiciones generales. 

Art, 63. Se declaran exentos de toda revisión y com-
posición los títulos expedidos por autoridad competen-
te, conforme á las leyes, y especialmente los que la 



Secretaría de Fomento hubiere otorgado desde la fe-
cha en que comenzó á regir la ley de 20 de Julio de_ 
1863, los cuales expresamente se confirman y ratifi-
can en lo que se refiere al interés de la Hacienda pú-
blica, sin que en lo sucesivo puedan ser nulificados ni 
modificados, sino por causa- de error ó dolo, declara-
dos por los tribunales competentes ele la Federación, 
en sentencia que haya pasado en autoridad de cosa 
juzgada. Sin embargo, los títulos expresados sólo am-
pararán los terrenos comprendidos dentro ele la exten-
sión superficial á que se refieran, y de los linderos que 
en ellos se fijen, sin que puedan extenderse á mayor 
superficie ó á otros linderos. 

Art, 64. Igualmente se confirman y ratifican en los 
términos indicados y por lo que al interés de la Ha-
cienda pública se refiere, las enajenaciones de terrenos 
baldíos y nacionales hechas por la Secretaría ele Fo-
mento á título ele composición, y las declaraciones de 
la misma Secretaría sobre que determinada propie-
dad no contiene baldíos, excedencias ni demasías; las 
cuales enajenaciones y declaraciones sólo podrán ser 
nulificadas mediante sentencia elefiniva, pronunciada 
por los tribunales competentes de la Federación, en 
que se declare que fueron obtenidas por error ó dolo. 

Art. 65. Todo título primordial ele terrenos baldíos, 
expedido por autoridad competente y con todos los re-
quisitos establecidos por las leyes vigentes en la época 
en que se expidió, es firme y valedero, y no necesita, 
por lo tanto, ele revisión, ratificación ni confirmación 
ele ninguna especie, siempre que dicho título esté con-
forme con la extensión superficial y los linderos fija-

dos en él al terreno, ó que se hayan suplido los vicios 
de que pudiera haber adolecido, por composición ajus-
tada con autoridad competente. 

La prevención anterior no modifica los preceptos de 
esta ley en lo referente á propiedades inscritas en el 
G-ran Registro ele la propiedad de la República, cuyos 
poseedores sólo tendrán obligación de permitir que se 
identifiquen los linderos, ele conformidad con lo esta-
blecido en el art, 52. 

Art, 66. Los ingenieros que intervengan en el des-
linde y medición de terrenos baldíos y nacionales, ó 
de excedencias y demasías, son civilmente responsables 
para con la Hacienda pública ele los daños y perjui-
cios que le causaren por negligencia ó impericia en el 
desempeño de su encargo; sin perjuicio de las penas 
en que incurran en caso ele dolo ó fraude, con arreglo 
á las leyes penales. 

Art, 67. Subsisten la prohibición é incapacidad ju-
rídica que tienen las comunidades y corjtor ación es ci-
viles para poseer bienes raíces; y los Gobiernos de los 
Estados, auxiliados por las autoridades federales, con-
tinuarán el señalamiento, fraccionamiento en lotes y 
adjudicación entre los vecinos ele los pueblos, ele los 
terrenos que formen los ejidos, y de los excedentes 
del fundo legal, cuando no se hubieren hecho esas 
operaciones; sujetándose para el señalamiento á los lí-
mites fijados en las concesiones otorgadas á los pue-
blos, ya por el Gobierno español en la época colonial, 
ya por los Gobiernos ele los Estados en la época en 
que pudieron disponer de los baldíos. En caso ele que 
en la concesión no se hubieren fijado ni la extensión 



ni los límites de elichos terrenos, se asignará á cada 
población una legua cuadrada, conforme á las dispo-
siciones antiguas, siempre que haya terrenos baldíos 
en los que pueela hacerse el señalamiento, porque no 
ha ele invadirse la propiedad particular, ni ha de to-
marse de los baldíos mayor cantidad de terreno que 
la que exprese la concesión. 

Art. 68. Si algún pueblo estuviere poseyendo, á tí-
tulo de ejidos, excedencias ó demasías, podrá ser ad-
mitido á composición, en los mismos términos que los 
particulares. 

Art. 69. Para solicitar las composiciones que expre-
sa el artículo que precede, así como para defender ele 
denuncios ilegales los ejidos, terrenos y montes de los 
pueblos, y para gestionar su repartición ó fracciona-
miento entre los individuos que á ello tengan derecho, 
se confiere personalidad jurídica á los Ayuntamientos, 
Asambleas ó corporaciones municipales ele la Repú-
blica, sea cual fuere la denominación con que sean ele-
signados por las leyes locales. 

Art. 70. La Secretaría ele Fomento expedirá los re-
glamentos para la explotación ele los bosques y terre-
nos baldíos que temporalmente mandare reservar con-
forme á la facultad que al Ejecutivo federal concede 
el artículo 21 de la presente ley. 

Art, 71. Todo contrato celebrado y toda disposición 
dictada sobre terrenos baldíos, demasías y exceden-
cias, ó sobre terrenos nacionales, por funcionarios á 
quienes la ley no comete esta facultad, son nulos ele 
pleno derecho y no constituyen responsable en cosa 
alguna á la Hacienda pública, 

Art. 72. Nadie puede oponerse á cjue se midan, des-
linden ó ejecuten por orclen de autoridad competente 
cualesquiera otros actos necesarios para averiguar la 
verdad ó legalidad de un denuncio; pero siempre que 
la sentencia declare no ser baldío, en todo ni en parte 
el térreno denunciado, habrá derecho á la indemniza-
ción de los daños y perjuicios que por el denuncio se 
irroguen, á reserva ele la acción criminal que proceda 
conforme á las leyes. 

La prevención- que precede, en manera alguna mo-
difica las contenidas en los artículos 48 y 49. 

Art. 73. El simple hecho de haber elenunciado un 
terreno baldío no cía derecho para tomar posesión de 
él, que no se conferirá legalmente sino mediante la ex-
pedición del título que corresponda, en la forma y con 
los requisitos que establece esta ley. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS. 
i 

Art. 74. Los expedientes sobre denuncios de terre-
nos baldíos que se encuentren en tramitación al co-
menzar á regir esta ley, continuarán radicados ante 
los Juzgados de Distrito que ele ellos estén conocien-

. do, y se proseguirán y terminarán ele conformidad con 
las leyes vigentes al ser iniciados; sin perjuicio del de-
recho ele los denunciantes de elesistirse de sus denun-
cios, para formularlos ele nuevo ante la Agencia de te-
rrenos baldíos que corresponda, en caso de que no haya 
habido oposición, pues si la hubiere, ésta seguirá sus-
tanciándose conforme á la ley. 

Art, 75. Los Jueces de Distrito y los Tribunales de 



Circuito ante quienes esté pendiente alguno de los 
asuntos á que se refiere el artículo que precede, remi-
tirán á la Secretaría de Fomento, dentro del mes si-
guiente á la fecha en que esta ley comience á regir, 
una noticia de los expedientes sobre terrenos baldíos de 
que estuvieren conociendo, con indicación del nombre 
del denunciante, del terreno denunciado, del nombre del 
opositor si lo hubiere, de la última diligencia practica-
da, y de la fecha en que ésta hubiere tenido lugar. 

Art, 76. Los Juzgados de Distrito y los Tribunales 
de Circuito que estuvieren conociendo de asuntos refe-
rentes á terrenos baldíos, procederán de oficio á hacer 
efectiva la prevención del artículo 21 de la ley de 22 
de Julio de 1863 y de las circulares relativas de 27 de 
Julio de 1868 y de 26 de Octubre de 1884, declarando 
desiertos y abandonados los denuncios cuyos trámites 
se hubieren paralizado sin motivo legal, y mandando 
archivar los expedientes relativos. 

Art, 77. Los expedientes sobre denuncios de terre-
nos baldíos que á la fecha en que comience á regir esta 
ley estuvieren pendientes ante la Secretaría de Fo-
mento, se decidirán con arreglo á las leyes vigentes en 
la época en que fueron iniciados; pero las composi-
ciones, declaraciones y arreglos que en la fecha indi-
cada no estuvieren definitivamente resueltos, se suje-
tarán á las reglas que esta ley establece. 

Art. 78. Por ahora la planta y sueldos de la Ofici-
na encargada del Gran Registro de la Propiedad de la 
República, serán los siguientes: 

.$3,000 00 
Un Oficial l 9 2,000 00 
Un ídem 29 .. 1,800 00 
Dos escribientes, á $600.... .. 1,200 00 
Un archivero .. 1,200 00 

Art. 79. Esta ley comenzará á regir en toda la Re-
pública el l 9 de Julio del presente año; y desde esa fe-
cha quedarán derogadas la de 20 de Julio de 1863 y 
las demás que estén vigentes sobre terrenos baldíos. 

"Por tanto, mando se imprima, publique, circule y 
se le dé el debido cumplimiento. 

"Dado en el Palacio del Poder Ejecutivo de la Unión, 
en México, á veintiséis de Marzo de mil ochocientos 
noventa y cuatro.—Porfirio Diaz.—Al C. Manuel Fer-
nández Leal, Secretario de Estado y del Despacho de 
Fomento, Colonización é Industria." 

Y lo comunico á vd. para su inteligencia y fines con-
siguientes. 

Libertad y Constitución. México, 26 de Marzo de 
1894. 

Fernández Leal 

Al 
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SECRETARÍA DE ESTADO 

Y D E L 

DESPACHO DE FOMENTO, COLONIZACION E INDUSTRIA 
DE LA REPÚBLICA MEXICANA. 

S E C C I Ó N LÍ 

El Presidente de la República se ha servido dirigirme el de-
creto que sigue: 

"PORFIRIO DIAZ, Presidente Constitucional de los Estados 
Unidos Mexicanos, á sus habitantes, sabed: 

"Que en uso de la facultad constitucional del Ejecutivo, y de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 18 y 70 de la ley 
de 26 de Marzo del presente año, he tenido á bien expedir 
el siguiente 

R E G L A M E N T O 
Para la explotación de los bosques j terrenos baldíos j nacionales. 

CAPÍTULO I. 

D E L O S A G E N T E S Y E N C A R G A D O S D E V I G I L A R L A E X P L O T A C I O N . 

Art. 1? La conservación, vigilancia, y explotación de los 
bosques y terrenos baldíos y nacionales, queda á cargo de 
los Agentes de terrenos baldíos que nombre la Secretaría de 



Fomento, en los Estados, en el Distrito Federal y en los Terri-
torios, y de los subinspectores y guardabosques, cuyo núme-
ro y sueldos serán fijados por la misma Secretaría. 

Art. 2? Los subinspectores serán nombrados por la Secreta-
ría de Fomento, á propuesta de los Agentes, y éstos nombra-
rán á los guardabosques, prefiriendo, en cuanto fuere posi-
ble, á los naturales de la región que tengan la honradez, cono-
cimiento del terreno y demás cualidades necesarias para el 
desempeño del empleo. 

Art. 3? Las atribuciones de los Agentes, para el desempeño 
de las funciones que les comete el presente Reglamento, son 
las siguientes: 

I. Hacerse cargo de los terrenos baldíos de que esté en po-
sesión la Hacienda Federal, y de los nacionales, procurando 
desde luego adquirir datos acerca de los bosques que haya en 
ellos y sus productos, ruinas monumentales, salinas y otras 
substancias que no son objeto de concesión por la ley minera. 

II. Indagar cuáles son lo§ bosques y terrenos de propiedad 
de la Nación que hubiere en el Estado, Distrito ó Territorio, 
en el que ejercen sus funciones, y comunicarlo á la Secretaría 
de Fomento, á fin de que se dicten las disposiciones necesa-
rias para que la Hacienda Pública entre en posesión de ellos. 

III. Proponer á la Secretaría de Fomento cuáles de los te-
rrenos baldíos ó nacionales se han de reservar temporalmente 
para conservación ó plantío de bosques, reducción de indios ó 
colonización. 

IV. Expedir los permisos que se soliciten para el corte de 
árboles; explotación de gomas, resinas y otros productos de los 
bosques; explotación de substancias minerales que no son ob-
jeto de concesión, y caza y pesca de animales, previo el pago 
en la oficina de Hacienda que corresponda, de los derechos 
que en cada caso se fijen. 

V. Vigilar que los subinspectores y guardabosques cum-
plan exactamente con sus respectivas obligaciones, pudiendo 
imponerles penas correccionales, como la suspensión en el em-

pleo y sueldo, multas, y á los guardabosques hasta la de destitu-
ción; dando conocimiento de todo á la Secretaría de Fomento. 
En el caso de complicidad con los explotadores, para defrau-
dar á la Hacienda Pública, ó en cualquiera otro caso en que 
aparezca delito, consignarán al responsable al Juez de Distrito 
respectivo. 

VI. Imponer á los explotadores fraudulentos y á los que in-
frinjan las disposiciones de este Reglamento las correcciones 
administrativas que se fijan en el Capítulo correspondiente. 

VII. Negar á los colindantes que ocasionen disgustos á la 
vecindad de otros cortadores el refrendo de sus permisos, en 
los lugares donde perjudique su presencia. 

VIII. Suspender el permiso al explotador que infrinja las 
prescripciones del presente Reglamento, imponiéndole la co-
rrección administrativa que corresponda y consignándolo al 
•Juez de Distrito respectivo, en el caso de que hubiere delito. 

IX. Procurar que se terminen pacíficamente, por medio de 
conciliación, las cuestiones que se susciten entre los explota-
dores, y en caso de que no lo consigan, transmitir los datos que 
se hubieren reunido á la autoridad judicial, si á ella llevaren 
los litigantes sus cuestiones. 

X. Designar á los subinspectores y guardabosques la de-
marcación que cada uno ha de vigilar, sin perjuicio de movili-
zarlos, en todos los casos que así lo exija el mejor servicio. 

XI. Proponer á la Secretaría de Fomento las especies de 
árboles que convenga introducir y cultivar en los terrenos en-
comendados á su cuidado, y comunicar las observaciones que 
la práctica y la experiencia les sugieran, para mejorar la ex-
plotación. 

XII. Proponer á la misma Secretaría, con los mejores da-
tos, lo que deban pagar los explotadores de los bosques, en la 
circunscripción de su cargo, por cada árbol que corten, por la 
leña, por las gomas ó resinas, por la caza y por la pesca, y por 
cualesquiera productos de los terrenos nacionales, susceptibles 
de aprovechamiento y explotación. 



XIII. Remitir á la Secretaría de Fomento, en los primeros 
diez días de cada mes, una noticia de los permisos concedidos 
en el anterior, y al fin de cada año fiscal un informe detalla-
do, sobre la explotación que se haya hecho en los terrenos 
confiados á su cuidado, productos de la misma explotación y 
medidas que á su juicio pudieran dictarse para mejorarla. 

Art. 4? Son atribuciones y obligaciones de los subinspecto-
res las siguientes: 

I. Desempeñar todas las comisiones del servicio público que 
les ordene el Agente respectivo, á quien obedecerán en todo 
como inmediato superior. 

II. Imponerse de los límites de la demarcación que se Ies-
señale, la cual deberán conocer por sí mismos en toda su ex-
tensión. 

III. Dar posesión, á los explotadores de los terrenos y bos-
ques nacionales, de los lugares en que han de practicar las ex-
plotaciones, de acuerdo con los permisos expedidos por el 
Agente y dentro del plazo que éste fijare. 

IV. Vigilar por sí mismos y por los guardabosques que se 
pongan á sus órdenes, que no se corten maderas, ni se hagan 
otras explotaciones, sin permiso escrito del Agente que corres-
ponda, debiendo exigir la presentación del permiso á los en-
cargados de las monterías, cada vez que lo consideren nece-
sario. 

V. Impedir los cortes de árboles y otras explotaciones d e 
los terrenos nacionales, cuando se hagan sin el permiso corres-
pondiente ó contraviniendo á las disposiciones del presente 
Reglamento, dando desde luego parte al Agente, para que opor-
tunamente dicte las providencias que sean procedentes. 

VI. Reunir empeñosamente los datos relativos á los ramos 
de riqueza pública que existan en los terrenos nacionales, dan-
do cuenta de lo que observen al Agente, para que éste lo pon-
ga en conocimiento de la Secretaría de Fomento. 

VII. Aclarar el verdadero nombre de los lugares en donde 
es hagan explotaciones, para ministrar datos exactos en el ea-

so de disputa entre los explotadores ó en el de explotaciones 
fraudulentas.. 

VIII. Dar nombre á los bosques y terrenos baldíos y nacio-
nales que no lo tengan y aclarar la verdadera posición topográ-
fica de los lugares, comparando las noticias que deben tener de 
los permisos expedidos por el Agente con los que les presen-
ten los explotadores, y examinando si se hace la explotación 
en el lugar correspondiente al permiso. 

IX. Exigir á los explotadores al darles la posesión, que hagan 
el señalamiento en el terreno de los límites de sus respectivos 
permisos. 

X. Cuidar con el mayor empeño de que se conserven los bos-
ques, impidiendo el corte de renuevos y árboles productores 
de semillas, la destrucción de los que produzcan frutas, gomas 
ó resinas, y la de aquellos que por descuido se pierden en la 
caída de los árboles que se corten. 

XI. Informarse en los sitios en que se hagan las explotacio-
nes, de las cuestiones que se susciten entre los cortadores de 
árboles ú otros explotadores con permisos, á fin de ponerlas 
en conocimiento del Agente, para que éste procure terminar-
las pacíficamente, y si no lo consiguiere, remitir los datos que 
se reúnan á la autoridad judicial respectiva. 

XII. Impedir que se hagan fogatas en los montes que pu-
dieran causar el incendio de ellos, y en caso de que ocurriere 
algún incendio, sea por ésta ú otra causa, procurar extinguirlo 
á toda costa con el auxilio de las autoridades locales y de los 
explotadores, procurando también la aprehensión de los que 
lo hubieren causado, consignándolos inmediatamente al juez 
local respectivo, para que éste practique las primeras diligen-
cias sobre el hecho, mientras el subinspector da cuenta al 
Agente y éste hace la consignación de los culpables al Juez de 
Distrito que corresponda. 

XIII. Prohibir que atraviesen ganados por los lugares de 
los bosques en que puedan causar perjuicios á los árboles. 

XIV. Impedir que se hagan la caza y la pesca de animales 



en los terrenos baldíos y nacionales, sin el permiso escrito del 
Agente y fuera de las épocas en que se permitan. 

XV. Cuidar de que los guardabosques cumplan exactamen-
te con las obligaciones que les impone el presente Reglamen-
to, y con las instrucciones que reciban de los mismos subins-
pectores y de los Agentes. 

XVI. Procurar cuantas noticias y observaciones sean con-
venientes, con el fin de que las explotaciones en los terrenos 
baldíos y nacionales se hagan con toda regularidad y según 
los métodos que se prescriban para cada región y para las di-
versas especies de árboles y sus productos. 

Art. 5? Son obligaciones de los guardabosques las siguientes: 
I. Obedecer cumplidamente las órdenes é instrucciones que 

reciban de los Agentes, por conducto de los subinspectores, á 
quienes reconocerán como superiores inmediatos, obedeciendo 
también las que éstos les dieren, en desempeño de las atribu-
ciones que les confiere el presente Reglamento. 

II. Imponerse con toda atención de los límites de la demar-
cación que se encargue á su cuidado, y recorrerla además en 
todas direcciones, con el fin de conocerla detalladamente. 

III. Proporcionar cuantos datos y noticias se les pidan por 
los subinspectores, con objeto de aclarar el verdadero nom-
bre y la situación de los lugares en que se hagan explota-
ciones. 

IV. Exigir á los cortadores de árboles, á los explotadores de 
gomas ó resinas y á los cazadores y pescadores, la presenta-
ción del correspondiente permiso del Agente, cada vez que lo 
estimen necesario. 

V. Cuidar de que los explotadores de los terrenos baldíos y 
nacionales señalen los límites del permiso, según la posesión 
que les dé el respectivo subinspector, y procurar que no sal-
gan de ellos, dando parte en caso contrario al subinspector. 

VI. Vigilar que los cortes de maderas, la extracción de go-
mas ó resinas y cualesquiera otras explotaciones de los pro-
ductos de los bosques y terrenos baldíos y nacionales se hagan 

de acuerdo con las reglas que se hayan adoptado y prescrito 
para la región en que desempeñan su empleo. 

VII. Cuidar de que las monterías se establezcan convenien-
temente, sin destruir árboles útiles ó no comprendidos en los 
permisos, debiendo exigir que se tomen todas las precaucio-
nes necesarias para evitar los incendios. 

VIII. Impedir que se hagan fogatas en los bosques, que se 
quemen los pastos, y que se haga lumbre sin las precauciones 
necesarias, procediendo contra los infractores en los términos 
prescritos en el Capítulo V de este Reglamento. 

IX. Impedir el paso de ganados que puedan perjudicar á los 
árboles, si no es por los caminos que para el efecto designen 
los subinspectores. 

X. Impedir la caza y la pesca, sin la presentación del per-
miso del respectivo Agente y sin los requisitos prescritos en 
este Reglamento. 

XI. Dar parte semanario y por escrito al subinspector que 
corresponda, de todo lo que haya ocurrido en su demarcación, 
sin perjuicio de los partes extraordinarios que exijan los suce-
sos imprevistos. 

XII. Llevar siempre consigo su nombramiento, original ó en 
copia autorizada por el Agente, y portar las armas y el distin-
tivo que acuerde el mismo Agente. 

Art. 6? Los subinspectores y guardabosques como emplea-
dos del Gobierno Federal, reclamarán de todas las autoridades 
el auxilio que puedan necesitar para el desempeño de las fun-
ciones de su empleo, á cuyo fin los Agentes cuidarán de dar 
conocimiento á las autoridades del Estado, Distrito ó Territo-
rio, del nombre de esos empleados y de los lugares en donde 
ejercen su vigilancia. 

Art. 7? A cada guardabosque se le señalará por el Subins-
pector respectivo, y con aprobación del Agente, la extensión 
de terreno que se considere Conveniente, según el número de 
monterías y otras explotaciones que en ella se establezcan, pa-
ra que la recorra y vigile constantemente, cuidando de que los 



explotadores observen en todo las prescripciones de este Re-
glamento, procurando evitar toda causa de desorden y dando 
parte á las autoridades que corresponda, en el caso de que no 
pudieren impedirlo. 

Art. 8? Los subinspectores y guardabosques han de residir 
en el punto de la demarcación que se les señale por el Agente, 
y no podrán ausentarse de dicha demarcación, ni mudar de re-
sidencia, sin previo conocimiento y permiso del mismo Agen-
te. Este podrá señalarles un lote de terreno, para que lo cul-
tiven y establezcan en él sus habitaciones. 

Art. 9? Los subinspectores no podrán dictar disposición al-
guna que afecte intereses de tercero, sin conocimiento del 
Agente; pero en casos urgentes podrán tomar alguna determi-
nación que asegure los intereses de la Nación, bajo su respon-
sabilidad y dando inmediatamente conocimiento de ella al mis-
mo Agente. 

CAPÍTULO II. 

D E L O S P E R M I S O S Y C O N T R A T O S P A R A L A E X P L O T A C I O N D E L O S 

B O S Q U E S Y T E R R E N O S B A L D Í O S Y N A C I O N A L E S . 

Art. 10. Toda persona ó compañía que quiera dedicarse al 
corte de maderas, á la explotación de gomas ó resinas, ó de 
otros productos de los bosques y terrenos baldíos y naciona-
les, deberá dirigir una solicitud de permiso al Agente de Fo-
mento que corresponda, en la que ha de expresar con claridad 
la ubicación y el nombre del lugar en donde piensa hacer la 
explotación, los límites de ese lugar, con los nombres de los 
colindantes que tuviere, la dirección del camino por donde han 
de salir los productos, y el número de árboles ó de toneladas 
de madera, leña, gomas ó resinas que se proponga extraer. 

Art. 11. El Agente anotará en la solicitud el día y la hora 
en que la reciba, y averiguará por todos los medios que estén 

á su alcance si el lugar de que se trata está en terrenos nacio-
nales ó baldíos de que esté en posesión la Hacienda Pública, 
y si no hay Otra solicitud ó concesión anterior para el mismo 
lugar; y no encontrando inconveniente para la concesión del 
permiso, lo comunicará por oficio al solicitante, señalándole un 
plazo, para que dentro ele él pague en la Jefatura de Hacien-
da ó Administración de Rentas que corresponda el valor fija-
do por la tarifa respectiva á los árboles, frutos ó productos que 
trate de explotar, y para que presente en la Agencia el com-
probante de haberse verificado el entero. El Agente comuni-
cará también por oficio al Jefe de la oficina de Hacienda co-
rrespondiente cuál es la suma que tiene que pagar el solici-
tante. 

Si por algún motivo no pudiere concederse el permiso, lo 
comunicará igualmente de oficio el Agente al solicitante. 

Art. 12. Una vez que el solicitante presente el comproban-
te de haber pagado el valor de los árboles ó substancias que 
va á explotar y satisfechos los honorarios del Agente, éste le 
extenderá el permiso en toda forma, sin perjuicio de tercero, 
y consignando en él con cuanta claridad sea posible, la ubica-
ción del lugar en que se va á hacer la explotación, su nombre, 
límites, y el camino ó caminos por donde se han de extraer 
los productos, la especificación exacta de estos, y la adverten-
cia de que el solicitante se ha de sujetar en la explotación á 
las prescripciones del presente Reglamento, quedando tam-
bién entendido de las penas en que incurre, por la falta de ob-
servancia de dichas prescripciones. 

Art. 13. Concedido el permiso por el Agente, éste lo comu-
nicará por oficio al subinspector que corresponda, quien debe-
rá pasar al lugar designado por el explotador, acompañado del 
guardabosque respectivo, con el fin de reconocer é identifi-
car el lugar para el que se hubiere concedido el permiso, y si 
no estuviere de acuerdo dará parte inmediatamente al Agente, 
para que se reforme ó anule el permiso. Si á su vez el solici-
tante no estuviere conforme con la designación que se le haga 



explotadores observen en todo las prescripciones de este Re-
glamento, procurando evitar toda causa de desorden y dando 
parte á las autoridades que corresponda, en el caso de que no 
pudieren impedirlo. 

Art. 8? Los subinspectores y guardabosques han de residir 
en el punto de la demarcación que se les señale por el Agente, 
y no podrán ausentarse de dicha demarcación, ni mudar de re-
sidencia, sin previo conocimiento y permiso del mismo Agen-
te. Este podrá señalarles un lote de terreno, para que lo cul-
tiven y establezcan en él sus habitaciones. 

Art. 9? Los subinspectores no podrán dictar disposición al-
guna que afecte intereses de tercero, sin conocimiento del 
Agente; pero en casos urgentes podrán tomar alguna determi-
nación que asegure los intereses de la Nación, bajo su respon-
sabilidad y dando inmediatamente conocimiento de ella al mis-
mo Agente. 

CAPÍTULO II. 

D E L O S P E R M I S O S Y C O N T R A T O S P A R A L A E X P L O T A C I O N D E L O S 

B O S Q U E S Y T E R R E N O S B A L D Í O S Y N A C I O N A L E S . 

Art. 10. Toda persona ó compañía que quiera dedicarse al 
corte de maderas, á la explotación de gomas ó resinas, ó de 
otros productos de los bosques y terrenos baldíos y naciona-
les, deberá dirigir una solicitud de permiso al Agente de Fo-
mento que corresponda, en la que ha de expresar con claridad 
la ubicación y el nombre del lugar en donde piensa hacer la 
explotación, los límites de ese lugar, con los nombres de los 
colindantes que tuviere, la dirección del camino por donde han 
de salir los productos, y el número de árboles ó de toneladas 
de madera, leña, gomas ó resinas que se proponga extraer. 

Art. 11. El Agente anotará en la solicitud el día y la hora 
en que la reciba, y averiguará por todos los medios que estén 

á su alcance si el lugar de que se trata está en terrenos nacio-
nales ó baldíos de que esté en posesión la Hacienda Pública, 
y si no hay otra solicitud ó concesión anterior para el mismo 
lugar; y no encontrando inconveniente para la concesión del 
permiso, lo comunicará por oficio al solicitante, señalándole un 
plazo, para que dentro ele él pague en la Jefatura de Hacien-
da ó Administración de Rentas que corresponda el valor fija-
do por la tarifa respectiva á los árboles, frutos ó productos que 
trate de explotar, y para que presente en la Agencia el com-
probante de haberse verificado el entero. El Agente comuni-
cará también por oficio al Jefe de la oficina de Hacienda co-
rrespondiente cuál es la suma que tiene que pagar el solici-
tante. 

Si por algún motivo no pudiere concederse el permiso, lo 
comunicará igualmente de oficio el Agente al solicitante. 

Art. 12. Una vez que el solicitante presente el comproban-
te de haber pagado el valor de los árboles ó substancias que 
va á explotar y satisfechos los honorarios del Agente, éste le 
extenderá el permiso en toda forma, sin perjuicio de tercero, 
y consignando en él con cuanta claridad sea posible, la ubica-
ción del lugar en que se va á hacer la explotación, su nombre, 
límites, y el camino ó caminos por donde se han de extraer 
los productos, la especificación exacta de éstos, y la adverten-
cia de que el solicitante se ha de sujetar en la explotación á 
las prescripciones del presente Reglamento, quedando tam-
bién entendido de las penas en que incurre, por la falta de ob-
servancia de dichas prescripciones. 

Art. 13. Concedido el permiso por el Agente, éste lo comu-
nicará por oficio al subinspector que corresponda, quien debe-
rá pasar al lugar designado por el explotador, acompañado del 
guardabosque respectivo, con el fin de reconocer é identifi-
car el lugar para el que se hubiere concedido el permiso, y si 
no estuviere de acuerdo dará parte inmediatamente al Agente, 
para que se reforme ó anule el permiso. Si á su vez el solici-
tante no estuviere conforme con la designación que se le haga 



por el subinspector, ocurrirá al Agente, para que éste resuelva 
lo que corresponda. 

Art. 14. Reconocido el lugar por el subinspector y cerciorado 
de que es el mismo para el que se concedió el permiso, dará po-
sesión al solicitante de los árboles ú otros productos que vaya 
a explotar, y hará que se limite el lugar en que se encuentren 
aquellos, por medio de u n a picadura ó senda, ó por algún otro 
medio que permita reconocer los límites de la concesión. Al 
mismo tiempo se han de marcar los árboles concedidos, y los 
que se reserven para reproductores de semillas; debiendo asis-
tir á esos actos é imponerse detalladamente de todo, el guar-
dabosque á quien corresponda vigilar la explotación. 

Art. 15. Todo explotador de maderas ó de otros productos de 
los bosques y terrenos baldíos y nacionales, está obligado á diri-
girsus operaciones de entera conformidad con las prescripciones 
de este Reglamento, debiendo, además, observar todas las re-
glas y disposiciones especiales que para la explotación diere 
la Secretaría de Fomento, con el fin de evitar la tala inmode-
rada de los árboles y la destrucción de los otros elementos de 
riqueza que contengan los terrenos de la Nación. 

Art. 16. Ningún individuo que obtuviere permiso de la Agen-
cia para cortar árboles ó explotar otros productos de los terre-
nos baldíos y nacionales, podrá venderlo, cederlo ó traspasarlo, 
ni en todo, ni en parte, á otra persona ó empresa, debiendo con-
siderarse caduco el permiso desde el momento en que se haga 
la venta, cesión ó traspaso de él, y quedando en todo caso res-
ponsable de lo que pudiere ocurrir el dueño primitivo del per-
miso. 

Art. 17. Ninguna persona ó compañía que haya obtenido per-
miso de la Agencia para corte de árboles ó explotación de otros 
productos de los terrenos baldíos y nacionales, podrá alegar en 
ningún tiempo derecho alguno de propiedad, de posesión, de 
retención ó de cualquiera otra clase á los terrenos; permitién-
dose únicamente la explotación y la extracción de la madera 
y de los otros productos, comprobándose que todo es corres-
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pondiente al permiso concedido y que se han pagado los res-
pectivos derechos. 

Art. 18. Los permisos concedidos por las Agencias sólo se-
rán útiles para cortar el número de árboles que designen ó ex-
plotar los otros productos á que se refieran, durante el trans-
curso del año natural á que corresponda la fecha en que hayan 
sido expedidos. Pasado este tiempo, serán nulos y de ningún 
valor. 

Art. 19. Se entiende que los permisos sólo dan derecho á 
las explotaciones de maderas ú otros productos, dentro de los 
límites señalados en aquellos, y en ningún caso, ni en tiempo 
alguno podrán los explotadores alegar derechos á los árboles 
ó productos inmediatos á los lugares en que trabajen, si no es 
cuando hayan obtenido nuevo permiso, con los requisitos que 
exige el presente Reglamento. 

Art. 20. Los cortadores de árboles en los montes nacionales 
y los explotadores de otros productos, podrán renovar anual-
mente sus permisos ante la Agencia, ya para seguir explotan-
do el monte en el mismo lugar, ya para hacerlo en los montes 
colindantes, ocurriendo con oportunidad al Agente para que 
se tramite la solicitud correspondiente y se satisfagan los de-
rechos respectivos, porque no se considerará autorizada ni le-
gal la explotación, sin haberse cumplido antes con esos requi-
sitos. 

Art. 21. Conforme al artículo 19 de la ley, todo permiso ex-
pedido para la explotación de los terrenos baldíos ó sus pro-
ductos se entenderá siempre otorgado con calidad de que ce-
sará tan luego como el terreno fuere adjudicado conforme á 
la misma ley, sin más derecho, por parte de quien obtuvo el 
permiso, que el de pedir la devolución de lo que por él hubie-
re satisfecho, proporcionalmente al tiempo que faltare para su 
expiración. 

Art. 22. Todos los cortadores de madera que no estén con-
formes con las determinaciones del Agente de Fomento, para 
zanjar sus dificultades, podrán llevarlas ante la autoridad ju -



dicial que corresponda, á fin de hacer valer ante ella sus de-
rechos; pero sin que puedan alegar ninguno contra los intere-
ses del Erario, por el corte de las maderas ó la explotación de 
otros productos, si no son los expresamente designados en sus 
permisos. 

Art. 23. La Secretaría de Fomento podrá celebrar contratos 
libremente, con empresas que soliciten la explotación de los 
bosques nacionales, debiendo ajustarse los contratos á las ba-
ses generales siguientes: 

I. Que se haya hecho declaración por la Secretaría de Fo-
mento de que el terreno se reserva temporalmente para bos-
que. 

II. Que se obliguen los empresarios, dentro del plazo que 
se les fije en el contrato, á acotar el terreno con zanja, cerca, 
seto vivo, ó sendas con mojoneras artificiales, y á levantar el 
plano de él. 

III. Que se obliguen igualmente á explotar el bosque y los 
otros productos que se contraten, de manera que no se destru-
yan por completo, sino que, por el contrario, se asegure la re-
población de árboles, comprometiéndose á observar las reglas 
que para el caso prescriba la Secretaría de Fomento. 

IV. Que se comprometan á conservar los árboles con semi-
llas fértiles que sean necesarios para asegurar la reproducción 
de las especies de árboles que haya en el bosque, y á no derri-
barlos sino cuando esté asegurada su repoblación, comprome-
tiéndose también á introducir en él nuevas especies de árboles 
que puedan prosperar, según las condiciones de la región en 
que se encuentre. 

V. Que se comprometan á admitir la inspección de los em-
pleados del Gobierno, en los términos que se fijen en el con-
trato. 

VI. Que garanticen por medio de un depósito en títulos de 
la Deuda Nacional, el cumplimiento de las obligaciones que 
contraigan, sin perjuicio de responder al Gobierno por la bue-
na explotación y la conservación del bosque. 

VIL Que se estipule en términos claros y precisos lo que se 
ha de pagar como precio del arrendamiento, atendiendo á la 
calidad de los árboles y á la de sus productos, como gomas, 
resinas, frutos, consignándose también cualquiera otra explo-
tación que se haga del terreno ó del bosque, con el precio co-
rrespondiente. 

VIII. Que se consigne que los concesionarios sólo tienen de-
recho á la explotación de los árboles y de los otros productos 
que hayan contratado; pero que no adquieren ninguno al te-
rreno en que se haga la explotación. 

IX. Que se consigne igualmente que los empresarios han 
de observar todas las prescripciones de este Reglamento, ex-
cepto en aquello de que se les releve expresamente por la na-
turaleza del contrato. 

X. Que se estipule la duración del contrato de manera que 
al término de él se encuentre repoblado el bosque, consignán-
dose los casos de caducidad, penas y responsabilidades por 
perjuicios causados por mala ó fraudulenta explotación. 

IX. Que se estipule también que permitirán que visiten los 
montes, como practicantes, los alumnos de las Escuelas de 
Agricultura. 

Art. 24. Los contratos que se soliciten, con arreglo á los ar-
tículos 18 y 19 de la ley, podrán igualmente celebrarse por la 
Secretaría de Fomento, previos los informes de los Agentes, y 
con las condiciones que se estimen conducentes á garantizar 
la buena explotación de los terrenos baldíos no reservados y 
que sean objeto de los contratos, consignándose en éstos los 
derechos y condiciones que dichos artículos establecen. 

CAPÍTULO III. 

D E L A E X P L O T A C I Ó N D E L O S B O S Q U E S Y T E R R E N O S B A L D Í O S 

Y N A C I O N A L E S . 

Art. 25. La explotación de los bosques y terrenos baldíos y 
nacionales se sujetará á las disposiciones generales de este Re-
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glamento y á las especiales que dicte la Secretaría de Fomen-
to, atendiendo al clima y á la naturaleza del suelo y demás 
condiciones de cada región en que se encuentren los bosques 
y terrenos; y cuando se trate del corte de árboles ó de la ex-
plotación de sus productos, á las diversas especies de los unos 
y de los otros. Los Agentes de la Secretaría de Fomento tie-
nen la obligación de adquirir datos á este respecto y de comu-
nicarlos oportunamente á la misma Secretaría. 

Art. 26. Solamente se permitirá el corte de árboles que ha-
yan llegado ya á su perfecto desarrollo. La edad en que se han 
de cortar los árboles en monte alto, debe ser cuando den se-
milla fecunda y abundante, y en monte bajo, cuando den abun-
dantes y robustos brotes de cepa ó de raíz, entendiéndose que 
á estos árboles únicamente se refieren los permisos de corte, 
quedando prohibido á los explotadores, bajo las penas de las 
leyes y de este Reglamento, cortar ó derribar los brotes ó re-
nuevos y los árboles tiernos, los cuales serán, por el contrario, 
objeto de cuidado de parte de los subinspectores y guardabos-
ques y de los mismos explotadores, conservándose en pie para 
la repoblación del monte. 

Art. 27. Una vez que se conozcan las especies de árboles 
que, según la región, constituyan los montes nacionales, y el 
estado en que éstos se encuentren, se prescribirán las reglas 
especiales para su explotación y para asegurar la reproducción 
de los árboles. Si éstos se han de reproducir por semillas na-
turalmente, deberán elegirse y reservarse en el monte los árbo-
les que han de servir de reproductores, quedando á cargo de los 
subinspectores, y bajo su responsabilidad, la elección de aque-
llos árboles y su distribución conveniente en el monte, de acuer-
do con las instrucciones que reciban de los Agentes. Cuando 
la reproducción se ha de hacer por brotes ó renuevos, se pres-
cribirán las reglas que se han de observar para el corte de los 
árboles y la conservación de las cepas, debiendo sujetarse es-
trictamente á dichas reglas, tanto los explotadoí-'es, como los 
empleados encargados de la vigilancia. 

Art. 28. Al dar los subinspectores de montes la posesión á 
los explotadores de los árboles comprendidos en los permisos, 
deberán marcar dichos árboles con el martillo que ha de propor-
cionarles el Agente de quien dependan. La marca ha de ser 
doble, y para ponerla se ha de quitar la corteza del tronco hasta 
descubrir el líber ó la cara de separación de la corteza. La pri-
mera marca se imprimirá á la altura de un hombre y la segunda 
al pie del árbol, de tal manera que cuando éste se corte quede 
en la parte restante del tronco la señal inferior. Cuando se re-
serven en el monte árboles que han de servir de reproducto-
res, deberán ser también marcados por los subinspectores, de 
la misma manera, pero con señales diferentes, y en presencia 
de los explotadores y de los guardabosques que han de vigilar 
los cortes. 

Art. 29. Todo cortador de árboles en los montes nacionales 
está obligado á dar á conocer al subinspector respectivo, y an-
tes de comenzar la explotación, la marca que ha de poner por 
su parte á los árboles en pie comprendidos en el permiso, y á la 
madera antes de extraerla de la montería. La marca ha de ser 
la misma para los árboles y para la madera, y el señalamiento 
de los primeros con la marca se hará al mismo tiempo que se 
pone la del Gobierno, y no podrán cambiarla los explotadores, 
por ningún motivo, mientras no concluya el término del per-
miso concedido. 

Art. 30. No se considerará legalmente autorizado el corte de 
los árboles correspondiente á un permiso, ni se podrá, por lo 
mismo, dar principio á él, sino cuando estén marcados los ár-
boles por el subinspector; pero podrá comenzarse el corte á 
medida que se vaya poniendo la marca y sin esperar á que to-
dos los árboles comprendidos en el permiso hayan quedado 
señalados. 

Art. 31. El establecimiento de la montería se ha de hacer de 
acuerdo con los subinspectores, quienes procederán con los 
explotadores á elegir y señalar el sitio en que aquélla se ha de 
establecer, debiendo quedar bien enterado de todo el guarda-
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bosque correspondiente. Al establecerse la montería no se per-
mitirá que se derriben árboles cuyo valor no haya sido pagado, 
y que no hayan sido marcados por el subinspector. Los anima-
les que tengan que emplearse para la extracción de los produc-
tos de la explotación, se colocarán en lugares donde no perju-
diquen el monte, debiendo tomarse precauciones especiales 
para que los fuegos que enciendan los explotadores no puedan 
causar ningún incendio en el bosque. 

Art. 32. Antes de que se derribe un árbol se le quitarán 
las ramas para que no perjudique en su caída á los árboles 
inmediatos, sobre todo si éstos no han quedado comprendi-
dos en el permiso. Al derribar el tronco se tomarán también 
todas las precauciones necesarias, á fin de dirigir la caída de 
manera que no haga daño á los operarios ni á los árboles in-
mediatos; siendo de responsabilidad de los cortadores todos 
los perjuicios que ocasionen por la falta de observancia de esta 
prescripción. 

Art. 33. Las maderas se han de labrar en los lugares que 
de común acuerdo se haya convenido entre los subinspec-
tores ó los guardabosques y los explotadores, y no se extraerán 
del monte sino después de haber sido marcadas todas las pie-
zas, y precisamente por los caminos fijados en los respectivos 
permisos, cuidando, en todo caso, de que no se causen perjui-
cios al monte con la extracción. Cuando el permiso se haya 
dado para corte de leña ó palo de tinte, no se exigirá la marca 
en las piezas para la extracción. 

Art. 34. Conformo á lo establecido en el Capítulo anterior, 
los permisos solamente dan derecho al corte de los árboles ó 
á la explotación de los otros productos que expresamente se 
hubiesen consignado en ellos, y, por lo tanto, si durante el pe-
ríodo de tiempo que dure la explotación tuvieren los explota-
dores necesidad de leña, de pastos, ó quisieren sembrar y apro-
vechar los otros frutos ó productos forestales del monte, debe-
rán solicitar con tiempo de la Agencia el permiso correspon-
diente, y satisfacer los derechos asignados á los otros usos y 

productos, sin cuyos requisitos no les será permitida la explo-
tación por los subinspectores y guardabosques, é incurrirán en 
las penas de las leyes y de este Reglamento. 

Art. 35. Podrá permitirse la explotación de gomas, resinas, 
frutos y otros productos de los bosques, á condición de no des-
truir los árboles y de observar las prescripciones generales de 
este Reglamento y las especiales que fuere conveniente dar, 
para la conservación de esos productos. El explotador deberá 
precisar, al pedir el permiso á la Agencia, la clase de productos 
que se proponga extraer y su cantidad, á fin de que todo se 
consigne en el permiso y se fije la cuota que corresponda. 

Art. 36. En los montes de pinos no se permitirá que se cor-
ten de los árboles astillas ó rajas que sirvan para alumbrado, 
si no es que se pague todo el valor del árbol. La extracción de 
la trementina sólo se permitirá practicando con cuidado y re-
gularidad las entalladuras, de manera que pueda conservarse 
por mucho tiempo el árbol, y no se comenzará la explotación 
sino cuando el árbol haya llegado á la edad apropiada al objeto. 

Art. 37. Para explotar los árboles de hule y los productores 
de chicle y de otras gomo-resinas análogas, se observarán las 
siguientes reglas: 

I. La explotación se hará practicando incisiones verticales 
en los árboles en número de una á tres, siendo más conve-
niente hacerlas en la parte baja del tronco. 

II. Se tendrá cuidado de que la incisión sólo se haga en la 
corteza, sin penetrar en el tronco. 

III. Una vez concluida la extracción del jugo, se cubrirán las 
incisiones con cera ó barro. 

IV. No se permitirá la extracción del jugo de árboles tiernos, 
ni la explotación de éstos, sino cuando tengan la edad más 
apropiada para la explotación. 

V. Los árboles productores de gomo-resinas se han de con-
servar en los montes, y no se concederán permisos para el 
corte de ellos, sino en casos especiales, previo el pago del va-
lor de los árboles y con las condiciones que fijen los Agentes. 

• 
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Art. 38. Las explotaciones de plantas parásitas, como la or-
chilla y otras, solamente se permitirán con la condición de no 
destruir los árboles ó arbustos que les sirvan de apoyo, y de 
dejar siempre en ellos algunas de esas parásitas para mante-
ner y favorecer su reproducción. 

Art. 39. Se concederán permisos para la explotación de fru-
tos curtientes, alimenticios y otros que pudiere haber en los 
montes, con la condición expresa de no destruir ni maltratar 
los árboles, previo el pago de las cuotas que se fijaren y me-
diante las instrucciones que se prescriban por la Secretaría de 
Fomento y por los Agentes. 

Art. 40. No se permitirá la explotación de las cortezas de 
ningunos árboles, arrancándolas de los que estén en pie, sino 
es que se haya pagado el valor de ellos y obtenido el permiso 
correspondiente, con los demás requisitos de entrega y marca 
de los árboles por un subinspector. 

Art. 41. Se podrá permitir el pastoreo en los montes nacio-
nales, previo el pago de las cuotas que se fijen por cada animal 
y con las condiciones generales siguientes: 

I. El ganado no deberá entrar á pastar en ningún sitio en 
que los árboles no hayan adquirido altura suficiente para que 
sus ramas y brotes queden fuera del alcance del ganado. 

II. No se admitirán ganados en los montes, sin vaqueros ó 
pastores responsables de su custodia. 

III. Los animales que sirvan de guías deberán llevar cence-
rro ó campanilla, á fin de que se sepa siempre dónde se en-
cuentra el ganado. 

IV. No se permitirá apacentar de noche. 
V. Los vaqueros ó pastores deberán guiar siempre el ganado 

en las laderas, de modo que vaya pastando á la subida ó cuesta 
arriba, y nunca cuesta abajo, pues en el descenso no debe de-
tenerse á pastar. 

VI. No se permitirá, por ningún motivo, que se quemen los 
pastos, y las lumbres ó fogatas que enciendan los pastores sólo 
se permitirán en sitios donde no puedan causar ningún per-
juicio. • 

VII. Los dueños de los ganados quedarán responsables por 
los daños y perjuicios que pudieren causar en los montes los 
mismos ganados y los vaqueros ó pastores. 

Art. 42. Las salinas, canteras, depósitos de asfalto y de tur-
ba, criaderos de carbón de piedra, de petróleo y de cualesquiera 
otras substancias que no sean objeto de concesión por la ley 
minera y que se encuentren en los terrenos baldíos ó naciona-
les, se explotarán por autorización especial que dará en cada 
caso la Secretaría de Fomento; debiendo sujetarse los explota-
dores, además de lo que les concierna por el presente Regla-
mento, al especial de policía de las minas. 

Art. 43. Los ríos, arroyos, lagunas, esteros y cualesquiera 
otros depósitos de agua que se encuentren en los montes y te-
rrenos baldíos y nacionales, serán objeto de cuidado para los 
Agentes de terrenos baldíos, quienes harán que se observen 
en todas las corrientes y depósitos las disposiciones existentes 
ó las que en lo de adelante se dieren, sobre policía y salubri-
dad de las aguas. 

CAPÍTULO IV. 

D E L O S P E R M I S O S D E C A Z A Y P E S C A . 

Art. 44. Cualquiera podrá ejercer el derecho de caza en los 
terrenos baldíos ó nacionales, mediante permiso escrito, expe-
dido por el Agente de tierras correspondiente, y observando 
las prescripciones del presente Reglamento. 

Art. 45. Los permisos se han de solicitar de los Agentes de 
tierras, por ocurso ó memorial, expresando el lugar ó lugares 
en que se trate de hacer la caza. Los Agentes indicarán por 
oficio á los solicitantes la oficina en que han de pagar el dere-
cho que fije la tarifa vigente, y una vez presentado el compro-
bante de pago, se extenderá el permiso, firmado por el Agente 
respectivo y marcado con el sello de la Agencia. 

Art. 46. Los permisos de caza son enteramente personales 
y no podrán venderse ni traspasarse á otra persona, quedan-
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Art. 38. Las explotaciones de plantas parásitas, como la or-
chilla y otras, solamente se permitirán con la condición de no 
destruir los árboles ó arbustos que les sirvan de apoyo, y de 
dejar siempre en ellos algunas de esas parásitas para mante-
ner y favorecer su reproducción. 

Art. 39. Se concederán permisos para la explotación de fru-
tos curtientes, alimenticios y otros que pudiere haber en los 
montes, con la condición expresa de no destruir ni maltratar 
los árboles, previo el pago de las cuotas que se fijaren y me-
diante las instrucciones que se prescriban por la Secretaría de 
Fomento y por los Agentes. 

Art. 40. No se permitirá la explotación de las cortezas de 
ningunos árboles, arrancándolas de los que estén en pie, sino 
es que se haya pagado el valor de ellos y obtenido el permiso 
correspondiente, con los demás requisitos de entrega y marca 
de los árboles por un subinspector. 

Art. 41. Se podrá permitir el pastoreo en los montes nacio-
nales, previo el pago de las cuotas que se fijen por cada animal 
y con las condiciones generales siguientes: 

I. El ganado no deberá entrar á pastar en ningún sitio en 
que los árboles no hayan adquirido altura suficiente para que 
sus ramas y brotes queden fuera del alcance del ganado. 

II. No se admitirán ganados en los montes, sin vaqueros ó 
pastores responsables de su custodia. 

III. Los animales que sirvan de guías deberán llevar cence-
rro ó campanilla, á fin de que se sepa siempre dónde se en-
cuentra el ganado. 

IV. No se permitirá apacentar de noche. 
V. Los vaqueros ó pastores deberán guiar siempre el ganado 

en las laderas, de modo que vaya pastando á la subida ó cuesta 
arriba, y nunca cuesta abajo, pues en el descenso no debe de-
tenerse á pastar. 

VI. No se permitirá, por ningún motivo, que se quemen los 
pastos, y las lumbres ó fogatas que enciendan los pastores sólo 
se permitirán en sitios donde no puedan causar ningún per-
juicio. • 

VII. Los dueños de los ganados quedarán responsables por 
los daños y perjuicios que pudieren causar en los montes los 
mismos ganados y los vaqueros ó pastores. 

Art. 42. Las salinas, canteras, depósitos de asfalto y de tur-
ba, criaderos de carbón de piedra, de petróleo y de cualesquiera 
otras substancias que no sean objeto de concesión por la ley 
minera y que se encuentren en los terrenos baldíos ó naciona-
les, se explotarán por autorización especial que dará en cada 
caso la Secretaría de Fomento; debiendo sujetarse los explota-
dores, además de lo que les concierna por el presente Regla-
mento, al especial de policía de las minas. 

Art. 43. Los ríos, arroyos, lagunas, esteros y cualesquiera 
otros depósitos de agua que se encuentren en los montes y te-
rrenos baldíos y nacionales, serán objeto de cuidado para los 
Agentes de terrenos baldíos, quienes harán que se observen 
en todas las corrientes y depósitos las disposiciones existentes 
ó las que en lo de adelante se dieren, sobre policía y salubri-
dad de las aguas. 

CAPÍTULO IV. 

D E L O S P E R M I S O S D E C A Z A Y P E S C A . 

Art. 44. Cualquiera podrá ejercer el derecho de caza en los 
terrenos baldíos ó nacionales, mediante permiso escrito, expe-
dido por el Agente de tierras correspondiente, y observando 
las prescripciones del presente Reglamento. 

Art. 45. Los permisos se han de solicitar de los Agentes de 
tierras, por ocurso ó memorial, expresando el lugar ó lugares 
en que se trate de hacer la caza. Los Agentes indicarán por 
oficio á los solicitantes la oficina en que han de pagar el dere-
cho que fije la tarifa vigente, y una vez presentado el compro-
bante de pago, se extenderá el permiso, firmado por el Agente 
respectivo y marcado con el sello de la Agencia. 

Art. 46. Los permisos de caza son enteramente personales 
y no podrán venderse ni traspasarse á otra persona, quedan-



do por el solo hecho de la venta ó traspaso nulos y de ningún 
valor, ni efecto, sin perjuicio de la pena en que incurre el que 
ejerciere el derecho de caza con un permiso expedido á otra 
persona, y de la responsabilidad correspondiente al que haya 
facilitado el permiso. 

Art. 47. Los permisos expresarán con claridad el lugar ó 
lugares en que se ha de ejercitar el derecho de caza, y sola-
mente serán valederos por un año, contado desde la fecha en 
que se expida cada permiso. Pasado ese tiempo, serán nulos 
y de ningún valor, y habrá que renovarlos, previos los requi-
sitos establecidos en el artículo 45, si se pretende seguir ejer-
citando aquel derecho por más de un año. 

Art. 48. En cada permiso se ha de consignar por los Agen-
tes la advertencia de que, no obstante el período de tiempo 
por el que aquél es valedero, los cazadores están obligados á 
respetar las épocas de veda que se fijaren para las diversas 
especies de animales, incurriendo en las penas que establece 
el presente Reglamento para los que cazaren animales dentro 
de esas épocas. 

Art. 49. Si en el Estado, Distrito Federal ó Territorio, estu-
viese reglamentada la portación de armas, están obligados los 
cazadores á cumplir con los requisitos que se exijan para esa 
portación; y en todo caso, para ejercer el derecho de caza en 
los montes y terrenos nacionales, deberán siempre llevar las 
armas á la vista. 

Art. 50. Los permisos para caza en los montes y terrenos 
nacionales dan derecho para hacer la caza á toda clase de ani-
males que se encuentren en ellos; pero no podrán usarse pa -
ra matar los animales, más que armas de fuego y cuchillos de 
monte, quedando prohibido el empleo de trampas, si no es en 
el caso de que se trate de coger animales dañinos ó feroces. 
El establecimiento de las trampas se hará precisamente con 
conocimiento del subinspector de la demarcación correspon-
diente, quien á su vez lo hará saber al guardabosque respecti-
vo, sin cuyos requisitos no se establecerán las trampas. 

Art. 51. Los animales feroces ó dañinos que existan en los 
montes y terrenos nacionales podrán ser destruidos en cual-
quiera época del año. Para los demás animales de pelo y plu-
ma se han de observar en la caza de ellos las siguientes pre-
venciones: 

I. No se permitirá la caza durante los meses que correspon-
dan á la reproducción de los animales, y por regla general se 
dará principio á la caza de animales de pelo el 1? de Septiem-
bre y se terminará el 1? de Marzo. 

II. No se permitirá la caza de animales jóvenes ó que no 
hayan llegado á su desarrollo normal, ni la de las hembras con 
cría en el vientre ó en pie. 

III. Cuando se note diminución en alguna especie de ani-
males, no se permitirá la caza de las hembras de la especie, y 
si fuere preciso se prohibirá también la de los machos, por el 
tiempo que se juzgue necesario. 

IV. Las aves nocturnas y las demás que destruyan los in-
sectos en los bosques no podrán ser muertas, ni inquietadas 
por los cazadores. 

V. Se considerará como absolutamente prohibida en los 
montes nacionales la destrucción de los nidos, huevos y crías 
de aves de cualquiera especie. 

VI. Se considerará igualmente prohibido el ejercicio de la 
caza de toda especie de animales durante la noche, y el em-
pleo de linternas ó luces de cualquiera clase para atraerlos. 

VII. Tampoco se podrán aprovechar, para dar muerte á los 
animales, una nevada, una inundación, un incendio, ó cual-
quiera otra circunstancia anormal que obligue á los animales 
á salir del monte ó á reunirse en otros sitios que los acostum-
brados. 

Art. 52. Cualquiera podrá ejercitar el derecho de pesca en 
los ríos, arroyos, lagunas, esteros y demás depósitos de agua 
que existan en los terrenos baldíos ó nacionales, previo per-
miso que deberá solicitar del Agente de tierras respectivo y 



después de satisfecha en la Oficina de Hacienda que corres-
ponda la cuota que como derecho fije la tarifa vigente. 

Art. 53. Los permisos para el ejercicio del derecho de pes-
<ca, en las aguas existentes en los terrenos baldíos ó naciona-
les, serán personales y no podrán transferirse, bajo pena de 
caducidad del permiso. Su duración será la de un año, con-
tado desde la fecha de su expedición, quedando obligados los 
pescadores á respetarlas épocas de veda y á observar todas las 
prescripciones que para el caso se establezcan en el reglamen-
to especial de pesca, 

i 

CAPÍTULO V. 

D E L A S P E N A S P O R I N F R A C C I O N E S Á E S T E R E G L A M E N T O . 

Art. 54. Toda persona que corte uno ó más árboles de cual-
quiera especie, en los terrenos baldíos y nacionales, sin el per-
miso extendido por el Agente de tierras respectivo y sin ha-
ber pagado el valor de ellos, incurrirá en una multa igual al 
doble de ese valor, según el precio que les fije la tarifa vigen-
te, y quedará civil y criminalmente responsable, por los daños 
y perjuicios causados á la propiedad nacional. La sentencia 
determinará, en cuanto á la responsabilidad civil, lo que deba 
pagarse, además del valor de los árboles, por reparación, in-
demnización y gastos del juicio. 

Art. 55. Los que sin el permiso y pago respectivos arranca-
ren la corteza de los árboles en pie, los mutilaren ó los daña-
ren de manera que puedan perderse, pagarán el valor de ellos, 
según la tarifa vigente, y además una multa igual al doble de 
ese valor y quedarán sujetos á la responsabilidad civil y crimi-
nal á que diere lugar el hecho. En iguales multa y responsabi-
lidades incurrirán los que practiquen la extracción de jugos, 
gomas ó resinas de los árboles, sin sujetarse á las prescripcio-
nes de este Reglamento y causando la pérdida de los mismos 
árboles. 

- A S . I Ü Í B H ] 

Art. 56. Los que cortaren leña ó frutos de los árboles; los 
que extrajeren jugos, gomas ó resinas, sin destruir los árboles, 
pero sin haber obtenido el permiso correspondiente, incurri-
rán en una multa igual al doble del valor de la leña, frutos ó 
substancias extraídas de los árboles, y pagarán, además, el va-
lor de los productos extraídos, con arreglo á la tarifa que rija. 

Art. 57. Los que encendieren lumbres en los montes nacio-
nales, fuera de los lugares designados para ello en las monte-
rías, ó sin obtener el permiso de un subinspector ó guarda-
bosque, pagarán una multa de tres pesos. Si á causa de haberse 
encendido una lumbre se produjere incendio en los montes ó 
pastos, se procederá inmediatamente por los guardabosques á 
la aprehensión de los que lo hubieren causado, y se les pon-
drá á disposición de la autoridad más inmediata, dando parte 
de todo al Agente, para que consigne el hecho al Juez de Dis-
trito que corresponda. 

Art. 58. Los que tomaren césped, tierra, piedras ú otros ma-
teriales de los terrenos baldíos ó nacionales, sin el permiso 
respectivo, pagarán una multa de tres pesos, además del va-
lor de los materiales. En igual multa incurrirán los que intro-
duzcan por un día ó menos de él en los terrenos baldíos y na-
cionales animales que estén á su cuidado, ó los hagan pasar 
por ellos sin haber obtenido el permiso correspondiente y sin 
seguir los caminos designados para el paso. 

Art. 59. Los que llevaren á pastar ganados de cualquiera 
especie á los terrenos baldíos y nacionales, ó los hicieren per-
manecer en ellos por más de un día, sin haber obtenido antes 
el permiso respectivo, pagarán como multa la suma de veinte 
centavos por cada cabeza de ganado, á reserva de que en el 
caso de este artículo y del anterior, si los pastores ó los ani-
males causaren perjuicios en el monte, se proceda por la vía 
judicial á exigir la reparación é indemnización correspon-
dientes, consignándose á los responsables al Juez de Distrito 
respectivo. 

Art. 60. Los que se introdujeren en los montes ó terrenos 



baldíos y nacionales, con el objeto de cazar animales de cual-
quiera especie, sin haber obtenido los correspondientes per-
misos, pagarán una multa de dos pesos y dejarán en el lu-
gar los animales vivos ó muertos que hubieren cazado. En 
igual multa incurrirán los que ejerciten la pesca sin permisos, 
en las aguas que se encuentren en los terrenos baldíos ó na-
cionales. 

Art. 61. El que haga uso de un permiso de caza ó pesca, 
expedido para otro, como si lo hubiera sido en su favor, se le 
recojerá desde luego el permiso, por el subinspector ó guar-
dabosque que se lo encuentre, y será puesto inmediatamente 
á disposición de la autoridad judicial más próxima, para la 
formación de las primeras diligencias y mientras se consigna 
el hecho al Juez de Distrito á quien corresponda, por el Agen-
te respectivo. 

Art. 62. Los que habiendo obtenido permisos para ejercitar 
el derecho de caza y el de pesca en los terrenos baldíos y na-
cionales, lo hicieren en las épocas de veda ó contraviniendo á 
las prevenciones del articulo 51 de este Reglamento, pagarán 
una multa de tres pesos y se les retirarán los permisos. Si 
para hacer la pesca en las aguas del dominio nacional, se em-
plearen explosivos ó sustancias que puedan causar por enve-
nenamiento ó de otra manera la muerte de los peces, se con-
signará á los responsables al Juez de Distrito respectivo, para 
la imposición de la pena correspondiente. 

Art. 63. En el caso de incendio en los montes ó terrenos 
baldíos y nacionales, todos los particulares que se encuentren 
en ellos se considerarán obligados á prestar sus servicios para 
extinguirlo, incurriendo en multa de dos pesos el que se nega-
re á prestar el servicio ó auxilio que se le'pida, salvo el caso 
de imposibilidad ó perjuicio personal. 

Art. 64. La falsificación de la marca que los subinspectores 
pongan á los árboles, para entregarlos á los explotadores, ó el 
uso indebido de ella, constituyen delitos previstos y castigados 
por el Código Penal y, en tal virtud, cuando se descubra que algu-

no hace uso indebido de la marca de los subinspectores ó de una 
falsa, para cortar árboles sin permiso ó para cortar más de los 
que ampara el permiso, además del pago del valor de los ár-
boles y de la multa correspondiente, será aprehendido el que 
haya hecho aquellos usos de la marca y consignado á la autori-
dad judicial más próxima, para la formación de las primeras 
diligencias en auxilio del Juzgado de Distrito que haya de co-
nocer del delito. 

Art. 65. Las empresas ó compañías que exploten los mon-
tes ó terrenos baldíos y nacionales, son civilmente responsa-
bles, en los términos del Código Penal, por los daños y perjui-
cios que causen á la propiedad nacional sus sirvientes, opera-
rios, agentes y demás personas que emplearen en la explo-
tación. 

Art. 66. Conforme al artículo 1146 del Código Penal, se con-
siderarán como faltas los hechos ¿ que se refieren los artículos 
relativos de este capitulo, cuando no exceda de diez pesos el 
daño que se cause á la propiedad nacional, pues pasando de 
esa suma se considerarán como delitos y se castigarán como 
tales; y conforme al artículo 1147 del mismo Código, las pe-
nas señaladas á las faltas se aplicarán sin perjuicio de la res-
ponsabilidad civil. 

Art. 67. Ninguna multa i m p u e s t a p o r faltas determinadas en 
el presente Reglamento, podrá hacerse efectiva en cantidad que 
exceda de quinientos pesos; pero esta restricción se refiere á 
cada una de las infracciones, pues en el caso de que algún in-
dividuo sea responsable de varias á la vez, sufrirá la pena co-
rrespondiente á cada una de ellas. 

Art. 68. La reincidencia, en las faltas á que se refiere este 
capítulo, se castigará con arreglo á lo dispuesto en los artículos 
217 y 1142 del Código Penal, considerándose que hay reinci-
dencia cuando el culpable ha sido condenado otra vez por una 
falta de la misma clase, dentro de los seis meses anteriores á 
la última. Art. 69. La imposición de las penas propiamente tales á que 



hace referencia este capítulo, por infracciones previstas y cas-
tigadas en el Código Penal, corresponde á los Jueces de Dis-
trito, á quienes serán consignados los delincuentes para que se 
haga efectiva la responsabilidad civil y criminal inherente al 
hecho de que se trate. 

Art. 70. Luego que se descubra una explotación fraudulen-
ta en los montes ó terrenos baldíos y nacionales, ya por los sub-
inspectores y guardabosques, directamente, ya por denuncio 
de otra persona, se procederá inmediatamente por los prime-
ros al aseguramiento de la madera, leña ú otros productos, 
dando parte los subinspeetores por escrito al Agente respecti-
vo, con todos los detalles necesarios, á fin de que éste proce-
da á instruir el expediente administrativo, para la imposición 
de las multas, ó haga la consignación del hecho al Juzgado de 
Distrito que corresponda en el caso de tratarse de un delito. 
En este último caso, los subinspectores ó los guardabosques 
pondrán, sin perdida de tiempo, á los responsables á disposi-
ción de la autoridad judicial más inmediata, para que ésta, en 
auxilio del Juez de Distrito, proceda á formar las primeras dili-
gencias para la averiguación del delito y la imposición de la 
pena. 

Art. 71. Las multas por infracciones al presente Reglamen-
to y en el caso de faltas, serán impuestas por los Agentes de 
tierras y se harán efectivas por los Jefes de Hacienda en los 
Estados ó por los Administradores de Rentas en los Territo-
rios. Una vez comprobada la falta por la que se imponga la 
multa, el Agente comunicará por oficio el monto de ella al in-
fractor y al Jefe de Hacienda respectivo, para que éste proce-
da á hacerla efectiva; debiendo dar cuenta de todo el mismo 
Agente á la Secretaría de Fomento, por medio de un informe 
al que acompañará copias de aquellos documentos que crea 
necesarios para justificar sus procedimientos. 

Art. 72. Cuando el daño causado en la propiedad nacional 
no exceda de diez pesos, ni tampoco exceda de esa cantidad 
la multa correspondiente, dicha multa podrá ser impuesta y 

recaudada por un subinspector ó por un guardabosque, quie-
nes entregarán en la oficina federal más inmediata todo el 
importe de la multa, que ha de quedar á disposición del Jefe 
de Hacienda, y recogerán el correspondiente recibo, dando 
parte de todo detalladamente al Agente de quien dependan, 
para que éste ratifique la imposición de la multa y lo comuni-
que al mismo Jefe de Hacienda para la distribución del impor-
te de ella. 

Art. 73. Si los responsables de las faltas, en el caso del ar-
tículo anterior, no pudieren pagar las multas que se les impon-
gan, sufrirán un arresto de tres días, para lo que serán con-
signados, por los empleados encargados del cuidado de los 
montes nacionales, á la autoridad política más inmediata. A la 
misma autoridad serán también consignados los que resistie-
ren el pago de las multas por faltas; pero podrá admitirse que 
los responsables devenguen el importe de la multa haciendo 
algún trabajo útil en los mismos montes nacionales. 

Art. 74. Los animales muertos ó heridos que se recojan á los 
que ejerciten la caza ó la pesca sin el permiso respectivo, se-
rán entregados á la prisión, hospital ú otro establecimiento de 
corrección ó beneficencia más inmediato, y sólo en el caso de 
que por la distancia pudieren inutilizarse los animales, serán 
aprovechados por los guardabosques, quienes dejarán en liber-
tad á los que estén sanos. 

Art. 75. El importe total de cada multa se enterará en la 
Jefatura de Hacienda, y de ese importe se aplicará una mitad 
al Erario Federal, y la otra mitad se distribuirá por tercios en-
tre el denunciante, el aprehensor y el Agente que forme el 
expediente é imponga la multa. Si no hubiere denunciante, su 
parte se aplicará al aprehensor ó aprehensores. 

Art. 76. Los Agentes de la Secretaría de Fomento podrán 
negar la refrenda de sus permisos ó la concesión de otros nue-
vos á los explotadores que hubieren defraudado los intereses 
nacionales y se hubieren hecho acreedores á la imposición de 
penas, así como á los explotadores que ocasionen disgustos á 



la vecindad de otros cortadores ó que causen desórdenes en 
las monterías. 

Art. 77. En el caso de que no hubiere subinspector ni guar-
dabosque, en algún terreno baldío ó nacional, y llegare á co-
nocimiento del Agente respectivo, por denuncia ó de otra ma-
nera, que se hace en dicho terreno la explotación fraudulenta 
de sus productos ó la destrucción de ellos, ocurrirá á las au-
toridades locales, en demanda de auxilio, para la aprehensión 
de los defraudadores en su caso ó para la imposición de las 
multas, haciéndose la distribución de éstas en los términos es-
tablecidos en el artículo 75. 

CAPÍTULO VI. 

D I S P O S I C I Ó N F I N A L . 

Art. 78. El presente Reglamento comenzará á regir en toda 
la República el 1? de Noviembre del corriente año, y desde esa 
fecha quedarán derogados el Reglamento de 19 de Septiembre 
de 1881, así como las circulares y demás disposiciones que se 
han dictado, sobre corte de maderas y explotación de los 
montes y terrenos baldíos y nacionales. 

"Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé 
el debido cumplimiento. 

"Dado en el Palacio del Poder Ejecutivo de la Unión, en 
México, á primero de Octubre de mil ochocientos noventa y 
cuatro.—Porfirio Díaz.—Al C- Manuel Fernández Leal, Secre-
tario de Estado y del Despacho de Fomento, Colonización é 
Industria." 

Y lo comunico á vd. para su inteligencia y fines consi-
guientes. 

Libertad y Constitución. México, 1? de Octubre de 1894. • 

Fernández Leal 

Al 
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SECRETARÍA DE ESTADO 

Y D E L 

DESPACHO DE FOMENTO, COLONIZACION É INDUSTRIA 
DE LA REPÚBLICA MEXICANA. 

S E C C I Ó N l i 

El Presidente de la República se ha servido dirigirme el 
decreto que sigue: 

"PORFIRIO DIAZ, Presidente Constitucional de los Estados 
Unidos Mexicanos, á sus habitantes, sabed: 

" Q u e en uso de la facultad constitucional del Ejecutivo,y 
de conformidad con las prescripciones de la ley de 26 de Mar-
so del presente año, he tenido á bien expedir el siguiente 

R E G L A M E N T O 
Para los procedimientos administrativos en materia de terrenos 

baldíos y nacionales, excedencias y demasías. 

C A P Í T U L O I. 
• i 

D E L O S A G E N T E S . 

Art . 1? Conforme á lo prescrito en el artículo 22 de la ley, 
la Secretaría de Fomento nombrará en cada Estado, en el 
Distrito Federal y en los Territorios, un Agente propietario 



y uno ó más suplentes, los cuales recibirán y t ramitarán las 
solicitudes de denuncios de terrenos baldíos, demasías y ex-
cedencias'que se les presenten, y ejercerán las demás funcio-
nes que les designen l%ley y sus reglamentos. Si las circuns-
tancias locales ó el número de negocios indicaren la conve-
niencia del nombramiento de mayor número de agentes, se 
procederá á hacerlo, previos los informes y estudio que se juz-
guen necesarios. 

Art . 2? Para ser Agente de la Secretaría de Fomento en 
el ramo de terrenos baldíos, se requiere, además de las condi-
ciones generales de honradez y moralidad, ser ciudadano me-
xicano en el ejercicio de sus derechos, y no ejercer ningún 
cargo de autoridad del Estado, Territorio ó Distri to Federal 
en que se establezca la Agencia. 

Ar t . 3? P o r cada Agen te propietario que se nombre, se 
nombrarán uno ó más suplentes, según lo requiera el movi-
miento de negocios en la localidad. 

Los Agentes suplentes deberán tener las mismas calida-
des que los propietarios, y han de suplir á éstos en todas las 
faltas temporales y absolutas que puedan ocurrir , así como 
en las ocasionadas por impedimento legal en determinado 
negocio, previo llamamiento que se les haga por los propie-
tarios. 

A r t 4? E n el caso de muer te ó de enfermedad grave, que 
impida al Agente propietario llamar al suplente, entrará éste 
á ejercer sus funciones, dando aviso inmediato á la Secretaría 
de Fomento, por correo y por telégrafo si lo hubiere. 

Art . 5? Los Agentes propietarios ó los suplentes en ejer-
cicio, no podrán separarse del lugar de su residencia, sin pre-
vio permiso de la Secretaría de Fomento. E n casos urgentes 
ó cuando la separación no ha de exceder de ocho días, basta-
rá que den aviso á la misma Secretaría, por telégrafo y por 
correo, expresando la causa de la separación, y la constancia 
del llamamiento al suplente. 

Art . 6? Se considerarán impedimentos legales para los-

Agentes, los que para los jueces establecen las fracciones I á 
I X y X I I del art. 1132 del Código de Comercio. 

Ar t . 7? Los Agentes han de dar á conocer al público el 
lugar en que han de despachar los asuntos del ramo y las 
horas que han de consagrar diariamente á ese despacho, el 
cual no podrá interrumpirse sino en los domingos y en los 
días de fiesta nacional. 

Ar t . 8? Los Agentes no tendrán derecho á percibir más 
honorarios que los que fije el arancel respectivo, y consulta-
rán con la Secretaría de Fomento, acerca de cuál deba ser el 
monto de los correspondientes á los casos no previstos en 
dicho arancel. 

Ar t . 9? Los Agentes remitirán á la Secretaría de Fomento 
•en los primeros diez días de cada mes, una noticia detallada 
de las solicitudes que hubiesen recibido durante el mes ante-
rior, según el modelo que se les acompañe, y darán además 
todos los datos é informes que se les pidan por la misma Se-
cretaría. 

Ar t . 10. Los Agentes han de recibir de la Secretaría de 
Fomento copias de los planos de los deslindes y mediciones 
de terrenos baldíos, ejecutados por ingenieros del Gobierno 
ó por los de Empresas particulares, dentro de la circunscrip-
ción que se les haya asignado, y procurarán recabar cuantos 
datos y documentos pudieren existir, para I03 efectos del ar-
tículo 25 de la ley y para poder dar noticias oportunas y lo 
más exactas que fuere posible sobre el ramo, cuando se les 
pidan por el Gobierno ó por los particulares. 

Ar t . 11. Conforme al Reglamento especial, para la explo-
tación de los terrenos y de los bosques nacionales, los Agen-
tes se harán cargo de los que existan con ese carácter en la 
circunscripción que se les designe, procurando desde luego 
adquirir datos acerca de los bosques y sus productos, ruinas 
monumentales, salinas y otras substancias no concesibles por 
la ley minera, productos de caza y pesca y demás puntos so-
bre los que tengan que ejercer vigilancia, de acuerdo con la 
ley y sus reglamentos. • 



Art . 12. También procurarán los Agentes adquirir datos 
sobre los terrenos nacionales que se encuentren en la jurisdic-
ción de su cargo, y que conforme al artículo 21 de la ley, se 
han de reservar temporalmente para conservación ó plantío 
de montes, reducción de indios ó colonización, á fin de que, 
en tiempo oportuno, indiquen cuáles son esos terrenos na-
cionales y cuál el destino que convendría darles. 

Ar t . 13. Los Agentes serán responsables por las faltas ú 
omisiones que cometan en el desempeño de sus funciones. 
Las faltas se castigarán administrativamente por la Secreta-
ría de Fomento, con las penas de suspensión, destitución y 
multas; mas si hubiere delito, se consignará al responsable al 
Juez de Distrito á quien corresponda. 

Si resultare responsabilidad civil para con la Hacienda Pú-
blica, por daños ó perjuicios causados á la Nación o al Erario 
Federal, será también exigida ante el Juez de Distrito corres-
pondiente. 

C A P Í T U L O II . 

DE LOS T R Á M I T E S QUE S E H A N D E SEGUIR E N LOS DENUNCIOS D E 

TERRENOS BALDÍOS, D E M A S Í A S Y EXCEDENCIAS. 

Art . 14. Los denuncios de terrenos baldíos, demasías y exce-
dencias se han de registrar en un libro especial sellado y au-
torizado por el Oficial Mayor de la Secretaría de Fomento. 
El registro se ha de hacer en el orden riguroso de fechas y de 
horas en que se fueren presentando los denuncios, sin dejar 
espacios en blanco en el libro. Ningún denuncio se ha de 
recibir fuera de las horas de oficina, ni fuera del local de la 
Agencia. 

Ar t . 15. Las solicitudes de denuncio de terrenos baldíos 
se han de presentar por duplicado al Agente respectivo de la 
Secretaría de Fomento . 

El escrito de denuncio deberá contener: 

I . El nombre, apellido y domicilio del denunciante. 
I I . La situación del terreno denunciado, expresando con 

claridad los nombres de la Municipalidad y del Par t ido, Dis-
tri to ó Cantón á que pertenezca; la extensión superficial 
aproximativa del mismo; los nombres de los terrenos colin-
dantes y los de los dueños ó poseedores de ellos. 

I I I . Si es ó no poseedor del terreno que denuncia; y en el 
primer caso, el carácter con que lo posee y clase de títulos 

que lo amparan. 
IV. Los nombres de los poseedores, si los hubiere, cuando 

no sean ellos los denunciantes del terreno, expresando, si po-
sible fuere, el carácter con que lo poseen. 

Ar t . 16. Si á juicio del Agente , no hubiese bastante clari-
dad en el escrito de denuncio, tratará de conseguirla, inte-
rrogando al mismo solicitante, y consignando sus aclaracio-
nes en la solicitud, en su duplicado y en el registro de la 
Agencia, en presencia del interesado, sin que la imposibili-
dad de éste para dar las explicaciones ó su negativa, sean mo-
tivo para suspender los demás trámites. 

Ar t . 17. Luego que se presente al Agente de terrenos bal-
díos una solicitud de denuncio, procederá inmediatamente á 
registrarla en el libro respectivo, en presencia del denuncian-
te^asentando el día y la hora de la presentación, así como el 
número de orden que ha de llevar el expediente que por se-
parado debe formarse en la Agencia, A l mismo tiempo se 
asentará el día y la hora de la presentación al calce de la so-
licitud y en su duplicado, que se devolverá en seguida al de-
nunciante, firmado todo por el Agente y sellado con el sello 
de la Oficina. 

Ar t . 18. E n el mismo acto del registro del denuncio el 
Agente notificará al denunciante que dentro de un plazo de 
quince días, de la fecha del registro, t iene que comunicar á la 
Agencia quién es el perito titulado que ha de practicar la me-
dición del terreno, á fin de que el Agente apruebe ó no el 
nombramiento de dicho perito. Si el Agente no aprobare 
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el nombramiento, lo consignará en el expediente con la razón 
de su negativa y podrá prorrogar el p lazo por otros quince 
días y por una sola vez, con el fin de que el denunciante nom-
bre nuevo perito. El denunciante quedará advertido desde el 
principio, de que si deja pasar éstos y los otros plazos señala-
dos en el Reglamento, le parará en perjuicio. 

Ar t . 19. El Agente no podrá admit i r n ingún otro denun-
cio del mismo terreno, y siempre que éste se baile bien iden-
tificado, desechará los denuncios posteriores que respecto á 
él se le presenten; pero en todo caso deberá registrar esos de-
nuncios; y los acuerdos que dictare desechándolos, serán re-
visables por la Secretaría de Fomento , á petición de los de-
nunciantes. 

E n el caso de presentación simultánea de dos ó más de-
nuncios para el mismo terreno, la suerte decidirá, en presen-
cia de los denunciantes, cuál ha de ser el que se admita. 

Ar t . 20. Dentro de los quince días siguientes al de la pre-
sentación y registro del escrito de denuncio, los Agentes in-
vestigarán si el terreno que se denuncia es nacional ó es-
tá reservado para bosque, colonia ó reducción de indios; ó 
si por algún otro motivo está en posesión de él la Hacienda 
Pública; ó si ha sido inscrito en el Gran Regis t ro de la Propie-
dad de la República; pues hallándose en alguno de los casos 
anteriores, el denuncio será improcedente, y el Agente lo 
declarará así de plano, escribiendo su acuerdo y comuni-
cándolo al denunciante, en el duplicado del escrito de de-
nuncio. 

Ar t . 21. Al terminar el plazo de quince días á que se refiere 
el artículo anterior, á más tardar, y no encontrándose la 
Hacienda Pública en posesión del te r reno denunciado, ni 
siendo éste de los inscritos en el Gran Registro de la Propie-
dad de la República, el Agen te admitirá el denuncio y apro-
bará ó no el nombramiento del peri to titulado para que 
haga la medición y el deslinde del terreno. 

Ar t . 22. Admit ido el denuncio y aprobado el nombra-

r 

miento del perito, se presentará éste á la Agencia dentro de 
un plazo que no ha de exceder de ocho días, á fin de que re-
ciba del Agente en toda forma la comisión para la medida y 
deslinde del terreno, preste la protesta de cumplir fiel y le-
galmente con su comisión, y exprese quedar entendido de la 
prevención contenida en el artículo 66 de la ley; de todo lo 
cual se asentará la debida constancia en el expediente. 

Ar t . 23. El Agente extenderá de oficio la constancia de la 
comisión que se confiere al perito y se la entregará á éste, au-
torizada con su firma y con el sello de la oficina, la cual cons-
tancia concluirá con la conminación de que quien resista á 
los trabajos de campo que tenga que practicar dicho perito, 
se hará acreedor á las penas establecidas en el artículo 904 
del Código Penal del Distrito Federal , ó en las disposiciones 
concordantes de los Códigos de los Estados. 

Ar t . 24. Al extender la constancia de que t ra ta el artículo 
anterior, el agente fijará al perito un plazo improrrogable, de 
acuerdo con la extensión superficial del terreno, para que 
dentro de él cumpla con su cometido, de entera conformi-
dad con las disposiciones de la ley y del presente Regla-
mento, entregando en la Agencia los ejemplares del pla-
no del terreno, el informe sobre las operaciones de men-
sura y las manifestaciones de conformidad ó inconformidad 
de los colindantes. Cuando la extensión sea de diez mil hec-
taras ó menos, el plazo será de tres meses. De diez á veinte 
mil el plazo será de cuatro meses. De veinte á cincuenta mil 
se concederán cinco meses, y de cincuenta mil hectaras ó 
más, seis meses. 

Ar t . 25. Dada la comisión al perito para la medición y 
deslinde del terreno, el agente procederá á extender por du-
plicado un extracto que contendrá: 

I . El de la solicitud de denuncio con especificación clara y 
precisa del nombre y domicilio del denunciante, de la situa-
ción y linderos del terreno y del número de orden del expe-
diente respectivo. 



II . El nombre y domicilio del perito comisionado para las 
operaciones de mensura y deslinde. 

I I I . La advertencia de que se abre un plazo improrrogable, 
contado desde la fecha del extracto, para la substanciación 
del expediente en la Agencia. 

U n tanto del extracto se fijará en la tabla de avisos que ha-
brá en el exterior de todas las Agencias, exigiendo al efecto 
al denunciante que expense las estampillas necesarias para 
esta publicación. 

El extracto permanecerá dos meses en la tabla de avisos, 
de lo que se asentará razón en el expediente. 

El otro tanto del extracto se entregará al denunciante pa-
ra que á su costa y perjuicio y dentro de los sesenta días si-
guientes á la fecha del extracto, se publique tres veces por lo 
menos en el periódico oficial del respectivo Estado, Territo-
rio ó Distrito Federal . 

El denunciante queda obligado á entregar á la Agencia 
los respectivos ejemplares por duplicado de los periódicos en 
que se hayan hecho las publicaciones. 

Ar t . 26. La publicación del extracto en los términos del 
artículo anterior, surte efectos de citación para todos I03 que 
se crean con derecho á oponerse al denuncio de que se trate. 

Ar t . 27. Además de la citación á que se refiere el artículo 
anterior, antes de comenzar las operaciones de campo el pe-
rito entregará al denunciante comunicaciones especiales pa-
ra los dueños ó encargados de todas y cada una de las fincas 
que como colindantes se hayan fijado en el escrito de denun-
cio, á fin de que, bajo la responsabilidad y á costa del mismo 
denunciante, se envíen certificadas por correo á los dueños 
ó encargados de aquellas fincas para que ocurran á las ope-
raciones de medición y deslinde que se vayan á practicar en 
el terreno denunciado. Dichos dueños, sus apoderados ó en-
cargados podrán ocurrir ó no á presenciar las operaciones; 
pero en todo caso deberán manifestar expresamente por es-
crito su conformidad con dichas operaciones, ó hacer también 

por escrito las observaciones que estimen necesarias para de-
fender sus derechos. El perito, en el acto que reciba esas 
manifestaciones de los colindantes, está obligado á ent regará 
cambio de ellas un recibo, en el que se especificarán las fojas 
que contengan. 

Ar t . 28. En la ejecución de las medidas, los peritos h a n de 
observar las prescripciones contenidas en la ley vigente de la 
materia, de 2 de Agosto de 1863. Al efecto, las medidas lon-
gitudinales y las de superficie han de ser las del sistema mé-
trico decimal, con exclusión de cualquiera otro. Se han de 
ejecutarlas operaciones de manera que, por los procedimientos 
científicos necesarios, se obtengan las longitudes horizontales 
de las líneas y la amplitud de los ángulos, así como la orien-
tación astronómica y también la magnética de uno ó. más la-
dos, con la fecha en que se determine la declinación de la 
aguja. 

Los peritos han de procurar referir algunos vértices del 
polígono que encierre el terreno denunciado á puntos fijos 
que se encuentren fuera ó dentro del mismo terreno, como 
cruces ó veletas de iglesias y habitaciones, rocas ú otros ob-
jetos notables en las montañas, y se han de procurar igual-
mente el mayor número posible de verificaciones de sus tra-
bajos. 

Ar t . 29. En la práctica de las operaciones de campo, los 
peritos deberán tener presentes las disposiciones de la ley en 
sus artículos 1 4 , 1 5 , 1 6 y 17, con el fin de que se respeten las 
zonas que se reservan como de dominio de la Federación, y 
en el caso de islas, esteros y salinas, se proceda conforme á 
lo que dichos artículos establecen. Deberán igualmente te-
ner presentes la prevención del artículo 28 de la ley, en cuan-
to á la figura del terreno y á sus límites con los inmediatos, y 
la del artículo 36 sobre baldíos situados á lo largo de los cur-
sos de agua; siendo de responsabilidad para ellos no llamar 
la atención sobre esas diversas circunstancias. 

Ar t . 30. L O 3 peritos están obligados á atender cuantas ob-



servaciones les liagan el denunciante y los que se hayan opues-
to ó se propongan oponerse al denuncio; pero no expresarán 
juicio sobre esas observaciones sino en el informe escrito que 
rindan á la Agencia, cuya presentación dentro del plazo im-
prorrogable fijado, es de su responsabilidad personal, que-
dando á su cargo todos los daños y perjuicios que se originen 
por su falta de cumplimiento. 

Ar t . 81. Terminados los trabajos de campo, el perito debe-
rá presentar al Agente , dentro del plazo improrrogable que 
se le hubiere señalado, el plano del terreno por triplicado y 
un informe por duplicado, en el que han de constar una re-
lación detallada de las operaciones que se ejecutaron para 
obtener la posición de todos los puntos del perímetro y la 
extensión superficial del terreno, consignándose al efecto to-
dos los datos de campo y los resultados de los cálculos que 
se hicieron para obtener las longitudes de los lados y las am-
plitudes de los ángulos que forman entre sí, la orientación 
astronómica de uno de los lados y las coordenadas rectangu-
lares de todos I03 vértices, referidas á la meridiana verdade-
ra y su perpendicular. Los datos y resultados se han de con-
signar con tal claridad, que sea posible verificar cualquiera de 
ellos sin necesidad de recurrir al mismo perito. 

Los planos se han de dibujar con limpieza y corrección, en 
papel fuerte para la conservación del documento, pudiendo 
sacarse los duplicados y triplicados en lienzo de calca. Las 
escalas serán siempre decimales y proporcionadas á la exten-
sión superficial del terreno. Conforme lo requiere la ley so-
bre medidas de tierras, se han de consignar también en los 
planos la longitud de los lados, la ampli tud de los ángulos, 
la declinación magnética de la aguja, la superficie en hecta-
ras y las colindancias del terreno. 

Ar t . 32. El peri to ha de acompañar á su informe los es-
critos ó manifestaciones originales que le hayan sido entre-
gados, conforme á lo establecido en el artículo 27 de este 
Reglamento, y en el caso de que alguno ó algunos de los co-

lindantes no le hayan presentado manifestación así lo hará 
constar en el informe, sin que esto sea motivo para que se 
suspendan los trámites del denuncio en la Agencia. 

Ar t . 33. Si el denunciante del terreno tuviere derecho á 
alguna de las rebajas que establece el artículo 42 de la ley, 
deberá pedir en tiempo oportuno al Juzgado de Distrito res-
pectivo que, con citación del Promotor fiscal, se levante la 
información que corresponda, á fin de comprobar debida-
mente el tiempo y forma de la posesión. La información ju-
dicial, original ó en copia certificada, deberá entregarse al 
Agente por el denunciante, para que se remita á la Secretaría 
de Fomento con la copia del expediente, antes de que espire 
el plazo total fijado en el extracto á que se refiere el artículo 
25 de este Reglamento. 

Ar t , 34. Recibidos en la Agencia los planos é informe 
del perito, y obtenida la conformidad de los colindantes, sin 
que hubiere habido oposición, el Agente, bajo su más estricta 
responsabilidad y dentro de los quince días siguientes á los 
plazos que fija el artículo 24, sacará copia del expediente y 
la remitirá con dos ejemplares del plano cotejados y firma-
dos por él y uno del informe del perito, á la Secretaría de 
Fomento para su revisión, por conducto del Gobernador del 
Estado, Distrito ó Territorio, quien informará lo que esti-
me por conveniente, sobre la enajenación del terreno denun-
ciado. 

E l Agente dará aviso directo á la misma Secretaria de la 
fecha en que hubiere hecho la remisión al Gobierno del Es-
tado, Distrito ó Territorio. 

Ar t . 35. Revisadas las copias del expediente y del plano 
por la Secretaría de Fomento, y encontrándose que se ha 
cumplido con todos los trámites requeridos por la ley y sus 
reglamentos, y que los trabajos periciales relativos al levan-
tamiento del plano y al deslinde se han ejecutado debida-
mente, se adjudicará el terreno al denunciante por la misma 
Secretaría y se le notificará que haga el pago del precio del 



terreno y el de las estampillas para el título, advirtiéndole que 
desde esa fecha comienza á correr el plazo de dos meses para 
que verifique el pago, y quedando entendido de la pena en 
que, conforme al artículo 31 de la ley, incurrirá si deja pasar 
dicho plazo. 

La notificación se hará por conducto del Agente ante quien 
se hubiere hecho el denuncio, si el denunciante no residiere 
en esta capital, ni tuviere en ella persona autorizada para re-
presentarle, porque en este caso se le hará directamente la 
notificación y se comunicará al Agente respectivo, á la Se-
cretaría de Hacienda y al Gobernador del Estado ó Territo-
rio en que se encuentre el baldío. 

Ar t . 36. Luego que se presenten á la Secretaría de Fo-
mento los comprobantes de haberse verificado el pago del 
precio del terreno en las oficinas de Hacienda que correspon-
da, conforme á la tarifa vigente en la época en que se hizo 
el denuncio, y ministradas por el adjudicatario las estampillas 
para el título, se procederá á extender este documento, el 
cual deberá contener una descripción breve del terreno, espe-
cificando su situación y linderos, con un extracto conciso de 
la tramitación; será firmado por el Presidente de la Repúbli-
ca y por el Secretario de Fomento y se registrará en un libro 
especial que se ha de llevar y conservar en la misma Secre-
taría. 

Ar t . 37. Una vez requisitado el título, se entregará desde 
luego al adjudicatario, con un ejemplar del plano del terre-
no, sellado con el sello de la Secretaría de Fomento y auto-
rizado con la firma del Oficial Mayor de la misma Secreta-
ría, quien certificará que es uno de los ejemplares enviados 
por el Agente , y á éste se comunicará, así como al Goberna-
dor del Estado ó Territorio respectivo, que se ha hecho la en-
trega de esos documentos al adjudicatario. Si éste no residie-
re en la capital de la República, ni tuviere en ella persona 
que lo represente, la entrega de ellos se hará por conducto 
del Agente que tramitó el expediente, á quien se remitirán en 

pliego certificado. La entrega de dichos documentos bastará 
en todos casos para la tradición del terreno, sin perjuicio de 
que el adjudicatario pida por su cuenta la posesión judicial 
del mismo, si así le conviniere. 

Art. ' 38. Todo título expedido con los requisitos prescritos 
en la ley y en el presente Reglamento, podrá ser desde luego 
inscrito en el Gran Registro de la Propiedad de la Repúbli-
ca, siempre que constare la conformidad de todos los colin-
dantes en la forma establecida en la fracción I I del artículo 
39 de la ley, ó la circunstancia de haber sido vencidos en jui-
cio los que se hubieren opuesto. 

Ar t . 39. Si el expediente no fuere de aprobarse, se harán 
al Agente las observaciones que correspondan, con el fin de 
que se subsanen las faltas advertidas, dentro del plazo que la 
Secretaría de Fomento señale; y siempre que esas faltas no 
puedan imputarse al denunciante ó al Agente, porque en esos 
casos se procederá á declarar la deserción del denunciante 
moroso ó á exigir la responsabilidad al Agente, con arreglo á 
lo que dispone el artículo 37 de la ley. La declaración de de-
serción se ha de publicar en el Diario Oficial del Gobierno 
Federal y en la tabla de avisos de la Agencia respectiva, y en 
la misma declaración se ha de fijar la fecha desde la cual se 
ha de contar el año dentro del que no puede el moroso vol-
ver á denunciar el mismo terreno. 

Ar t . 40. Toda oposición á un denuncio de terrenos baldíos 
se ha de formular con precisión, expresando con claridad el 
opositor, en el ocurso que con tal objeto ha de dirigir al Agen-
te respectivo, cuáles son los derechos que se h a n vulnerado 
con el denuncio. Si el opositor se presentare durante la prác-
tica de las operaciones de medición y deslinde, será obliga-
ción del perito que las ejecute hacer constar en el informe co-
rrespondiente esa circunstancia, así como que se le advirtió que 
debía formalizar su oposición ante el Agente; dejando en to-
do caso el opositor la manifestación por escrito que exige el 
artículo 27 de este Reglamento. 



Art . 41. Si durante la práctica de las operaciones de me-
dición ó deslinde ó duran te los plazos que fija el artículo 
24 de este Reglamento, se presentare oposición al denun-
cio, formulada de tal mane ra que no pueda precisarse ex-
tensión determinada de t ierra, el Agen te suspenderá la 
tramitación del expediente, hará al denunciante notificación 
personal de esa oposición, señalando á él y al opositor, el día 
y la hora en que deberán concurrir á una j u n t a de avenen-
cia, que se ha de verificar ante el mismo Agente . Si ésta no 
se verificase ó tuviese lugar sin llegar al avenimiento, sus-
penderá todo procedimiento y remitirá, con las seguridades 
debidas, el expediente en el estado en que se halle, al Juzga-
do de Distrito del Es tado ó Territorio respectivo, á fin de 
que se abra el juicio correspondiente, y dará aviso de esa re-
misión á la Secretaría de Fomento . 

Ar t . 42. Si se lograre el avenimiento ó si la oposición es-
tuviere formulada por sólo una parte claramente especificada 
del terreno, continuarán los trámites administrativos del de-
nuncio, si así lo pidiere el denunciante, asentando en el 
primer caso en el expediente el desistimiento del opositor ó 
su arreglo con el denunciante, y en el segundo, continuará la 
tramitación en todo lo que la oposición no comprenda, y sólo 
por lo que ésta afecte, se abrirá el juicio correspondiente an-
te el Juzgado de Distr i to respectivo, remitiéndole copia de 
las constancias que fueren necesarias y dándose en ambos ca-
sos aviso á la Secretaría de Fomento . 

Art . 43. Si la oposición se fundare, exhibiendo el certificado 
en que aparezca inscrito el terreno denunciado, en el Gran 
Registro de la Propiedad de la República, se suspenderá in-
mediatamente todo procedimiento; se declarará improceden-
te el denuncio, y el A g e n t e no volverá, bajo su más estricta 
responsabilidad, á admit i r nuevo denuncio de ese mismo te-
rreno. 

Ar t . 44. Luego que I03 Agentes reciban las sentencias de-
finitivas que se pronuncien por los tribunales en juicios de 

oposición, las agregarán á los expedientes administrativos 
correspondientes, asentando en ellos las fechas en que se re-
ciban, y procederán de acuerdo con lo que dichas sentencias 
determinen. Si la sentencia fuere totalmente adversa al de-
nunciante, el denuncio se tendrá por no hecho, en lo que ata-
que los derechos del opositor; y si fuere totalmente adversa 
á éste, el denuncio continuará sus trámites, como si no hubie-
re habido oposición. En uno y en otro caso el Agente dará 
conocimiento de todo á la Secretaría de Fomento. 

Ar t . 45. La tramitación de solicitudes relativas á denun-
cios de excedencias y demasías, en el caso de que los posee-
dores no ocurran directamente á la Secretaría de Fomento, 
para celebrar con ella las composiciones y arreglos á que se 
refiere el artículo 38 de la ley, ó que pasado el término que 
les favorece y que fija el artículo 43 de la misma ley, sean 
hechas ante los Agentes por terceros interesados, se sujetará 
en todo á los procedimientos señalados en este capítulo, para 
el denuncio y tramitación de terrenos baldíos. 

i 
C A P Í T U L O II I . 

DE LOS ARREGLOS Y COMPOSICIONES DE TERRENOS BALDÍOS, D E -

MASÍAS Y EXCEDENCIAS, CELEBRADOS D I R E C T A M E N T E CON L A 

SECRETARÍA D E FOMENTO. 

Art . 46. Conforme al artículo 38 de la ley, los poseedores 
de excedencias y demasías, y los de terrenos baldíos, que los 
tengan amparados con título translativo de dominio, y con 
posesión de más de veinte años, pueden ocurrir directamente 
á la Secretaría de Fomento en solicitud de los arreglos y com-
posiciones que con ella deseen celebrar. 

Ar t . 47. Las solicitudes para esos arreglos ó composicio-
nes que se dirijan á la Secretaría de Fomento, deberán con-
tener: 

I. El nombre, apellido y domicilio del solicitante. 
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I I . El nombre de la propiedad y el de la Municipalidad, 
Distrito, Par t ido ó Cantón del Estado ó Territorio en que se 
encuentre situada. 

I I I . La extensión superficial, aun cuando no sea más que 
aproximativa, nombres de las propiedades colindantes y de 
los dueños de ellas. 

IV . Indicación de los títulos primordiales ó translativos de 
dominio con que se poseen las tierras. 

Y. Propuesta del perito titulado que se ha de encargar del 
levantamiento del plano de la propiedad. 

VI . Ofrecimiento de presentar, dentro del plazo que se 
fije por la Secretaría de Fomento, todos los documentos que 
exige el artículo 39 de la ley, con los requisitos que el mismo 
artículo establece. 

Ar t . 48. Si hubiere lugar á admitir la solicitud de arreglo 
ó composición, la Secretaría de Fomento concederá al solici-
tante un plazo improrrogable, de acuerdo con la extensión su-
perficial del terreno, para que dentro de él llene los requisi-
tos que establece el artículo 39 de la ley, presentando los 
respectivos documentos, en la forma y con las condiciones 
que en dicho artículo se fijan, y se dará aviso al Agente del 
Estado ó Terri torio en que la finca se halle ubicada, remi-
tiéndole copia de la solicitud presentada y ordenándole que 
desde la fecha del otorgamiento del plazo, no admita ningún 
denuncio de las tierras presentadas á composición ó arreglo, 
hasta nueva orden de la misma Secretaría. 

A r t . 49. A l contestar la solicitud á que se refieren los ar-
tículos anteriores, la Secretaría de Fomento expresará si 
acepta ó no la propuesta del perito hecha por el solicitante, 
y en caso de no aceptarla dará un plazo de quince días al 
mismo solicitante para que dentro de él proponga nuevo pe-
rito, siendo á perjuicio de aquél el dejar transcurrir ese pla-
zo sin hacer nueva propuesta. 

A r t . 50. Si transcurriese el plazo que se hubiere señalado 
al solicitante, sin que presente todos los documentos necesa-

ríos para la composición, la Secretaría de Fomento lo decla-
rará desistido y lo hará saber al Agente de tierras, y este avi-
so bastará para considerar caduca la concesión de composi-
ción otorgada, y para que puedan admitirse denuncios de 
las tierras solicitadas. Si el solicitante hiciere la exhibición 
y entrega dentro de aquel plazo, no se levantará la orden de 
suspensión de denuncios, la cual quedará en vigor por todo 
el tiempo que se emplee para el estudio y resolución defini-
tiva de la Secretaría de Fomento . 

Art . 51. Los solicitantes que por tener ya satisfechos va-
rios ó todos los requisitos del artículo 39 de la ley, no nece-
siten hacer uso del plazo ¡que señala el artículo 48 de este 
Reglamento, presentarán con su solicitud los documentos 
y planos, quedando siempre sujetos en este caso á que la 
Secretaría de Fomento apruebe la designación del perito 
que hubieren ocupado, pues si no fuere á satisfacción de di-
cha Secretaría, ésta lo comunicará al solicitante para que 
dentro de un plazo que no ha de exceder de quince días, pre-
sente nueva propuesta de perito. 

Ar t . 52. E n el caso del artículo anterior y aunque el soli-
citante no necesite del plazo correspondiente para la pre-
sentación de planos y documentos, se ordenará á la Agencia 
dentro de cuya circunscripción esté la finca que no admita 
denuncio alguno de las tierras presentadas á composición ó 
arreglo, hasta que se acuerde la resolución definitiva del 
asunto. 

Ar t . 53. Los peritos se sujetarán en la práctica de las ope-
raciones científicas en el caso de arreglos y composiciones, 
á las disposiciones establecidas en este Reglamento, para el 
caso de denuncio de terrenos baldíos, y deberán entregar 
al solicitante el plano de la propiedad por triplicado y el in-
forme sobre las operaciones científicas por duplicado, dentro 
del plazo improrrogable que se hubiere fijado, á fin de que 
aquél los presente en tiempo oportuno á la Secretaría de Fo-
mento. 



Art . 54. Presentados á la Secretaría de Fomen to , dentro 
del plazo señalado al solicitante, todos los documentos y pla-
nos de que tratan los artículos anteriores, se procederá al es-
tudio de unos y otros, examinando la naturaleza de los títu-
los presentados, la cabida que amparan legalmente, y com-
parando esa cabida con la extensión superficial obtenida por 
los trabajos periciales. Si esta última fuere igual ó menor que 
la justamente amparada, la Secretaría hará la declaración á 
que se refiere el art ículo 40 de la ley, de no existir baldíos, 
excedencias ni demasías, dentro de los linderos contenidos 
en el plano. 

Si de la comparación entre la superficie amparada por el 
título y la encerrada en t re los linderos de la propiedad pla-
nografiada, resultaren demasías ó excedencias, la Secretaría 
comunicará el monto de ellas al interesado, así como la can-
tidad que deba enterar para pagar su precio, de acuerdo con 
las disposiciones de la ley. 

Ar t . 55. Verificado el pago de que t ra ta el artículo ante-
rior, se expedirá al solicitante el título correspondiente de 
propiedad, de las demasías ó excedencias que hubieren resul-
tado, y se le devolverá u n ejemplar del plano, autorizado y 
sellado, enviándose o t ro ejemplar á la Agencia de tierras que 
corresponda y reservándose el otro para el Arch ivo de la Se-
cretaría de Fomento. 

Si el solicitante deseare que se inscriba el nuevo título en 
el Gran Registro de la Propiedad de la República, lo pedirá 
en tiempo oportuno, dejando cumplidos los requisitos que 
para el caso exigen la ley y el reglamento respectivo. 

Art , 56. Los interesados én una composición ó arreglo, 
sobre demasías, excedencias ó terrenos baldíos poseídos por 
veinte ó más años, deberán dejar copia certificada á su costa 
de los títulos primordiales ó translativos de dominio que hu-
biesen presentado, la cual ha de formar par te del expediente 
que, con motivo de la composición ó arreglo, se ha de ins-
truir en la Secretaría d e Fomento. 

Ar t . 57. Si se suscitare alguna oposición antee de que la 
Secretaría haya acordado una composición ó arreglo, se sus-
penderá la resolución hasta que se le presente copia de la 
sentencia que se hubiese pronunciado en el juicio de oposi-
ción y que hubiese causado ejecutoria. 

Ar t . 58. Si la sentencia que se hubiese pronunciado en el 
juicio de oposición, fuese totalmente favorable al solicitante, 
la Secretaría de Fomento celebrará el arreglo ó composición 
como si no hubiese habido oposición; si le fuese contraria y 
le privase de todas las tierras que deseaba componer con el 
carácter de demasías ó excedencias, la composición se decla-
rará sin efecto, y si sólo lo privase de ellas en parte, podrá ser 
admitido á composición por el resto, en los términos de la 
ley y del Reglamento. 

Art . 59. Las declaraciones que se soliciten sobre no haber 
baldíos, demasías, ni excedencias, dentro de los límites de 
una propiedad rústica, se sujetarán á la misma tramitación 
que las solicitudes sobre composición ó arreglo de terrenos 
de la misma clase, y una vez hecha la declaración, podrán 
los interesados pedir la inscripción de la propiedad en el Gran 
Registro de la propiedad de la República, llenando al efecto 
los requisitos que establezcan la ley y el reglamento especial 
sobre la inscripción. 

C A P Í T U L O IV. 

DISPOSICIONES G E N E R A L E S . 

Art . 60 Los Agentes podrán recibir las solicitudes que se 
les presenten, relativas á adquisiones de terrenos nacionales, 
y las elevarán á la Secretaría de Fomento, acompañándolas 
del informe que en cada caso puedan producir. 

Igualmente podrán ser conducto para elevar á la misma 
Secretaría las solicitudes sobre arreglos y composiciones de 



terrenos baldíos, demasías y excedencias, y cualesquiera otras 
relativas al ramo. 

Ar t . 61. Conforme al artículo 37 de la ley, los Agentes no 
podrán suspender los trámites de un denuncio, sino por cau-
sa de oposición, ni ampliarán los plazos que en aquélla y en 
el presente Reglamento se fijan, debiendo á la conclusión de 
ellos, y en la sucesión en que ocurran, sacar copia del expe-
diente, á fin de remitirla á la Secretaría de Fomento, para 
qiie se revise y se proceda conforme á lo que el mismo artícu-
lo prescribe. La falta de remisión de la copia al Gobierno 
del Estado ó Territorio, en el plazo que fija la ley y cuando 
el expediente se baya instruido con regularidad; p de remi-
sión directa á la Secretaría de Fomento, cuando el expedien-
te quede incompleto, traerá para los Agentes la responsabi-
lidad consiguiente y que se les exigirá por la misma Secre-
taría. 

Ar t . 62. Toda suspensión en los trámites de un denuncio, 
que provenga de culpa del denunciante, y que consista en no 
ministrar las estampillas de ley; en dejar de hacer las publi-
caciones necesarias; en la falta de pago de honorarios del 
Agente; en la presentación de planos, informes y demás do-
cumentos que deben acompañar al expediente, dentro de los 
plazos prescritos, y en cualquiera otra cosa que impida la 
prosecución de dichos trámites, importará para el denuncian-
te que se le declare moroso, conforme á lo que dispone el ar-
tículo 37 de la ley; debiendo cuidar los Agentes, bajo su más 
estricta responsabilidad, de que se consignen con toda exac-
t i tud en el expediente las fechas de los diversos trámites y 
de que se cuenten con toda regularidad los términos de los 
plazos. 

Ar t . 68. Los denunciantes de terrenos baldíos pueden de-
sistirse de sus denuncios, sin que se les declare morosos, 
cuando hagan el desistimiento ante el Agente respectivo, por 
escrito ó en comparecencia, y antes de la conclusión de al-
guno de los plazos que se establecen en el presente Regla-

mentó. E l Agente admitirá el desistimiento, consignándolo 
en el expediente, publicándolo en la tabla de avisos y dando 
cuenta de él á la Secretaría de Fomento. 

Ar t . 64. Cuando los Ayuntamientos, Asambleas ó Corpo-
raciones municipales ocurran á la Secretaría de Fomento, 
para solicitar las composiciones á que se refieren los artícu-
los 68 y 69 de la ley, deberán hacerlo por conducto del Go-
bernador del Estado ó Territorio que corresponda, quien 
acompañará la solicitud con el informe que crea convenien-
te dar. 

Ar t . 65. Los extranjeros que deseen adquirir terrenos bal-
díos ó nacionales, demasías ó excedencias, dentro de las zo-
nas en que pueden adquirirse con permiso del Ejecutivo, po-
drán presentar los denuncios ó solicitudes ante el Agente 
respectivo ó ante la Secretaría de Fomento en su caso, y so-
licitar al mismo tiempo el permiso para la adquisición de las 
tierras, sin cuyo requisito no podrán obtener la adjudicación 
de ellas. 

Ar t . 66. Las autoridades locales impedirán que los denun-
ciantes de terrenos baldíos entren en posesión de los terre-
nos y los exploten, sin haber obtenido el título de propiedad 
correspondiente, conforme lo establece el artículo 73 de la ley, 
y prestarán auxilio á los Agentes de la Secretaría de Fomen-
to, cada vez que sean requeridas por ellos, para evitar las ex-
plotaciones ú ocupaciones indebidas. 

Ar t . 67. A la conclusión de cada semestre, la Secretaría 
de Fomento hará publicar en el Diario Oficial de la Federa-
ción una noticia de los títulos que se hubieren expedido por 
denuncios de terrenos baldíos, ó por composiciones de exce-
dencias y demasías, y de las declaraciones que se hubiesen 
dado á los propietarios de fincas, de no haber en ellas terre-
nos baldíos, demasías y excedencias. 

" P o r tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé 
el debido cumplimiento. 

"Dado en el Palacio del Poder Ejecutivo de la Unión, en 



México, á cinco de J u n i o de mil ochocientos noventa y cua-
tro.—Porfirio Díaz.—Al C. Manuel Fe rnández Leal , Secre-
tario de Estado y del Despacho de Fomento , Colonización é 
Indus t r ia , " 

Y lo comunico á v d . para su inteligencia y fines consi-
guientes. 

Liber tad y Const i tución. México 5 de J u n i o de 1894. 

Fernández Leal 

Al 

SECRETARÍA D E ESTADO 

Y D E L 

DESPACHO DE FOMENTO, COLONIZACIÓN É INDUSTRIA 
D E L A R E P Ú B L I C A M E X I C A N A . 

S E C C I Ó N 1? 

ARANCEL 

Para el pago (le honorarios á los Agentes de la Secretaría de Fomento 
en el ramo de Terrenos baldíos. 

I . P o r el registro y anotación de los escritos de denuncio 
y de sus duplicados, se cobrará de la manera siguiente: 

Cuando en el escrito se denuncien diez mi l hectaras ó me-
nos, se cobrarán dos pesos; cuando la extensión sea de diez á 
veinte mil , t res pesos; de veinte á cincuenta mil , cuatro pe-
sos; y de cincuenta mil ó más, cinco pesos. 

I I . P o r redactar y escribir los acuerdos, minutas , oficios, 
avisos, extractos, razones, citas, notificaciones, actas, infor-
mes y demás documentos que exija el despacho oficial de 
la Agenc ia , veinticinco centavos por cada diez renglones ó 
fracción de ellos, y además, diez centavos por la vista de cada 
una de las fojas que contengan los expedientes y otros docu-
mentos que deban extractar . 

I I I . P o r el escrito, cotejo y autorización de copias, certifi-
cados y otros documentos análogos, un peso po r cada cien 
renglones ó fracción de ellos. 

R e g l a m e n t o — 3 



IV. Por el cotejo y autorización de los planos que han de 
acompañar á las copias de los expedientes que se remitau á 
la Secretaria de Fomento , se cobrará la misma cantidad y 
en la misma proporción establecida en la fracción I de este 
Arancel y por los dos ejemplares del plano. Si hubiere que 
cotejar mayor número de ejemplares se cobrará po rcada uno 
de ellos la mitad de las cuotas señaladas en la misma fracción. 

V. Por la asistencia á jun tas que no excedan de una hora, 
tres pesos, y por cada hora más ó fracción de ella, un peso. 
Si se levantare acta ú otro documento, se cobrará lo queá él 
corresponda, conforme á la fracción I I . 

VI . Por la busca de expedientes ó cualesquiera otros do-
cumentos en el archivo, un peso. Cuando el interesado no 
ministre datos suficientes y haya que buscar documentos co-
rrespondientes á más de un año, un peso por cada año que 
se busque. 

V I L Por los permisos para cortes de árboles, cuando el 
número de éstos sea de cien ó menos, dos pesos; de cien á 
mil, tres pesos, y de mil en adelante, cinco pesos. 

V I I I . Por los permisos para corte de palo de tinte, extrac-
ción de chicle, hule, y cualesquiera gomas ó resinas, y corte 
de leña, dos por ciento sobre el valor que resulte para el nú-
mero de toneladas ó fracción que se solicite, sin que sea me-
nos de un peso. 

I X . P o r la expedición de un permiso para caza ó pesca, y 
por cada temporada que se fije en el permiso, un peso. 

X. Los honorarios han de ser cubiertos por los interesa-
dos á medida que se vayan causando, importando la falta de 
pago para ellos, con el transcurso consiguiente de los plazos, 
que se les declare morosos, conforme al artículo 62 del Re-
glamento de Procedimientos. 

Libertad y Constitución. México, 5 de Jun io de 1894. 

Fernández Leal 

I N F O R M E 

Q U E R I N D E 

Á LA HOXOKABLE 

CÁMARA DE DIPUTADOS 

C O L O N I Z A C I O N Y T E R R E N O S B A L D Í O S 

M É X I C O 

O F I C I N A T I P . D E L A S E C R E T A R Í A D E F O M E N T O 
Calle de San Andrés número 15. 



IV. Por el cotejo y autorización de los planos que han de 
acompañar á las copias de los expedientes que se remitau á 
la Secretaria de Fomento , se cobrará la misma cantidad y 
en la misma proporción establecida en la fracción I de este 
Arancel y por los dos ejemplares del plano. Si hubiere que 
cotejar mayor número de ejemplares se cobrará po rcada uno 
de ellos la mitad de las cuotas señaladas en la misma fracción. 

V. Por la asistencia á jun tas que no excedan de una hora, 
tres pesos, y por cada hora más ó fracción de ella, un peso. 
Si se levantare acta ú otro documento, se cobrará lo queá él 
corresponda, conforme á la fracción I I . 

VI . Por la busca de expedientes ó cualesquiera otros do-
cumentos en el archivo, un peso. Cuando el interesado no 
ministre datos suficientes y haya que buscar documentos co-
rrespondientes á más de un año, un peso por cada año que 
se busque. 

V I I . Por los permisos para cortes de árboles, cuando el 
número de éstos sea de cien ó menos, dos pesos; de cien á 
mil, tres pesos, y de mil en adelante, cinco pesos. 

V I I I . Por los permisos para corte de palo de tinte, extrac-
ción de chicle, hule, y cualesquiera gomas ó resinas, y corte 
de leña, dos por ciento sobre el valor que resulte para el nú-
mero de toneladas ó fracción que se solicite, sin que sea me-
nos de un peso. 

I X . P o r la expedición de un permiso para caza ó pesca, y 
por cada temporada que se fije en el permiso, un peso. 

X. Los honorarios han de ser cubiertos por los interesa-
dos á medida que se vayan causando, importando la falta de 
pago para ellos, con el transcurso consiguiente de los plazos, 
que se les declare morosos, conforme al artículo 62 del Re-
glamento de Procedimientos. 

Libertad y Constitución. México, 5 de Jun io de 1894. 

Fernández Leal 
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Octubre 19 de 1885. 

Imprímase y repártase con los documentos que se acompañan. 

ROMERO, 
d. s. 

EN la sesión de esa Cámara del miércoles próximo 
pasado, fué presentada una proposicion para que 

la Secretaria de mi cargo informara sobre todos los 
contratos que, para deslinde de terrenos baldíos, ha 
formulado dicha Secretaría desde l 9 de Diciembre de 
1876 hasta la fecha; y por acuerdo del Señor Presi-
dente, he procedido á formar el Informe pedido, para 
que se dé luz en un asunto que, como poco conocido, se 
presta á que se extravien las ideas, y para que se vea 
que el Ejecutivo no hace misterio de sus actos; pues si 
los expresados contratos se hacen en secreto en el 
Ministerio de Fomento, como se ha dicho en esa Cá-
mara, es porque así deben hacerse, no habiéndose dado 
el ejemplo, ni en nuestro país, ni en ningún otro, de 
que los asuntos que, conforme á la ley, despachan las 
Secretarías de Estado, se resuelvan en público, ni en 
otro lugar que el señalado para despacho de dichas 
Secretarías. 



Difícil ha sido y es para el Secretario que suscribe, 
rendir un Informe de un período tan largo como el 
que se lia señalado, el cual abarca muy cerca de nueve 
años, pues no habiendo despachado el suscrito el Mi-
nisterio del ramo, sino desde el mes de Julio de 1881, 
en que tuvo la honra de ser llamado á dicho puesto 
por el Señor Presidente, ha sido preciso compulsar 
documentos y demás informes de la época anterior; en 
consecuencia, puede no ser muy minucioso el Informe 
en lo referente á dicha época; pero sin embargo, dará 
la luz suficiente, á mi juicio, para que esa Cámara co-
nozca que el Ejecutivo ha obrado conforme á las leyes 
de la materia; y que el resultado obtenido ha sido de 
los más satisfactorios, supuesto que ha desarrollado 
un ramo tan importante de la riqueza pública, como 
fácilmente se demostrará en el curso de este Informe, 
al cual se acompañan todos los documentos justifica-
tivos. 

Dos son las maneras como se efectúan los deslindes 
de terrenos- baldíos: la primera, conforme á la ley ex-
pedida por el Señor Presidente Benito Juárez el 22 de 
Julio de 1863, siendo Ministro de Fomento el Sr. Je-
sús Teran (Documento número 1). Conforme á esta 
ley, todo habitante ele la República puede denunciar 

hasta 2,500 hectaras de terrenos baldíos, y cumplidos 
todos los requisitos señalados en la misma ley, se hace 
la adjudicación y se expide el título respectivo. 

Los deslindes de estos terrenos, que podrémos lla-
mar fraccionarios y que vienen á beneficiar á la gente 
pobre de nuestro país, han ido en aumento año por 
año, alcanzando una cifra verdaderamente notable en 
los últimos años. 

En efecto, basta ver sencillamente el cuadro que se 
adjunta bajo el número 2, para notar el aumento ex-
traordinario que ha tenido la adjudicación de esos te-
rrenos, desde el año de 1881 á la fecha, y el producto 
de ellos. 

Por el legajo de las tarifas de terrenos baldíos, ex-
pedidas por el Ejecutivo, en cumplimiento de la pre-
vención que contiene el artículo 3? ele la ley de 22 de 
Julio de 1863, que se adjuntan bajo el número 3, se 
verá que los terrenos no han tenido demanda sino has-
ta últimamente, supuesto que en la Administración del 
Sr. Juárez, en el bienio de 1872 á 1873, tuvieron que 
rebajarse los valores de la tarifa, casi en un cincuenta 
por ciento de los señalados en la anterior, por no ha-
ber dado resultado las primeras. 

Como comprobacion del aumento habido en el des-
linde de los terrenos fraccionarios, acompaño bajo el 
número 4, un cuadro de dichos terrenos que comprende 
desde el año de 1868 á Setiembre del corriente año, 
con expresión de su extensión, que asciende á la canti-



dad de 15.475,490 hectaras, siendo el producto para 
la Nación de $1.517,808.12 es. 

La diferencia que se nota en ese cuadro, entre los re-
sultados obtenidos en los años de 1868 á 1881, y los 
obtenidos en los años de 1881 á la fecha, comprueban 
de una manera evidente, el desarrollo que en estos úl-
timos años ha adquirido ese ramo de la riqueza públi-
ca, debido á la atención que preferentemente ha fijado 
en él, el Ejecutivo. 

Son adjuntos á ese cuadro los pormenores de las ex-
tensiones que se han concedido por el Gobierno á di-
versos pueblos que no tenian fundo legal ni ejidos, cu-
yas concesiones arrojan un total de 242,237 hectaras 44 
aras. Estos terrenos se han adjudicado á 66 pueblos 
de diversos Estados. 

Ese desarrollo ha traido como consecuencia precisa 
el aumento de esa riqueza, permitiendo que en cada bie-
nio se aumente en la tarifa respectiva el valor de los 
terrenos, sin que esto disminuya la demanda, sino que 
por el contrario la ha aumentado, como lo demuestra 
el Documento número 4, habiendo llegado la Secreta-
ría de Fomento hasta establecer distintas tarifas, se-
gún las clases de los terrenos, pues no era equitativo 
que tuvieran un mismo precio todos, cualquiera que 
fuera su clase. Esta resolución, hija de un prolijo y 
concienzudo estudio, se tomó al expedirse la tarifa del 
último bienio, en 30 de Diciembre del año próximo pa-
sado (Documento número 3), expidiendo la propia Se-

cretaría, para evitar toda duda, con fecha 9 de Febrero 
del corriente año, una circular aclaratoria sobre dicha 
tarifa. (Documento número 5.) A éste se agregan di-
versas circulares relativas al ramo. 

í ^ 

La segunda manera de efectuar los deslindes de te-
rrenos baldíos, es conforme á los decretos expedidos 
por el Congreso de la Union en 31 de Mayo de 1875 y 
en 15 ele Diciembre de 1883. (Documento número 6.) 

Por esas leyes, se ordena al Ejecutivo que mande 
deslindar, medir, fraccionar y valuar los terrenos bal-
díos ó de propiedad nacional que hubiere en la Repú-
blica; y se le concede (artículo l 9 , fracción 6^ de la 1* 
ley, y artículo 18 de la 2^) que autorice á compañías ó 
empresas, para la habilitación de terrenos baldíos. 

Conforme á las disposiciones de dichas leyes, el Eje-
cutivo ha concedido desde el año de 1881 hasta la fe-
cha, cuarenta y cuatro autorizaciones para deslindar 
terrenos baldíos, cuyo pormenor se acompaña. (Docu-
mento número 7.) 

De dichas autorizaciones han caducado doce, por no 
haber cumplido con las prevenciones de la ley. 

Llamo la atención de la Cámara, sobre los términos 
en que están concedidas dichas autorizaciones, pues to-
das, en concepto de esta Secretaría, lo están con ab-



soluta sujeción á las prescripciones de las referidas 
leyes. 

Además, se han concedido otras autorizaciones que 
tienen el carácter de contratos, porque los deslindado-
res se obligan á colonizar parte ó el total de los terre-
nos deslindados. (Documento número 8.) 

Debo manifestar, que en todos estos deslindes tienen 
que seguirse los trámites que, para dichas operaciones, 
marcan las leyes de 22 ele Julio ele 1863 y 15 de Di-
ciembre ele 1883; en consecuencia, no puede haber abu-
sos por parte de las compañías, pues los interesaelos 
ocurren á la autoridad judicial competente, ante quien 
deducen tocios sus elerechos. La Secretaría ele mi cargo 
tiene en su poder copia certificada ele todos los expe-
dientes judiciales, formados con motivo ele los deslindes 
verificados por las compañías autorizadas al efecto, y 
en dichos expedientes, que ha estudiado para revisar 
esas operaciones, consta que se ha cumplido con toelos 
los requisitos legales, explicando esto perfectamente 
que no haya habido oposiciones, ó que si las ha habido, 
éstas, siendo justas, se han respetado, lo que comprue-
ba que no se han atacado ningunos elerechos legítimos. 

De esta manera se han deslindado elesele Octubre ele 
1880 hasta la fecha, terrenos baldíos que mielen una 
extensión ele cerca ele 17 millones ele hectaras, como lo 
comprueba el cuaelro que se adjunta bajo el número 
9, al que está anexa la descripción de los terrenos, los 
cuales se han obtenido sin dificultad, sin lastimar inte-

reses ele ninguna clase y sin que el Gobierno reporte 
desprestigio alguno. En la misma Secretaría existen 
toelos los planos ele los terrenos deslindados por com-
pañías, y están á disposición de la Cámara ó ele 
cualquier ciudadano Diputado que los quiera exami-
nar, así como todos los ciernas antecedentes relativos. 

* 

El Documento número 10 contiene el pormenor de 
los contratos celebrados para el deslinde ele demasías. 

Sobre este punto voy á permitirme, á riesgo de fati-
gar á la Cámara, ser un poco más extenso, tanto por-
que es el punto más atacado por el señor Diputado que 
pidió el Informe, cuanto porque, ámi juicio, es el más 
desconocido. 

Sobre estas demasías, trata la ley de 22 ele Julio ele 
1863, en sus artículos 5?, 6?, 79 y 8? 

Las demasías las ha considerado el Ejecutivo de dos 
clases: las excedencias de terrenos amparadas con títu-
lo, fijando sus linderos una extensión mayor; y las que 
no tienen esa circunstancia, por concretarse sus títulos 
á una extensión menor de la que poseen, pero que es-
tán amparadas por la posesion, con arreglo á la ley. 

Las primeras son aquellas poseídas en virtud de que 
cuando se expidieron los títulos, bien por circunstan-
cias especiales de los lugares donde estaban situadas, 
bien por la falta de facultativos que hicieran la medi-



cion, bien por falta de instrumentos precisos, se seña-
laron determinados linderos, amparando sólo cierta 
cantidad de terrenos, la cual, al hacerse la medición, 
resulta ser mucho mayor que la señalada en los tí-
tulos. 

Estos terrenos se subdividen todavía en dos clases: 
aquellos cuya venta se hizo cul corpus, es decir, toda la 
extensión comprendida dentro de determinados linde-
ros, los cuales están poseídos legítimamente; y aque-
llos cuya venta se hizo ad mesuram, es decir, que dentro 
de señalados linderos se vendió determinada extensión 
de terrenos, la cual tendría que rectificarse en alguna 
época, como está sucediendo en la actualidad. 

Llamo la atención de la Cámara sobre que en todos 
esos títulos consta la cláusula de que dichos terrenos 
se vendían sin perjuicio del Rey, lo que prueba de una 
manera palmaria que sólo se vendió determinada ex-
tensión, y que el sobrante que resultara, cuando se rec-
tificaran las medidas, pertenecía á la Corona, y ahora, 
como consecuencia lógica y precisa, á la Nación. 

Las segundas, son aquellas que los propietarios han 
ocupado de buena ó mala fe, extendiendo los límites de 
su propiedad, sin estar amparados más que por la po-
sesión. 

En uno y en otro caso, sobre esas demasías tiene de-
recho la Nación, y está en el deber indeclinable de in-
vestigarlas para disponer de esa riqueza pública, con 
arreglo á la ley. 

Para llevar adelante la investigación de dichas de-
masías, se tiene que cumplir con todas las prevenciones 
de las referidas leyes de 22 de Julio de 1863, y 15 de 
Diciembre de 1883, siguiéndose todos los trámites ju-
diciales marcados en las mismas. En consecuencia, no 
puede cometerse ninguna clase de abusos, no debien-
do por lo mismo existir la alarma en los propietarios, 
de que se ha hablado en el seno de esa Cámara. Fácil 
es, sin embargo, que algunos propietarios se hayan alar-
mado; pero sin duda alguna serán aquellos que tengan 
terrenos ocupados y estén mal dispuestos á hacer uso 
del derecho que les da la ley de 22 ele Julio de 1863, 
en sus artículos 5? y 6?; ó porque interpreten mal la 
investigación de las Compañías que obran en represen-
tación del Gobierno, pues los que poseen terrenos de 
buena fe, por el contrario, han visto en estas disposi-
ciones del Ejecutivo, la manera legal y.honrada de le-
gitimar sus propiedades, evitando conflictos para lo 
futuro y dando á sus terrenos un valor real, que no 
podrían tener sus propiedades cuando sus títulos eran 
dudosos. Estas aseveraciones, quedan plenamente com-
probadas con las peticiones presentadas á la Secretaría 
de Fomento por varios propietarios, en que espontá-
neamente denuncian ellos mismos las demasías que han 
estado poseyendo, y piden entrar en arreglos con el 
Gobierno. 

Las copias autorizadas de dichas peticiones, acom-
pañan á este Informe en el Documento número 11. 



Tocios estos hechos demuestran que el Gobierno no 
ataca la propiedad particular, como se ha dicho en esa 
Cámara, sino que, por el contrario, la respeta, tratan-
do por los medios legales, que se legitime, consiguiendo 
con esto un aumento en el valor de la propiedad parti-
cular, y además, la percepción de lo que legítimamen-
te le corresponde. 

En el discurso que se pronunció por el señor dipu-
tado autor de la interpelación, se combatió al Ejecuti-
vo, tomando por base una carta circular publicada por 
el Sr. Fernando Calderón, quien celebró con esta Se-
cretaría un contrato para el deslinde de terrenos baldíos 
y demasías en el Estado ele Zacatecas. Descle luego 
manifestaré, que el Ministerio ele Fomento no es res-
ponsable de las gestiones que publique un particular, 
y me ha parecido que lo natural era que en vista clel 
contrato, se hubiera combatido al Ministerio, y no en 
vista ele un documento que no tiene carácter oficial al-
guno. 

Debo manifestar que, como se servirá ver esa Cámara 
en el Documento núm. 8, que contiene el pormenor ele 
los contratos para deslindar demasías, se han celebrado 
diversos, desde el 11 de Julio del año próximo pasado, 
todos idénticos al celebrado con el Sr. Calderón; y nin-

gun ciudadano se ha considerado atacado en sus propie-
dades, ni ha habido la menor cuestión judicial ni admi-
nistrativa en ese punto. No es comprensible, pues, la 
alarma que se clice existe por este contrato, cuando lo 
mismo se está practicando hace más ele un año, sin difi-
cultad alguna, por los diversos que contiene el docu-
mento respectivo, y lo demuestran las peticiones ele los 
particulares que se han adjuntado, y el sinnúmero ele 
expedientes que giran ante los Juzgados ele Distrito y 
cerca ele las Empresas, en arreglos previos. 

* 
* * 

Aun cuando la interpelación propuesta á esa Cáma-
ra, en su sesión del miércoles próximo pasado, se refie-
re únicamente á los contratos para deslindes ele terre-
nos baldíos celebrados por esta Secretaría; como en el 
discurso pronunciado por su autor para sostenerla, así 
como en el pronunciado por otro ciudadano Diputado 
para fundar otra proposicion, se ha tratado extensa-
mente de las ventas ele terrenos nacionales hechas úl-
timamente, creo de mi cleber ampliar este Informe, es-
pecialmente sobre esos puntos, con objeto ele que esa 
Cámara pueda estimar debidamente dicha cuestión, y 
no se esté bajo la impresión ele datos erróneos. 

Las ventas ele terrenos á que me contraigo, son las 
verificadas á los Sres. Luis García Teruel y Mariano 
García, en 28 ele Agosto próximo pasado. 



Por los contratos respectivos ele compra - venta, que 
van adjuntos (documentos niims. 12 y 13), se verá que 
se vendieron al primero 712,300 hectaras, y al segundo 
395,372 hectaras de terrenos nacionales, al precio de 65 
es. la hectara, lo que arroja un total de $ 719,986 80 es. 

Los fundamentos principales, aducidos por los seño-
res Diputados á quienes me he referido en el curso de 
este Informe, para censurar al Gobierno por esos con-
tratos, han sido los siguientes: 

l 9 Falta de facultades para efectuar dichas ventas. 
29 Bajo precio á que se han vendido los terrenos. 
39 Especies en que se ha efectuado el pago; y 
49 Falta de facultades para admitir dichas especies 

en pago. 
Los artículos 24 y 25 de la ley expedida por el Con-

greso de la Union en 15 de Diciembre de 1883, auto-
rizan clara y expresamente al Ejecutivo para vender 
á largo plazo y módico precio, los terrenos baldíos ó 
nacionales, con el exclusivo objeto de colonizarlos. El 
artículo 29 de la misma ley, previene que la mayor can-
tidad que pueda adjudicarse á un individuo sea la de 
2,500 hectaras. Es así que según los expresados con-
tratos, tienen la obligación los compradores de estable-
cer un colono por cada 2,500 hectaras, luego el Ejecu-
tivo ha podido verificar la venta en cumplimiento de 
la ley. 

La tarifa de precios á que deberá arreglarse la ven-
ta de terrenos baldíos, expedida conforme á la ley, en 

30 de Diciembre próximo pasado (Documento núm. 3), 
señala tres precios para los del Estado de Chihuahua, 
adonde pertenecen los que se han vendido, que son los 
siguientes: 

clase, $0. 55 es. 
2?- clase „ 0. 30 „ 
3* clase „0. 20 „ 

Ahora bien; los terrenos que se han vendido, según 
el plano y demás datos que existen en la Secretaría de 
Fomento, corresponden á la tercera clase, es decir, á 
los valuados á 20 cents, la hectara. Es así que se han 
vendido á 65 cents, la hectara, luego la Nación ha te-
nido por primera vez, un aprovechamiento notable; y 
aun suponiendo que fueran de primera clase, que re-
pito no lo son, siempre resultará que fueron vendidos 
á mayor precio que el máximum señalado en la tarifa. 

Para censurar al Ejecutivo por dichas ventas, se ha 
tomado como argumento la comunicación que dirigió 
á la Secretaría de Relaciones el Cónsul de México en 
Texas, en que manifiesta que en aquel Estado valen los 
terrenos un precio mucho mayor. 

Esta no es una razón digna de atenderse, pues el he-
cho de que en la vecina República ú otras naciones de 
gran movimiento y consumo, valgan los terrenos tal ó 
cual precio, no quiere decir en lo absoluto, que por aho-
ra valgan lo mismo en nuestro país, pues esos valores 
dependen de mil circunstancias que están al alcance de 



todos y cada uno de los señores Diputados, y que no es 
del caso enumerar en el presente Informe. 

Ya no tratándose de diferentes naciones, aquí mismo 
dentro de nuestro país, los terrenos tienen distinto valor, 
según su ubicación; y por eso en las tarifas se ponen di-
versos precios, según los Estados, sin que hasta ahora 
se haya ocurrido á nadie objetar el que se venda, por 
ejemplo, á 20 centavos la hectara en el Territorio de la 
Baja California, cuando en el Distrito Federal vale, se-
gún la tarifa, á cinco pesos sesenta centavos. 

Destruida esa objecion, paso á demostrar que el pre-
cio á que se han vendido los terrenos, es un precio que, 
no solamente no es insignificante, sino que es muy 
bueno en las circunstancias actuales. El sitio de ga-
nado mayor, en el Estado de Chihuahua, proceden-
te de propiedades particulares, no se ha vendido hasta 
ahora, por más que se haya dicho en esa Cámara que va-
le ele mil pesos para arriba, en más de seiscientos pesos; 
y eso que como propiedades particulares, los terrenos 
son escogidos, y no graneles extensiones desiertas, esca-
sas ele agua y sin centros ele consumo, sin vias de co-
municación, y transitadas hasta ahora sólo por el sal-
vaje, como los que se han vendido. Si pues los terrenos 
particulares han alcanzado como máximum $ 600 si-
tio, y el Ejecutivo los ha vendido á $ 1,141, no puede 
en justicia hacérsele el cargo ele una venta mala. 

No hay que olvidar que al hacerse esa venta, favo-
rable para la Nación, como queda demostrado, se ha 

impuesto á los compradores la obligación ele colonizar 
los terrenos, lo cual trae la ventaja ele obtener esta me-
jora pública, no solamente sin sacrificio alguno por par-
te ele la Nación, sino con positivo aprovechamiento. 

Ya he dicho en el cuerpo de este Informe, que por 
el artículo 2o ele la ley ele Colonizacion vigente, se con-
cede la venta ele los terrenos á largo plazo y módico 
precio; pero aun hay más; por el inciso I I I del artícu-
lo 3? ele la referida ley, se concede el que los terrenos 
deslindados sean ceelielos á los inmigrantes extranjeros 
y á los habitantes de la República, que desearen esta-
blecerse en ellos, á título gratuito. 

Ahora bien, si el Ejecutivo no ha hecho uso ele estas 
autorizaciones, sino que por el contrario ha veneliclo los 
terrenos á tres veces más elel valor que les señala la 
tarifa vigente, y al contado, no creo que pueda ser és-
ta una razón para que se le censure. 

Hace veinte años que el Señor Presidente D. Benito 
Juárez, ele cuyo patriotismo nadie puede dudar, vendió 
en el Estado ele Chihuahua extensiones ele terrenos bal-
díos, de 20 á 80 pesos sitio. 

La Administración próxima anterior vendió al pre-
cio ele $ 290 sitio. La actual, como se ve, ha mejorado 
notablemente el precio ele los terrenos ele igual proce-
dencia. 

Las especies en que se ha efectuado el pago, han sido 
las que marca la ley. En efecto, ésta previene que se 
verifique clicho pago, una tercera parte en bonos de la 



Deuda pública y las dos terceras partes restantes en di-
nero efectivo. Aliora bien, el importe de ambas opera-
ciones ha sido la cantidad de $ 719,986 80 es., y lo 
mandado recibir en bonos de la Deuda pública arroja 

' la cantidad de $ 237,712 98 es., que es aún ménos de 
la tercera parte. 

El resto, ó sean las otras dos terceras partes, se han 
entregado, como se servirá ver la Cámara por los con-
tratos que constan en.el Documento respectivo, en órde-
nes por subvención de ferrocarriles, créditos del Banco 
(4* categoría), créditos por contratos de aisladores, así 
como por conservación y vigilancia de líneas telegráfi-
cas, vales de la Tesorería General á cargo del Banco 
Nacional, de la Aduana de Tampico y de la misma Te-
sorería, y crédito por entrega de vestuario y de forrajes. 

i, 
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Objétase que el pago de terrenos se ha hecho en va-
les y órdenes á cargo de la Tesorería General, contra 
las prevenciones de la ley de 22 de Junio último. El 
artículo l 9 de esa ley dice: "que se suspende el pago de 
ciertos créditos, miéntras se determina la manera de 
que sean cubiertos." • El Gobierno á nadie ha cerrado la 
puerta en el sentido de que otros hagan lo que han he-
cho los últimos contratistas. A nadie se agravia ni per-
judica, y el Gobierno se promete que los demás acree-

dores ele la Nación sigan ese camino, así como también 
espera vender á mejor precio los terrenos que constan 
en el cuadro núm. 9, y los que continúan deslindándose. 

El Ejecutivo, considerando de alto Ínteres nacional 
el conocimiento escrupuloso de estos asuntos, tiene em-
peño en que este Informe se publique para que sea per-
fectamente conocido por los miembros de esa Honora-
ble Cámara, y si á juicio de éstos debe discutirse, el 
Secretario que habla se honrará de asistir á la discu-
sión, para dar las explicaciones que justifican plena-
mente su conducta, pues el Ejecutivo está decidido á 
conservar en toda su integridad la confianza que le ha 
otorgado la Cámara, haciendo valer ante su ilustración, 
la pureza, la rectitud y el cumplimiento de la ley en 
todos los actos administrativos. 

México, Octubre 17 de 1885. 

CARLOS PACHECO. 

A los Secretarios de la Cámara de Diputados del Congreso de la 
Union.—Presentes. 



A P S E REFIERE EL INFORME ANTERIOR. 

D O C U M E N T O N U M . 1 . 

L E Y S O B R E O C U P A C I O N Y E N A J E N A C I O N D E T E R R E N O S B A L D Í O S . 

Ministerio de Justicia, Fomento é Instrucción pública.—Sección de 
Fomento.—El C. Presidente constitucional de la República se ha ser-
vido dirigirme el decreto que sigue: 

11 BENITO JUAREZ, Presidente constitucional de los Estados Uni-
dos Mexicanos, á sus habitantes, sabed: 

"Que en uso de las amplias facultades de que me hallo investido y 
de la que concede al Congreso general la fracción 24? del art. 72 déla 
Constitución, he tenido á bien decretar la siguiente 

LEY 
S O B R E O C U P A C I O N Y E N A J E N A C I O N D E T E R R E N O S B A L D Í O S . 

"Art. 1 ? Son baldíos, para los efectos de esta ley, todos los terrenos 
de la República que no hayan sido destinados á un uso público por 
la autoridad facultada para ello por la ley, ni cedidos por la misma, á 
título oneroso ó lucrativo, á individuo ó corporacion autorizada para 
adquirirlos. 

"2? Todo habitante de la República tiene derecho de denunciar 
hasta dos mil quinientas hectaras, y no más, de terreno baldío, con ex-



cepcion de los naturales de las naciones limítrofes de la República y 
de los naturalizados en ellas, quienes por ningún título pueden adqui-
rir baldíos en los Estados que con ellas lindan. 

"3? El Supremo Gobierno general publicará cada dos años la tarifa 
de precios de terrenos baldíos en cada Estado, Distrito y Territorio. 

"4? Del precio de los baldíos se exhibirán dos tercios en numerario 
y otro en bonos de la deuda pública nacional ó extranjera. De los dos 
tercios en numerario, se aplicará uno á la Hacienda federal y otro á la 
del Estado en que esté situado el baldío. 

"5? El poseedor de un baldío, de cualquiera extensión que sea, que 
en esta fecha esté cultivado, ó acotado con zanja, cerca ó mojoneras 
artificiales, colocadas por lo ménos en todos los ángulos del perímetro, 
tiene derecho á que se le rebaje la mitad del precio de tarifa, sí tuvie-
re diez años de posesion, ó título traslativo de dominio, aunque esté 
concedido por quien no tenia derecho para ello. No teniendo título ni 
diez años de posesion, la rebaja será sólo de una cuarta parte; mas en 
ambos casos puede hacerse la exhibición entregando los bonos al con-
tado y el dinero por tercios, uno al año, otro á los dos y otro á los tres, 
quedando entretanto el terreno especialmente hipotecado al pago. 

"6? La sola posesion de diez años sin el título de que habla el artí-
culo anterior, ó éste sin aquella, no dan derecho á rebaja alguna; mas 
si concurren la una y el otro, lo habrá á la rebaja de una cuarta parte 
del precio, aunque el baldío no esté cultivado ni acotado, con tal que 
la posesion se haya conservado hasta el dia del denuncio. 

"En este caso, para determinar la extensión poseida, se estará á los 
límites mencionados en el título, aun cuando no estén conformes con 
la cabida, y solamente se estará á ésta cuando el título no fije límites, 
ó cuando sea imposible precisarlos en el terreno. 

"En el caso de este artículo, puede hacerse la exhibición en los tér-
minos prescritos en el artículo anterior. 

"7? Se comprende en los dos artículos que preceden, el baldío con-
fundido en su totalidad con campos que no lo sean, ó comprendido 
enteramente dentro de ellos, si los tiene en su posesion el poseedor 
del baldío y tienen las condiciones del cultivo, coto, título ó posesion 
de diez años, según dichos artículos requieren. 

"8? La rebaja de precio concedida por los artículos que preceden, 
solamente tendrá lugar si el que tiene derecho á ella presenta su de-
nuncia dentro de tres meses de publicada esta ley, ó despues si no hu-

biere denunciante anterior que se oponga, pues habiéndolo, cederá el 
terreno al denunciante, ó le pagará su valor á precio de tarifa en dine-
ro y al contado, y lo indemnizará del mismo modo de los gastos nece-
sarios que hubiere hecho. Todo esto sin perjuicio del pago que debe 
hacer á la Hacienda pública, según las disposiciones que preceden. 

"Durante los tres meses de que habla este artículo, solamente los 
poseedores pueden denunciar los baldíos á que se refiere; y en caso de 
no hacer ellos el denuncio, el que lo haga sólo puede denunciar dos 
mil quinientas hectaras. 

"9? Nadie puede oponerse á que se midan, deslinden, ó ejecuten por 
órden de autoridad competente cualesquiera otros actos necesarios pa-
ra averiguar la verdad ó legalidad de un denuncio, en terrenos que no 
sean baldíos; pero siempre que la sentencia declare no ser baldío en 
todo ni en parte el terreno denunciado, habrá derecho á la indemni-
zación de los daños y perjuicios que por el denuncio se irroguen, á 
reserva de la acción criminal, caso de haber lugar á ella. 

"10. Los dueños de los terrenos baldíos que se adjudiquen desde 
esta fecha, están obligados á mantener en algún punto de su propie-
dad, y durante diez años, contados desde la adjudicación, un habitan-
te, á lo ménos, por cada doscientas hectaras adjudicadas, sin contar la 
fracción que no llegue á este número. El que dejare dq tener los ha-
bitantes que le corresponde, cuatro meses en un año, perderá el dere-
cho al terreno y al precio que por él hubiere exhibido. 

"11. Los que tengan actualmente baldíos en usufructo, enfitéusis, ó 
á virtud de cualquiera otro contrato que les haya trasladado el domi-
nio útil sin el directo del terreno, gozarán una rebaja de la mitad del 
precio de tarifa, si se constituyen denunciantes en los términos y con-
diciones del artículo 8?: en caso contrario, quedan sujetos á las pres-
cripciones del mismo artículo. 

"12. Los arrendatarios y aparceros actuales de terrenos baldíos y 
todos los que los hayan recibido á virtud de un contrato que no les 
haya trasladado el dominio útil ni directo, quedan comprendidos en el 
artículo precedente; pero la rebaja que se les haga será sólo de una 
cuarta parte del precio de tarifa. En caso de que no se adjudiquen ellos 
los terrenos, los adjudicatarios cumplirán el contrato de aparcería, 
arrendamiento, etc., por todo el tiempo de su duración, si estuviere 
fijado, y no siendo de término fijo, hasta el fin del año en que se de-
crete la adjudicación. 



"13. Solamente el Presidente de la República, por conducto de ' 
Ministerio de Fomento, puede celebrar con los baldíos los contratos de 
que hablan los dos artículos anteriores; pero ellos no impedirán su 
enajenación con arreglo á esta ley, pues ya sean ó no por término fijo, 
sólo durarán hasta fin del año en que se decrete la adjudicación. 

"14. El denuncio de baldíos se hará ante el juez de primera ins-
tancia que conozca de los asuntos federales en el distrito judicial en 
que el baldío esté situado. 

"15. Presentado un denuncio, se procederá al apeo y levantamiento 
del mapa, por el perito, ó práctico en su defecto, que el juez nombre. 

"16. Hecho el apeo y levantado el mapa, se inquirirá en la oficina 
á cuyo cargo estén los baldíos, si la Hacienda pública está en posesion 
del denunciado. Si lo estuviere y no hubiere opositor, se decretará sin 
más trámite la adjudicación en propiedad al denunciante; mas si hu-
biere opositor, se procederá previamente al juicio que corresponda en-
tre el opositor y el denunciante, teniendo también por parte al repre-
sentante de la Hacienda federal. 

"17. Si la Hacienda pública no estuviere en posesion del baldío, se 
publicará el denuncio tres veces, una cada diez dias, por los periódicos 
y por avisos fijados en parajes públicos. No presentándose opositor, se 
decretará la adjudicación, no en propiedad, sino en posesion; mas si 
hubiere opositor, se procederá previamente al juicio respectivo entre 
opositor y denunciante, teniendo igualmente por parte al representan-, 
te de la Hacienda federal. 

"18. El decreto judicial sobre adjudicación de un baldío, ya sea en 
propiedad ó posesion, no puede cumplirse sin que sea aprobado ántes 
por el Ministerio de Fomento, adonde al efecto se remitirá testimonio 
del expediente y copia del mapa, por conducto del Gobernador del Es-
tado, quien lo acompañará con el Informe que tenga por conveniente. 

"19. Obtenida la aprobación de que habla el artículo anterior, y 
presentada por el interesado la constancia de haber enterado en la ofi-
cina respectiva el valor del terreno, conforme á la tarifa del bienio en 
que el denuncio se hizo, ó los bonos cuando la exhibición es á pla-
zos, el juez hará entrega del terreno y del título de propiedad ó pose-
sion. 

"20. La adjudicación en posesion da también la propiedad contra 
la Hacienda pública y contra los opositores al denuncio, que hayan li-
tigado y sido vencidos; mas respecto de terceros, la propiedad en esta 

clase de adjudicaciones sólo se ganará por prescripción ú otro título 
legal. 

"21. Toda suspensión en los trámites del denuncio, que provenga 
de culpa del denunciante, ya consista ésta en no ministrar las expen-
sas necesarias, en ausentarse sin dejar apoderado instruido y expensa-
do, simplemente en no promover las diligencias que le corresponden, 
ó en cualquiera otra cosa, da derecho al opositor á pedir que se le fije 
un término, que no excederá de seis dias, para que continúen dichos 
trámites, y no verificándolo, se decretará que el denuncio se tenga poí-
no hecho, y el denunciante moroso no podrá volver á denunciar el 
mismo baldío. A falta de pedimento del opositor, el juez fijará de ofi-
cio ese término. 

"22. Los gastos de medida, deslinde, posesion y cualesquiera otros 
que se causen, serán de cuenta del denunciante, sin perjuicio de que 
se le indemnice cuando haya opositor que sea condenado en costas. 

"23. La adjudicación de baldíos es libre de alcabala, si el adjudica-
tario no fuere colindante, pues siéndolo, pagará en dinero una alcabala 
de 25 por ciento sobre el precio, á no ser que esté comprendido en los 
arts. 5?, 6?, 7?, 11 y 12, en cuyo caso y siempre que no sea colindante, 
sólo pagará la alcabala ordinaria que estuviere establecida. 

"24. La alcabala de 25 por ciento también se causará por el térmi-
no de diez años, contados desde la adjudicación, por las traslaciones 
de dominio posteriores á dicha adjudicación, que se hagan á favor de 
colindantes de los baldíos que se adjudiquen desde esa fecha. 

"25. Si el baldío denunciado estuviere limitado en todo su períme-
tro por terrenos no baldíos, podrá conservar la figura que tenga, sea 
cual fuere: si sólo estuviere limitado en parte por terrenos de esta cla-
se, los lados que de nuevo se tracen serán rectilíneos, y los ángulos 
cuanto ménos agudos y obtusos sea posible: si estuviere circundado en 
su totalidad por baldíos, la figura será forzosamente un cuadrado. 

"26. Guando el baldío denunciado esté próximo á terrenos no bal-
díos, se tomará el límite de éstos por límite del terreno denunciado, 
ó se dejará entre ambos, según prefiera el adjudicatario, una distancia 
que no baje de un kilómetro. 

"27. Queda derogada, desde esta fecha, la d¡=p°":°:o11 a e l a s leYe3 

antiguas que declaraban imprescriptibles los terrenos baldíos. En con-
secuencia, podrá en lo sucesivo cualquier individuo, no exceptuado en 
el art. 2? de esta ley, prescribir por la posesion de diez años, hasta dos 



mil quinientas hectaras, y no más, de terreno baldío, si concurren los 
demás requisitos que las leyes exigen para la prescripción y se hubie-
re además cumplido durante los diez años, con el que requiere el ar-
tículo 10. 

"28. Todo contrato ó disposición relativa á terrenos baldíos que no 
sea dictada conforme á las prescripciones de esta ley, y por los funcio-
narios á quienes ella comete la facultad, es nula de pleno derecho y 
no constituye responsable en cosa alguna á la Hacienda pública. 

"Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debi-
do cumplimtento. 

Dado en el Palacio del Gobierno federal en San Luis Potosí, á 20 de 
Julio de 1863.—Benito Juárez.—Al C. Jesús Terán, Ministro de Justi-
cia, Fomento é Instrucción pública." 

Y lo comunico á vd. para su inteligencia y cumplimiento. 
Dios y Libertad. San Luis Potosí, Julio 22 de 1863.—Terán.—C. 

Gobernador del Estado de 

D O C U M E N T O N U M . 2 . 

T E R R E N O S B A L D I O S . 

ESTADO del movimiento y productos que ha tenido este ramo, en el 
período de Enero de 1881 á Setiembre de 1885. 

A S O S . 
Expedientes 

que 
Tíralos EXTENSION ADJUDICADA. PKODUCTOS. 

entraron. expedidos. 
Hectaras. Aras. Ccntlar. Pesos. Cts. 

1881 5 5 8 4 3 2 4 6 1 , 9 4 7 6 2 75 1 0 6 , 8 5 0 2 5 
1 8 8 2 5 8 5 6 5 5 1 . 3 1 7 , 7 8 7 0 2 13 1 6 8 , 3 8 9 8 2 
1 8 8 3 621 780 3 . 0 9 9 , 9 8 0 4 2 53 1 8 5 , 7 6 8 87 
1884 504 4 9 8 5 . 6 3 4 , 7 2 8 3 8 4 8 4 1 3 , 1 8 0 56 
1885 d e ) ) » JJ » ) ) » 

E n ? á Stbre . 311 410 2 . 7 7 7 , 9 0 3 9 4 49 1 8 3 , 8 4 1 0-5 

S U M A 2579 2775 1 3 . 2 9 2 , 3 4 7 4 0 38 1 . 0 5 8 , 0 3 0 55 

El Jefe de la Sección i » 

E U G E N I O C H A V E R O . 

D O C U M E N T O N U M . 3 . 

TARIFAS DE TERRENOS BALDÍOS. 

Ministerio de Justicia, Fomento é Instrucción Pública.—Sección de 
Fomento—El C. Benito Juárez, Presidente de la República Mexicana, 
ha tenido á bien dirigirme el decreto que sigue: 

"jBENITO JUAREZ, Presidente constitucional de los Estados Uni-
dos Mexicanos, á todos sus habitantes, sabed: 
Que en cumplimiento de lo dispuesto en el art. 3.° de la ley expe-

dida con esta fecha por el Ministerio de Justicia y Fomento, sobre ena-
jenación de baldíos, he tenido á bien decretar la siguiente 

TARIFA DE PRECIOS 

A que deberá arreglarse la venta de dichos terrenos en los Estados, Distritos 
y Territorios de la República, en el bienio de 1863 y 1864, 

Valor de cada Valor de un sitio de 
bectara. ganado mayor. 

En el Estado de Aguascalientes 2 25 3,948 75 
En el 2.° Distrito del Estado de México 3 50 6,142 50 
En el Territorio de la Baja California 0 12 210 60 
En el Estado de Campeche 0 50 877 50 
En el de Colima 1 75 3,071 25 
En Cuernavaca y tercer Distrito del Estado 

de México 3 50 6,142 50 
En el Estado de Chihuahua 0 25 438 75 
En el de Chiapas 0 50 877 50 
En el de Durango 0 25 438 75 
En el de Guanajuato 3 50 6,142 50 
En el de Guerrero - 1 75 3,071 25 
En el de Jalisco 1 75 3,071 25 
En el Distrito Federal 3 50 6,142 50 
En el Estado de Michoacan 1 75 3,071 25 
En el de Nuevo León y Coahuila 0 18 315 90 
En el de Oaxaca 1 75 3,071 25 



mil quinientas hectaras, y no más, de terreno baldío, si concurren los 
demás requisitos que las leyes exigen para la prescripción y se hubie-
re además cumplido durante los diez años, con el que requiere el ar-
tículo 10. 

"28. Todo contrato ó disposición relativa á terrenos baldíos que no 
sea dictada conforme á las prescripciones de esta ley, y por los funcio-
narios á quienes ella comete la facultad, es nula de pleno derecho y 
no constituye responsable en cosa alguna á la Hacienda pública. 

"Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debi-
do cumplimtento. 

Dado en el Palacio del Gobierno federal en San Luis Potosí, á 20 de 
Julio de 1863.—Benito Juárez.—Al C. Jesús Terán, Ministro de Justi-
cia, Fomento é Instrucción pública." 

Y lo comunico á vd. para su inteligencia y cumplimiento. 
Dios y Libertad. San Luis Potosí, Julio 22 de 1863.- Terán.—C. 

Gobernador del Estado de 

D O C U M E N T O N U M . 2 . 

T E R R E N O S B A L D I O S . 

ESTADO del movimiento y productos que ha tenido este ramo, en el 
período de Enero de 1881 á Setiembre de 1885. 

A S O S . 
Expedientes 

que 
Tíralos EXTENSION ADJUDICADA. PKODUCTOS. 

entraron. expedidos. 
Hectaras. Aras. Ccntlar. Pesos. Cts. 

1881 5 5 8 4 3 2 4 6 1 , 9 4 7 6 2 75 1 0 6 , 8 5 0 2 5 
1 8 8 2 5 8 5 6 5 5 1 . 3 1 7 , 7 8 7 0 2 13 1 6 8 , 3 8 9 8 2 
1 8 8 3 621 780 3 . 0 9 9 , 9 8 0 4 2 53 1 8 5 , 7 6 8 87 
1884 504 4 9 8 5 . 6 3 4 , 7 2 8 3 8 4 8 4 1 3 , 1 8 0 56 
1885 d e ) ) » JJ » ) ) » 

E n ? á Stbre . 311 410 2 . 7 7 7 , 9 0 3 9 4 49 1 8 3 , 8 4 1 0 5 

S U M A 2579 2775 1 3 . 2 9 2 , 3 4 7 4 0 38 1 . 0 5 8 , 0 3 0 55 

El Jefe de la Sección i » 

E U G E N I O C H A V E R O . 

D O C U M E N T O N U M . 3 . 

TARIFAS DE TERRENOS BALDÍOS. 

Ministerio de Justicia, Fomento é Instrucción Pública.—Sección de 
Fomento—El C. Benito Juárez, Presidente de la República Mexicana, 
ha tenido á bien dirigirme el decreto que sigue: 

"jBENITO JUAREZ, Presidente constitucional de los Estados Uni-
dos Mexicanos, á todos sus habitantes, sabed: 
Que en cumplimiento de lo dispuesto en el art. 3.° de la ley expe-

dida con esta fecha por el Ministerio de Justicia y Fomento, sobre ena-
jenación de baldíos, he tenido á bien decretar la siguiente 

TARIFA DE PRECIOS 

A que deberá arreglarse la venta de dichos terrenos en los Estados, Distritos 
y Territorios de la República, en el bienio de 1863 y 1864, 

Valor de cada Valor de un sitio de 
bectara. ganado mayor. 

En el Estado de Aguascalientes 2 25 3,948 75 
En el 2.° Distrito del Estado de México 3 50 6,142 50 
En el Territorio de la Baja California 0 12 210 60 
En el Estado de Campeche 0 50 877 50 
En el de Colima 1 75 3,071 25 
En Cuernavaca y tercer Distrito del Estado 

de México 3 50 6,142 50 
En el Estado de Chihuahua 0 25 438 75 
En el de Chiapas 0 50 877 50 
En el de Durango 0 25 438 75 
En el de Guanajuato 3 50 6,142 50 
En el de Guerrero - 1 75 3,071 25 
En el de Jalisco 1 75 3,071 25 
En el Distrito Federal 3 50 6,142 50 
En el Estado de Michoacan 1 75 3,071 25 
En el de Nuevo León y Coahuila 0 18 315 90 
En el de Oaxaca 1 75 3,071 25 



Valor de cada 
hcc ta ra . 

Valor do un sitio de 
ganado mayor . 

En el de Puebla 3 50 6,142 50 
En el de Querétaro 3 50 6,142 50 
En el de San Luis Potosí 2 25 3.948 75 
En el de Sinaloa 0 25 438 75 
En el de Sonora 0 25 438 75 
En el de Tabasco 1 50 2,632 50 
En el de Tamaulipas 0 18 315 90 
En el de Tlaxcala 3 50 6,142 50 
En Toluca y primer Distrito del Estado de 

México 3 50 6,142 50 
En el Estado de Veracruz 1 25 2,193 75 
En el de Yucatan 0 50 877 50 
En el de Zacatecas 2 25 3,948 74 

Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido 
cumplimiento. Palacio del Gobierno federaren San Luis Potosí, á 22 
de Julio de 1863.—Benito Juárez.—Al G. Jesús Terán, Ministro de 
Justicia, Fomento é Instrucción pública." 

Y lo comunico á vd. para en conocimiento y efectos correspon-
dientes. 

Dios y Libertad. San Luis Potosí, Julio 22 de 1863.—Terán.—C. 
Gobernador del Estado de 

Ministerio de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—Sección l.1—El C. Presidente de la República 
ha tenido á bien dirigirme el decreto que sigue: 

"SEBASTIÁN LERDO DE TEJADA, Presidente constitucional 
de los Estados Unidos Mexicanos, á sus habitantes, sabed: 

"Que en cumplimiento de lo dispuesto en el art. 3.° de la ley de 20 
de Julio de 1863, sobre enajenación de baldíos, he tenido á bien de-
cretar lo siguiente: 

"Seguirá rigiendo en el bienio de 1874 y 1875 la tarifa de precios 
de terrenos baldíos que ha estado en vigor en el bienio de 1872 y 
1873, la cual es como sigue: 

TARIFA DE PRECIOS 

A que deberá arreglarse la venta de dichos terrenos en los Estados, Distritos 
y Territorios de la Eepública, en el bienio de 1872 y 1873. 

Valor de cada Valor de un sitio de 
hectara . ganado mayor. 

En el territorio de la Baja California .. 0 06 105 34 
En el Estado de Sonora .. 0 12 210 67 
En el de Chihuahua .. 0 12 210 67 
En el de Coahuila .. 0 12 210 67 
En el de Nuevo Leon ... 0 15 263 34 
En el de Tamaulipas .. 0 15 263 34 

... 0 18 316 01 
En el de Durango ... 0 18 316 01 
En el de Zacatecas ... 1 00 1,755 61 
En el de San Luis Potosí .. 1 00 1,755 61 

... 1 00 1,755 61 
En el de Aguascalientes ... 1 50 2,633 41 
En el de Guanajuato : ... 2 00 3,511 22 
En el de Querétaro ... 2 00 3,511 22 
En el de Michoacan ... 1 00 1,755 61 

... 1 00 1,755 61 
En el de Guerrero ... 0 75 1,316 71 
En el de Morelos ... 2 00 3,511 22 

... 2 00 3,511 22 
En el Distrito Federal ... 2 50 4,389 02 
En el Estado de Tlaxcala ... 1 50 2,633 41 

... 2 00 3,511 22 

En el de Hidalgo ... 1 50 2,633 41 
... 0 65 1,141 15 

• ... 0 75 1,316 71 

En el de Chiapas ... 0 25 438 90 

En el de Tabasco ... 0 75 1,316 71 

En el de Campeche ... 0 25 438 90 
... 0 25 438 90 

"Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debi-
do cumplimiento. 

"Palacio del Gobierno federal, en México, á 1.° de Febrero de 1874. 



—Sebastian Lerdo de Tejada.—Al C. Blas Balcárcel, Ministro de Fo-
mento." 

Y lo comunico á vd. para su conocimiento y efectos correspon-
dientes. 

Independencia y Libertad. México, Febrero 1.° de 1874.—Bal-
cárcel. 

Ministerio de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—El Presidente de la República ha tenido á bien 
dirigirme el decreto que sigue: 

"PORFIRIO DIAZ, Presidente constitucional de los Estados Uni-
dos Mexicanos, á sus habitantes, sabed: 

"Que en cumplimiento de lo dispuesto en el art. 3.° de la ley de 22 
de Julio de 1863, sobre enajenación de baldíos, he tenido á bien de-
cretar lo siguiente: 

TARIFA DE PRECIOS 

A que deberá arreglarse la venta de dichos terrenos en los Estados, Distrito 
Federal y Territorio de la Baja California de la República, en el bienio 
de 1879 y 1880. 

Valor de cada Valor de un sitio de 
hectara. ganado mayor. 

En el Estado de Aguascalientes 1 50 2,633 41 
En el Territorio de la Baja California 0 06 105 34 
En el Estado de Campeche : 0 50 877 80 
En el de Colima 1 00 1,755 61 
En el de Coahuila 0 12 210 67 
En el de Chihuahua »0 12 210 67 
En el de Chiapas 0 50 877 80 
En el de Durango 0 15 263 34 
En el Distrito Federal 2 50 4,389 02 
En el Estado de Guanajuato 2 00 3,511 22 
En el de Guerrero 0 75 1,316 71 
En el de Hidalgo 1 50 2,633 41 
En el de Jalisco 1 00 1,755 61 
En el de Michoacan l 00 1,755 61 

Valor de cada Valor de un sitio de 
hectara . ganado mayor. 

En el de Morelos 2 00 3,511 22 
2 00 3,511 22 

En el de Nuevo Leon 0 15 263 34 
0 75 1,316 71 
2 00 3,511 22 

En el de Querétaro 2 00 3,511 22 
En el de San Luis Potosí 1 00 1,755 61 
En el de Sinaloa 0 18 316 01 

0 12 210 67 
En el de Tabasco 0 50 877 80 
En el de Tamaulipas 0 15 263 34 
En el de Tlaxcala 1 50 2,633 41 
En el de Veracruz 1 00 1,755 61 
En el de Yucatan 0 50 877 80 
En el de Zacatecas 1 00 1,755 61 

"Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debi-
do cumplimiento. 

"Dado en el Palacio federal de México, á 18 de Junio de 1878.— 
Porfirio Diaz.—Al Secretario de Estado y del Despacho de Fomento, 
Colonizacion, Industria y Comercio." 

Y lo comunico á vd. para su conocimiento y efectos correspon-
dientes. 

Libertad y Constitución. México, Junio 18 de 1878.—Riva Palacio. 

Secretaría de Estado y del Despacho de Fomento, Colonizacion, In-
dustria y Comercio.—México.—Sección l ! —El Presidente de la Re-
pública me ha dirigido el decreto que sigue: 

"MANUEL GONZALEZ, Presidente constitucional délos Estados 
Unidos Mexicanos, á sus habitantes, sabed: 

"Que en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3". de la ley de 
22 de Julio de 1863, sobre enajenación de baldíos, he tenido á bien de-
cretar lo siguiente: 



" Ú N I C O . La tarifa de precios á que deberá arreglarse la venta de los 
terrenos baldíos en los Estados, Distrito Federal y Territorio de la Ba-
ja California de la República, en el bienio de 1881 y 1882, será la mis-
ma que rigió en el último bienio de 1879 y 1880. 

TARIFA DE PRECIOS. 

Valor de cada 
hectara. 

Valor de un sitio 
de ganado mayor. 

En el Estado de Aguascalientes 6 1 50 2633 41 
En el Territorio de la Baja California. 0 06 105 34 
En el Estado de Campeche 0 50 877 80 
En el de Colima 1 00 1755 61 
En el de Coahuila 0 12 210 67 
En el de Chihuahua 0 12 210 67 
En el de Chiapas..... 0 50 877 80 
En el de Durango 0 15 263 34 
En el Distrito Federal 2 50 4389 02 
En el Estado de Guanajuato 2 00 3511 22 
En el de Guerrero 0 75 1316 71 
En el de Hidalgo 1 50 2633 41 
En el de Jalisco 1 00 1755 61 
En el de Michoacan 1 00 1755 61 
En el de Morelos 2 00 3511 22 
En el de México 2 00 3511 22 
En el de Nuevo León 0 15 263 34 
En el de Oaxaca 0 75 1316 71 
En el de Puebla 2 00 3511 22 
En el de Querétaro 2 00 3511 22 
En el de San Luis Potosí 1 00 1755 61 
En el de Sinaloa 0 18 316 01 
En el de Sonora 0 12 210 67 
En el de Tabasco 0 50 877 80 
En el de Tamaulipas 0 15 363 34 
En el de Tlaxcala 1 50 2633 41 
En el de Veracruz 1 00 1755 61 
En el de Yucatan 0 50 877 80 
En el de Zacatecas 1 00 1755 61 

"Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debi-
do cumplimiento. 

"Dado en el Palacio federal de México, á 14 de Setiembre de 1881. 
—Manuel González.—Al Secretario de Estado y del Despacho de Fo-
mento, Colonización, Industria y Comercio, Cárlos Pacheco." 

Y lo comunico á vd. para su conocimiento y fines consiguientes. 
México, Setiembre 14 de 1881.—Pacheco. 

Ministerio de Fomento, Colonizacion Industria y Comercio.—Sec-
ción 1- —El Presidente de la República me ha dirigido el decreto que 
sigue: 

"MANUEL GONZALEZ, Presidente constitucional de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, á sus habitantes, sabed: 

"Que en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 3° de la ley de 
22 de Julio de 1863, sobre enajenación de baldíos, he tenido á bien 
decretar la siguiente 

TARIFA DE PRECIOS 

A que deberá arreglarse la venta de terrenos baldíos en los Estados, Distri-
to Federal y Territorio de la Baja California de la República, en el bienio 
de 1883 y 1884. 

* 
Valor de cada 

hectara. 
Valor de un sitio 
de ganado mayor. 

En el Estado de Aguascalientes $ 1 50 2633 41 
„ ,, Territorio de la Baja California, 0 10 175 56 
.. ., Estado de Campeche 0 50 877 80 

n ) i n 1 00 1755 61 

11 11 11 0 15 263 34 

)) J! 11 „ Chihuahua 0 20 351 12 

11 11 » 0 75 1316 71 

1) 11 » 0 25 438 90 
„ „ Distrito Federal 2 50 4389 02 
„ „ Estado de Guanajuato 2 00 3511 22 

11 11 1! 0 75 1316 71 

51 1) 11 1 50 2633 41 
Informe.—3 



Valor do cada Valor de un sitio 
hectara. de ganado mayor. 

1755 61 
3511 22 
1755 61 
3511 22 

351 12 
1316 71 
3511 22 
3511 22 
2633 41 
438 90 
438 90 

1316 71 
351 12 

2633 41 
2193 75 
877 80 

1755 61 

"Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debido 
cumplimiento. 

"Dado en el Palacio federal de México, á 15 de Noviembre de 1882. 
Manuel' González.—Al Secretario de Estado y del Despacho de Fo. 
mentó, Colonizacion, Industria y Comercio, Carlos Pacheco." 

Y lo comunico á vd. para su conocimiento y fines consiguientes. 
Libertad y Constitución. México Noviembre 15 de 1882.—Pacheco. 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—Sección Ia —El Presidente de la República me 
ha dirigido el decreto que sigue: 

"PORFIRIO DIAZ, Presidente constitucional de los Estados Uni-
dos Mexicanos, á sus habitantes, sabed: 

"Que en cumplimiento de lo dispuesto en el art. 3° de la ley de 22 
de Julio de 1863, sobre enajenación de baldíos, he tenido á bien de-
cretar la siguiente 

En el Estado de Jalisco 8 1 00 

5> !) J> !J México . 2 00 
!> )> J) )> Michoacan . 1 00 
J> » >> ) ) Morelos . 2 00 
5! » )) 5) Nuevo León . 0 20 
5> >> !) » Oaxaca . 0 75 
) ! J) ) ! » Puebla . 2 00 
J> !> 1} » Querétaro . 2 00 
5! )) ) ) >> San Luis Potosí.... . 1 50 
)> ! ) )> J> Sinaloa .. 0 25 
5) )! !> 5) . 0 25 
) ! >1 H » Tabasco . 0 75 
) l !> !> J) Tamaulipas .. 0 20 
i l J ! J ! >! Tlaxcala .. 1 50 
?> ) ) ! ! » Veracruz .. 1 25 
5) 11 !> J> Yucatan .. 0 50 
?J ?! ) ) >> Zacatecas .. 1 00 

TARIFA DE PRECIOS 
A que deberá arreglarse la venta de terrenos baldíos en los Estados, 

Distrito Federal y Territorios de Tepic y de la Baja California de 
la República, en el bienio de 1885 y 1886. 

VALOR DE CADA HECTABA. 

Terrenos de 
clase. 

E n e l Es tado de Aguasca l i en te s .. . 
,, ,, Territorio de la Baja Cal i fornia 
„ „ „ „ T e p i c 
„ „ Estado de Campeche 
» n .. ». Co l ima 
» » » » Chulla 
„ „ „ „ C h i h u a h u a 
„ „ „ „ Chiapas 
„ „ >, i. D u r a n g o 
,, „ Distri to Federal 
„ ,, E s t a d o de Guanajuato 
„ „ „ Guerrero 
„ „ „ „ H i d a l g o 
„ ,i ' i! J a l i s c o 
„ „ „ „ M é x i c o 
„ „ „ „ M i c h n a c a n 
„ „ „ „ Morelos 
„ „ „ „ N u e v o L e o n 
„ „ „ „ Oaxaca 
„ „ „ „ P u e b l a 
„ „ „ „ Quere taro . . . . . . . . . 
,, ,, , , , , S a n L u i s P o t o s í . . . . . 
„ „ „ „ S ina loa 
„ „ „ „ Sonora 
„ „ „ „ Tabasco 
„ „ „ „ T a m a u l i p a s 
, , » , , „ T l a x c a l a 

„ „ V e r a c r u z 
„ „ „ „ Y u c a t a n 
„ „ „ „ Zacatecas 

"Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el de-
bido cumplimiento. 

"Dado en el Palacio del Poder Ejecutivo de la Union, en México, á 
30 de Diciembre de mil ochocientos ochenta y cuatro.—Porfirio Diaz. 
—Al C. General Cárlos Pacheco, Secretario de Estado y del Despacho 
de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio." 

Y lo comunico á vd. para su conocimiento y fines consiguientes. 
Libertad y Constitución. México, Diciembre 30 de 1884.—Pacheco. 



D O C U M E N T O N U M . 4 . 

C U A D R O D E T E R R E N O S F R A C C I O N A R I O S . 

TERRENOS BALDIOS. 

ESTADO comparativo del movimiento y producto que ha tenido 
este ramo en los años que en el mismo se expresan. 

Expe-
Títulos EXTENSION ADJUDICADA. PRODUCTOS. 

dientes 
Títulos 

A S - O S . que 
expedi-

Cen-
entraron Hectaras . Aras. t iaras . Pesos. Cts. 

1868 118 61 1 2 5 , 9 3 7 49 0 9 1 
1869 2 0 6 6 3 6 3 , 6 3 8 51 91 f O/,69O 50 

1870 161 65 9 2 , 7 5 7 2 0 8 5 2 0 , 0 0 0 0 0 
1871 173 51 8 5 , 0 4 8 66 0 6 2 0 , 0 0 0 0 0 
1 8 7 2 138 1 8 8 2 3 2 , 0 3 1 3 3 2 6 1 8 , 0 0 0 0 0 
1873 155 79 8 8 , 0 2 5 72 3 0 2 0 , 0 0 0 0 0 
1874 139 7 0 8 5 , 0 0 0 ... ... 1 8 , 0 0 0 0 0 
1875 128 59 7 5 , 0 0 0 ... 2 0 , 0 0 0 0 0 
1876 1 1 4 6 5 8 0 , 0 0 0 ... ... 1 8 , 0 0 0 0 0 
1877 139 36 1 1 0 , 2 3 1 53 9 7 2 0 , 0 0 0 0 0 
1878 2 5 0 4 0 2 3 8 0 , 5 4 5 0 5 6 0 7 9 , 6 6 6 6 3 
1879 4 1 5 325 4 2 0 , 8 9 4 8 0 ... 7 8 , 4 0 8 13 

4 1 6 
4 2 0 , 8 9 4 7 8 , 4 0 8 

1 8 8 0 543 306 3 4 4 , 0 3 2 31 7 6 1 1 0 , 0 0 9 31 

SUMA 3 , 0 9 5 1 , 7 7 0 2 . 1 8 3 , 1 4 2 64 8 0 4 5 9 , 7 7 7 57 

1881 5 5 8 4 3 2 4 6 1 , 9 4 7 62 7 5 1 0 6 , 8 5 0 2 5 
1 8 8 2 585 6 5 5 1 . 3 1 7 , 7 8 7 0 2 1 3 1 6 8 , 3 8 9 8 2 
1883 621 7 8 0 3 . 0 9 9 , 9 8 0 4 2 5 3 1 8 5 , 7 6 8 87 
1884 504 4 9 8 5 . 6 3 4 , 7 2 8 38 4 8 4 1 3 , 1 8 0 56 
1885.-De Enero á Setiembre. 311 4 1 0 2 . 7 7 7 , 9 0 3 94 4 9 1 8 3 , 8 4 1 0 5 

SUMA 2 , 5 7 9 2 , 7 7 5 1 3 . 2 9 2 , 3 4 7 4 0 3 8 1 . 0 5 8 , 0 3 0 55 

TOTALES 5 , 6 7 4 4 , 5 4 5 1 5 . 4 7 5 , 4 9 0 0 5 1 8 1 . 5 1 7 , 8 0 8 12 

Departamento de Baldíos de la Sección 1»—Setiembre 30 de 1885. 

FRANCISCO MAZA. 

TÍTULOS que por no haberse recibido las estampillas del timbre que deben 
ministrar los interesados ó por falta de algún otro requisito, están por 
extenderse gratis á los indígenas habitantes de los pueblos, cuyos ejidos 
se han fraccionado para que los respectivos lotes sean adjudicados á los 
cabezas de familia, áfin de que al dar cumplimiento á la segunda parte 
del art. 2 7 de la Constitución federal, no sean perjudicados sino antes fa-
vorecidos los poseedores, habiéndose separado el fundo legal y el terreno 
correspondiente á edificios de pública utilidad. 

P U E B L O S . N? de lotes. Extension fraccionada 

1883 

1 8 8 4 

1 8 8 5 

1 8 8 3 
1 8 8 4 

Sonora . L a A d u a n a 
B a c a m o r a 
T e p u p a 
I m u r i s . . 
G u a s a v a s 
S a n I g n a c i o O p u t o , 
T u a p e 
O n a v a s 
S a n P e d r o 
A l a m o s 

Caborca 
F r o n t e r a s 
C u q u i a r a c h i . 
P i t i q u i t o 
A c o n d ú 
R i o C h i c o . . . . 

T a b a s c o . 

Y u c a t a n . 

T o n i c h i 
S a n F e l i p e d e J e s u s 
M i n a s N u e v a s 
A r i v e c h i 
T a r a c h i 
Y a l l e d e T a c u p e t o 
B a n a m i c h i 
S a n M i g u e l 
T e c o r i p a 
U r e s 
Y é c o r a 
S i n o q u i p é 
B o c a d e h u a c h i 
A t i l 
S . A n t o n i o d e l a H u e r t a . . 
G u d i m e r a 
A l a m o s 
B a y o n 
X i c o t e n c a t l 
Cacaos 
H u i m a n g u i l l o 
S i t i l p e c h e 

4 0 
212 
1 3 1 

3 7 
1 9 8 
1 2 9 
126 
1 3 8 
1 9 1 

5 5 
1 0 0 
1 4 0 

3 8 
49 

1 9 9 
2 1 3 

6 7 
8 7 
6 3 
57 
4 9 

216 
58 
77 

1 5 8 
4 0 

1 2 6 
1 3 8 

59 
7 3 
9 8 
86 
37 
5 3 
5 0 

108 
80 
10 

2 7 0 
69 

4 , 1 2 3 

2 , 2 7 3 16 38 
5 5 , 6 5 2 8 3 70 

5 , 0 5 1 0 6 89 
2 , 9 1 0 26 36 
3 , 8 5 1 54 5 2 
5 , 4 5 0 2 5 0 0 

1 1 , 8 2 2 76 0 0 
3 , 1 3 9 72 0 0 
3 , 3 0 5 3 6 96 
6 , 7 2 7 0 1 47 
2 , 5 0 0 0 0 0 0 
1 , 2 6 0 0 0 0 0 
2 , 7 3 8 9 9 16 
2 , 7 3 8 9 9 56 
7 , 9 6 0 0 0 0 0 

6 , 7 7 5 2 5 0 1 
6 , 6 5 8 2 3 8 7 
6 , 8 3 4 15 08 

181 74 3 3 
2 , 2 3 1 62 50 
5 , 4 1 5 0 0 0 0 
6 , 3 3 6 6 5 4 8 
6 , 6 4 4 69 95 
6 , 4 3 1 5 2 0 4 
6 ,081 15 6 0 
7 , 7 2 7 4 0 0 0 
9 , 3 3 5 58 4 0 
6 , 2 6 0 81 9 7 
7 , 6 9 6 5 0 0 0 
5 , 5 0 2 4 0 0 0 

7 7 4 0 0 0 0 
6 , 3 8 5 7 4 5 0 
4 , 5 3 0 0 0 0 0 
2 , 4 0 0 0 0 0 0 

1 1 , 9 7 9 6 5 12 
7 5 4 8 0 0 0 

4 1 29 9 9 
1 ,616 77 16 
1 , 5 2 4 2 1 0 0 

1 5 8 , 7 0 1 2 0 0 0 

Esta noticia manifiesta la extensión que está por repartir & los indíge-
nas, y que faltan por expedir 4,123 títulos. 

Departamento de Baldíos, Octubre 16 de 1885. 
FRANCISCO MAZA. 



IB J IDOS. 

TÍTULOS que se han expedido gratis á los indígenas habitantes de los pue-
blos, cuyos ejidos se han fraccionado, adjudicando los lotes á los cabezas 
de familia, para que al cumplir con la segunda parte del art. 27 de la 
Constitución federal, sea respetada laposesion y favorecidos los labra-
dores pobres; haciéndose este reparto, despues de separado el fundo legal 
y el terreno suficiente para los edificios de publica utilidad. 

A N O S . F E C H A S . ESTADOS. PUEBLOS. 

Titalos 
expedi-
dos por 
igual 

número 
de lotes. 

Extension frac-
cionada. 

Cen-
Hectaras. Aras. t i a r a s 

1878 

1 8 7 9 
1 8 8 2 

1 8 8 3 

1884 

» 

1885 

F e b r e r o 22 
26 

M a r z o 12 
A g o s t o 18 
St'bre. 1? 

1? 
J u l i o 2 3 
O c t u b r e 1 3 

1 3 
E n e r o 1 4 

19 
19 
19 
19 
2 
6 
6 

22 
3 0 
2 3 
25 
28 

20 
21 

3 
2 3 

Y u c a t a n . 

Baja California, 
tíinaloa. 

a 
Y u c a t a n . 

S o n o r a . 

A b r i l 
M a y o 

J u n i o 

J u n i o 
>) 

J u l i o 
S tbre . 

Y u c a t a n . 
T a b a s c o . 
S o n o r a . 

T a b a s c o . 
Y u c a t a n . 
T a b a s c o . 
Y u c a t a n . 
T a b a s c o . 
Y u c a t a n . 

Y o t h o l i n . 
P u s t u n i c h . 
C h u b u r n á . 

T e c a t e . 
Goros . 

N a c a p u l e s . 
S i n a n c h é . 
B o c o a c h i . 

S. J o s é d e P i m a s . 
B a t u c . 

C u c u r p e . 
C h i n a p a . 

M e r e s i c h i c . 
O p o d e p e . 

G u a d a l u p e . 
M a e o y a b u i . 

Chor i joa . 
T i m u c u y . 

O l c u a t i t a n . 
S a b u a r i p a . 

M a c u s p a n a . 
iubarbio San Cristóbal. 
Nnevo de las Baíces. 

U c ú . 
N a c a j u c a . 

Tclcbaquillo de Bolio. 

T O T A L 

50 
89 
56 
4 6 
72 
9 3 

120 
102 

26 
146 

92 

65 
8 4 

1 1 2 
38 

216 
80 

292 
8 3 

4 2 3 
188 
131 

66 
167 

79 
5 3 

1 ,651 
1 , 8 0 6 

113 
2 , 9 4 7 

8 9 9 
4 , 2 9 2 
1 , 6 7 5 
3 , 8 7 0 
6 , 9 8 9 
5 , 7 6 5 

1 3 , 4 3 0 
2 , 9 4 2 

681 
5 ,657 

8 5 3 
8 , 7 0 6 
1 , 2 9 6 
2 , 8 9 8 

141 
14 ,677 

1 , 0 2 5 
1 8 0 
548 
9 4 8 
3 6 6 
1 6 9 

2969 8 3 , 5 3 6 2 4 24 

Departamento de Terrenos Baldíos de la Sección 1? de la Secretaría de 
Fomento. México, Octubre 16 de 1885. 

F R A N C I S C O M A Z A . 

D O C U M E N T O N U M . 5 . 

C I B C U L A R E S S O B R E T E R R E N O S B A L D I O S . 

Secretaría de Fomento, Golonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—Sección 1.a—Circular.—El art. 3.° de la ley de 
22 de Julio de 1863 previene que el Gobierno General publique cada 
dos años la tarifti de precios de terrenos baldíos en cada Estado, Dis-
trito y Territorio. 

Cumpliendo con este precepto, se ha expedido ya la adjunta Tarifa 
para el bienio de 1885 y 1886, la cual fué promulgada oportunamente 
y ha sido formada en vista de los datos recogidos al efecto, y de- los 
que se ha obtenido la convicción de que no era justo ni conveniente 
estimar bajo una cuota igual los baldíos de cada Estado, siendo diver-
sos sus valores, atentas sus condiciones naturales y de ubicación. 

Obedeciendo á éste principio, se han dividido en tres clases genera-
les, evitando una clasificación minuciosa y en mayor número, porque 
á la vez de ser esto embarazoso, originaria cuestiones y dificultades á 
los mismos denunciantes. Los precios se han señalado con el conoci-
miento que ha sido posible adquirir en el asunto y en proporcion á la 
importancia de los terrenos de cada una de las tres clases, creyendo 
conveniente esta Secretaría hacer algunas indicaciones que servirán 
para facilitar la clasificación, evitando consultas y demoras, siendo es-
te el objeto de la presente circular. 

En la primera deberán considerarse comprendidos los que por su 
situación y elementos favorables para la Agricultura ó explotación de 
alguna industria merezcan estimarse en esa categoría, esto es, los ter-
renos adyacentes á las poblaciones de alguna importancia ó á las vias 
férreas y fluviales; los que sean susceptibles de riego y sean adecuados 
á un cultivo fácil y remunerativo; los que tengan árboles de maderas 
valiosas; los que tengan orchilla ó alguna otra producción tintórea, y 
los que contengan criaderos de algunas de las sustancias ó sales espe-
cificadas en el artículo 10 del nuevo Código de Minería, que ha co-
menzado á regir y que pudieran dar más valor al terreno. 

Se reputarán de segunda- clase los terrenos de temporal, los que se 
hallen más distantes que los anteriores de las vias de comunicación, y 



IB J IDOS. 

TÍTULOS que se han expedido gratis á los indígenas habitantes de los pue-
blos, cuyos ejidos se han fraccionado, adjudicando los lotes á los cabezas 
de familia, para que al cumplir con la segunda parte del art. 27 de la 
Constitución federal, sea respetada laposesion y favorecidos los labra-
dores pobres; haciéndose este reparto, despues de separado el fundo legal 
y el terreno suficiente para los edificios de pública utilidad. 

A N O S . FECHAS. ESTADOS. PUEBLOS. 

Titalos 
expedi-
dos por 
igual 

número 
de lotes. 

Extension frac-
cionada. 

Cen-
Hectaras. Aras. t i a r a s 

1878 

1 8 7 9 
1 8 8 2 

1 8 8 3 

1884 

» 

1885 

F e b r e r o 22 
26 

M a r z o 12 
A g o s t o 18 
St'bre. 1? 

1? 
J u l i o 2 3 
O c t u b r e 1 3 

1 3 
E n e r o 1 4 

19 
19 
19 
19 
2 
6 
6 

2 2 
3 0 
2 3 
25 
28 

20 
21 

3 
2 3 

Y u c a t a n . 

Baja California, 
tíinaloa. 

a 
Y u c a t a n . 

S o n o r a . 

A b r i l 
M a y o 

J u n i o 

J u n i o 
>) 

J u l i o 
S tbre . 

Y u c a t a n . 
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Goros . 

N a c a p u l e s . 
S i n a n c h é . 
B o c o a c h i . 

S. J o s é d e P i m a s . 
B a t u c . 

C u c u r p e . 
C h i n a p a . 

M e r e s i c h i c . 
O p o d e p e . 

G u a d a l u p e . 
M a e o y a k u i . 

C h o r i j o a . 
T i m u c u y . 

O l c u a t i t a n . 
S a b u a r i p a . 

M a c u s p a n a . 
iubarbio San Cristóbal. 
Nnevo de las Baíces. 

U c ú . 
N a c a j u c a . 

Tclcbaquillo de Bolio. 
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8 4 

1 1 2 
38 

2 1 6 
80 

292 
8 3 

4 2 3 
188 
131 
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2 , 8 9 8 
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1 , 0 2 5 
1 8 0 
548 
9 4 8 
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1 6 9 

2969 83,-536 2 4 24 

D e p a r t a m e n t o d e T e r r e n o s B a l d í o s d e l a S e c c i ó n 1? d e l a S e c r e t a r í a d e 
F o m e n t o . M é x i c o , O c t u b r e 16 d e 1885. 

F R A N C I S C O M A Z A . 

D O C U M E N T O N U M . 5 . 

C I R C U L A R E S S O B R E T E R R E N O S B A L D I O S . 

Secretaría de Fomento, Golonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—Sección 1.a—Circular.—El art. 3.° de la ley de 
22 de Julio de 1863 previene que el Gobierno General publique cada 
dos años la tarifti de precios de terrenos baldíos en cada Estado, Dis-
trito y Territorio. 

Cumpliendo con este precepto, se ha expedido ya la adjunta Tarifa 
para el bienio de 1885 y 1886, la cual fué promulgada oportunamente 
y ha sido formada en vista de los datos recogidos al efecto, y de- los 
que se ha obtenido la convicción de que no era justo ni conveniente 
estimar bajo una cuota igual los baldíos de cada Estado, siendo diver-
sos sus valores, atentas sus condiciones naturales y de ubicación. 

Obedeciendo á éste principio, se han dividido en tres clases genera-
les, evitando una clasificación minuciosa y en mayor número, porque 
á la vez de ser esto embarazoso, originaria cuestiones y dificultades á 
los mismos denunciantes. Los precios se han señalado con el conoci-
miento que ha sido posible adquirir en el asunto y en proporcion á la 
importancia de los terrenos de cada una de las tres clases, creyendo 
conveniente esta Secretaría hacer algunas indicaciones que servirán 
para facilitar la clasificación, evitando consultas y demoras, siendo es-
te el objeto de la presente circular. 

En la primera deberán considerarse comprendidos los que por su 
situación y elementos favorables para la Agricultura ó explotación de 
alguna industria merezcan estimarse en esa categoría, esto es, los ter-
renos adyacentes á las poblaciones de alguna importancia ó á las vias 
férreas y fluviales; los que sean susceptibles de riego y sean adecuados 
á un cultivo fácil y remunerativo; los que tengan árboles de maderas 
valiosas; los que tengan orchilla ó alguna otra producción tintórea, y 
los que contengan criaderos de algunas de las sustancias ó sales espe-
cificadas en el artículo 10 del nuevo Código de Minería, que ha co-
menzado á regir y que pudieran dar más valor al terreno. 

Se reputarán de segunda clase los terrenos de temporal, los que se 
hallen más distantes que los anteriores de las vias de comunicación, y 



los que sean aprovechables en la cría de ganados ó que puedan hacer-
se productivos sin gran costo, ya en la Agricultura ó ya en alguna otra 
industria. 

Y los de tercera clase serán aquellos que por su inferioridad, ya por 
la calidad de las tierras, ya por su gran distancia á las vias de comu-
nicación ó á los centros de consumo, ó por su posicion expuesta á des-
laves, no puedan considerarse comprendidos en las clases anteriores. 

Como la clasificación de la clase á que corresponda un terreno de-
nunciado tiene que hacerla en realidad el agrimensor comisionado 
para el deslinde y mensura, se hace necesario que ese Juzgado fije 
mucho su atención en el nombramiento de esos agrimensores, para 
que reuniendo á la circunstancia de idoneidad la de lealtad, procedan 
con entera justificación, desoyendo toda sugestión é influencia al reco-
nocer y describir los terrenos, puntualizando con exactitud sus condi-
ciones y elementos, é indicando la explotación de que sean suscepti-
bles á costa de pocos ó fuertes gastos; á fin de que, en vista de estos 
datos, ese Juzgado manifieste su conformidad con la designación de la 
clase á que pertenece el terreno, ó promueva la comprobación de lo 
que diga la descripción, si tuviere motivo para dudar de ella en cual-
quier sentido, exigiendo la responsabilidad á que haya lugar al agri-
mensor infiel si resultasen notoriamente falsas sus aseveraciones; y 
siempre bajo la inteligencia de que el señalamiento definitivo de la 
clase á que corresponda el terreno, queda sujeto á la resolución de es-
ta Secretaría, al ejercer la atribución prescrita en el artículo 18 de la 
citada ley de 22 de Julio de 1863. 

Libertad y Constitución. México, Febrero 9 de 1885.—Pacheco.— 
Al Juez de Distrito del Estado de 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—Sección de Terrenos Baldíos.— Circular.—El 
Presidente de la República, teniendo en cuenta que la Sección de Bal-
díos de la Secretaría de Fomento encuentra continuos inconvenientes 
para la expedición de títulos de adjudicación, porque previene la ley 
del timbre que los dichos títulos no se expidan sin las respectivas es-
tampillas canceladas; y como generalmente los denuncios y adjudica-
ciones de baldíos, son todos de los Estados fronterizos y lejanos, de esto 

depende que les sea muy difícil á los interesados situar en esta capital 
el importe de tales estampillas, dificultad que aumenta con la pobreza 
de los interesados, cuya circunstancia al mismo tiempo les hace más 
dignos de consideración: por estas razones, dicho supremo Magistrado 
se ha servido prevenir que, cuando la Sección de Baldíos de la Secre-
taría de Fomento, en el caso propuesto, expida títulos de adjudica-
ción de interesados ausentes, ponga una comunicación á la Tesorería 
general de la Nación, para que ésta, con cargo á la Jefatura de Ha-
cienda correspondiente, ministre a la dicha Sección de Terrenos Bal-
díos los timbres necesarios. 

Igualmente se sirve prevenir á los Juzgados de Distrito y Jefaturas 
de Hacienda que, cuando con arreglo al art. 18 de la ley de Baldíos 
de 22 de Julio de 1863, se remita á la Secretaría de Fomento el testi-
monio de los expedientes de la materia, cuiden que tal testimonio 
venga acompañado de la liquidación del precio del terreno, practicada 
conforme á tarifa por la Jefatura de Hacienda respectiva; haciéndose 
además constar que el interesado ha pagado el precio de los timbres 
en dicha Jefatura, aun cuando no haya satisfecho todavía el valor del 
terreno, para que la Secretaría de Fomento pueda expedir el título, si 
aprueba la adjudicación, sin inconveniente ninguno y de la manera 
ántes indicada; y para que, en caso de reprobarla, como de ello se da 
aviso á las Jefaturas, éstas puedan devolver inmediatamente á los in-
teresados el valor de los timbres. 

Lo que por acuerdo del Presidente de la República pongo en cono-
cimiento de vd. para su inteligencia y fines consiguientes. 

Libertad en la Constitución. México, Agosto 25 de 1878.—Riva 
Palacio.—Al 

Secretaría de Estado y del Despacho de Fomento, Colonizacion, In-
dustria y Comercio de la República Mexicana.—Sección 1?—Circular. 
—No constando en varios expedientes el documento que debe, acredi-
tar que los interesados han recogido los títulos de terrenos baldíos ena-
jenados conforme á la ley de 22 de Julio de 1863, el Presidente de la 
República ha tenido á bien acordar se recomiende á ese Juzgado, como 
lo verifico por medio de la presente circular, que luego que sean entre-
gados á los denunciantes dichos títulos con arreglo á lo prevenido en el 
artículo 19 de la citada ley, se sirva vd. enviar á esta Secretaría copia 



oficialmente autorizada del recibo que otorgue cada uno de los mencio-
nados interesados. 

Lo que comunico á vd. para su inteligencia, y en la de que espero me 
avise ser ésta en su poder. 

Libertad y Constitución. México, Agosto 2 de 1882.—Pacheco.—Al 
Juez de Distrito del Estado de 

Secretaría de Estado y del Despacho de Fomento, Colonizacion, In-
dustria y Comercio de la República Mexicana.—Sección Ia—Circular. 
—Teniendo noticia esta Secretaría de que los pretendientes de terrenos 
baldíos luego que hacen el denuncio ante el Juez de Distrito entran de 
propia autoridad á ocupar y aun á explotar el terreno que solicitan, sin 
esperar la conclusion de los trámites ni su resultado, y por consiguiente 
sin pagar tampoco el correspondiente precio para recibir el título y to-
mar posesion legal conforme al artículo 19 de la ley de 22 de Julio de 
1863, ha tenido á bien el Presidente de la República acordar, que para 
reprimir tan punible abuso, se excite á vd., como tengo la honra de ha-
cerlo, á fin de que se sirva dar sus disposiciones con el objeto de que 
los indicados denunciantes se abstengan de tales procedimientos, pues 
al convertirse por ellos en detentadores de los bienes de la Nación, se 
hacen acreedores á las penas que para castigar ese delito establecen las 
leyes. 

Al cumplir con este superior acuerdo, considero de mi deber llamar 
la atención de vd. hácia su notoria importancia, ya porque propende á 
asegurar los intereses fiscales que tanto la Hacienda federal como la de 
ese Estado representan en las enajenaciones de los mencionados terre-
nos, y ya porque el señalado abuso tiene por principal móvil el aprove-
charse de las maderas, cuya imprudente destrucción es necesario evitar 
de una manera eficaz. 

Libertad y Constitución. México, Agosto 9 de 1882.—Pacheco.—Al 
Gobernador del Estado de 

[Se comunicó á los Jueces de Distrito y Jefes de Hacienda.] 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la Re-
pública Mexicana.—Sección 1?—Habiendo llegado á conocimiento de 
esta Secretaría que algunas Compañías á quienes se ha concedido au-

torizaciones para que puedan deslindar terrenos nacionales, conforme 
á la ley de 31 de Mayo de 1875, practican esos trabajos de una manera 
inconveniente, y hasta arbitraria, que lastima la susceptibilidad de los 
propietarios, ó de los poseedores de baldíos que creen tener derechos 
para continuar aprovechándose de ellos, se ve en la necesidad de ma-
nifestar á todas las Empresas de este género, que el espíritu de las au-
torizaciones que otorga el Ejecutivo de la República, no es que sean in-
quietados indebidamente los dueños de la propiedad territorial, sino 
que la designación de baldíos ha de ser precisada por quienes se pro-
pongan hacer los apeos, con positivos fundamentos de la existencia de 
aquellos, ocurriendo siempre á los Jueces de Distrito respectivos, para 
que legalicen las operaciones y las presencien ellos mismos, ó la auto-
ridad judicial más inmediata, que reciba el exhorto correspondiente de 
dicho Juez federal, á fin de que se llenen todas las formalidades de las 
leyes, para que nadie tenga motivo razonable de queja contra los pro-
cedimientos que hayan de seguirse; quedando á salvo los derechos de 
las personas que los consideren lastimados, á fin de que los hagan va-
ler ante quien corresponda. 

Por otra parte, conviene advertir que cuando se trate de terrenos ex-
cedentes en las fincas de campo, y que, por lo mismo, puedan clasifi-
carse como baldíos, se convierten en denunciantes de ellos los que se 
propongan deslindarlos, y entónces deben proceder conforme á la ley 
de 22 de Julio de 1863, para que, tramitándose el asunto según se dis-
pone allí, adquieran ó nó toda la superficie denunciada, previo el pago 
que han de hacer al Erario nacional. 

Dígolo á vd. para su inteligencia. 
Libertad y Constitución. México, Diciembre 3 de 1883.—Pacheco. 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la Re-
pública Mexicana,—Sección 1?—El 17 de Agosto último se dijo al apo-
derado de la Compañía Zacatecana de deslinde y colonizacion lo que 
copio: 

"El Memorándum que presentó vd., en representación de la Compa-
ñía que ha de llevar á cabo el contrato celebrado con el Gobierno, el 
16 de Marzo último, para el deslinde y colonizacion de baldíos en Za-
catecas, Aguascalientes, Durango y San Luis Potosí, contiene las once 



preguntas siguientes, que paso á responder en el mismo orden en que 
vinieron formuladas: 

1? ¿Necesita la Compañía, para proceder al deslinde, etc., el denun-
cio previo, ó es bastante el simple aviso de sus procedimientos, al Juez 
de Distrito? 

—Sí es bastante; pero debe designarse al Juez la zona en que van 
á tener lugar las operaciones, á fin de que no admita en ella nuevos de-
nuncios. 

2? ¿De qué procedimientos especiales se servirá la Compañía, cuando 
los hacendados se nieguen á exhibir sus títulos de propiedad? 

—De los que determina la ley vigente, sobre ocupacion y enajena-
ción de terrenos baldíos, expedida el 20 de Julio de 1863, donde se 
detallan sus derechos á los denunciantes. 

3? ¿Está en las facultades de la Compañía nombrar los peritos que 
practiquen las operaciones de su incumbencia? 

—No; porque la misma ley dispone que se nombren por el Juez. 
4? ¿Puede continuar la Compañía el deslinde de terrenos nacionales, 

conforme á su contrato, en los puntos que abarquen las autorizaciones 
concedidas á otras Empresas? 

—Sólo continuará en la zona que haya señalado al Juez de Distrito, 
ántes que otras Empresas. 

5? Los terrenos comprendidos en el contrato ¿pueden estar sujetos 
al denuncio de personas extrañas, conforme á la citada ley de 20 de 
Julio de 1863? 

—Sí lo están; pero sólo en la extensión que no se haya determinado 
á la autoridad judicial. 

6* ¿Qué penas se aplican, ó qué medios se emplean, para obligar á 
los hacendados á que manifiesten los títulos con que poseen los te-
rrenos? 

—Unas y otras constan en la referida ley; pues, en este caso, los te-
rrenos excedentes deben denunciarse con ese carácter. 

7? ¿Qué diferencia se establece entre los hacendados que voluntaria-
mente descubran los terrenos nacionales que han estado poseyendo, y 
los que no sólo se niegan á exhibir sus títulos, sino que pretenden dar-
les vigor con informaciones ad perpetuam, y otros subterfurgios mali-
ciosos como el de la posesion inmemorial? 

—Las que determina la expresada ley de 20 de Julio de 1863. 
8" Los terrenos que adquiera la Compañía, por cesión de otros de-

nunciantes, y por transacción, ¿estarán en el mismo caso que los que 
descubra por sí misma? 

—Sí lo estarán, según los términos en que se hayan enajenado á la 
Empresa; pero si el título no estuviese expedido, queda ésta obligada á 
llenar tal requisito, conforme á la ley. 

9? ¿Se necesita, en cada caso, que estén aprobadas las operaciones de 
la Compañía por el Ministerio de Fomento, para que pueda ella proce-
der al establecimiento de los colonos? 

—Esta circunstancia es indispensable, y así se pactó en el contrato 
relativo. 

10.a ¿Podrá autorizarse terminantemente á la Compañía, para que, 
pudiendo exigir sus títulos á los propietarios, mida con toda exactitud 
los cuatro Estados comprendidos en el contrato, y levante los mapas 
respectivos, sin que esto constituya una obligación para ella? 

—No pueden darse otras autorizaciones que las dispuestas por la ley 
sobre baldíos, de que se ha hecho mérito. 

11? ¿Debe aceptarse, como el mejor, para los cuatro Estados, el pro-
cedimiento del Juez de Distrito de Durango, sobre que sólo se dé aviso 
del punto en que se va á trabajar, á fin de que expida requisitorias á 
los Jueces de Partido, para que auxilien las operaciones de la Com-
pañía? 

—Sí puede aceptarse, pidiendo á la misma autoridad judicial que le-
galice las operaciones." 

Dígolo á vd. como resultado de su ocurso fecha 25 de Julio próximo 
anterior; bajo el concepto de que en oficio separado, se le comunican 
los procedimientos á que deben sujetarse los concesionarios en la prác-
tica de los deslindes de terrenos nacionales. 

Y lo trascribo á vd. para su conocimiento y efectos que corres-
pondan. 

Libertad y Constitución. México, Diciembre 5 de 1883.—Pacheco. 
—Al.. 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la Re-
pública Mexicana.—Sección Ia—Circular.—Por diversos conductos ha 
sabido esta Secretaría que en algunos Juzgados de Distrito se admiten 
denuncios de terrenos que presentan como baldíos, cuyos terrenos es-
tán comprendidos en los que tienen designados las Compañías autori-



zadas por esta Secretaría para el deslinde de terrenos baldíos, y algunas 
veces en los que las mismas Compañías han deslindado ya, entorpe-
ciéndose con esto las operaciones con grave perjuicio del Gobierno, al 
que en esos deslindes, conforme á la ley, le corresponden las dos ter-
ceras partes de los terrenos deslindados. 

Por otra parte, estos terrenos, supuesto que han sido deslindados por 
cuenta del Gobierno, que por los gastos entrega á las Compañías la ter-
cera parte de los mismos, no se encuentran en las mismas condiciones 
que se denuncian conforme á la ley de 20 de Julio de 1863, debiendo 
para su enajenación sujetarse á las prescripciones de la ley de 15 de 
Diciembre último. 

Por las anteriores razones, el Presidente de la República se ha ser-
vido acordar se diga á vd. que no admita denuncio alguno de terrenos 
ya deslindados ó designados por las Compañías autorizadas por esta 
Secretaría para el deslinde de terrenos baldíos. 

Libertad y Constitución. México, Marzo 24 de 1884.—C. Juez de 
Distrito del Estado de 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—Sección 1 ?—Circular.—Por el examen que se 
hace en esta Secretaría de los expedientes de denuncios de terrenos 
baldíos y por las noticias que tiene, se ve que, después de presentado 
un denuncio, trascurre mucho tiempo para que llegue á practicarse el 
deslinde ó apeo y la mensura del terreno, pasando también tiempo muy 
considerable para la devolución de las diligencias y continuación de 
los trámites. 

Como en los más de los casos tales interrupciones en los trámites 
de los denuncios reconocen por origen la idea que se ha formado el 
denunciante, de poseer y explotar el terreno, sin pagar nada al fisco, 
creyéndose amparado con el simple denuncio y la práctica de algunas 
diligencias; y como esto sucede con mucha frecuencia en aquellos te-
rrenos que contienen maderas preciosas, orchilla ú otros productos na-
turales explotables, y en otros casos el denunciante no trata más que 
de alegar preferencia en el denuncio, ya para oponerse á que otro lo 
denuncie ó á que sea ocupado con una via ú otra obra de utilidad pú-
blica, pretendiendo entonces indemnización por subrogación ó traspa-
so de derechos, resulta que además de que la hacienda pública no 

percibe el valor de los árboles ú otros productos, y el del mismo terre-
no, éste no se cultiva, y generalmente es abandonado por el denuncian-
te despues de haberlo esquilmado. 

Eii vista, pues, de los abusos indicados, el Presidente de la Repú-
blica, tomándolos en consideración y teniendo en cuenta que la ley 
vigente sobre enajenación de baldíos, de 22 de Julio de 1863, previó 
esos casos y procuró evitar los males que habian de venir como resul-
tado, por las disposiciones del art. 21 de la misma ley, ha tenido á 
bien acordar: que se recomiende muy especialmente á los ciudadanos 
Jueces de Distrito, como lo verifico por medio de la presente circular, 
que en los denuncios de terrenos baldíos que tengan en trámites, ha-
gan aplicación del art. 21 ya mencionado, fijando el plazo para la con-
tinuación de los trámites y decretando, como lo quiere la ley, que si 
al término del plazo no se han seguido los trámites, se declarará que 
el denuncio se tenga ya por no hecho y que el denunciante moroso no 
podrá volver á denunciar el mismo baldío; sin perjuicio de que se exi-
ja la responsabilidad que le resulte si hubiese explotado los árboles ú 
otros productos del baldío, y en el concepto de que ya se trascribe esta 
circular á los Gobernadores de los Estados y á los Jefes de Hacienda, 
á fin de que impidan la explotación de los baldíos no adquiridos le-
galmente, y auxilien á la autoridad judicial con toda eficacia en el caso 
de que tuviere que ocurrir á ellos. 

Libertad y Constitución. México, Octubre 26 de 1884.—P. O. del 
S., M. Fernandez, O. M.—Al Juez de Distrito del Estado de 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—Sección 1 ?—Circular.—Dispone el Presidente 
de la República que, siendo indispensable para saber el grado de con-
fianza que puede darse á las operaciones de mensura de terrenos bal-
díos, conocer los procedimientos que han seguido los ingenieros en el 
campo, en lo de adelante, al remitir vd. los planos y las diligencias de 
apeo ó deslinde á esta Secretaría, las acompañará con una memoria 
del ingeniero ó ingenieros que hubieren hecho la medida, y en laque, 
además de la descripción de los terrenos como lo requiere la ley vi-
gente de colonizacion, expondrán el sistema de operaciones que hu-
biesen seguido en la medición de las líneas y ángulos y en la averi-
guación de la superficie, consignando los datos que exige la ley vigente, 



sobre medidas de tierras, de 2 de Agosto de 1863, y los demás reco-
gidos en los terrenos, con los resaltados obtenidos, procurando en todo 
la mayor claridad, á fin de evitar que se pidan aclaraciones y rectifica-
ciones, y que se demore el despacho de los respectivos expedientes, 
con perjuicio del Gobierno y de los empresarios. 

Dígolo á vd. para su cumplimiento. 
Libertad y Constitución.—México, Noviembre 15 de 1884.—M. 

Fernandez, O. M.—Al 

Ministerio de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio.—Sec-
ción 1 ?—Circular.—Teniendo conocimiento esta Secretaría de que hay 
personas que denuncian como baldíos y con arreglo á la ley de 22 de 
Julio de 1863 algunos de los terrenos comprendidos en las extensio-
nes deslindadas y medidas por las empresas, según las autorizaciones 
que se les han dado conforme á las leyes de colonizacion, cuyos terre-
nos, por lo mismo, no son ya denunciables ni adjudicables en virtud 
de la citada ley de 22 de Julio de 1863, puesto que están destinados al 
importante objeto de la colonizacion, y su enajenación debe hacerse de 
conformidad con las leyes relativas de la materia; el Presidente de la 
República, á quien se ha dado cuenta del asunto, ha tenido á bien 
acordar se recomiende á los CC. Jueces de Distrito de los Estados en 
que se practican ó han practicado deslindes, por el Gobierno ó por las 
empresas, que no admitan denuncios de los expresados terrenos, á fin 
de evitar gastos á los denunciantes, pues las adjudicaciones que de ellos 
se fallaren, no serán aprobadas por esta Secretaría, ni los que los pre-
tenden los adquirirán á los precios de tarifa para los baldíos denun-
ciables, puesto que la venta de los deslindados y medidos se hará se-
gún valúo, como lo requiere la ley de colonizacion, ó serán cedidos á 
los colonos, en los términos y con las condiciones que establece la mis-
ma ley. 

Libertad y Constitución. México, Noviembre 17 de 1884.—M. Fer-
nandez. O. M.—Al Juez de Distrito del Estado de 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—Sección 1 ?—Circular—El Presidente de la Re-
pública tiene el mayor empeño en que los deslindes de terrenos bal-

dios que están haciendo las Compañías, conforme á las autorizaciones 
que se les han concedido en diversas épocas, se terminen con la bre-
vedad posible para que el Gobierno pueda disponer de la parte que le 
corresponde de esos mismos terrenos, movilizando esta riqueza pú-
blica. 

En tal virtud, y no obstante que la Compañía que vd. representa, 
tiene por su autorización un plazo muy amplio para la práctica de sus 
operaciones, este Ministerio excita á vd. para que tomando en conside-
ración las razones expuestas, relacionadas con sus propios intereses, se 
sirva activar sus trabajos hasta donde le sea posible, con el objeto de 
que cuanto ántes quede terminado el deslinde de los baldíos en la zo-
na que le corresponde; y entretanto, espera que dará vd. cuenta del 
estado que guardan en la actualidad aquellos trabajos. 

Lo que participo á vd. para su conocimiento y demás fines, bajo la 
inteligencia de que ya se recomienda á los Jueces de Distrito atiendan 
de preferencia estos asuntos. 

Libertad y Constitución. México, Enero 5 de 1885.—M. Fernandez, 
O. M.—A las Compañías deslindadoras de terrenos baldíos. 

Ministerio de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—Sección lf—Circular.—Incluyo á vd. copia cer-, 
tificada de la Circular que con esta fecha se dirige á las Compañías 
deslindadoras de terrenos baldíos, excitándolas á que activen sus tra-
bajos para que en el menor tiempo posible queden terminadas las ope-
raciones, en virtud de las razones que se les exponen. 

A este fin el Presidente de la República ha tenido á bien disponer, 
que secundando vd. las miras del Gobierno, sobre el particular, se sir-
va dedicar preferentemeute su atención á este importante asunto, tra-
mitando con la mayor actividad los expedientes que se giren por el 
Juzgado de su digno cargo, relativos al deslinde de terrenos baldíos. 

Lo que participo á vd. para su conocimiento y los fines que por su 
parte corresponden. 

Libertad y Constitución. México, Enero 5 de 1885.—M. Fernandez.. 
O. M.—A los Jueces de Distrito. 

Informe.—i 



Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana—Sección 1 ?—Circular— Como de la aplicación 
del art. 21 de la ley de 22 de Julio de 1863, y también por el desisti-
miento ó abandono voluntario de los denuncios de terrenos baldíos, 
resulta varias veces que éstos quedan libres y en posesion de ellos la 
Hacienda pública, el Presidente de la República ha tenido á bien acor-
dar que en esos casos, luego que se haga la correspondiente declara-
ción por el Juzgado de Distrito y que se publique para la debida for-
malidad legal, se registre en la Jefatura de Hacienda el terreno baldío 
que ha quedado libre y se dé desde luego aviso á esta Secretrría por el 
respectivo Juzgado, remitiéndose copia despues oficialmente autorizada 
del expediente que se haya formado con las diligencias del denuncio, 
incluyendo un tanto del plano del propio terreno, respecto del que ya 
no se admitirá nuevo denuncio, por reservarse estos terrenos deslinda-
dos y medidos para aprovecharlos según convenga á los intereses de 
la colonizacion y del Fisco. 

Libertad y Constitución. México, Enero 10 de 1885.—P. O. del S., 
M. Fernandez, O. M.—Al Juez de Distrito del Estado de 

Secretaría de Fomento, Colonizacion Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—Sección 1 ?—Circular.—El Monitor Republica-
no, lo mismo que El Nacional, han publicado una carta procedente 
del Estado de Chihuahua, en que se manifiesta la alarma que reina en 
aquella demarcación, ocasionada por los abusos que cometen algunas 
Compañías deslindadoras de terrenos, declarando baldíos hasta los que 
son de propiedad particular, para ponerlos en seguida en venta á los 
americanos, como acaba de suceder con una hacienda del C. Luis Te-
rrazas, vecino de Chihuahua. 

Con este motivo el Presidente de la República se ha servido acor-
dar: que será de la exclusiva responsabilidad délas Compañías deslin-
dadoras de terrenos nacionales, la indemnización de los daños y per-
juicios que se originen á los propietarios, cuando no se proceda, en la 
habilitación de los terrenos baldíos, con todas las formalidades légales, 
cuya responsabilidad está resuelto el Ejecutivo á exigirles llegado el 
caso, así como la indemnización de los perjuicios que el Erario pueda 
á su vez resentir también, por la circunstancia de que las mismas Com-
pañías comprendan dentro de los terrenos que pretendan habilitar co-

mo baldíos, otros de propiedad particular, y por cuyo deslinde y men-
sura han de querer recibir una tercera parte. 

Dígolo á vd. para su conocimiento y los fines que por su parte co-
rrespondan, como representante de la Compañía autorizada para me-
dir y deslindar baldíos en el Estado de 

Libertad y Constitución. México, Junio 23 de 1885.—Pacheco.—A 
los CC. Ignacio Gómez del Campo, Patricio Gómez del Campo, Adolfo 
Bull, Luis Huller, Jesús Valenzuela, Antonio Azúnsolo, Plutarco Orne-
las, Manuel Peniche, Juan Enriquez, Francisco Sada, Demetrio Sala-
zar, Encarnación Dávila. 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la Re-
pública Mexicana.—Sección lf—Circular.—Con motivo de una comu-
nicación que se dirigió á los representantes de las Compañías deslin-
dadoras de terrenos baldíos en los Estados fronterizos, llamando su 
atención sobre la responsabilidad en que incurrirían en el caso de que 
procediesen en los deslindes sin llenar los requisitos legales, compren-
diendo dentro de las superficies medidas para el Gobierno terrenos de 
propiedad particular legalmente adquiridos, se ha creído por algunos 
de dichos representantes que deben respetar cualesquiera documentos 
que presenten los particulares, aun cuando no constituyan verdaderos 
títulos de propiedad, por temor de incurrir en las responsabilidades á 
que se referia en su nota esta Secretaría. 

Aunque la disposición á que se alude establece con bastante claridad 
cuáles son los casos en que las Compañías deslindadoras se harían res-
ponsables de los daños y perjuicios que causaran á los particulares, ha 
dispuesto el C. Presidente de la República, con el fin de evitar falsas 
interpretaciones, que se dirija una circular á los CC. Promotores Fis-
cales de los Juzgados de Distrito, manifestándoles, que así como el Go-
bierno ha recomendado siempre el mayor respeto á la propiedad legal-
mente adquirida y poseida, así también está dispuesto á procurar, por 
todos los medios que autorizan las leyes, que la Nación recobre los te-
rrenos que le han sido usurpados; y procediendo las Compañías en los 
deslindes como agentes del Gobierno, por las autorizaciones que reci-
ben conforme á la ley de colonizacion, deben ser consideradas con ese 
carácter en las gestiones que tengan que hacer ante los tribunales fe-
derales, recomendándose á los CC. Promotores Fiscales que al hacerse 



la calificación por dichos tribunales, de los títulos que pudieren presen-
tar los particulares alegando derechos á terrenos que estuvieren ocu-
pando, tengan presente el carácter con que proceden las Compañías, y 
procuren activar los procedimientos, á fin de que cuanto ántes queden 
resueltas las cuestiones que con tal motivo se susciten. 

Libertad y Constitución. México, Julio 16 de 1885.—Pacheco.—Al 
Promotor Fiscal del Juzgado de Distrito de 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la Re-
pública Mexicana—Sección 1?—Circular.—Con esta fecha se dirige á 
los CC. Promotores Fiscales de los Juzgados de Distrito, la circular si-
guiente: 

"Con motivo de una comunicación que se dirigió á los representan-
tes de las Compañías deslindadoras de terrenos baldíos en los Estados 
fronterizos, llamando su atención sobre la responsabilidad en que in-
currirían en el caso de que procediesen en los deslindes sin llenar los 
requisitos legales, comprendiendo dentro de las superficies medidas 
para el Gobierno terrenos de propiedad particular legalmente adquiri-
dos, se ha creído por algunos de dichos representantes que deben respe-
tar cualesquiera documentos que presenten los particulares, aun cuando 
no constituyan verdaderos títulos de propiedad, por temor de incurrir 
en las responsabilidades á que se referia en su nota esta Secretaría. 

"Aunque la disposición á que se alude establece con bastante clari-
dad cuáles son los casos en que las Compañías deslindadoras se harían 
responsables de los daños y .perjuicios que causaran á los particulares, 
ha dispuesto el C. Presidente de la República, con el fin de evitar falsas 
interpretaciones, que se dirija una circular á los CC. Promotores Fisca-
les de los Juzgados de Distrito, manifestándoles, que así como el Go-
bierno ha recomendado siempre el mayor respeto á la propiedad legal-
mente adquirida y poseida, así también está dispuesto á procurar, por 
todos los medios que autorizan las leyes, que la Nación recobre los te-
rrenos que le han sido usurpados; y procediendo las Compañías en los 
deslindes como agentes del Gobierno, por las autorizaciones que reci-
ben conforme á la ley de colonizacion, deben ser considerados con ese 
carácter-en las. gestiones que tengan que hacer ante los tribunales fede-
rales, recomendándose á los CC. Promotores Fiscales que al hacerse la 
calificación por dichos tribunales, de los títulos que pudieren presentar 

los particulares alegando derechos á terrenos que estuvieren ocupando, 
tengan presente el carácter con que proceden las Compañías, y procu-
ren activar los procedimientos, á fin de que cuanto ántes queden re-
sueltas las cuestiones que con tal motivo se susciten." 

Y lo trascribo á vd. por acuerdo del Presidente de la República, para 
su conocimiento y los fines correspondientes. 

Libertad y Constitución. México, Julio 16 de 1885.—Pacheco.—Al 
Juez de Distrito de 

D O C U M E N T O N U M . 6 . 

D E C R E T O S D E 3 1 D E MAYO D E 1 8 7 5 Y 1 5 D E D I C I E M B R E D E 1 8 8 3 . 

Ministerio de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—Sección 1?—El Presidente de la República se ha 
servido dirigirme el decreto que sigue: 

11 SEBASTIAN LERDO DE TEJADA, Presidente constitucional 
de los Estados Unidos Mexicanos, á sus habitantes, sabed : 
" Que el Congreso de la Union ha decretado lo siguiente: 
"El Congreso de la Union decreta: 
"Art. 1? Se autoriza al Ejecutivo para que entretanto se expide la 

ley que definitivamente determine y arregle todo lo relativo á coloniza-
cion, haga ésta efectiva por su acción directa y por medio de contratas 
con empresas particulares, bajo las siguientes bases: 

" I. La de otorgar á las empresas: una subvención por familia esta-
blecida ú otra menor por familia desembarcada en algún puerto: anti-
cipo con un rédito equitativo, hasta de un cincuenta por ciento de dicha 
subvención: venta á largo plazo y módico precio pagadero en abonos 
anuales, de terrenos colonizables, previa medición, deslinde y avalúo: 
prima por familia inmigrante: excepción de derechos de puerto á toda 
embarcación que trasporte á la República diez ó más familias de tal 
carácter: prima por familia de la raza indígena establecida en las colo-
nias de inmigrantes: prima por familia mexicana establecida en las 
colonias de la frontera. 

" II. La de exigir á las empresas: garantías suficientes del cumplí-



la calificación por dichos tribunales, de los títulos que pudieren presen-
tar los particulares alegando derechos á terrenos que estuvieren ocu-
pando, tengan presente el carácter con que proceden las Compañías, y 
procuren activar los procedimientos, á fin de que cuanto ántes queden 
resueltas las cuestiones que con tal motivo se susciten. 

Libertad y Constitución. México, Julio 16 de 1885.—Pacheco.—Al 
Promotor Fiscal del Juzgado de Distrito de 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la Re-
pública Mexicana—Sección 1?—Circular.—Con esta fecha se dirige á 
los CC. Promotores Fiscales de los Juzgados de Distrito, la circular si-
guiente: 

"Con motivo de una comunicación que se dirigió á los representan-
tes de las Compañías deslindadoras de terrenos baldíos en los Estados 
fronterizos, llamando su atención sobre la responsabilidad en que in-
currirían en el caso de que procediesen en los deslindes sin llenar los 
requisitos legales, comprendiendo dentro de las superficies medidas 
para el Gobierno terrenos de propiedad particular legalmente adquiri-
dos, se ha creído por algunos de dichos representantes que deben respe-
tar cualesquiera documentos que presenten los particulares, aun cuando 
no constituyan verdaderos títulos de propiedad, por temor de incurrir 
en las responsabilidades á que se referia en su nota esta Secretaría. 

"Aunque la disposición á que se alude establece con bastante clari-
dad cuáles son los casos en que las Compañías deslindadoras se harían 
responsables de los daños y .perjuicios que causaran á los particulares, 
ha dispuesto el C. Presidente de la República, con el fin de evitar falsas 
interpretaciones, que se dirija una circular á los CC. Promotores Fisca-
les de los Juzgados de Distrito, manifestándoles, que así como el Go-
bierno ha recomendado siempre el mayor respeto á la propiedad legal-
mente adquirida y poseida, así también está dispuesto á procurar, por 
todos los medios que autorizan las leyes, que la Nación recobre los te-
rrenos que le han sido usurpados; y procediendo las Compañías en los 
deslindes como agentes del Gobierno, por las autorizaciones que reci-
ben conforme á la ley de colonizacion, deben ser considerados con ese 
carácter-en ,laa gestiones que tengan que hacer ante los tribunales fede-
rales, recomendándose á los CC. Promotores Fiscales que al hacerse la 
calificación por dichos tribunales, de los títulos que pudieren presentar 

los particulares alegando derechos á terrenos que estuvieren ocupando, 
tengan presente el carácter con que proceden las Compañías, y procu-
ren activar los procedimientos, á fin de que cuanto ántes queden re-
sueltas las cuestiones que con tal motivo se susciten." 

Y lo trascribo á vd. por acuerdo del Presidente de la República, para 
su conocimiento y los fines correspondientes. 

Libertad y Constitución. México, Julio 16 de 1885.—Pacheco.—Al 
Juez de Distrito de 

D O C U M E N T O N U M . 6 . 

D E C R E T O S D E 3 1 D E MAYO D E 1 8 7 5 Y 1 5 D E D I C I E M B R E D E 1 8 8 3 . 

Ministerio de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—Sección 1?—El Presidente de la República se ha 
servido dirigirme el decreto que sigue: 

11 SEBASTIAN LERDO DE TEJADA, Presidente constitucional 
de los Estados Unidos Mexicanos, á sus habitantes, sabed : 
" Que el Congreso de la Union ha decretado lo siguiente: 
"El Congreso de la Union decreta: 
"Art. 1? Se autoriza al Ejecutivo para que entretanto se expide la 

ley que definitivamente determine y arregle todo lo relativo á coloniza-
cion, haga ésta efectiva por su acción directa y por medio de contratas 
con empresas particulares, bajo las siguientes bases: 

" I. La de otorgar á las empresas: una subvención por familia esta-
blecida ú otra menor por familia desembarcada en algún puerto: anti-
cipo con un rédito equitativo, hasta de un cincuenta por ciento de dicha 
subvención: venta á largo plazo y módico precio pagadero en abonos 
anuales, de terrenos colonizables, previa medición, deslinde y avalúo: 
prima por familia inmigrante: excepción de derechos de puerto á toda 
embarcación que trasporte á la República diez ó más familias de tal 
carácter: prima por familia de la raza indígena establecida en las colo-
nias de inmigrantes: prima por familia mexicana establecida en las 
colonias de la frontera. 

" II. La de exigir á las empresas: garantías suficientes del cumplí-



miento de sus contratas, sin omitir en éstas la designación de casos de 
caducidad y multa respectiva: seguridad de que los colonos disfrutarán, 
en lo que de los contratistas dependa, las franquicias que esta ley con-
cede. 

"III. La de otorgar á los colonos: la naturalización mexicana y la 
ciudadanía en su caso á los naturalizados: suplemento de gastos de 
trasporte y de subsistencia hasta un año despues de establecidos, de úti-
les de labranza y de materiales de construcción para sus habitaciones: 
adquisición en venta á bajo precio, pagadero á largo plazo por abonos 
anuales, comenzando á hacerlo desde que termine el segundo año de 
establecidos, de una extensión determinada de terreno para cultivo y 
para casa: exención del servicio militar y de toda clase de contribucio-
nes, excepto las municipales, de toda clase de derechos de importación 
é interiores á los víveres, instrumentos de labranza, herramientas, má-
quinas, enseres, materiales de construcción para habitaciones, muebles 
de uso y animales de trabajo, de cría ó de raza, con destino á las colo-
nias, y exención también personal é intrasmisible de los derechos de 
exportación á los frutos que cosechen: correspondencia franca de porte 
con su país natal ó antigua residencia, por conducto del Ministerio de 
Relaciones, ó por medio de sellos especiales: premios y protección es-
pecial por la introducción de un nuevo cultivo ó industria. 

"IV. La de exigir á los colonos el cumplimiento de sus contratos 
conforme á las leyes comunes. 

"V. La de que se nombren y pongan en acción las comisiones ex-
ploradoras autorizadas por la Sección 26 del presupuesto vigente para 
obtener terrenos colonizables con los requisitos que deben tener de me-
dición, deslinde, avalúo y descripción. 

"VI. La de que por habilitar un terreno baldío, con los requisitos 
que exige la fracción anterior, obtenga el que llene estos requisitos, la 
tercera parte de dicho terreno ó de su valor, siempre que lo haga con 
la debida autorización. 

" VII. La de que ésta sea de la exclusiva competencia del mismo Eje-
cutivo, que no podrá negarla á un Estado que la pretenda respecto de 
un terreno ubicado en su territorio, quedando sin efecto y sin derecho 
á próroga las autorizaciones que se otorguen á los Estados y á los par-
ticulares, cuando á los tres meses de obtenidas no se hayan empren-
dido las operaciones correspondientes. 

" VIII. La de adquirir en caso conveniente terrenos colonizables de 

particulares, por compra, por cesión ó por cualquiera otro contrato, con-
forme á las reglas establecidas para los baldíos en la fracción VI. 

"IX. La de proporcionar para los terrenos de particulares, cuando 
éstos lo soliciten, los colonos de que pueda disponer, en virtud de las 
contratas de inmigración que hubiere celebrado. 

"X. La de considerar á las colonias con este carácter, y con todas 
sus prerogativas, durante diez años, al término de los cuales cesará todo 
privilegio. 

" Art. 2? Se autoriza igualmente al Ejecutivo para que en el próximo 
año fiscal pueda, al reglamentarla, disponer hasta de la cantidad de 
250,000 pesos, para los gastos que exige esta ley, inclusive el de las 
comisiones exploradoras. 

"Palacio del Poder Legislativo de la Union. México, Mayo 31 de 
1875.—Julio Zárate, diputado presidente.—Antonio Gómez, diputado 
secretario.—J. V. Villada, diputado secretario." 

"Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debi-
do cumplimiento. 

" Palacio del Poder Ejecutivo. México, Mayo treinta y uno de mil 
ochocientos setenta y cinco.—Sebastian Lerdo de Tejada.—Al C. Blas 
Balcárcel, Ministro de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio." 

Y lo comunico á vd. para su inteligencia y fines consiguientes. 
Independencia y Libertad. México, Mayo 31 de 1875.—Balcárcel.— 

Ciudadano 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la Re-
pública Mexicana.—Sección 1"—El Presidente de la República se ha 
servido dirigirme el decreto que sigue: 

"MANUEL GONZALEZ, Presidente constitucional de los Estados 
Unidos Mexicanos, á sus habitantes, sabed: 
"Que el Congreso de la Union ha tenido á bien decretar lo siguiente: 
"El Congreso de los Estados Unidos Mexicanos decreta: 

CAPITULO I. 

D E L D E S L I N D E D E L O S T E R R E N O S . 

Art. 1° Con el fin de obtener los terrenos necesarios para el estable-
cimiento de colonos, el Ejecutivo mandará deslindar, medir, fraccionar 



y valuar los terrenos baldíos ó de propiedad nacional que hubiere en 
la República, nombrando al efecto las comisiones de ingenieros que 
considere necesarias, y determinando el sistema de operaciones que hu-
biere de seguirse. 

Art. 2° Las fracciones no excederán en ningún caso de dos mil qui-
nientas hectaras, siendo ésta la mayor extensión que podrá adjudicarse 
á un solo individuo mayor de edad, y con capacidad legal para con-
tratar. 

Art. 3- Los terrenos deslindados, medidos, fraccionados y valuados, 
serán cedidos á los inmigrantes extranjeros y á los habitantes de la 
República que desearen establecerse en ellos como colonos, con las 
condiciones siguientes: 

I. En venta, al precio del avalúo, hecho por los ingenieros y apro-
bado por la Secretaría de Fomento, en abonos pagaderos en diez años, 
comenzando desde el segundo año de establecido el colono. 

II. En venta, haciéndose la exhibición del precio al contado, ó en 
plazos menores que los de la fracción anterior. 

III. A título gratuito, cuando lo solicitare el colono; pero en este ca-
so la extensión no podrá exceder de cien hectaras, ni obtendrá el título 
de propiedad sino cuando justifique que lo ha conservado en su poder 
y lo ha cultivado el todo ó en una extensión que no baje de la décima 
parte, durante cinco años consecutivos. 

Art. 4 L u e g o que hubiere terrenos propios para la colonizacion, con 
las condiciones que establece el artículo Io, el Ejecutivo determinará 
cuáles deben colonizarse desde luego, publicando el plano de ellos y 
los precios á que hubieren de venderse, procurándose en todo caso que 
la venta ó cesión de que habla el artículo anterior se haga en lotes al-
ternados. El resto de los terrenos se reservará para irse vendiendo con 
las condiciones que establece ésta ley, cuando fueren solicitados, ó cuan-
do lo determine el Ejecutivo, quien podrá hipotecarlos con el fin de 
obtener fondos que, reunidos al producto de la venta de los terrenos, 
han de ser destinados exclusivamente para llevar á cabo la coloni-
zacion. 

CAPITULO II. 

D E L O S C O L O N O S . 

Art. 5¡? Para ser considerado como colono, y tener derecho á las 
franquicias que otorga la presente ley, se necesita que, siendo el inmi-

grante extranjero, venga á la República con certificado del agente con-
sular ó de inmigración, extendido á solicitud del mismo inmigrante, ó 
de Compañía ó Empresa autorizada por el Ejecutivo para traer colonos 
á la República. 

Si el solicitante reside en la República, deberá ocurrir á la Secreta-
ría de Fomento, ó á los agentes que la misma Secretarla hubiere auto-
rizado para admitir colonos, en las colonias que se fundaren en la Re-
pública. 

Art. 6- En todos casos, los solicitantes han de presentar certificados 
de las autoridades respectivas, que acrediten sus buenas costumbres, y 
la ocupacion que han tenido ántes de hacer su solicitud para ser admi-
tidos como colonos. 

Art. 7? Los colonos que se establezcan en la República gozarán por 
diez años, contados desde la fecha de su establecimiento, de las siguien-
tes exenciones: 

I. Exención del servicio militar. 
II. Exención de toda clase de contribuciones, excepto las munici-

pales. 
III. Exención de los derechos de importación é interiores á los ví-

veres, donde no los hubiere, instrumentos de labranza, herramientas, 
máquinas, enseres, materiales de construcción para habitaciones, mue-
bles de uso y animales de cría ó de raza, con destino á las colonias. 

IV. Exención personal é intrasmisible de los derechos de exporta-
ción á los frutos que cosechen. 

V. Premios por trabajos notables, y primas y protección especial por 
la introducción de un nuevo cultivo ó industria. 

VI. Exención de los derechos de legalización de firmas y expedición 
de pasaportes que los agentes consulares otorguen á los individuos que 
vengan á la República con destino á la colonizacion, en virtud de con-
tratos celebrados por el Gobierno con alguna empresa ó empresas. 

Art. 8° La Secretaría de Fomento determinará la cantidad y la clase 
de objetos que en cada caso deban introducirse libres de derechos; y 
la de Hacienda reglamentará la parte relativa á la manera de hacer las 
introducciones, para evitar el fraude y el contrabando; pero sin impe-
dir el pronto despacho de los objetos. 

Art. 9° Los colonos que se establezcan en terrenos desprovistos de 
árboles y que justifiquen que en una parte de su lote, que no baje de 
la décima parte, han hecho una plantación de árboles en cantidad pro-



porcionada á la extensión, y dos años ántes del término de las exen-
ciones, gozarán por un año más de la de contribución sobre todo el te-
rreno, y en general, tendrán un año más de exención, por cada décima 
parte que destinen al cultivo de bosques. 

Art. 10. Las colonias se establecerán bajo el régimen municipal, su-
jetándose, para la elección de sus autoridades y para el establecimiento 
de impuestos, á las leyes generales de la República y á las del Estado 
en donde se encuentren. La Secretaría de Fomento podrá, sin embar-
go, constituir agentes en las colonias, con el fin de darles mejor direc-
ción á los trabajos, y de exigir el reembolso de las cantidades que se 
adeudaren á la Federacian por cualquier título. 

Art. 11. Los colonos están obligados á cumplirlos contratos que ce-
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nia, manifestará en el acto de establecerse, ante el agente federal de 
colonizacion ó ante el notario ó juez respectivos, si tiene la resolución 
de conservar su nacionalidad, ó si desea obtener la mexicana que le 
concede la parte tercera del artículo 30 de la Constitución de la Repú-
blica. 

Art. 13. Los colonos serán considerados con todos los derechos y 
obligaciones que á los mexicanos y á los extranjeros, en su caso, con-
cede é impone la Constitución federal, gozando de las exenciones tem-
porales que les otorga la presente ley; pero en todas las cuestiones que 
se susciten, sean de la clase que fueren, quedarán sujetos á las deci-
siones de los tribunales de la República, con absoluta exclusión de toda 
intervención extraña. 

Art. 14. Los colonos que abandonaren, sin causa justificada debida-
mente, por más de un año y ántes de haberlos pagado, los terrenos que 
se les hubiere cedido en venta, perderán el derecho á dichos terrenos 
y á la parte del precio que por ellos hubieren exhibido. 

En el caso de la fracción III del artículo 3?, se pierde el derecho al 
título gratuito, abandonando el terreno ó dejándolo de cultivar por más 
de seis meses, sin causa debidamente justificada. 

Art. 15. En los lugares destinados por el Gobierno federal para nue-
vas poblaciones, se concederá un lote gratis á los colonos mexicanos ó 
extranjeros que quisieran establecerse en ellos, como fundadores; pero 
no adquirirán la propiedad de dicho lote, sino cuando justifiquen que 

ántes de los dos primeros años de establecidos, han fabricado en él ha-
bitación, perdiendo el derecho á la adquisición en caso contrario. Se 
procurará también que la adjudicación se haga por lotes alternados. 

Art. 16. Los mexicanos que residan en el extranjero y que deseen 
establecerse en los lugares desiertos de las fronteras de la República, 
tendrán derecho á cesión gratuita de terreno, con las condiciones de la 
fracción III del artículo 3o, hasta de doscientas hectaras de extensión, 
y al goce, por quince años, de las exenciones que otorga la presente ley. 

Art. 17. Queda autorizado el Ejecutivo para auxiliar á los colonos 
ó inmigrantes, en los casos que lo crea conveniente y con sujeción á 
las sumas que se consignen en las leyes de presupuestos, con los gas-
tos de trasporte de ellos y sus equipajes por mar y en el interior, por 
una vez, y hasta donde lleguen las líneas de ferrocarriles; con los de 
manutención gratis hasta por quince dias, en los lugares que determi-
ne, y con herramientas, semillas, materiales para habitaciones, y ani-
males para el trabajo y la cría; siendo reembolsable, en los mismos 
términos que el valor de los terrenos, el de estas últimas ministra-
ciones. 

CAPITULO III. 

D E L A S C O M P A Ñ I A S . 

Art. 18. El Ejecutivo podrá autorizar á compañías para la habilita-
ción de terrenos baldíos con las condiciones de medición, deslin'de, 
fraccionamiento en lotes, avalúo y descripción, y para el trasporte de 
colonos y su establecimiento en los mismos terrenos. 

Art. 19. Par?, obtener la autorización, las compañías han de desig-
nar los terrenos baldíos que tratan de habilitar, su extensión aproxi-
mativa, y el número de colonos que han de establecer en ellos en un 
tiempo dado. 

Art. 20. Las diligencias del apeo ó deslinde serán autorizadas por 
el Juez de Distrito en cuya demarcación esté ubicado el baldío, y una 
vez concluidas, y si no hubiere opositor, se entregarán á la Compañía 
para que las presente á la Secretaría de Fomento, con las demás con-
diciones de que habla el art. 18. Mas si hubiere opositor, se procederá 
al juicio que corresponda, y en el que se tendrá por parte al represen-
tante de la Hacienda federal. 



Art. 21. En compensación de los gastos que hagan las compañías 
en la habilitación de terrenos baldíos, el Ejecutivo podrá concederles 
hasta la tercera parte de los terrenos que habiliten, ó de su valor; pe-
ro con las condiciones precisas de que no han de enajenar los terrre-
nos que se les concedan, á extranjeros no autorizados para adquirirlos, 
ni en extensiones mayores que dos mil quinientas hectaras; bajo la 
pena de perder en los dos casos las fracciones que hubieren enajena-
do contraviniendo á estas condiciones, y cuyas fracciones pasarán des-
de luego á ser propiedad de la Nación. 

Art. 22. Los terrenos deslindados por las compañías, y con excep-
ción de los que pudieren cederse á éstas en compensación de gastos 
por su habilitación, serán cedidos á los colonos, ó quedarán reservados 
en los términos y condiciones que establecen los artículos 3? y 4? de 
esta ley. 

Art. 23. Las autorizaciones que otorga el Ejecutivo para la habili-
tación de terrenos baldíos, quedarán sin efecto y sin derecho á próro-
ga, cuando no se hubiere dado principio á las operaciones respectivas, 
dentro del término improrogable de tres meses. 

Art. 24. El Ejecutivo podrá celebrar contratos con empresas ó com-
pañías, para la introducción á la República y el establecimiento en ella 
de colonos é ¡migrantes extranjeros, con las siguientes condiciones: 

I. Las compañías han de fijar el tiempo preciso dentro del cual han 
de introducir un número determinado de colonos. 

II. Los colonos ó inmigrantes han de llenar las condiciones esta-
blecidas en los arts. 5? y 6? de la presente ley. 

III. Las bases de los contratos que han de celebrar las compañías 
con los colonos, se han de ajustar á las prescripciones de esta ley, y se 
han de someter á la aprobación de la Secretaría de Fomento. 

IV. Las compañías han de garantizar á satisfacción del Ejecutivo, el 
cumplimiento de las obligaciones que contraigan en sus contratos, en 
los que se han de consignar los casos de caducidad y multa respec-
tiva. 

Art. 25. Las compañías que contraten con el Ejecutivo el trasporte 
á la República y el establecimiento en ella de colonos extranjeros, dis-
frutarán por un término que no ha de exceder á veinte años, de las 
siguientes franquicias y exenciones: 

I. Venta á largo plazo y módico precio de terrenos baldíos ó de pro-
piedad nacional, con el exclusivo objeto de colonizarlos. 

II. Exención de contribuciones, excepto la del timbre, á los capita-
les destinados á la empresa. 

III. Exención de derechos de puerto, excepto los establecidos para 
mejoras en los mismos puertos, á los buques que por cuenta de las 
compañías conduzcan diez familias, por lo ménos, de. colonos á la Re-
pública. 

IV. Exención de derechos de importación á las herramientas, má-
quinas, materiales de construcción y animales de trabajo y de cría, 
destinado todo exclusivamente para una colonia agrícola, minera ó in-
dustrial, cuya formación haya autorizado el Ejecutivo. 

V. Prima por familia establecida, y otra menor por familia desem-
barcada; prima por familia mexicana establecida en colonia de extran-
jeros. 

VI. Trasporte de los colonos, por cuenta del Gobierno, en las líneas 
de vapores y de ferrocarriles subvencionados. 

Art. 26. Las compañías extranjeras de colonizacion se considerarán 
siempre como mexicanas, debiendo tener domicilio en alguna de las 
ciudades de la República, sin perjuicio de los que puedan establecer 
en el exterior, y estando obligadas á constituir en el país una parte de 
su Junta directiva y á tener uno ó más apoderados en la misma Repú-
blica, ampliamente facultados para entenderse con el Ejecutivo. 

Art. 27. Todas las cuestiones que pudieren suscitarse entre el Go-
bierno y las compañías, serán dirimidas por los tribunales de la Repú-
blica y con arreglo á sus leyes, sin que puedan tener ingerencia en ellas 
los agentes diplomáticos extranjeros. 

CAPITULO IV. 

D I S P O S I C I O N E S G E N E R A L E S . 

Art. 28. Los particulares que destinen una parle ó el todo de terre-
nos de su propiedad para colonizarlos con diez familias, por lo ménos, 
de inmigrantes extranjeros, tienen derecho á que las colonias que es-
tablezcan en ellos gocen de las mismas franquicias y exenciones que 
las colonias que establezca el Gobierno federal, siempre que se sujeten 
á las condiciones que fije el Ejecutivo para asegurar el éxito de la co-
lonia, y siempre que entre esas condiciones se consigne la de que los 



colonos han de adquirir, por compra ó cesión, un lote de terreno para 
cultivo. 

El Ejecutivo podrá proporcionar colonos extranjeros á los particu-
lares, estipulando con ellos las condiciones con las que los han de es-
tablecer, y podrá auxiliarles también con los gastos de trasporte de los 
colonos. 

Art. 29. La colonizacion de las islas de ambos mares se hará por el 
Ejecutivo federal con sujeción á los preceptos de esta ley; reservándo-
se precisamente el Gobierno, en cada isla, una extensión de cincuenta 
hectaras para usos públicos. En caso de que la isla no tuviere la su-
perficie suficiente para hacer la separación prevenida en este artículo, 
no se hará en ella ninguna venta de terrenos, y sólo podrán conceder-
se éstos en arrendamiento por corto plazo. 

En las colonias que se establezcan en las islas, habrá siempre un 
número de familias mexicanas, que no sea ménos de la mitad del nú-
mero total de las familias colonizadoras. 

Art. 30. El Ejecutivo queda autorizado para adquirir, por compra ó 
cesión, terrenos de particulares, siempre que así lo creyere convenien-
te, para establecer en ellos colonias, y con sujeción á las partidas de 
gastos que, con tal fin, se consignen en las leyes de presupuestos de 
egresos. 

Art. 31. Se derogan todas las leyes anteriores á la presente sobre 
colonizacion.—Aristeo Mercado, diputado vicepresidente.— Guillermo 
Palomino, senador presidente.—Saturnino Ayon, diputado secretario. 
—Enrique María Rubio, senador secretario. 

"Por tanto, mando se imprima, publique, circule y se le dé el debi-
do cumplimiento. 

"Dado en el Palacio del Poder Ejecutivo de la Union, en México, á 
15 de Diciembre de 1883.—Manuel González.—Al C. General Gárlos 
Pacheco, Secretario de Estado y del Despacho de Fomento, Coloniza-
cion, Industria y Comercio." 

Y lo comunico á vd. para su conocimiento y efectos correspon-
dientes. 

Libertad y Constitución. México, 15 de Diciembre de 1883.—Pa-
checo.—Al 

D O C U M E N T O N U M . 7 . 

AUTORIZACIONES PARA DESLINDAR TERRENOS BALDIOS. 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—Sección 1.a—Núm —Como resultado del 
ocurso de vd., fecha el Presidente de la República, 
usando de la facultad que le concede la ley de de sobre 
colonizacion, se ha servido autorizarlo para que pueda medir y deslin-
dar, sin perjuicio de tercero, terrenos baldíos, colonizables en 

sujetándose á las bases siguientes: 
1.a Las operaciones de medición y deslinde deberán dar principio 

dentro del improrogable plazo de tres meses, contados desde la fecha 
de esta autorización. 

2.a Para las prácticas legales de medición y deslinde de los terrenos, 
ocurrirá vd. previamente al Juez de Distrito respectivo, designándole la 
zona en que se propone hacer las operaciones, á fin de que no admita 
en ella otros denuncios. 

3.a Todos los gastos que se causen en la habilitación de dichos ter-
renos, con los requisitos que han de' tener de medición, deslinde, ava-
lúo y descripción, sarán por cuenta de vd. 

4.a Como compensación de los gastos erogados en las citadas ope-
raciones, y conforme al art. 21 de la ley citada, obtendrá vd., en pro-
piedad, la tercera parte de los terrenos que deslinde; en la inteligencia 
de que las otras dos terceras partes que al Gobierno corresponden, han 
de ser iguales en calidad á los de la tercera parte que vd. adquiera en 
virtud de esta autorización. 

Si las condiciones de los terrenos permitiesen la división, en la 
proporcion general de una zona para la Empresa y dos para el Gobier-
no, así se procederá; mas si aquellas condiciones'no facilitaren el re-
parto equitativo de los terrenos en igualdad de circunstancias, se pro-
cederá al fraccionamiento de éstos en lotes que no excedan de dos 
mil quinientas hectaras, de manera que, por cada uno, dos ó tres lotes 
que obtenga la Empresa, reciba el Gobierno dos, cuatro ó seis. 
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5.a Para los efectos de la base anterior, deberá vd. presentar opor-
tunamente á esta Secretaría, para su aprobación, los planos respecti-
vos, cuyas operaciones han de ajustarse á los términos de la ley de 2 
de Agosto de 1863, sobre medidas de tierras y aguas. 

6.a Tan luego como los planos de que se trata hayan sido aprobados 
con las formalidades que la ley marca y establece la base anterior, se 
expedirán en favor de vd. los títulos de propiedad de la tercera parte 
de los terrenos deslindados. 

7.a El plazo de la autorización para el deslinde será de 
8.a La Compañía podrá designar al Juez de Distrito los terrenos que 

ha de deslindar, bien en fracciones, ó bien en toda la zona, si así le 
conviniere. 

9.a Esta concesion quedá sujeta á los términos del art. 23 de la re-
ferida ley de 15 de Diciembre de 1883, que dispone quedar sin efecto 

' y sin derecho á próroga las autorizaciones que otorgue el Ejecutivo, 
cuando á los tres meses de obtenidas, no se hubiesen empezado las 
operaciones correspondientes. 

10.a Respecto de los casos que sobre denuncios de terrenos se pre-
senten, y que impliquen alguna disputa relativa á los que esta auto-
rización pueda comprender, se ventilarán ante la autoridad judicial 
respectiva, en los términos y con las formalidades que establece la 
ley. 

Libertad y Constitución. México de de 188 —Pa-
checo.—Una rúbrica.-^-Al .". —Presente. 

NOTICIA detallada de las autorizaciones que ha expedido esta Secreta-
ría, para el deslinde de terrenos baldíos en la República, desde el año 
de 1880 hasta la fecha, otorgadas bajo la forma que tiene el ejemplar 
impreso que figura al principio de esta noticia. 

J En 20 de Octubre de 1880,' se autorizó al C. Eulalio Vela para 
es • * • . ' • 

| deslindar terrenos baldíos en la región del rio Coatzacoalcos, en 
"f el punto llamado "Gavilan," del istmo de Tehuantepec. 

En 23 de Junio de 1881, se autorizó al C. Emeterio de la Gar-
za para deslindar terrenos baldíos en los distritos septentrionales 
de Tamaulipas y Nuevo León, y en los Estados de Coahuila y 
Chihuahua. 

En 15 de Julio de 1881 se autorizó al C. E. A. Mexía para 
deslindar los terrenos baldíos, en la Baja California, llamados 
"El Toro" y "La Trinidad." 

En 8. de Marzo de 1882 se autorizó á los CC. Meza Hermanos 
para deslindar terrenos baldíos en el Estado de Durango.—En Ju-
nio 24 de 1884 se prorogó por dos años. 

En 1.° de Junio de 1882 se autorizó al C. Eduardo Subikuski 
para deslindar terrenos baldíos en el Partido de Soyaltepec, del 
Estado de Oaxaca. 

En 21 de Octubre de 1882 se autorizó al C. Ignacio Gómez 
del Campo para deslindar terrenos baldíos en los Cantones Ba-
lleza, Matamoros y Galeana, y las Municipalidades de Nonoava 
y Sisoguichic, del Cantón de Abasolo del Estado de Chihuahua. 

En 5 de Diciembre de 1882 se autorizó al C. Ignacio Altami-
ra para deslindar terrenos baldíos en Tuxtepec y Soyaltepec, de 
los Estados de Oaxaca y Veracruz. 

En 9 de Diciembre de 1882 se autorizó á los CC. Jesús E. Va-
lenzuela y socios para deslindar terrenos baldíos en los Cantones 
Guerrero, Degollado, Bravo, Victoria, Meoqui, Camargo, Allende, 
Jimenez, Hidalgo, Abasolo y Aldama, del Estado de Chihuahua. 

En 23 de Enero de 1883 se autorizó al C. Mariano Gallegos 
para deslindar terrenos baldíos en los distritos Fuerte, Mocorito, 
Culiacan, Concordia y Rosario del Estado de Sinaloa. 

Informe.—5 



En 6 de Febrero de 1883 se autorizó al G. Telesforo García 
para deslindar terrenos baldíos en los Cantones de Nazas, Mapi-
mí, Villa Lerdo, Papasquiaro y Cuencamé, del Estado de Durango. 

En 6 de Febrero de 1883 se autorizó al C. Telesforo García 
para deslindar terrenos baldíos en los distritos de Magdalena, 
Altar, Hermosillo, Guaymas, Alamos, Ures y Moctezuma, del Es-
tado de Sonora. 

En 8 de Febrero de 1883 se autorizó al C. Jesús Diaz Gonzá-
lez para deslindar terrenos baldíos en los Cantones de Ojinaga, 
Rosales, Rayón é Iturbide del Estado de Chihuahua. 

En 13 de Febrero de 1883 se autorizó al C. Francisco Sada 
para deslindar terrenos baldíos en el Estado de Coahuila. 

En 29 de Marzo de 1883 se autorizó al C. Patricio G. del Cam-
po para deslindar terrenos baldíos en los Cantones Arteaga, An-
drés del Rio, Mina y Victoria, del Estado de Chihuahua. 

En 4 de Abril de 1883 se autorizó al C. Plutarco Ornelas pa-
ra deslindar terrenos baldíos en los Estados de Coahuila, Durango 
y Sonora. 

En 17 de Abril de 1883 se autorizó á los Sres. Telesforo Gar-
cía y socios para deslindar los terrenos baldíos que hay al Nor-
te de la Baja California. 

En 28 de Octubre de 1883 se autorizó al C. Clotilde Baqueiro 
para deslindar terrenos baldíos en Yucatan al Sur de los Partidos 
de Tecax y Ticul. 

En 5 de Junio de 1883 se autorizó al C. Jamet Sastré para 
deslindar terrenos baldíos en Tabasco, en el Partido de Balancan. 

En 11 de Junio de 1883 se autorizó al C. General Juan En-
riquez para deslindar terrenos baldíos al Norte de los Partidos 
de Sahuaripa y Arizpe, del Estado de Sonora. 

En 14 de Junio de 1883 se autorizó al C. Telesforo García y 
socios para deslindar terrenos baldíos en los Cantones de Cosalá 
y San Ignacio, del Estado de Sinaloa. 

En 9 de Julio de 1883 se autorizó á los CC. Telesforo García 
y Jesús Meraz para deslindar terrenos baldíos en el distrito de 

y San Juan del Rio, del Estado de Durango. 

En 19 de Julio de 1883 se autorizó al C. Juan Castellanos 
León para deslindar terrenos baldíos en los Partidos de Izamal, 
Sotuta, Peto, Hunucmá, Maxcanú y Halachó, del Estado de Yu-

, catan. 

En 10 de Agosto de 1883 se autorizó al C. Manuel Saavedra 
> para deslindar terrenos baldíos en el Estado de Chiapas. 

En 11 de Agosto de 1883 se autorizó al C. Manuel Saavedra, 
para deslindar terrenos baldíos en el Estado de Guerrero. 

En 25 de Agosto de 1883 se autorizó á los CC. Ignacio Alta-
mira y socios para deslindar terrenos baldíos en el istmo de Te-
huantepec, comprendiendo una zona que toca los Estados de 
Oaxaca y Veraeruz. 
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J En 5 de Setiembre de 1883 se autorizó á los CC. Rafael Gar-
"-! cía Martínez y socios para deslindar terrenos baldíos en una zo-
| [ na que toca los Estados de Durango, Sinaloa, Zacatecas y Jalisco. 
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En 16 de Octubre de 1883 se autorizó á los CC. Manuel Plo-
wes y socios para deslindar baldíos en el distrito de Tuxtepec del 
Estado de Oaxaca. 

En 13 de Noviembre de 1883 se autorizó al C. Antonio Espi-
nosa y Rendon para deslindar baldíos en los Partidos de Valla-
dolid, Ezpita, Tizimin, Peto, Progreso, Hucnucmá y Maxcanú, é 
islas de Cozumel y Mujeres, del Estado de Yucatan. 

En 15 de Enero de 1884 se autorizó al C. Francisco Maldona-
do para deslindar terrenos baldíos en los distritos de Pátzcuaro 
y Coalcoman, del Estado de Michoacan. 

En 21 de Enero de 1884 se autorizó á los Sres. Eduardo Su-
bikuski y socios para deslindar terrenos baldíos en el distrito de 
Tuxtepec, del Estado de Oaxaca. 

En 8 de Marzo de 1884 se autorizó á los CC. Miguel Cid y 
León y socios para deslindar terrenos baldíos en la Municipali-
dad de Ojitlan, del Estado de Oaxaca. 

En 18 de Abril de 1884 se autorizó á los CC. Miguel Cid y 
| Leon y socios para deslindar terrenos baldíos en el Canton de 
g Zongolica y Municipalidad del mismo nombre, del Estado de Ve-

racruz. 

En 24 de Junio de 1884 se autorizó al C. Luis Medina para 
deslindar terrenos baldíos en los Estados de Puebla é Hidalgo. 

En 30 de Agosto de 1884 se autorizó al C. Eufemio Amador 
para deslindar terrenos baldíos en el distrito de Temascaltepec, 

^ del Estado de México. 

En 5 de Setiembre de 1884 se autorizó á los CC. Enrique 
Sardaneta y socios para deslindar terrenos baldíos en los Esta-
dos de Tamaulipas y Veracruz. 

En 9 de Setiembre de 1884 se autorizó á los CC. Rafael Gar-
cía Martínez y Comp. para deslindar terrenos baldíos en todos 
los Distritos del Estado de Michoacan. 

En 9 de Setiembre de 1884 se autorizó á los CC. Rafael Gar-
cía Martínez y Comp. para deslindar terrenos baldíos en los Dis-

, tritos del Estado de Sinaloa. 

En 18 de Octubre de 1884 se autorizó á los CC. Agustín R. 
Ortiz y Comp. para deslindar térrenos baldíos en los"_Estados de 
San Luis Potosí é Hidalgo. 

En 2 de Marzo de 1885 se autorizó á los CC. Braulio Sánchez 
y Demetrio Salazar para deslindar terrenos baldíos en el Estado 
de Michoacan. 

En 30 de Marzo de 1885 se autorizó al C. Manuel Peniche 
para deslindar terrenos baldíos en los Partidos de Sahuaripa y 

\ Moctezuma, del Estado de Sonora. 



En 11 de Abril de 1885 se autorizó al C. Manuel Peniche pa-
ra deslindar terrenos baldíos en el distrito de Arizpe, del Estado 
de Sonora. 

En 4 de Julio de 1885 se autorizó al C. Ignacio Alas para des-
,§ lindar terrenos baldíos en todos los distritos del Estado de Guer-
ó rero. 

En 16 de Julio de 1885 se autorizó al C. Francisco Beltran 
para deslindar terrenos baldíos en el Estado de Zacatecas. 

i 
• | En 28 de Setiembre de 1885 se autorizó al C. Demetrio Sala-
" zar para deslindar terrenos baldíos en una zona que designó en 

los límites de los Estados de Durango y Zacatecas. 

México, Octubre 16 de 1885.—El Jefe de la Sección 1°, Eu-
genio Chavero. 

D O C U M E N T O N U M . 8 . 

NOTICIA detallada de los contratos de deslinde y colonizaciou que ha 
celebrado esta Secretaría desde 1881 hasta la fecha. 

El 31 de Agosto de 1881 se pactó con el G. Lic. Manuel Ro-
J mero Rubio, en representación de los Sres. Clay Wise y socios, 
1 el deslinde y colonizacion de terrenos baldíos en el Estado de 
"¡T Chiapas.—Inserto en el número 210 del Diario Oficial, fecha 3 
" de Setiembre del mismo año. 

El 7 de Enero de 1882 se contrató con la Compañía del Fe-
rrocarril Meridional Mexicano la colonizacion de una zona hasta 

^ de sesenta kilómetros á uno y otro lado de la via férrea, contrata-
« da en 26 de Mayo de 1881, en los Estados de Veracruz, Puebla, 
o Oaxaca y Chiapas.—Inserto en el número 14 del Diario Oficial 

del dia 17 de Enero de 1882. 

§ El 22 de Mayo de 1882 se contrató con los Sres. Guillermo 
4 Andrade y socios el deslinde y colonizacion de las' islas "Angel 
- I de la Guarda" y "Tiburón" en el Golfo de Cortés, así como la 
« pesca en una zona del litoral de los Estados de Sinaloa y Sonora. 

1 
,g> El 12 de Setiembre de 1882 se pactó con los Sres. Rousenthal 

y Kuhn la introducción de cincuenta familias de inmigrantes in-
§ dustriales á la República.—Inserto en el número 219 del Diario 

:! Oficial del dia 13 del mismo mes y año. 
É 

El 6 de Enero de 1883 se contrató con el Sr. Daniel Levy el 
establecimiento de una Agencia general de colonizacion, para la 

3 introducción de inmigrantes destinados á la formación de colo-
co nias en la República.—Inserto en el número 28 del Diario Ofi-

cial del dia 1? de Febrero del mismo año. 

El 17 de Enero de 1883 se pactó con el Sr. Salvador Malo el 
establecimiento de una Agencia de colonizacion, en relación con 
Europa y el Continente americano, para la introducción de inmi-
grantes á la República.—Inserto en el número 26 del Diario Ofi-

| cial del dia 30 del mismo mes y año. 
es § 

El 26 de Enero de 1883 se contrató con el Sr. Luis Verdier 
la introducción á la República de cien familias de colonos irlan-
deses, alemanes y franceses.—Inserto en el número 53 del Dia-
rio Oficial del dia 2 de Marzo del mismo año. 

El 31 de Marzo de 1883 se contrató con el C. Conrado Flores, 
por sí y á nombre de los Sres. Santiago C. Hale y Comp., el des-
linde y colonizacion de terrenos baldíos en el Territorio de la 
Baja California.—Inserto en el número 85 del Diario Oficial co-
rrespondiente al 9 de Abril de 1883. 
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El 4 de Junio de 1883 se contrató con el C. Pedro Landázuri 
el deslinde y colonizacion de terrenos baldíos en el Estado de Ja-
lisco.—Inserto en el número 138 del Diario Oficial del día 9 del 
mismo mes y año. 

El 4 de Junio de 1883 se contrató con los CG. general Angel 
Martínez y Pedro Landázuri el deslinde y colonizacion de terre-
nos baldíos en el Estado de Colima.—Inserto en el número 138 
del Diario Oficial del dia 9 del mismo mes y año. 
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El 22 de Junio de 1883 se contrató con el C. José Matilde Al-
cocer el deslinde y colonizacion de terrenos baldíos en el Estado 
de Yucatan.—Inserto en el número 152 del Diario Oficial del 26 
del mismo mes y año. 

En 23 de Junio de 1883 se contrató con los CC. general Juan 
C. Bonilla, Nicolás Islas y Bustamante y Miguel R. Mendez, el 
deslinde y colonizacion de terrenos baldíos en el Estado de Pue-
bla—Inserto en el Diario Oficial número 153 del dia 27 del 
mismo mes y año. 

El 10 de Julio de 1883 se pactó con los Sres. Manuel Campos 
Diaz y Comp. el establecimiento de una Agencia de inmigración 
en los Estados de Yucatan y Campeche para la introducción de 
colonos extranjeros.—Inserto en el número 25 del Diario Ofi-
cial del dia 30 del mismo mes y año. 

El 20 de Julio de 1883 se contrató con el C. Ignacio Gómez 
del Campo el deslinde y colonizacion de terrenos baldíos en los 
ríos Yaqui y Mayo, del Estado de Sonora.—Inserto en el Diario 
Oficial número 21 del dia 25 del mismo mes y año. 

En 24 de Agosto de 1883 se contrató con los CC. general J. 
Alonso Flores y Francisco Poceros el deslinde y colonizacion de 
terrenos baldíos en el Estado de Tamaulipas—Inserto en el nú-
mero 50 del Diario Oficial del dia 28 del mismo mes y año. 

El 27 de Setiembre de 1883 se contrató con el C. Federico 
Mendez Rivas el deslinde y colonizacion de terrenos baldíos en 
los Estados de Tabasco y Chiapas.—Inserto en el Diario Oficial 
número 80 del 2 de Octubre del mismo año. 

El 9 de Noviembre de 1883 se contrató con los CC. Ignacio 
Gómez del Campo y Comp. la colonizacion de terrenos baldíos 
en el Estado de Chihuahua.—Inserto en el número 116 del Dia-
rio Oficial del dia 13 del mismo mes y año. 

Convenio celebrado con el Sr. Daniel Levy, el 27 de Diciem-
bre de 1883, para modificar el contrato celebrado el 6 de Enero 
del mismo año, bajo nuevas bases, para la introducción de inmi-
grantes extranjeros á la República y el establecimiento de colo-
nias.—Inserto en el número 5 del Diario Oficial del dia 5 de 
Enero del año de 1884. 

El 29 de Febrero de 1884 se celebró un convenio con los Sres. 
Ibarra y Comp., de Mérida, cesionarios de los Sres. Manuel Cam-
pos Diaz y Comp., para reformar algunos artículos del contrato 
de 10 de Junio de 1883, sobre establecimiento de una Agencia de 
inmigración en los Estados de Yucatan y Campeche.—Inserto en 
el número 58 del Diario Oficial del dia 7 de Marzo del mis-
mo año. 



El 1 ? de Marzo de 1884 se contrató con los CC. Ireneo Paz y 
Comp. el deslinde y colonizacion de terrenos baldíos en la Baja 
California.—Inserto en el número 55 del Diario Oficial corres-
pondiente al 4 del mismo mes y año. 

El 1 ? de Marzo de 1884 se contrató con los Sres. Francisco 
Poceros y José Iglesias y Comp. la colonizacion de baldíos en los 
Estados de Veracruz, Tamaulipas, Coahuila y San Luis Potosí.— 
Inserto en el número 60 del Diario Oficial correspondiente al 10 
del mismo mes y año. 

El 10 de Marzo de 1884 se contrató con los CC. Ramón Fer-
nandez y socios el deslinde y colonizacion de terrenos baldíos en 
el Estado de San Luis Potosí.—Inserto en el número 64 del Dia-
rio Oficial del dia 14 del mismo mes y año. 

El 24 de Marzo de 1884 se pactó con el Lic. Benigno Rios, re-
presentante de los Sres. Juan Villemot y socios, el establecimien-
to de treinta á sesenta familias de colonos extranjeros en el mu-
nicipio de "Gutierrez Zamora," perteneciente al Estado de Vera-
cruz.—Inserto en el Diario Oficial número 74 del dia 26 de 

^ Marzo de 1884. 

El 15 de Abril de 1884 se contrató con el Lic. Benigno Rios 
el deslinde y colonizacion de terrenos baldíos en los Cantones de 
Jalacingo, Misantla, Papantla, Túxpam, Tampico, Tantoyuca, 
Chicontepec, Ozuluama y Coatepec, del Estado de Veracruz.—In-
serto en el número 143 del Diario Oficial del dia 14 de Junio 
del mismo año. 

En 5 de Junio de 1884 se pactó con los Sres. Tomás Macma-
nus y Comp. el establecimiento de colonias agrícolas, mineras é 
industriales en el Estado de Chihuahua. 

El 23 de Junio de 1884 se pactó con el Sr. Adolfo Bulle el des-
linde y colonizacion de terrenos baldíos en Sonora y la Baja Ca-
lifornia.—Inserto en el número 156 del Diario Oficial del dia 30 
del mismo mes y año. 

El 26 de Junio de 1884 se pactó con los CC. Felipe Arellano y 
socios el establecimiento hasta de tres colonias industriales en el 
Distrito Federal y en alguno ó algunos de los Estados de la Repú-
blica, para la fabricación de cerveza y de whiskey, y la prepara-
ción y conservación de carnes y frutas de todas clases, en gran-
de escala.—Inserto en el número 154 del Diario Oficial del dia 
27 del mismo mes y año. 

En 11 de Julio de 1884 se pactó con los CC. Antonio Azún-
solo y Comp. el deslinde y colonizacion de terrenos baldíos en 
los Estados de Chihuahua y Durango.—Inserto en el número 37 
del Diario Oficial del dia 12 de Agosto del mismo año. 

En 21 de Julio de 1884 se pactó con los Sres. Luis Huller y 
Comp. la colonizacion de terrenos baldíos en la Baja California 

' é Isla de Cedros—Inserto en el número 19 del Diario Oficial 
del dia 22 del mismo mes y año. 

El 6 de Agosto de 1884 se contrató con los Sres. Justo Sierra 
y Fernando Zetinala mensura y colonizacion de terrenos baldíos 
en las islas de Cozumel y de Mujeres.—Inserto en el número 42 
del Diario Oficial del dia 18 del mismo mes y año. 



/ En 17 de Setiembre de 1884 se pactó con los CC. Manuel Ore-
llana Nogueras y Comp. el deslinde y colonizacion de terrenos 
baldíos en el Estado de Guanajuato.—Inserto en el número 71 del 
Diario Oficial del dia 20 del mismo mes y año. 

El 3 de Noviembre de 1884 se pactó con el C. Efren Baca el 
establecimiento de colonos en las Mesteflas y terrenos adyacen-
tes—Inserto en el número 112 del Diario Oficial del dia 7 del 
mismo mes y año. 

El 28 de Noviembre de 1884 se pactó con el Sr. Federico Men-
dez Rivas, como representante de los Sres. Bulnes Hermanos, la 
modificación del artículo 9? del contrato de 27 de Setiembre de 
1883, sobre deslinde y colonizacion de baldíos en Tabasco y Chia-
pas.—Inserto en el número 131 del Diario Oficial del dia 29 de 
Noviembre de 1884. 

El 4 de Marzo de 1885 se contrató con el Sr. Daniel Levy el 
establecimiento hasta de doscientas familias de colonos extranje-
ros, para dedicarlos á los cultivos de tabaco y otros, en los Esta-
dos de Veracruz y Oaxaca.—Inserto en el número 58 del Diario 
Oficial del dia 9 del mismo mes y año. 

En 12 de Marzo de 1885 se contrató con los Sres. R. H. de 
Bergue y Comp. el establecimiento de colonos ingleses, irlan-
deses, escoceses, cubanos, porto-riqueños y de la isla de Ja-
maica, en los terrenos de su propiedad, en los Estados de San 
Luis Potosí, Tamaulipas y Veracruz.—Inserto en el número 64 
del Diario Oficial del dia 16 de Marzo de 1885. 

El 28 de Mayo de 1885 se contrató con los CC. Alberto Sán-
chez y Comp. el arrendamiento de la isla de Guadalupe en el 
Océano Pacífico, para su explotación y colonizacion.—Inserto en 
el número 131 del Diario Oficial del dia 2 de Junio del mis-
mo año. 

\ 

El 11 de Junio de 1885 se contrató con los Sres. Ignacio Fran-
chi Alfaro y Comp. el establecimiento de colonos en terrenos de 
su propiedad, ubicados en la Sierra de Guanajuato yen el Estado 
de Michoacan.—Inserto en el Diario Oficial número 142 del dia 
15 de Junio de 1885. 

En 10 de Agosto de 1885 se convino con el C. Guillermo An-
drade la modificación del contrato celebrado el 17 de Enero de 
1882, sobre deslinde y colonizacion de las islas "Angel de la 
Guarda," "Tiburón" y "San Estéban."—Inserto en el número 197 
del Diario Oficial del dia 18 del mismo mes y año. 

El 28 de Agosto de 1885 se convino con los CC. Ignacio Gó-
mez del Campo y Comp. la modificación de su contrato de 9 de 
Noviembre de 1883, sobre colonizacion de baldíos en Chihuahua. 
—Inserto en el número 209 del Diario Oficial correspondiente al 
dia 1 ? de Setiembre de 1885. 

En 28 de Agosto de 1885 se contrató con el Sr. Mariano Gar-
cía la colonizacion de los terrenos que para el efecto se le ven-
dieron en el Cantón Degollado del Estado de Chihuahua.—Inser-
to en el número 209 del Diario Oficial del dia 1 ? de Setiembre 
de 1885. 

En 28 de Agosto de 1885 se pactó con el Sr. Luis García Te-
ruel la colonizacion de los terrenos que para el efecto se le ven-
dieron en el Cantón Galeana del Estado de Chihuahua.—Inserto 
en el número 209 del Diario Oficial correspondiente al dia 1 ° de 
Setiembre de 1885. 

México, Octubre 16 de 1885.—El Jefe de la Sección, Eugenio 
Chavero. 
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CUADRO SINÓPTICO 
De las autori zafones para deslindes de baldíos, otorgadas desde el año de 1881, en virtud de las leyes de coloniza don, 

expresándose los resultados que han producido hasta la fecha. 

A U T O R I Z A C I O N E S . 

General Eulal io Yela 

Sr. P lu ta rco Ornelas 
Sr. Guil lermo Andrade . 

Sres. Emeter io de la Garza y socios 

Sres. Ignacio Gómez del Campo y socios.. 

Sres. Patr ic io Gómez del Campo y Compañía.. 

Sres. Jesús E. Va lenzue la v socios 

Sres. Conrado Flores y socios. 

Sres. Eduardo fSubikuski y Compañía . 
Sres. lii vas Borrel y compañía 
Sr. Jacobo Mucha r r az 
Sr. Mar iano Gallegos.. 

Sres. Telesforo García y socios. 

Sres. Francisco Sada y socios... 
Sres. Telesforo García y socios. 

Clotilde Baqueiro. 

Sr. J a m e t Sastre. . . . 
Sr . J u a n Enr iquez 

Sres. Telesforo García y socios 
Sr. Manue l Saavedra 
Sres. Rafael García Mar t ínez y socios. 

Sr. Benigno Rios. 

Sres. Anton io Espinosa y socios. 

Sres. Adolfo Bulle y Compañía . . . . 
Sres. Miguel Cid y Leon y socios. 

Sres. Luis Medina y socios. 
Sr. E u f e m i o A m a d o r 

Sres. Rafael García Mar t inez y socios. 
I d e m idem idem 

Sr . Luis García Teruel . 

Sres. Braul io Sánchez y Demetr io Salazar . 
Sres. Anton io Azúnsolo y socios 
Sr. Manuel Peniche 

Sres. Demetrio Salazar y Encarnación Dávila. . 
Sr. En r ique Sardaneta.. ' . 
Sr. Francisco Bel t ran . 
Sr. Fe rnando Calderón 
Sr. Rosendo P i n e d a 
Sr. Demetrio Salazar 
Sr. E d u a r d o Yaldés 
Sr . M. del Rio 

L U G A R E S E N Q U E S E V E R I F I C A N . 

Veracruz.—En la región del rio Coatzacoal-
cos 

Coaliuila, Sonora y Durango 
Golfo de Cortés.—Islas Angel de la Guarda 

y Tiburón. 
E n Angel de la Guarda 
E n San Estéban 
E n Tiburón 

Tamaulipas, Nuevo León, Coahuila y Chi-
huahua . 

E n Coahuila 
Chihuahua . —Cantones Ga leana , Abasolo, 

Balleza y Matamoros. 
E n Galeana 
En Abasolo 
E n Balleza 

Chihuahua.—Cantones Andrés del Rio, Ar -
teaga, Mina y Victoria. 

'En Andrés del Rio 
Chihuahua.—Cantones Meoqui, Aldama, Ca-

margo, J iménez, Degollado, Guerrero, 
B-avo, Victoria, Al lende, Hidalgo y Aba -
solo. 

E n Meoqui 
An A l d a m a 
E n Camargo 
E n J imenez 
E n Degollado 

B a j a Cal i fornia .—Entre los 23 J y 29° de la-
t i tud N. , en una zona de 6 leguas de an-
cho liácia él Pacífico, y en la Is la de la 
Magdalena " 

Oaxaca.—Región de Soyaltepec 
Puebla .—Metlal toyuca" 
Chihuahua .—Ant iguo Cantón de I turbide . . . 
Sinaloa.—Distritos Fue r t e , Mocorito; Culia-

can, Concordia y Rosario. 
j E n el Fue r t e 

Durango.—Cantones Nazas y Mapimí , Vi l la 
Lerdo, Papasquiaro, Cueneamé y S. J u a n 
del Rio 

Coahuila 
B a j a California.—Desde el 29° has ta el 32° y 

42° de lat i tud septentrional 
Y u c a t a n . — A l S u r de los Par t idos T e k a x y 

Ticul 
Tabasco.—Part ido de Balancan 
Sonora.—Part ido de Ar izpe y en la par te N . 

de Sahuar ipa 
Sinaloa.—Cantones Cósala y San Ignac io . . . . 
Guerrero 
Durango, Sinaloa, Zacatecas y Ja l i sco .—En 

el Par t ido de San Dimas, "del Estado de 
D u r a n g o 

Varacruz.—Cantones de Ja lanc ingo , Misan-
tla, P a p a n t l a , T ú x p a m , T a m p i c o , Chicon-
t e p e c y Ozuluama 

Yucatan .—Par t idos de Yalladolid, Espita , 
Tiz imin , Peto, Progreso, H u n u c m á , M a x -
canú é Islas de Cozumel y Mujeres . 

E n Tizimin 
Ba ja California.—Sta. Gertrudis y San Boi ja 
Oaxaca.—Municipal idad de Oji t lan, en u n a 

superficie dé diez leguas de longi tud por 
tres de lat i tud, y en los baldíos adyacen-
tes que pueda haber en aquella reglón 

Pueb la é Hidalgo 
Estado de México.—Distrito de Temaxcai-

tepec j 
Michoacan.—En todos sus Distritos 
Sinaloa .—Dist r i tos de Mazat lan , Rosario, 

Concordia, Mocori to, F u e r t e , Sinaloa y 
Culiacan 

Puebla , Tlaxcala, Michoacan y San Lu i s Po-
tosí 

Michoacan 
C h i h u a h u a y Durango 
Sonora.—Part idos de Sahua r ipa , 'Moc tezu -

m a y Arizpe 
Coahuila 
San Luis Potosí .—Part ido de GÜá'daTcázar... 
Zacatecas 

I d e m 
Chiapas 
D u r a n g o y Zacatecas 
Sonora y Sinaloa 
Chihuahua .—Cantón Bravos " 
Estado de Guer re ro—Hacienda de San Már-

cos 
Estados de Morelos y Guerrero." " (Michapa . ) 

T O T A L . 

T e r r e n o s 

des l indados .* 

40,856 
94,854 

63.600 
4,452 

9(5.040 

4.922,729 

3.02(5,110 
185,913 
685,717 

67,142 

1.003,783 
252.758 
597,853 

1 103,050 
1.498.686 

1.496,455 
60,701 
73,173 

7,899 

29,276 

15,357 

35,821 
1.053,402 

2 ,010 

52,668 

194,438 
43,890 

16.713,639 

México, Octubre 16 de 1883. 

P a r t o c o n c e d i d a 
á l a s K m p r e s a s . 

T e r r e n o s v e n d i d o s 
P a r t o l ib re 

o c o m p r o m e t i d o s : . . . 
p a r a e l G o b i e r n o . 

por e l G o b i e r n o . 
O B S E R V A C I O N E S . 

21,200 
1,484 

2.306,871 

1.126,414 

15,285 
31,618 

21,200 
1,484 

32,015 

1.611,649 

1.007,666 
59,737 

225,246 

22,348 

334,594 
84,252 

199,284 
367,683 
496,048 466,206 

!.. 30,571 
63,236 E n estos terrenos están establecidos colonos. 

498,685 

9,758 

997,770 
40,563 

5,119 

11,940 
351,134 351,134 

5.386,745 5.374~S78 

NoTA.-Hay además existente el terreno de las Islas, que sólo falta medir, por lo que puede considerarse 

21,200 L a par te de terrenos del Gobierno en Tiburón y 
1,484 San Estéban, fué arrendada al Sr. Andrade por 

64,031 nueve años, quien se ocupa de colonizar las su-
perficies que adquirió en propiedad. 

1.001,209 

892,030 
126,176 
460,471 

44,794 

669,189 
168,506 
398,569 
735,367 
536,432 

Se dedujo de la cantidad libre 87,780 hectaras da-
das en cambio de otros terrenos al C. Celso 
González. 

V a n á establecerse colonos en todos los terrenos 
que están comprometidos. 

P o r un contrato celebrado con los Sres. Tomás 
M a c m a n u s y Compañía , pueden adquir ir éstos 
has ta 150,000 hectaras en los Cantones Dego-
llado, Guerrero, Balleza, J imenez , Camargo, 
Meoqui y otros que designen para establecer 
colonos. 

E n los terrenos vendidos han de establecerse co-
20,138 lonos, excepto en 400 hects. de la Is la de la M a g -
73,173 dalena, según contrato; es decir, en 997,370hects. 

7,899 V a n á establecerse colonos. 

19,518 I d e m idem idem. 

I d e m idem idem. 
E n trámites. 

I dem. 

Idem. 
I d e m 

Idem. 
Idem. 
Idem. 

10,238 Idem. 

Idem. 

23,881 V a n á establecerse colonos. 
351,134 I d e m idem idem. 

E n trámites. 
I dem. 

Idem. 
Idem. 

Idem. 

Idem. 
I d e m . 
Idem. 

Idem. 
Idem. 

2,010 V a n á establecerse colonos. 

52,668 

194,438 
43,890 

I d e m idem idem. 
I d e m idem idem. 
Idem idem idem. 
I d e m idem idem. 
Idem idem idem. 
Idem idem idem. 

I d e m idem idem. 

5.952,016 

E l J e f e d e l a Secc ión 1?, 

E U G E N I O C H A V E R O . 

que hay disponible desde luego, mucho más de veinte millones de acres. 

Informe.—Pág. 78. 
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J t - A N E X O A L L . J U M E N T O N U M . 9 . 

D E S C R I P C I Ó N FÍSICA DE LOS T E R R E N O S DESLINDADOS CONFORME Á LAS LE-

YES DE COLONIZACION, Y QUE TIENE DISPONIBLES EL GOBIERNO. 

H e c t a r a s . ' 

Yeracruz. En la región del rio Coatzacoalcos 30,571 
Estos terrenos son de primera calidad, de fácil riego y pro-

pios para la agricultura, admitiendo cultivos importantes 
las planicies que los constituyen. 

Coahuila. En la parte Norte del Estado 1.004,209 
Terrenos formados por llanuras y serranías, de escasa ve-

getación, careciendo de agua en lo general, y propios pa-
ra ganaderías. 

En el Cantón "Galeana" 892,030 
Estos terrenos están compuestos de llanuras y montañas. 

En las primeras es el clima templado en lo general, y 
se produce el mezquite y otros arbustos propios de tal 
clima, encontrándose magníficos pastos en toda la exten-
sión del terreno. En las eminencias de las montañas el 
clima es sumamente frío, casi glacial, y generalmente 
están cubiertas de pinos muy desarrollados y en extraor-
dinario número, así como de encinos robles. En los 
arroyos y cañadas más á cubierto del aire se da el pi-
nabete, ruin real, piñón aya, sabino, fresno y aliso: en las 
barrancas ménos profundas de los rios, hay las mismas 
maderas y el palo de azúcar: en las más hondas se nota 
un clima tropical, no bajando allí los hielos sino rara 
vez. Los ríos Bonito, que en Sonora llaman de Aros, y 
de Gavilanes, son abundantes de agua permanente; y el 
de Papigochic ó Aros como lo llaman en Chihuahua, es 
navegable en su mayor parte, y todos ellos con los ele-
mentos necesarios para que los puedan aprovechar los 
colonos. También los rios de Piedras Verdes y Janos, 
en el punto nombrado San Pedro y "Tres Alamos," 
prestan las comodidades apetecibles para que cerca de 
allí se establezcan colonias; pudiendo decirse lo propio 



de la parte de terrenos "nacionales comprendidos entre 
los de la Sra. Zuloaga y el denunciado por Cruz Gon-
zález y socios, si se le agrega la laguna de "Las Palo-
mas," que tiene inmensos ojos de agua que su propie-
tario es imposible utilice del todo dentro de su terreno, 
cuando lo pueble, siendo fácil hacer derrames sobre las 
fértiles riberas del rio de Janos. 

En las municipalidades de Nonoava y Sisoguichic del Can-
tón "Abasolo" 126,176 

Están dentro de las zonas 2? y 3? de los planos relativos. 
En Nonoava el clima es templado y el terreno está com-
puesto en su mayor parte de mesas, con una extensión 
média de una legua de longitud por la mitad de latitud, 
divididas por arroyos barrancosos de más ó ménos pro-
fundidad, encontrándose algunas pequeñas lagunas que 
se secan en ciertos meses del año. El bosque es muy 
abundante y el pasto de excelente calidad, notándose 
que dichas mesas tienen una capa de tierra vegetal de 5 
á 6 decímetros de espesor, que las hacen á propósito pa-
ra el cultivo y la ganadería. El terreno dispone de arro-
yos con agua constante en todo el año. En las riberas 
de casi todos estos arroyos hay ancones de tierra culti-
vables y suficiente agua para regarlos. El rio Grande 
atraviesa la parte N. de los terrenos y con él se alimen-
tan los arroyos expresados. 

Los terrenos de Sisoguichic están bastante elevados, siendo 
por lo mismo muy frió el clima; hay pocas sierras ele-
vadas, y se encuentran muchos pequeños ojos de agua 
que forman ciénegas. La superficie se compone de gran-
des bajíos causados por todos los arroyos cuyo conjunto 
constituye el rio Sisoguichic; y como están compuestos 
de aluvión antiguo, deben ser muy propios para el culti-
vo cuando se desmonten del abundante pino blanco muy 
desarrollado que los cubre. Hay muchísimo pasto de 
buena clase en los bajíos, donde se conserva verde todo 
el año y sirve perfectamente para la cría de ganado ma-
yor. Están allí las elevadas sierras de Rumurachic, Em-

chupachic y Sayhuachic, todas cubiertas de bosque, lo 
mismo que el resto de los terrenos, así como también 
de pasto. 

En el Cantón "Balleza" 460 
Estos terrenos los forman las [zonas A, C, D, E, F, G, I, J 

del plano relativo, y son de los mejores y más producti-
vos del Estado, á causa de los muchos elementos natu-
rales que contienen, tanto agrícolas, mineros, así como 
los muy buenos y extensos terrenos tan á propósito para 
la cría de ganado mayor, menoi', caballar y lanar, ya por 
sus abundantes y buenos pastos, por su buen piso, así 
como por las aguas que se encuentran constantes y bien 
repartidas en todos los lugares á propósito. Su configura-
don en lo general es bastante plana, consistiendo en lo 
que llaman tierras altas y tierras bajas, siendo las pri-
meras muy apreciadas á consecuencia de su proximidad 
á los rios ó manantiales de agua. Alguno de los arroyos 
que existen allí, corren por en medio de bajíos amplios 
y hermosos, cubiertos con bosques de encino, pino, pi-
nabete y sabinos ó abetos; en cualquier punió del Can-
tón se encuentran aguajes, rios y arroyos, que no distan 
dos leguas uno de otro. Los climas distintos de que go-
zan presentan el terreno propio para varios cultivos, y 
los rios que lo limitan, as! como el de San Juan que lo 
atraviesa de S. á N., lo hacen á propósito además para 
establecer industrias de mucho porvenir. 

En el Cantón "Andrés del Rio" 44 
Esos terrenos están bajo las zonas 1? y 2a del plano corres-

pondiente: su configuración topográfica los hace conte-
ner diversos climas, desde los cálidos hasta los fríos, 
presentándolos á propósito para todos los cultivos, aun 
los más nobles. En las serranías se encuentran el pino 
y el encino en abundancia y de buena clase, así como 
otras maderas de estimación, siendo el terreno acci-
dentado en su mayor parte; pero hay muchas planicies 
cubiertas de vegetación. Abunda el agua dulce en la 
sierra, bien repartida, pudiendo en consecuencia culti-



varse muchos lugares, aprovechando gran cantidad de 
arroyos que hay diseminados; pero las siembras están 
más bien sujetas á temporal. El rio de Batopilas corre 
al S. 0 . de las zonas 2? y 3? 

En el Cantón "Meoqui" G69.189 
Esta superficie se encierra bajo las zonas B y G del plano 

relativo, y está compuesta, conforme al mismo, de lla-
nuras y sierras, encontrándose varios arroyes, y hácia el 
O. los rios Conchos y San Pedro, que la presentan pro-
pia para la ganadería. 

En el Cantón "Aldama" 168,COG 
Estos terrenos están comprendidos en las zonas 1 y 3" del 

plano relativo, y se componen de terrenos propios para 
la agricultura; especialmente los bajes y les que están 
en las serranías pueden aprovecharse para los ganados, 
para lo cual se hace necesario abrir norias para obtener 
agua en la zona I a , pues en la 3a existen algunos agua-
jes y una larga extensión de rio. Las sierras abundan 
en maderas y pastos, encontrándose también en algunas 
partes el nogal. Esos terrenos no están distantes de los 
puntos poblados. Una de las sierras tiene por limito el 
rio Conchos. 

En el "Cantón Camargo" 398,569 
Esta superficie está representada en el plano per las zenas 

marcadas con las letras B y C, compuesta de montañas 
cubiertas de pinos y llanuras en que el agua está próxi-
ma á la superficie, abundando pastos de diversas cali-
dades, principalmente el que se conoce con el nombre 
de "Grama." Existen allí los terrenos que se ccmide-
ran de les mejores en el Cantón, inmediatos unes á "Las 
Mesteñas," y otros á la parte poblada; hay bastantes 
aguajes y pequeñas lagunas, pudiendo aumentar de va-
lor á muy poco costo, para formar ricas propiedades. 
Los rios "Conchos," "Del Parral," y "Florido," corren 
al O. de la zona C. 

En el Cantón "Jiménez" 735,367 
En las zonas B y C del plano correspondiente se cncu:n-

tra dicha superficie. La I a comprende toda la extensión 
de las sierras "Planchada" y "Mojada," ccn sus bajíos 
al O. y E. de ellas: es escasa de maderas, y su bajío en-
tre la sierra del Diablo y la Mojada, ofrece una grande 
extensión cubierta de maguey, que constituye su prin-
cipal riqueza. Abundan los pastos y escasean los agua-
jes, aunque sin embargo puede destinarse á la cría de 
ganados, pues son susceptibles de mejorarse con repre-
sas de agua. La fracción C I a tiene algunos aguajes al 
O., y el Bolson de los Lipanes buenos pastos en su gran-
de extensión, para ganadería; encontrándose también el 
pino, el encino y el nogal, y los terrenos representan 
más valor estimativo por hallarse próximos á poblacio-
nes. En la mesa conocida con el nombre de "Milagro" 
hay muy buenos pastos y aguajes, lo mismo que algu-
nos terrenos para siembras. 

En el Cantón "Degollado" 
Este terreno está dentro de las zonas I a , 2a, 4a y G:' del pla-

no, constando de llanuras y lomas ondulcsas, cubiertas 
con zacate de buena clase, propias para cría de ganado. 
Hay en ellas el árbol Táscate (Cedro). 

En Metlaltoyuca, Municipalidad de Pantepec, del Distrito de 
Huauchinango, del Estado de Puebla 

Esta región está compuesta de serranías boscosas en cuya 
cumbre hay una planicie de 12 kilómetros de longitud 
por tres de latitud, llamada "Mesa de Coroneles" el cli-
ma es benigno, teniendo una temperatura máxima de 
27°, y mínima de 14° centígrados. Les bosques se for-
man por abundantes árboles de maderas preciosas en 
su mayor parte, como rosa, caoba, moral, zapote, chijol, 
y unas cuarenta más, todas muy útiles para construccio-
nes y para muchos ramos de la industria. También se 
encuentran los palos de hule y chicle, que constituyen 
uno de los mejores ramos de riqueza de aquel suelo. 
Practicando desmontes pueden quedar abiertos muchcs 
terrenos para el cultivo de algodon, café, caña de azúcar 
y otra variedad de productos nobles. 



En la superficie de la tierra escasea el agua, excepto en los 
lugares próximos al rio de Túxpam que corre por algu-
no de los limites del terreno; pero es fácil obtenerla por 
medio de pozos ó represas aparte de la que corre por los 
arroyos durante seis meses del año. 

El terreno empasta superabundantemente, produciendo pas-
tos de la mejor calidad. 

San Luis Potosí. En el Partido de "Guadalcázar" 2,010 
Ese terreno es montañoso y con lomas más ó ménos tendi-

das. En la parte alta de la sierra hay bastante madera, 
predominando el encino, y toda la superficie se cubre 
bien de pasto, presentándose á propósito para criadero 
de cualquiera clase de ganado. 

También pueden abrirse algunas labores en las partes bajas 
para siembras de maíz de temporal. 

Estado de Chihuahua. En el Cantón "Bravos" 52,668 
Los constituyen terrenos con montañas y llanuras en que 

hay pocos árboles y muchos pastos, suficientes para des-
tinarlos á la cría de ganados, para lo cual hay facilidad 
de abrir norias y formar represas, lo mismo que en to-
dos los terrenos de dicho Estado. 

Guerrero. En la Hacienda de San Márcos situada en el Dis-
trito de Tabares, propiedad del Gobierno 194,498 

Los terrenos se componen de extensas llanuras y montañas 
cubiertas de pinos, encontrándose en los bajíos y caña-
das la caoba, el roble y otras maderas. En el cerro del 
Encinal hay abundancia de encino. 

Las tierras mejores para la agricultura están entre la costa, 
los rios Nexpa y Papagayo, y una línea paralela á la 
misma costa, pasando como á 3 ó 4 leguas de ellas, sien-
do preferibles las superficies que se hallan á las márge-
nes de esos rios, y el "Chacalapa" está intermedio. Los 
demás son lomeríos de muy buen pasto, de superficie 
arable, que pueden utilizarse como tierra de temporal, 
no habiendo gran dificultad para los regadíos, á efecto 
de remediar las escaseces de agua que se hacen sentir, 
especialmente en los últimos meses del año de seca. En 

la sierra es más abundante el agua, y en todo el terreno 
de la hacienda llueve mucho en la época oportuna. 

Los productos principales del suelo son: el maíz, el frijol y 
arroz en la parte alta, así como el algodon en los luga-
res cerca de la costa; pero el ramo esencial en la actua-
lidad lo forman las salinas inmediatas al mar. 

En los Estados de Morelos y Guerrero (Estancia de Micha-

Pa) 
Los terrenos están compuestos de extensas llanuras muy 

fértiles, que sólo se riegan con el temporal de lluvias, y 
actualmente producen abundantes cosechas del maíz que 
abastece al Mineral de Tasco; y si se lleva á cabo una 
obra proyectada para regarlos, se cultivará el arroz, la 
caña de azúcar y otras producciones de mucha impor-
tancia. Las montañas que limitan los valles tienen poca 
vegetación, y la temperatura de la localidad que se des-
cribe es de 28° á 30°. 

Una sola de esas llanuras agrícolas mide 8 sitios de ganado 
mayor; mas como se ha dicho, carece de agua, porque 
las corrientes que existen en los terrenos están á tal 
profundidad, que no pueden utilizarse absolutamente. 

México, Octubre 16 de 1885.—El jefe de la Sección, Eugenio Cha-

vero. 

DOCUMENTO NUM. 10. 

NOTICIA detallada de los contratos que lia celebrado esta Secretaría 
para el deslinde y colonizacion de terrenos baldíos, no comprendidos 
en contrato alguno de deslinde, ni designados por las Compañías des« 
lindadoras, y además los huecos y demasías que las mismas Compa-
ñías hayan dejado de deslindar. 

En 11 de Julio de 1884 se contrató con los CC. Antonio Azún-
J solo y Comp. el deslinde y colonizacion de terrenos baldíos en 
i los Estados de Durango y Chihuahua, con inclusión de huecos y 
Í demasías, de aquellas superficies que no hubieren sido compren-
S didas en contrato alguno, ni designadas ó deslindadas por las Com-

H e o t a r a s . 

43,890 



pañíos—Inserto en el número 37 del Diario Oficial correspon-
diente al dia 12 de Agosto de 1884. 

/ En dia 10 de Febrero de 1885 se contrató con el C. Luis Gar-
cía Teruel el deslinde de terrenos baldíos en los Estados de Pue-
bla, Tlaxcala, Michoacan y San Luis Potosí, con inclusión de les 
huecos y demasías de aquellas superficies que no hubiesen sido 
comprendidas en contrato alguno de deslinde, ni deslindadas ó 
designadas por las Compañías.—Inserto en el número 47 del Dia-
rio Oficial correspondiente al 24 de Febrero de 1885. 

El 19 de Mayo de 1885 se contrató con los CC. Demetrio Salazar 
y Encarnación Dávila, el deslinde de terrenos baldíos en el Esta-
do de Coahuila, con inclusión de los huecos y demasías de aque-
llas superficies que no hubiesen sido comprendidas en contrato 
alguno, ni designadas ó deslindadas por las Cempañías.—Inserto 
en el número 135 del Diario Oficial correspondiente al dia 6 de 

v Junio de 1885. 

En 14 de Agosto de 1885 se contrató con el C. Fernando Cal-
derón el deslinde de terrenos baldíos en el Estado de Zacatecas, 
con inclusión de los huecos y demasías de aquellas superficies 
que no hubiesen sido comprendidas en contrato alguno, ni desig-
nadas ó deslindadas por las Compañías—Inserto en el número 
204 del Diario Oficial correspondiente al dia 26 de Agosto de 
1885. 

En 23 de Setiembre de 1885 se contrató con el C. Rosendo Pine-
da, el deslinde de ter renos baldíos en el Estado de Chiapas, con 
inclusión de los huecos y demasías de aquellas superficies que no 
hubiesen sido comprendidas en contrato alguno, ni designadas ó 
deslindadas por las Compañías.—Inserto en el número 239 del 

v Diario Oficial correspondiente al 6 de Octubre de 1885. 

El 28 do Setiembre do 1885 se contrató con los Sres. Eduardo m 
S Valdés y Comp. el deslinde de terrenos baldíos en los Estados 

^ de Sonora y Sinaloa, con inclusión de los huecos y demasías de 
£ aquellas superficies que no hubiesen sido comprendidas en con-

^ trato alguno, ni designadas ó deslindadas por las Compañías.— 
' g Inserto en el número 241 del Diario Oficial correspondiente al dia 
o 8 de Octubre de 1885. 

México, Octubre 16 de 1885.—El Jefe de la Sección 1?, Euge-
nio Chavero. 

DOCUMENTO NUM. 11. 

COPIAS AUTORIZADAS DE LOS OCURSOS EN QUE LOS MISMOS P R O P I E T A R I O S 

DENUNCIAN LAS DEMASÍAS QUE ESTAN POSEYENDO. 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio.—Méxi-
co.—Sección 1*—Las estampillas correspondientes canceladas debida-
mente.—Antonio Azúnsolo, mayor de edad, propietario, vecino de Chi-
huahua y temporalmente en esta capital, ante vd. con el respeto debido 
comparezco y digo: Los terrenos de San Blas y San Bernardo, perte-
necientes en su primitivo origen al dueño de la Hacienda de Rio Flo-
rido, pasaron por derecho hereditario á D. Ramiro Baqués, quien por 
sí y á nombre de sus coherederos los vendió á D. Ramón Mercado, 
despues de haber sostenido con buen resultado la defensa que hizo con-
tra el denuncio de baldíos ejecutado en los mismos terrenos por D. 
Mariano Gavaldon, dándose con esto el testimonio de que hasta ese 
momento la posesion fué quieta, pacífica y legalmente adquirida. 

Esa propiedad, como los demás bienes de D. Ramón Mercado, pasa-
ron por sucesión hereditaria á la esposa de éste, D* Dolores Gavaldon, 
y de ella á las distintas personas de quienes acabo de adquirir á título 
de venta, la mayor parte de esos terrenos, según lo acreditan algunos 
de los recados que acompaño. 

Dosde el momento en que me hice dueño de los terrenos á que me 
refiero, pretendí, para consolidar mis dsreshos, adquirir títulos primor-
diales de la finca; pero todas mis pesquisas hechas con la mayor soli-



pañías.— Inserto en el número 37 del Diario Oficial correspon-
diente al dia 12 de Agosto de 1884. 

/ En dia 10 de Febrero de 1885 se contrató con el C. Luis Gar-
cía Teruel el deslinde de terrenos baldíos en los Estados de Pue-
bla, Tlaxcala, Michoacan y San Luis Potosí, con inclusión de les 
huecos y demasías de aquellas superficies que no hubiesen sido 
comprendidas en contrato alguno de deslinde, ni deslindadas ó 
designadas por las Compañías.—Inserto en el número 47 del Dia-
rio Oficial correspondiente al 24 de Febrero de 1885. 

El 19 de Mayo de 1885 se contrató con los CC. Demetrio Salazar 
y Encarnación Dávila, el deslinde de terrenos baldíos en el Esta-
do de Coahuila, con inclusión de los huecos y demasías de aque-
llas superficies que no hubiesen sido comprendidas en contrato 
alguno, ni designadas ó deslindadas por las Cempañías.—Inserto 
en el número 135 del Diario Oficial correspondiente al dia 6 de 

v Junio de 1885. 

En 14 de Agosto de 1885 se contrató con el C. Fernando Cal-
derón el deslinde de terrenos baldíos en el Estado de Zacatecas, 
con inclusión de los huecos y demasías de aquellas superficies 
que no hubiesen sido comprendidas en contrato alguno, ni desig-
nadas ó deslindadas por las Compañías.—Inserto en el número 
204 del Diario Oficial correspondiente al dia 26 de Agosto de 
1885. 

En 23 de Setiembre de 1885 se contrató con el C. Rosendo Pine-
da, el deslinde de ter renos baldíos en el Estado de Chiapas, con 
inclusión de los huecos y demasías de aquellas superficies que no 
hubiesen sido comprendidas en contrato alguno, ni designadas ó 
deslindadas por las Compañías.—Inserto en el número 239 del 

v Diario Oficial correspondiente al 6 de Octubre de 1885. 

El 28 do Setiembre do 1885 se contrató con los Sres. Eduardo m 
S Valdés y Comp. el deslinde de terrenos baldíos en los Estados 

^ de Sonora y Sinaloa, con inclusión de los huecos y demasías de 
£ aquellas superficies que no hubiesen sido comprendidas en con-

^ trato alguno, ni designadas ó deslindadas por las Compañías.— 
' g Inserto en el número 241 del Diario Oficial correspondiente al dia 
o 8 de Octubre de 1885. 

México, Octubre 16 de 1885.—El Jefe de la Sección 1?, Euge-
nio Chavero. 

DOCUMENTO NUM. 11. 

COPIAS AUTORIZADAS DE LOS OCURSOS EN QUE LOS MISMOS P R O P I E T A R I O S 

DENUNCIAN LAS DEMASÍAS QUE ESTAN POSEYENDO. 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio.—Méxi-
co.—Sección l!1—Las estampillas correspondientes canceladas debida-
mente.—Antonio Azúnsolo, mayor de edad, propietario, vecino de Chi-
huahua y temporalmente en esta capital, ante vd. con el respeto debido 
comparezco y digo: Los terrenos de San Blas y San Bernardo, perte-
necientes en su primitivo origen al dueño de la Hacienda de Rio Flo-
rido, pasaron por derecho hereditario á D. Ramiro Baqués, quien por 
sí y á nombre de sus coherederos los vendió á D. Ramón Mercado, 
despues de haber sostenido con buen resultado la defensa que hizo con-
tra el denuncio de baldíos ejecutado en los mismos terrenos por D. 
Mariano Gavaldon, dándose con esto el testimonio de que hasta ese 
momento la posesion fué quieta, pacífica y legalmente adquirida. 

Esa propiedad, como los demás bienes de D. Ramón Mercado, pasa-
ron por sucesión hereditaria á la esposa de éste, D* Dolores Gavaldcn, 
y de ella á las distintas personas de quienes acabo de adquirir á título 
de venta, la mayor parte de esos terrenos, según lo acreditan algunos 
de los recados que acompaño. 

Dosde el momento en que me hice dueño de los terrenos á que me 
refiero, pretendí, para consolidar mis dsreshos, adquirir títulos primor-
diales de la finca; pero todas mis pesquisas hechas con la mayor soli-



citud y empeño, fueron inútiles, pues se acredita que aquellos no existen 
en ningún archivo; sin embargo, está comprobada su existencia por el 
acuerdo de la Legislatura del Estado de Chihuahua fecha 19 de Agosto 
de 1833, en el que se declara, que despues del exámen de los docu-
mentos respectivos, los terrenos de San Blas y San Bernardo con sus 
anexos, correspondían á la hacienda de Rio Florido, quedando por lo 
mismo sin ningún valor ni efecto, todas las providencias dictadas por 
la extinguida Junta de Almonedas, á propósito del denuncio de D. Ma-
riano Gavaldon, de que ántes he hecho referencia. 

Esta resolución justifica, en mi concepto, dos puntos de vital impor-
tancia en favor de San Blas y San Bernardo: primero, que tuvo títulos 
primordiales; y segundo, que éstos comprendían, y por lo mismo am-
paraban, todo lo que hoy se conoce por de esa propiedad según el des-
linde judicial practicado de entera conformidad con los colindantes y 
de acuerdo con el acordonamiento marcado por D. Ramiro Baqués, 
inmediatamente despues que obtuvo en su favor la resolución de la 
Legislatura. Esto se comprueba con el hecho digno de toda ocasion, 
de que desde entónces hasta la fecha presente, no han vuelto á ser in-
quietados los dueños de los expresados terrenos, ni por el denunciante, 
ni por alguna otra persona; lo cual está justificado con la información 
"ad perpetuara," que también obra entre los documentos que pre-
sento. 

No pudiendo, como he dicho, encontrar los títulos primordiales, 
quise obtener, cuando menos, el expediente que los suplia, puesto que 
los había tenido en consideración y á quien se refiere la resolución de 
la Legislatura; pero tampoco este expediente pudo encontrarse, como 
lo demuestra el certificado expedido por la Secretaría del Gobierno del 
Estado. 

A pesar de todo esto, la resolución ó decreto de que me ocupo, es, á 
mi juicio, clara, terminante, y por los términos precisos en que está 
concebida, equivale á una concienzuda declaración, y quizá también á 
la confirmación de los títulos de San Blas y San Bernardo, si se tiene 
en cuenta que la Legislatura en ese acto procedió en uso de las facul-
tades legales que en esa época tenian las Legislaturas de los Estados en 
materia de enajenación de baldíos, y aunque esto bastaría aun para 
subsanar cualquier defecto que hubieran podido tener los mencionados 
títulos, es mi deseo asegurar mi propiedad de una manera perfecta; y 
por lo mismo, á reserva de llenar las demás formalidades que sean 

necesarias conforme á derecho, á vd. suplico que despues del exámen 
de los documentos que acompaño en justificación de mis asertos, y con 
arreglo al decreto de 3 de Diciembre de 1855, se sirva declarar que el 
acuerdo ó resolución de la Legislatura del Estado de Chihuahua, que 
declaró que los terrenos de San Blas, San Bernardo y sus anexos no 
eran baldíos, es firme y valedera, y por lo mismo no necesita; confir-
mación alguna, y por lo que toca á los derechos de la Federación, está 
bien adquirida la expresada propiedad, bajo los linderos marcados en 
el último deslinde, según el plano adjunto. 

Protesto lo necesario, etc. 
México, Junio 30 de 1884.—Antonio Aaúnsolo.—Una rúbrica. 
Es copia del original que obra en el expediente respectivo en esta 

Secretaría. 
México, Octubre 16 de 1885.—El Jefe de la Sección 1?, Eugenio 

Chavero. 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio.—Mé-
xico.—Sección 1 *—Una estampilla debidamente cancelada.—Sr. Mi-
nistro de Fomento.—José María Falomir comparece ante vd. y respe-
tuosamente expone: que á consecuencia del deslinde que está practi-
cando una Compañía autorizada en el Cantón Rosales del Estado de 
Chihuahua, fué citado como colindante y dueño de la hacienda de 
Dolores, concurriendo á la cita un representante mió que exhibió los 
títulos respectivos que tengo la honra de acompañar. 

En virtud de la autorización que contiene ese documento, solicité 
del Juzgado de Distrito de Chihuahua, el año de 1881, el deslinde de 
mi finca, á fin de pagar al fisco el valor de los terrenos, y así se veri-
ficó por un perito con las formalidades legales. Mas considerándose 
perjudicados algunos colindantes, entablaron los respectivos juicios 
contradictorios que aun no terminan, y por cuya causa he pedido á la 
Secretaría del digno cargo de vd. que se libre al juez la correspondien-
te excitativa. 

La Compañía deslindadora del mencionado Cantón no creyó bastan-
te mi título, y dispuso que uno de sus ingenieros continuara midiendo 
terrenos comprendidos dentro de los linderos designados en aquel, de-
clarándolos baldíos, y una parte de ellos, de la propiedad de uno de 



los opositores, entre tos que figuran el apoderado de la Empresa, cuya 
conducta no lo hace aparecer imparcial. 

No puede ponerse en duda que la concesion otorgada por el Sr. Pre-
sidente Juárez, á favor "de los duefios de la hacienda de Dolores, para 
que adquieran, con preferencia á cualquier otro, los terrenos baldíos que 
hubiera dentro de los limites marcados en el título respectivo, debe 
respetarse, como se han respetado todas las de igual naturaleza, supues-
to que lleva en sí indisputables derechos de prelacion concedidos por 
un Gobierno legítimo, comprendiéndolo del mismo modo los subse-
cuentes, y por eso han cuidado de poner esa salvedad en todos los con-
tratos. Por consiguiente, la creencia de que mis derechos son nulos, es 
un acto arbitrario de la Empresa deslindadora, que se encamina, en rea-
lidad, sólo á proteger los intereses de un particular, que tiene una finca 
de campo lindando con la mia, y es socio de aquella, conculcando asi 
las leyes y saliéndose de los términos expresos de las autorizaciones 
que le otorgó la Secretaría del digno cargo de vd. 

Acompaño un certificado del ingeniero nombrado por el Juzgado de 
Distrito del Estado de Chihuahua, para hacer el deslinde y mensura 
de la hacienda de Dolores, ubicada en el Cantón de Aldama, suplican-
do á la Secretaría que, una vez tomada razón de él, se sirva devolvér-
melo, asi como los títulos de que hago mérito en el primer párrafo de 
este escrito. 

En ejercicio de mis derechos injustamente ultrajados, á vd. ocurro, 
señor Ministro, suplicándole respetuosamente se sirva manifestar á la 
Compañía concesionaria del Cantón Rosales, que la autorización que 
se le concedió es sin perjuicio de la concedida á mi favor con anterio-
ridad por el Sr. Presidente Juárez; absteniéndose en consecuencia, de 
pretender los terrenos para cuya adjudicación tengo derecho preferen-
te, y sin que esa resolución importe el desconocimiento de lo que con 
motivo de mi concesion se está ventilando ya en juicio. 

En ello recibiré estricta justicia.—México, Julio 16 de 188.5.—Jote 
María Falomir.—Una rúbrica. 

Otros! digo: Al mandar medir los terrenos expresados dentro de 
las extensiones marcadas en el título que me expidió el Sr. Juare?, por 
el ingeniero Merino, fué con el objeto de pagar al Gobierno el valor 
que correspondía á esos mismos terrenos; no lo he verificado hasta la 
fecha, porque se presentaron opositores, aunque sin título alguno, ante 
el Juzgado de Distrito donde se está ventilando el juicio respectivo; 

pero estoy dispuesto á pagar desde luego conforme á la medida que 
presento, los treinta y seis sitios que resultaron, pidiendo que se me 
expida el título, y quedando yo á las resultas del juicio que se sigue, 
y sin derecho de reclamar cosa alguna al Gobierno. 

En vista de las razones expuestas y de mi buena fe en este asunto, 
pido que se señale el precio de tercera clase, y que el pago se haga 
mitad en títulos de la deuda pública y mitad en dinero efectivo. 

Fecha utsupra.—Jote María Falomir— Una rúbrica. 
Es copia del original que obra en el expediente respectivo que exis-

te en esta Secretaría. 
México, Octubre 16 de 1885—El jefe de la Sección I a , Eugenio 

Chavero. 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio.—Méxi-
co.—Sección 1*—Una estampilla de cincuenta centavos cancelada de-
bidamente.— Cárlos Zuloaga, en representación del señor mi pa-
dre Don Pedro Zuloaga, ante vd. tengo la honra de exponer: que por 
título expedido en 15 de Setiembre de 1733, con todas las solemnida-
des legales, y el cual presentaré á ese Ministerio tan pronto como sea 
necesario, es dueño el señor mi padre de una hacienda nombrada "Ca-
talina de Villela," situada en los Cantones de Abasolo y Guerrero, del 
Estado de Chihuahua, la cual han poseído hasta hoy sus antecesores y 
el señor mi padre sin obstáculo de ninguna clase. 

Para dar al dueño primitivo la posesion y propiedad de ese terreno, 
estimado en aquella época en nueve sitios de ganado mayor, cuatro de 
menor y tres caballerías, la autoridad competente hizo uso de les me-
dios imperfectos de que entonces pedia disponerse, resultando una lí-
nea de circunvalación que, aunque bien descrita y detallada, en los 
títulos á que me refiero, abarca una extensión bastante mayor que aque-
lla que fijan, de una manera concreta, dichos títulos. 

Descoso de subsanar semejante irregularidad, y en cumplimiento de 
las disposiciones vigentes, denuncio esta excedencia ante la autoridad 
de vd., á fin de disfrutar la rebaja del precio de tarifa que me concede 
la ley de 20 de Julio de 1863 en su art. 5o, puesto que tengo el título 
traslativo de dominio que exige dicho artículo, y no me hallo en el caso 
de denuncio anterior á que el art. 8? de la misma ley se contrae. No 
teniendo por otra parte intención de hacer uso de los plazos que dicha 



ley me concede, sino el propósito de pagar al contado en efectivo y bo-
nos, el importe de la liquidación que á mi cargo resulte, creo que no 
habrá inconveniente en que se haga al señor mi padre esta concesion. 

Pido á vd., pues, que se tenga al señor mi padre como denunciante 
de las demasías comprendidas en los linderos de "Catalina de Villela," 
que según los títulos son los siguientes: 

Norte.—Hacienda de Santa Clara. 
Sur.—Tierras de Rubio y la Quemada. 
Este.—Hacienda de Malanoche. 
Oeste.—Rancho del Picacho y Mineral de Aranzazú. 

Que para agregar al título comprensivo de nueve sitios de ganado 
mayor, cuatro de menor y tres caballerías, sin perjuicio de tercero, nue-
vo título por treinta sitios más, ubicados dentro de dichos linderos, se 
me dé, previo el pago correspondiente á la Tesorería general, de su 
valor, conforme á la actual tarifa de tercera, por ser terrenos pastales 
y serranías enteramente áridas, y mediante la rebaja concedida por el 
art. 5o de la ley de 20 de Julio de 1863. Que se me den seis meses de 
plazo para medir y deslindar exactamente, y con todos los requisitos 
legales, dicha hacienda, conforme á sus títulos, comprometiéndose el 
señor mi padre á pagar cualquiera excedencia que resultare, al mismo 
tiempo y en la misma forma que ahora lo hago con los treinta sitios, 
y á enviar al Ministerio de su digno cargo el expediente y plano res-
pectivos de esta operacion, para que por las demasías que puedan re-
sultar, además de los nueve sitios para ganado mayor, cuatro de menor 
y tres caballerías, y los treinta sitios ya explicados, se le expida el tí-
tulo final si en efecto resultaren; y si no, se entienda como donativo 
á la Federación cualquier suma que se haya pagado de más. 

Me permito l lamar la atención de vd. sobre estar conforme con esta 
operacion la Compañía deslindadora Jesús E. Valenzuela y socios. 

Es justicia que solicito. 
México, Agosto 19 de 1885.—Cárlos Zuloaga.—Una rúbrica. 

Es copia del original que obra en el expediente respectivo en esta 
Sacretaria. México, Octubre 16 de 1885.—El Jefe de la Sección 1?, Eu-
genio Chavero. 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio.—Méxi-
co.—Sección 1 ?•—Una estampilla cancelada debidamente.—C. Ministro 
de Fomento.—Luis Terrazas, vecino de Chihuahua y accidentalmente 
en esta capital, ante vd. tengo la honra de exponer: que por las escri-
turas presentadas al Ministerio de su digno cargo, las cuales datan de 
1720, la propiedad de la hacienda de San Miguel, ubicada en los can-
iones de Galeana y Degollado del Estado de Chihuahua, se ha ido 
trasmitiendo legalmente hasta llegar al exponente: que la superficie 
determinada en su principio por los títulos primordiales, fué de diez á 
doce sitios de ganado mayor; pero la inexactitud de las medidas agra-
rias, el estado rudimentario de los conocimientos geodésicos y la ca-
rencia de instrumentos apropiados á este género de operaciones, mo-
tivaron un señalamiento de linderos dentro del cual se comprende una 
área mucho mayor que la que dichos títulos señalan: y aunque es opi-
nion de abogados notables, que el título primordial de mi hacienda de 
San Miguel fué extendido "ad-corpus," y perfeccionada esta interpre-
tación jurídica con la resolución de la Intendencia de Durango en el 
año de 1823, y posesion judicial de 1824; pero deseando alejar dudas 
y tener un título indisputable, me he resuelto á denunciar las dema-
sías que resulten en dicha hacienda, en la forma que á continuación 
expreso y dentro de los siguientes linderos: 

Norte.—Ruinas del extinguido pueblo de los indios conchos, inme-
diato al lindero de la estancia ó hacienda de San Diego, hoy propiedad 
del Sr. Domingo Leguinazábal. 

Sur.—Una recta de Oriente á Poniente, tocando la mojonera N. O. 
del rancho conocido por "Lo de Chavez," hoy perteneciente á D. Re-
yes Orozco, y á continuación de esta recta, una línea convencional de 
acuerdo con la Compañía deslindadora J. E. Valenzuela y socios, se-
gún consta en el plano que acompaño. 

Oriente.—Vertientes de la Sierra de San Joaquín desde el lindero 
de San Diego hasta el rancho de "Lo de Chavez." 

Poniente.—Las alturas de la Sierra Madre ó sea la línea occidental 

de la 6? zona del plano presentado por la referida Compañía deslin-

dadora. 
Habiendo devuelto esta Compañía al Gobierno veintiún sitios de 

"terrenos situados en la parte Sur de la zona quinta del Cantón Dego-
llado, por reclamarlos el exponente como de su propiedad, estando 
como en efecto están comprendidos dentro de dichos linderos, pido se 



tengan los referidos veintiún sitios por excedencia de la hacienda de 
San Miguel. 

En atención á no haber tenido á la vista los títulos de dicha finca, 
la Compañía Jesús E. Valenzuela y socios, señaló como terreno baldío 
el marcado en el plano respectivo con el nombre de zona 6" del Can-
tón Degollado, siendo así que ese terreno es el mismo comprendido 
dentro de los puntos señalados como linderos de la hacienda de San. 
Miguel en 1824. 

La superficie comprendida dentro de esos linderos, incluyendo los 
veintiún sitios devueltos por la Compañía Valenzuela, es, según las 
medidas practicadas sobre el plano de la misma Compañía, de 
318,982.-7-¿ hectaras, de las cuales, deduciendo 21,067.** hectaras co-
rrespondientes al título primordial, quedan 297,915.^- hectaras de 
exceso, poseidas por mis antecesores y por mí desde tiempo inmemo-
rial, con más alguna diferencia que pueda resultar en el lindero Norte 
al levantar el mapa exacto de aquella finca. De todas estas demasías 
me constituyo denunciante para que se me conceda la rebaja señalada 
en el art. 5? de la ley de 22 de Julio de 1863, aplicándoseme la cuota 
de 3* clase de la tarifa actual de terrenos baldíos, por ser terrenos fra-
gosos y serranías invadidas con frecuencia por los indios bárbaros: que 
con arreglo al art. 4o de la misma ley, se me permita hacer desde lue-
go el entero de la tercera parte en bonos de la deuda nacional, y el 
pago de las otras dos terceras partes dentro de los plazos que señala el 
propio artículo de la ley citada, bien en numerario ó bien en los bonos 
á que se refiere la ley de 22 de Junio de 1885, para el pago de terre-
nos baldíos, dejándoseme la elección, asi como la libertad de cubrir 
mis compromisos ántes del vencimiento, si así me conviniere. 

A reserva de levantar con todos los requisitos legales un plano más 
detallado para que se haga la final liquidación, y se me cobre bajo es-
tas mismas condiciones, la diferencia que en hectaras resulte, se me 
autorice como determinación del perímetro de la hacienda de San Mi-
guel, previa la composicion que ahora efectúo con el Supremo Gobier-
no, el que tengo la honra de presentar calcado exactamente sobre el 
plano enviado al Ministerio de Fomento por la Compañía Jesús E. Va-
lenzuela y socios, y que ya obtuvo la aprobación de la superioridad; 
A vd., Ciudadano Ministro, suplico se sirva recabar la aprobación del 
Ciudadano Presidente, y resolver de conformidad con mi solicitud, por 
ser de justicia. 

Protesto lo necesario.—México, Setiembre 5 de 1885.—Luis Terra-
zas.—Una rúbrica. 

Es copia del original que obra en el expediente respectivo en esta 
Secretaría. 

México, Octubre 16 de 1885.—El jefe de la Sección 1?, Eugenio 
Chavero. 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio.—Méxi-
co.—Sección 1?—Una estampilla de cincuenta centavos debidamente 
cancelada.—C. Secretario de Fomento.—Juan S. Hart, como apodera-
do general de la Negociación de Corralitos, Estado de Chihuahua, 
C uiton Galeana, y cuyos poderes si necesario fuere protesto presentar, 
ante vd. comparezco y expongo: que en Julio del año de 1879, la Com-
pañía que represento compró al Sr. D. Ramón Lujan el terreno que 
so reconocía por de él, en extensión de ciento cincuenta leguas cua-
dradas, y cuya posesion se comprobaba con unas informaciones " a d -
perpetuam," donde se mencionaban "El Picacho del Carcay," "El Ce-
rro del Gavilan," "Lomita Blanca," "El Cerro de la Corona," "El 
Arroyo de los Ocotillos," "La Mojonera de la Estancia," "El Picacho 
Colorado," "Mojonera de las Trincheras," "Sierra de la Campana," 
"Falda de la Escondida," "Tres Alamos" y "Sierra del Pajarito." 

Estos puntos todos han sido respetados y reconocidos por todos los 

colindantes. 
Ahora bien; al medir la Compañía deslindadora de terrenos baldíos, 

Ignacio Gómez del Campo y socios, se respetaron también por ella los 
mojones mencionados, y resultó que la superficie comprendida en la 
periferia de estos puntos, es de ciento sesenta y ccho sitios de ganado 
mayor, y como al examinar los títulos primordiales no hay una posi-
tiva certeza de que se cubra por completo la superficie, deseando ad-
quirir la Compañía de Corralitos un título indisputable dé la propiedad; 
por el presente hago formal denuncia á nombre de la citada Compañía, 
de las demasías que hay en dicha propiedad, en número de ciento cua-
renta y nueve sitios, que hasta ahora aparecen no estar cubiertos. 

A reserva de presentar todos los documentos relativos que acreditan 
la posesion de estos linderos, para la composicion que pretendo, á vd., 
C. Secretario, suplico se sirva considerarme como denunciante de las 
demasías aludidas, as! como que los terrenos que se trata de compo-



ner, son de la tercera clase por su escasez de agua, y ser también de-
siertos muy frecuentados por los bárbaros. 

Acompaño un mapa del terreno marcado con tinta roja, en el cual 
constan también los fijamientos de los mojones naturales que determi-
nan la propiedad. 

Por lo expuesto, á vd., C. Secretario, pido y suplico se sirva acceder 
á mi solicitud, en lo cual recibiré justicia que protesto con lo necesa-
rio, etc. 

México, Octubre 2 de 1885 .—Juan S. Hart.—Una rúbrica. 
Es copia del original que existe en el expediente respectivo en esta 

Secretaría. 
México, Octubre 16 de 1885.—El Jefe de la Sección 1 Eugenio 

Chavero. 

DOCUMENTO NUM. 12. 

CONTRATO DE C O M P R A - V E N T A DE T E R R E N O S NACIONALES 

Y COLONIZACION. 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—Sección I a 

COiNTRATO 

Celebrado entre el General Carlos Pacheco, Secretario de Fomento, en 

representación del Ejecutivo de la Union, y el Sr. Luis García Te-

ruel, para la compra-venta de terrenos nacionales y colonizacion de 

los mismos. 

Art. Io El Gobierno vende al Sr. Luis García Teruel, y éste compra, 
setecientas doce mil trescientas hectaras de terrenos nacionales proce-
dentes de los baldíos que se han deslindado en el Estado de Chihua-

hua, Cantón Galeana, en las zonas marcadas en el plano respectivo ba-
jo los números uno y tres, de la manera siguiente: 

Toda la zona número uno, que contiene quinientas cuarenta y nue-
ve mil doscientas cincuenta y seis hectaras, y el resto hasta el comple-
to de la cantidad total, en la zona tercera en los terrenos que lindan 
con los marcados en el mismo plano como pertenecientes al Sr. Zuloa-
ga, por ambos lados de éstos, á razón de sesenta y cinco centavos la 
hectara. 

Art. 2° El Sr. Luis García Teruel pagará la cantidad de cuatrocien-
tos sesenta y dos mil novecientos noventa y cinco pesos, importe de di-
chos terrenos, de la manera siguiente: 

Orden por subvención de ferrocarriles $ 97,500 00 
Créditos del Banco (cuarta categoría).. 100,000 00 
Créditos por contrato de aisladores y espigas 

para telégrafo 33,300 00 
Importe de conservación y vigilancia de telégra-

fos, el saldo que resulte al hacerse la liquida-
ción hasta el 31 del presente. 

En papel de la Deuda Pública reconocida por la 
ley de 14 de Junio de 1883, ciento setenta y 
tres mil pesos, ó la diferencia que resulte al 
hacerse la liquidación hasta el saldo de la 
cantidad total 173,000 00 

Total que deben arrojar todas estas 
cantidades 8 462,995 00 

Art. 3o. El título de dichos terrenos será expedido al Sr. Luis Gar-
cía Teruel tan luego como presente á la Secretaría de Fomento el cer-
tificado de entero de dichos valores, otorgado por la Tesorería general, 
librándose desde luego la orden de posesion respectiva. 

Art. 4! El Sr. Luis García Teruel se obliga á establecer colonos, en 
la proporcion, por lo ménos, de uno por cada dos mil quinientas hec-
taras, en el lugar ó lugares que juzgue más convenientes, de la propie-
dad nacional que compra. 

Art. 5° Dichos colonos quedarán establecidos dentro del término de 
cinco años, contados desde la fecha de la publicación de este Contrato, 
lo cual se verificará al expedirse el título de los terrenos. 

I n f o r m e . — 7 



Art. 6! Si dentro del término indicado en el artículo anterior, no 
hubiere colocado el Sr. Luis García Teruel el total de colonos que co-
rresponda, pagará al Gobierno por via de multa, por cada uno de los 
colonos que falte para completar dicho total, la cantidad de cien pesos, 
que enterará en bonos de la Deuda Pública. 

Art. 7? Conforme vaya estableciendo los colonos el Sr. Luis García 
Teruel, lo comprobará ante la Secretaría de Fomento con la certifica-
ción del Gobernador ó Juez de Distrito del Estado de Chihuahua, en 
cuya comprobacion constará la fecha del establecimiento de cada colono. 

Estas comprobaciones reducirán las responsabilidades del Sr. Luis 
García Teruel en la proporcion del establecimiento de los colonos. 

Art. 8° El Sr. Luis García Teruel pactará libremente con los co-
lonos las estipulaciones respectivas. 

Art. 9? Los colonos mexicanos ó extranjeros que se establezcan en 
virtud de este Contrato, gozarán de las franquicias y exenciones que 
les concede la ley, previa petición que en cada caso dirijan al Gobierno. 

Art. 10. El Sr. Luis García Teruel manifestará á la Secretaría de 
Fomento, dentro del término de seis meses contados desde la fecha de 
la publicación de este Contrato, el lugar ó lugares que señale para el 
establecimiento de los colonos y extensión en conjunto que les destine, 
quedando en la más absoluta libertad para disponer del resto de la 
propiedad que compra. 

Art. 11. Los títulos de los terrenos se expedirán por el total ó por 
varias fracciones de los mismos, según convenga al comprador. 

A R T I C U L O T R A N S I T O R I O . 

El valor de los timbres que cause este Contrato, así como el de los 
títulos de los terrenos, se descontarán por la Tesorería general de las 
cantidades que arroje á favor del Sr. Luis García Teruel la liquidación 
que forme la misma Tesorería. 

México, Agosto veintiocho de mil ochocientos ochenta y cinco — 
Cárlos Pacheco.—L. Garda Teruel. 

DOCUMENTO NUM. IB. 

CONTRATO DE COMPRA-VENTA DE T E R R E N O S NACIONALES Y COLONIZACION. 

Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio de la 
República Mexicana.—Sección 1.a 

CONTRATO 

Celebrado entre el General Cárlos Pacheco, Secretario de Fomento, en 
representación del Ejecutivo de la Union, y el Sr. Mariano García, 
para la compra-venta de terrenos nacionales y colonizacion de los 
mismos. 

Art. l.° El Gobierno vende al Sr. Mariano García, y éste compra, 
trescientas noventa y cinco mil trescientas setenta y dos hectaras de 
terrenos nacionales procedentes de los baldíos que se han deslindado 
en el Estado de Chihuahua, Cantón Degollado, en las zonas marcadas 
en el plano respectivo bajo los números l ." y 2.a de la 4.a (anexa á la 
primera del mismo Cantón), á razón de 65 centavos la hectara. 

Art. 2.° El Sr. Mariano García pagará la cantidad de $256,991 80 
centavos, importe de dichos terrenos, de la manera siguiente: 

Un vale de la Tesorería General de la Federa-
ción, núm. 137,635, á cargo del Banco Na-
cional $12,620 82 

Un vale de la Tesorería General de la Federa-
ción, núm. 123,703, á cargo de la Aduana de 
Tampico 6,307 98 

Entrega de vestuario en los almacenes genera-
les del Ejército el 24 de Diciembre del año 
próximo pasado 10,268 12 

Importe de forrajes ministrados al departamen-
to hípico 619 47 

Guatro vales de la Tesorería General de la Fe-
deración á cargo de la misma, por $16,250 
cada uno 65,000 00 

Importe de conservación y vigilancia de telé-



grafos, desde 1.° de Febrero hasta 31 del ac-
tual 97,462 63 

En papel de la deuda pública, reconocida por la 
ley de 14 de Junio de 1883, 864,712 78 cen-
tavos, ó la diferencia que resulte al hacerse 
la liquidación hasta el saldo de la cantidad 
total 64,712 78 

Art. 3." El título de dichos terrenos será expedido al Sr. Mariano 
García tan luego como presente á la Secretaría de Fomento el certifi-
cado de entero de dichos valores, expedido por la Tesorería General, 
librándose desde luego la orden de posesión respectiva. 

Art. 4." El Sr. Mariano García se obliga á establecer colonos en la 
proporcion, por lo ménos, de uno por cada dos mil quinientas hecta-
ras, en el lugar ó lugares que juzgue más convenientes de la propie-
dad nacional que compra. 

Art. 5.° Dichos colonos quedarán establecidos dentro del término 
de cinco años, contados desde la fecha de la publicación de este Con-
trato, lo cual se verificará al expedirse el título de los terrenos. 

Art. 6.° Si dentro del término indicado en el artículo anterior, no 
hubiere colocado el Sr. Mariano García el total de colonos que corres-
ponda, pagará al Gobierno, por via de multa, por cada uno de los co-
lonos que falte para completar el total, la cantidad de cien pesos, que 
enterará en bonos de la deuda pública. 

Art. 7.° Conforme vaya estableciendo los colonos el Sr. Mariano 
García, lo comprobará ante la Secretaría de Fomento, con la certifica-
ción del Gobernador ó Juez de Distrito del Estado de Chihuahua, en 
cuya comprobacion constará la fecha del establecimiento de cada co-
lono. 

Estas comprobaciones reducirán las responsabilidades del Sr. Ma-
riano García, en la proporcion del establecimiento de los colonos. 

Art. 8." El Sr. Mariano García pactará libremente con los colonos 
las estipulaciones que crea convenientes. 

Art. 9.° Los colonos mexicanos ó extranjeros que se establezcan en 
virtud de este Contrato, gozarán de las franquicias y exenciones que 
les concede la ley, previa petición que en cada caso dirijan al Go-
bierno. 

Art. 10. El Sr. Mariano García manifestará á la Secretaría de Fo-

mentó, dentro del término de seis meses, contados desde la fecha de 
la publicación de este Contrato, el lugar ó lugares que señale para el 
establecimiento de los colonos y extensión en conjunto que les desti-
ne, quedando en la más absoluta libertad para disponer del resto de 
la propiedad que compra. 

Art. 11. Los títulos de los terrenos se expedirán por el total ó por 
varias fracciones de los mismos, según convenga al comprador. 

ARTICULO TRANSITORIO. 

El valor de los timbres que cause este Contrato, así como el de los 
títulos de los terrenos, se descontarán por la Tesorería General de las 
cantidades que arroje á favor del Sr. Mariano García la liquidación 
que forme la misma Tesorería. 

México, Agosto veintiocho de mil ochocientos ochenta y cinco.— 
Có.rlos Pacheco.—Una rúbrica.—Mariano García.—Una rúbrica. 

I n f o r m e . — 8 





S E C R E T A R Í A 

DE FOMENTO, COLONIZACION, INDUSTRIA Y COMERCIO 
D E L A R E P Ú B L I C A M E X I C A N A . 

SECCIÓN 1? 

A C U E R D O . 
D i c i e m b r e 7 d e 1885. 

Acúsese recibo y dense las gracias al Lic. Inda por el Dictamen que h a pre-
sentado en esta Secretaría, sobre la cuestión de terrenos baldíos, de cuyo im-
portante trabajo b a quedado complacido el Presidente de la República. 

Anéxense dicho Dictamen y las demás piezas relativas que tiene compiladas 
la Sección relativas á la materia, al Informe rendido por esta Secretaría á 
la Cámara de Diputados en la sesión de 17 de Octubre próximo pasado.—(Una 
rúbrica.) 

S E C R E T A R Í A D E E S T A D O 

Y D E L D E S P A C H O D E F O M E N T O , COLONIZACION, I N D U S T R I A Y COMERCIO 

D E L A R E P Ú B L I C A M E X I C A N A . 

S E C C I O N I » 

Se ha recibido en esta Secretaría el Estudio que por encargo de la misma 
hizo vd. sobre la cuestión de terrenos baldíos; y el Presidente de la República, 
á quien di cuenta con el Dictamen de vd., ha quedado verdaderamente satisfe-
cho de él, sirviéndose acordar se den á vd. las gracias por tan importante tra-
bajo. 

Lo que digo á vd. para su satisfacción. 
Libertad en la Constitución. México, Diciembre 7 de 1885.—Pacheco.—Al 

Lic. Manuel Inda.—Presente. 



k 

U 

S E Ñ O R S E C R E T A R I O DE FOMENTO: 

He leido con la atención debida, los expedientes promovidos por los 
.Sres. Cárlos Zuloaga, en representación del señor su padre, y Luis 
Terrazas por sí, sobre compra, el primero, de los terrenos baldíos in-
cluidos de mucho tiempo atrás en la Hacienda de Santa Catalina Vi-
llela, y sobre adquisición, el segundo, de los terrenos baldíos, también 
incorporados en la Hacienda de San Miguel desde su primitiva enaje-
nación, sita una de ellas en los Cantones de Abasolo y Guerrero, y la 
otra en los de Galeana y Degollado, pertenecientes los cuatro al Estado 
de Chihuahua. 

En esos expedientes están los contratos estipulados entre vd., como 
muy digno Secretario de Fomento, y los Sres. Zuloaga y Terrazas, so-
bre la venta de los terrenos indicados, y en ellos también consta, como 
es natural, el precio que se pactó y la forma de su pago, convenida en 
diversas especies, dinero y créditos. 

Al efectuarse el entero del precio relativo á la operacion ajustada 
por el Sr. Terrazas, la Tesorería General consultó si debia considerar 
que su importe pertenecía esclusivamente á la Federación, ó á ella y 
al Estado en cuyo territorio estaban los baldíos enajenados. Al verifi-
carse el entero del precio concerniente á la operacion convenida con 
el Sr. Zuloaga, resolvió admitir la parte que opinó correspondía al 
Erario Nacional, resolviendo así la cuestión que habia propuesto po-
cos dias ántes. 

A vd., Señor Secretario, le llamó la atención que una oficina de tan 
elevada jerarquía como la expresada, hubiera dictado en unos cuantos 



dias decisiones tan diversas, y sobre todo, que llegara á tal punto su 
impaciencia que no hubiera esperado el resultado de su consulta pro-
moviéndolo conforme á sus atribuciones en caso de conceptuar urgente 
el caso. A la última comunicación de ella se sirvió vd. contestar que 
no siendo de su aprobación el acuerdo que contenia, debia recibir en 
sus arcas todo el precio ajustado, y que hasta que no lo verificara no se 
expediría el título respectivo. En seguida obra el mandato de vd. de 
remitir á mi estudio los expedientes relativos, y por lo mismo debo 
deducir que él no tiene otro objeto que el de requerir mi dictámen 
sobre los procedimientos adoptados por la Tesorería, á fin de explorar 
su conducencia y legitimidad. 

Al obsequiar los deseos de vd. con la excelente disposición de siem-
pre, voy á tratar con la mayor concision, pues no se prestan á discu-
siones prolongadas ni á prolijos comentarios, cuestiones de alta grave-
dad, que por estar en su período de agitación y tener íntimo enlace 
con la sometida á mi opinion, debo examinar, especialmente cuando 
con otras que no pueden ser mater ia de este parecer, han caido en el 
dominio público por medio de la prensa, en un Opúsculo de que es 
autor el Sr. Lic. Prisciliano Diaz González, y en un editorial del Foro 
de 24 de Noviembre último, extendido y suscrito por el Sr. Lic. Anto-
nio Pérez Marín, jurisconsultos ambos de reputación merecidísima por 
su notoria ilustración y su probidad intachable; pero que están en al-
gunas, en las principales de sus apreciaciones, al ménos en mi concep-
to, preocupados á favor de los intereses que sostienen y del sistema de 
oposicion que inauguran contra el texto de leyes de que es y debe ser, 
miéntras no se deroguen, celoso ejecutor el Gobierno de la Union, y 
contra actos de vd., practicados con total arreglo á ellas, en su calidad 
de Secretario de Fomento. Abordaré la tarea que me he impuesto con 
la imparcialidad con que debo desempeñar mi encargo, con la buena 
fe con que siempre he ejercido y he de ejercer mi profesión, exponien-
do las ideas que me ha sugerido y el criterio que ha formado en mí 
un estudio especial y reposado del asunto á discusión y de todas y cada 
una de sus incidencias. 

Las cuestiones que voy á tratar y á que me he referido son: 
I a ¿Cuál es, conforme á los principios del Derecho público y á la 

Constitución de 5 de Febrero de 1857, el Territorio Nacional? 
2a ¿El dominio de los baldíos existentes en los Estados corresponde 

á ellos exclusivamente, á la Federación sólo, ó es divisible en alguna 
forma, bajo cierta proporcion entre ambas entidades? 

3? ¿Cuál es la autoridad competente para determinar los medios de 

ocuparlos y enajenarlos y para percibir y disponer de su precio, ó en 

fin, para destinarlos á la colonizacion ó aplicarlos á algún otro uso 

público? 

4a ¿La ley de 20 de Julio de 1863, es anticonstitucional ó está dic-

tada conforme á las prescripciones de la Carta fundamental de la 

República? 
5a ¿Deben de ventilarse por la prensa, en principio, de una manera 

abstracta, las cuestiones de prescriptibilidad de terrenos baldíos, de 
nulidad de los contratos, ó de las transacciones celebradas respecto 
de ellos, de origen de la propiedad particular y de los títulos que la 
deban resguardar? ó debe reservarse su promocion para cada caso y en 
su oportunidad, á efecto de formalizarla ante la autoridad encargada de 
conocer y decidir de ellas? 

6a ¿La Tesorería General debe recibir íntegros los enteros del pre-
cio relativo á los baldíos comprendidos en las Haciendas de Santa Ca-
talina Villela y San Miguel, ó sólo percibir la parte correspondiente á 
la Federación, conforme á la ley de 20 de Julio de 1863? 

* * * 

PRIMERA CUESTION. 

Los artículos 40, 41, 42 y 110 de la Constitución de 57, la resuel-

ven de una manera tal que no dan lugar á la menor duda. Voy á tras-

cribirlos en seguida, aunque invirtiendo su órden, en obsequio de la 

claridad. 



"El Territorio Nacional comprende el de las partes integrantes de 
la Federación, y además el de las Islas adyacentes en ambos mares." 

11 Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República re-
presentativa, democrática, federal, compuesta de Estados libres y sobe-
ranos en todo lo concerniente á su régimen interior; pero unidos en 
una federación establecida según los principios de esta ley funda-
mental. " 

"El pueblo ejerce su soberanía por medio de los poderes de la Union 
en los casos de su competencia, y por los de los Estados, por lo que toca 
á su régimen interior, en los términos respectivamente establecidos por 
esta Constitución federal y las particulares de los Estados, los que en 
ningún caso podrán contravenir á las estipulaciones del pacto federal." 

"Los Estados pueden arreglar entre sí por convenios amistosos sus 
respectivos limites; pero no llevarán á efecto esos arreglos sin la apro-
bación del Gobierno de la Union." 

El primero de los artículos citados no puede ser más explícito res-
pecto del punto relativo al Territorio Nacional, pues declara que es el 
comprendido en las partes integrantes de la Federación; de suerte que 
el dominio del de todas y cada una de ellas, sin más excepción que el 
trasmitido legalmente, corresponde á la Union y está bajo la exclusiva 
potestad de los poderes generales, únicos que la representan, y de nin-
guna manera de los locales, á quienes no corresponde en el caso in-
tervención alguna. Este concepto lo corrobora el texto del segundo de 
los artículos trascritos, en el cual se establece que el pueblo mexicano 
se constituye en una República compuesta de Estados libres y sobera-
nos en todo lo concerniente á su régimen interior; concepto que se 
reitera en el tercer artículo de los copiados, dándole mayor fuerza, al 
consignarse que el pueblo ejerce su soberanía por medio de los Pode-
res federales en los casos de su competencia, y por medio de los Po-
deres de los Estados en lo concerniente á su régimen interior. Los 
primeros tienen atribuciones muy importantes, giran en un círculo 
más elevado; al paso que los otros están investidos de facultades limi-
tadas y recorren una esfera de acción más reducida. 

El Diccionario de la lengua define la palabra régimen en los siguien-
tes términos: "El modo de gobernarse y regirse alguna cosa » Así 
pues, los Estados de la Federación tienen por atribución exclusiva fi-
jar las bases, establecer las reglas á que han de someterse las faculta-
des que les están otorgadas por la Carta fundamental y tienen de con-

siguiente, la prohibición de legislar y aun de dar las más insignificantes 
disposiciones con relación á las concedidas á las autoridades federales. 
Entre éstas están, según el art. 72 fracciones 3*, 4a, 16, 21, 24, para 
formar nuevos Estados dentro de los limites de los existentes; para 
arreglar definitivamente sus límites terminando sus diferencias sobre 
demarcación de su respectivo territorio; para conceder ó negar la entra-
da de tropas extranjeras en el territorio de la Federación; para con-
sentir la estación de escuadras de otras potencias por más de un mes 
en las aguas de la República; para dictar leyes sobre colonizacion, y, 
en fin, para fijar las reglas á que deba sujetarse la ocupacion y enaje-
nación de terrenos baldíos, así como el precio de ellos. Todas estas 
facultades están, por lo mismo, fuera, muy aparte, de la potestad y ju-
risdicción de las entidades federativas, y son de Ta competencia nada 
más de los Poderes de la Union; y como en su conjunto y aisladas, en 
su espíritu y en su letra establecen de la manera más evidente que el 
territorio de todas y cada una de las partes de la Federación es del 
dominio de ésta y del resorte exclusivo de sus autoridades, resulta que 
si pudiera haber alguna duda respecto del sentido ó de la interpreta-
ción del art. 42 de la Constitución, las diversas fracciones del 74 que 
acabo de citar, la despejarían por completo. Formar nuevos Estados 
dentro de la circunscripción de los existentes; arreglar sus límites y 
zanjar las diferencias que sobre ellos se susciten; conceder permiso á 
los ejércitos de otros países para entrar al territorio nacional; consen-
tir la estación de escuadras extranjeras en las aguas de la República; 
colonizar los terrenos de ésta y fijar las bases de su enajenación, son 
actos todos de dominio indisputable, que constituyen los elementos 
más preciosos del derecho de propiedad, en el caso, limitado por los 
mandatos del pueblo y en su Ínteres, al que en realidad corresponde; 
pero que no pudiendo ejercerlo directamente, lo ejerce por medio de 
las autoridades de la Union, que son en eso sus legítimos representan-
tes. Hay frases en los incisos del art. 74, sobre que debo llamar la 
atención, porque acentúan la genuina inteligencia del punto que estoy 
ventilando. El inciso 16 contiene las siguientes: "Entrada de tropas 
extranjeras en el territorio de la Federación;" "estancia de escuadras 
de otra potencia en las aguas de la República." Ambas unidas conspi-
ran á dar cohesion y fuerza al principio que estoy sosteniendo. El te-
rritorio de la Federación, en el caso, no puede ser otro que el que sirva 
de asiento á todas las entidades federativas; pues no puede ni suponer-



se que los constituyentes lo limitaran al comprendido sólo en los lu-
gares en que los Poderes federales tienen exclusiva competencia, como 
el del Distrito Federal y Territorios, pues de esa apreciación destitui-
da de fundamento, se derivaría para los Estados la facultad de permitir 
el tránsito por ellos de ejércitos de otra nacionalidad, lo que cierta-
mente es absurdo y no merece ni los honores de la discusión. Las pala-
bras "aguas de la República," también tienen una significación impor-
tantísima. Si las entidades federativas fueran en efecto propietarias de 
su suelo, las que tienen por límite las costas, las contiguas al mar Pacífi-
co ó al Atlántico, serian las dueñas de las aguas que en el Derecho se 
denominan territoriales, porque hasta ahí alcanza la jurisdicción y el 
poder de las naciones cuyas costas bañan; lo que no es ni de concebir-
se siquiera, miéntras las máximas del Derecho de Gentes, en mi con-
cepto inmutables, no se cambien, que en el caso son: que las relacio-
nes entre los países independientes y soberanos se cultiven de potencia 
á potencia, representada cada una de ellas por un solo poder, cual-
quiera que sea la forma de su gobierno, por cuya razón, en los pueblos 
unidos por el lazo federal ó ligados por medio de una confederación, 
siempre á las autoridades de la Union se les confia el encargo de en-
tenderse con las naciones extranjeras, ya en paz, ya en guerra, ora 
con arreglo á los tratados de amistad y otros que con ellas se pacten, 
ora fuera de ellos; según los usos y las necesidades previstas en el De-
recho de Gentes. Por eso entre nosotros, con arreglo á nuestro modo 
de ser político, el Ejecutivo federal unas veces, y otras el Congreso de 
la Union, son únicamente los que tienen la misión de intervenir en 
las relaciones con otros países, sin ningún género de restricción, y por 
eso nuestros Estados no pueden celebrar con ellos alianza ó coalicio-
nes, expedir patentes de corso ó de represalias, hacerles la guerra, sino 
en casos que no permitan demora, ni tener buques de guerra. 

Quede, pues, sentado que el territorio nacional está compuesto del 
de todas y cada una de las entidades federativas, y que los actos que 
impliquen dominio sobre él, considerado en toda su extensión, el pue-
blo los practica por medio de los Poderes de la Union con arreglo á la ley 
fundamental del país. Pero se dirá: Si esto es así, ¿qué clase de inter-
vención tienen los Estados en el territorio que ocupan? ¿son acaso una 
especie de párias que lo tienen que considerar y respetar como ajeno, 
sin poder ejercer sobre él acción alguna? ¿De qué linaje de soberanía 
é independencia están dotados, cuando no les pertenece ni el terreno 

extendido dentro de sus linderos? ¿Qué misión es la que desempeñan, 
qué representación es la que tienen? Estos y otros razonamientos tal 
vez más vigorosos podrán formularse, causando ciertamente de pronto 
una grave impresión; pero si en ellos se reflexiona un poco, ésta que-
dará extinguida en su totalidad. 

Las entidades federativas, sin tener sobre el territorio señalado á su 
jurisdicción más derechos que aquellos que la Constitución les otorga 
ó no haya reservado á los Poderes de la Union, entre los cuales no está 
ciertamente el de dominio, tienen, como partes integrantes de la Federa-
ción, como séres políticos, atribuciones de elevadísima importancia y 
jerarquía; siendo nada ménos que soberanos é independientes en su 
régimen interior, y gozando como tales de prerogativas preciosas, del 
todo invulnerables. 

Como era natural, en las discusiones del Congreso Constituyente he 
buscado con avidez el sentido del art. 42 de la Constitución, no porque 
crea que ellas pudieran modificarlo si aparecian contrarias á su texto, 
supuesto estar concebido en términos tan explícitos que rechazan toda 
interpretación, sino por la fuerza que adquirirían para sus contradicto-
res en el caso de que resultasen conformes á su letra y á su espíritu. 
El proyecto de división territorial formó parte del proyecto de Consti-
tución, y se presentó con él á la deliberación del Cuerpo legislativo; 
pero entrañando cuestiones gravísimas, afectando intereses de localidad 
vitales, como la designación de los límites de todas y «ada una de las 
partes integrantes de la Federación, y enlazándose con otras inciden-
cias palpitantes é interesantísimas en la época en que surgieron, se de-
terminó nombrar una Comision especial que lo revisara, la que en 
efecto presentó á poco su dictámen, en el que propuso algunas modifi-
caciones. Al tomársele en consideración, al examinar su parte resolu-
tiva, hubo debates acaloradísimos, discursos elocuentes, dignos de los 
oradores que los pronunciaron, que eran algunos de ellos de los más 
notables de aquel Cuerpo constituyente que tanto honra al país; pero 
todos ellos, salva la excepción que indicaré despues, se ocuparon de la 
erección de los Estados y territorios, de los límites de ellos y de otros 
puntos conexos, con el ardor consiguiente á los intereses que represen-
taban y á la conveniencia pública, tal cual la comprendían, descuidando, 
como desdeñando, por decirlo así, traer al debate, acaso por inútil, por 
estar bien definida en el proyecto, la cuestión del dominio territorial. 
Sin embargo, sobre esta materia surgió una ligera discusión, cuyo giro 



y resultados demuestran la exactitud de mis apreciaciones. El art. 1." 
del dictámen á que he aludido, que es ahora el 42 de la Constitución, 
concebido en estos términos: "El territorio nacional comprende el de 
las partes integrantes de la Federación 'e islas adyacentes en ambos 
mares," fué puesto á discusión. El Sr. diputado Amaga, con el vigor 
que le era característico, lo impugnó, expresando que enunciaba una 
verdad tan trivial como las de Pero Grullo, y que en su concepto te-
nia tan poca claridad que dejaba en pié las mismas dudas y los mismos 
peligros sobre terrenos baldíos, dominio del territorio, etc. 

El Sr. Villalobos, miembro de la Comision, le contestó, entre otras 
cosas, lo siguiente: 

"Las objeciones del señor preopinante dimanan de que ha confun-
dido el territorio con la Federación." "La Comision no dice que el Te-
rritorio Nacional se compone de las partes integrantes del mismo terri-
torio, sino del que poseen las partes integrantes, es decir, los Estados 
de la Federación." Despues agrega: " L a s otras cuestion.es tocadas 
por el Sr. Arriaga, son extrañas al punto que se discute, y por tanto 
no es del caso ocuparse de ellas." Sin que nadie tocara las especies 
vertidas por los preopinantes indicados, el artículo fué aprobado en vo-
tación nominal, por cincuenta y ocho votos en favor y veintinueve en 
contra. El Congreso, por lo mismo, asintió, haciendo suyas las razones 
desarrolladas por el Sr. Villalobos, respecto del Territorio Nacional, de 
que éste se compusiera, no de las partes integrantes del mismo Terri-
torio, sino del que poseían las partes integrantes, es decir, los Estados 
de la Federación. Despues de esta declaración, todo comentario es in-
útil, especialmente cuando el artículo 43 expresa, corroborando las ideas 
expuestas, que las partes integrantes de la Federación son los Estados, 
etc., esto es, las entidades políticas, morales, independientes de las 
fracciones del Territorio Nacional, en que está trazada su órbita oficial; 
que aunque soberana é independiente, tiene sus limitaciones en el pac-
to federal. 

Debo consignar en este parecer, que algunos de nuestros estadistas, 
que políticos de justa nombradla y que conocen á fondo el Derecho, son 
de opinion que los Estados son del todo libres é independientes, aun-
que ligados por medio de un pacto federal que les impone el sacrificio 
de algunas de sus prerogativas y ciertas restricciones en el ejercicio de 
su poder, y que por esta causa deben considerarse, salvas ciertas limi-
taciones, como naciones libres y separadas, y regirse como tales en sus 

relaciones y conflictos, por el Derecho Internacional. Siendo la cues-
tión que hasta aquí he tratado bien sencilla, y no permitiendo el ca-
rácter de esta consulta, digresiones, no me detendré á combatir, con el 
respeto que se merecen, los pareceres á que me he referido, de los cua-
les disiento por completo. Sin embargo, no debo excusarme de con-
testar unas observaciones hechas al vuelo por el Sr. Diaz González, y 
que funda, no en la autoridad de su palabra, siempre atendible, sino 
en la legislación mexicana, y más que en ella, en la opinion del Sr. 
Calvo, el autor, en mi concepto, más concienzudo y más en boga, de 
una obra sobre Derecho de gentes. 

El letrado referido, en el opúsculo debido á su pluma, en los párra-
fos marcados con los números 6 y 7, en la parte conducente se expre-
sa en estos términos: "Cada Estado tiene su territorio jurisdiccional 
marcado en los artículos 44 á 49 de la Constitución, siendo hasta una 
Hacienda, como la de la Bonanza, objeto de lá división territorial. Y 
yo pregunto: ¿Es concebible esta soberanía sin derecho de propiedad 
en el suelo del territorio? ¿Es conciliable esa misma soberanía con el 
principio del Estatuto Real, aceptado en todos nuestros Códigos Civi-
les, para que cada Estado legisle sobre la propiedad de su territorio? 
Bastarían las nociones elementales del Derecho Internacional para una 
respuesta negativa. "Los derechos del Estado á los bienes públicos, son 
absolutos, y excluyen los de sus propios súbditos y los de los demás 
Estados; y el Estatuto Real se funda en el principio de la soberanía te-
rritorial que corresponde á cada Estado." (Calvo, Derecho Internacio-
nal, part. 124, tomo I, pág. 220; y par. 174, pág. 276); y sin esa doc-
trina, al sentido común se impone la idea de que-no puede ser sobe-
rano un Estado cuyo territorio es ajeno." Al talento del Sr. Diaz Gon-
zález le ha cabido en suerte presentar esas observaciones con razones 
deslumbradoras y estilo tan sencillo como elegante; pero á pesar de 
los esfuerzos de su inteligencia, no le ha sido posible hacer prevalecer 
sus opiniones, que, aunque profesadas de buena fe, son erróneas á mi 
modo de ver; no le ha sido dable dejar de suministrar, él mismo, los 
razonamientos más adecuados para combatirlo; ni invocar una autori-
dad que le fuera más adversa. 

Cada Estado—ha dicho muy bien—tiene su territorio jurisdiccional; 
pero no por esto es dueño de él; no por esa causa está menoscabada la 
soberanía que le corresponde. Nuestras entidades federativas son in-
dependientes y soberanas, como he consignado muchas veces en el 



cuerpo de este dictámen, pero en cuanto á su régimen interior, y nada 
más. En todo lo demás están incorporadas en la Union y representa-
das por los Poderes de ella, con particularidad en las relaciones y emer-
gencias con las potencias extranjeras, que son de las que se ocupa, que 
son las que reglamenta el Derecho Internacional. La Nación Mexica-
na no ha hecho el reparto de su territorio, no ha fraccionado su sobe-
ranía despojándose en lo absoluto de ella, sin conservar más que algunos 
restos, algunos girones, como un recuerdo de su antiguo poder, de su 
primitiva grandeza. Lo que ha hecho es constituirse en República, 
adoptando la forma democrática, representativa, federal, dividiéndose 
para rendirle homenaje, para llevarla adelante, en entidades morales 
y políticas á quienes ha debido señalar y ha señalado circunscripciones 
territoriales á la esfera de su acción, dotándolas de independencia y 
soberanía para su régimen interior; pero reteniendo íntegro todo lo 
demás, inclusive la totalidad de su territorio y sus derechos impres-
cindibles y sus prerogativas inalienables, como país independiente y 
libre, ocupando así el lugar que le corresponde entre los demás pue-
blos de la tierra, á fin de ser considerado, como lo es, entre las demás 
naciones, como una potencia tan soberana y privilegiada como ellas. 

El art. 13 del Código Civil, vigente en este Distrito Federal y en los 
territorios, establece que, respecto de bienes inmuebles sitos en esas 
entidades, sólo deben regir las leyes mexicanas aunque sean poseídos 
por extranjeros. Igual prevención contienen las leyes de los Estados. 
Esta disposición está reconocida por el Derecho Internacional privado, 
en donde tiene la denominación de "Estatuto Real," y el Sr. Diaz Gon-
zález asienta que se funda en el principio de la soberanía territorial, y 
cree que no puede ser soberano un Estado cuyo territorio es ajeno. 
Aunque mucho podría exponer para combatir su teoría, haciendo uso 
de nuestras máximas constitucionales, omito verificarlo, en gracia de 
la concision; y porque para echarla por tierra bastará recordar las re-
glas adoptadas por el Derecho de Gentes. La ubicación de la cosa ó la 
lex loci rei sitce, como dicen los jurisconsultos, es la única razón en 
que se apoya el principio del Estatuto Real. Wheaton en sus "Ele-
mentos de Derecho Internacional, Parte I a , capítulo 2?, núm. 3, trae 
esta doctrina: "Las disposiciones de las leyes extranjeras no son apli-
cables á los bienes inmuebles situados en el territorio del Estado. Es-
tos dependen únicamente de leyes peculiares, tienen impresas ciertas 
cualidades indelebles por las leyes del país que no pueden cambiarse 

por las de otro Estado." Calvo, en su obra de Derecho Internacional, 
Libro 5?, núm. 169, al ocuparse de diversos puntos relativos á la pro-
piedad y al definir ésta, dice: " Cuando la cosa sobre que reposa el de-
recho á ella, pertenece á una persona, á un grupo ó un cuerpo parti-
cular, constituye lo que se llama propiedad privada; cuando se trata 
de un Estado, toma el nonlbre de propiedad ó dominio público, y es 
absolutamente distinto de la soberanía y de las prerogativas de los Go-
biernos, así como de la persona en la cual resida el poder supremo." 
Hé aquí desligados, enteramente separados los derechos de dominio y 
de soberanía, que cree, no sólo conexos sino unidos é identificados 
el Sr. Diaz González. A nuestras entidades federativas les correspon-
de la soberanía y la independencia que les otorga el Pacto federal, y 
entre sus facultades está la de dictar reglas para su régimen interior, y 
en su ejercicio forman y sancionan códigos, expiden leyes, estable-
ciendo y reglamentando toda especie de derechos; y así es como adop-
tan los principios sobre que reposan todos los bienes existentes en los 
términos de su demarcación jurisdiccional, inclusive los raíces. El fue-
ro de la ubicación de la cosa, como se le llama en el Derecho Civil, el 
Estatuto Real, como se le denomina en el Internacional privado, no 
se deriva, como se consigna por equivocación, del dominio que el Estado 
pueda ó deba tener sobre el territorio sobre que están levantadas las 
propiedades raíces, porque aquel y éstas en el caso supuesto, no pue-
den pertenecerle, por no ser suyos, por ser ajenos. En fin, la conside-
ración que sobre el particular hay que tener presente, es, que la Cons-
titución federal por una parte, las constituciones de los Estados por 
otra, les permiten legislar sobre los bienes que están en el recinto de 
su competencia, aun cuando no les ataña el señorío de él; y esto es 
suficiente para tener como legítimas las disposiciones que promulguen 
y para sostener la validez del fuero de la ubicación de la cosa ó del 
Estatuto Real, en su caso, aun cuando las entidades federativas no 
sean propietarias del suelo en que están fabricados ó adheridos los 
bienes. 

He dicho ántes, que el Territorio Nacional es el comprendido entre 
todas las partes integrantes de la Federación, con arreglo á la Carta 
fundamental y á las doctrinas de los publicistas; y aunque esta cues-
tión es de poco momento, porque no puede influir en nuestra organi-
zación política, ni alterarla, atenta la libertad que ha tenido la Repú-
blica para constituirse, voy á tocarla ligeramente. Calvo, en la obra 



citada, Libro 2o, página 118, núm. 19, consigna estos principios: " Una 
de las causas que contribuyen en general á que los publicistas confun-
dan las nociones de Estado y de Nación, es que habituados á resolver-
lo todo bajo el punto de vista del Derecho Internacional que abraza el 
conjunto de las relaciones de pueblo á pueblo, olvidan que estas rela-
ciones tienen necesidad de un punto de apoyo, de un centro de acción, 
.de un poder, en una palabra; y que hay más allá, fuera de este mismo 
poder, el principio que le da nacimiento y fuerza, es decir, la Nación, 
cuyo Estado, en la esfera del Derecho, no es más que el órgano, como el 
Gobierno mismo no es más que el órgano del. Estado." Siguiendo es-
tos principios la República Mexicana, tuvo necesidad, como Nación, de 
un centro de acción para sus relaciones y sus emergencias con los otros 
países, cuidando de no desprenderse de los atributos de su soberanía, y 
por eso retiene el íntegro dominio de su territorio confiando los dere-
chos relativos, á los Poderes federales. 

La Constitución de 24, como es natural, también declaró que el te-
rritorio de la República correspondía á la Nación, y no hay en ella una 
sola disposición, una sola frase, que indique su fraccionamiento entre 
los Estados, á los que considera como entidades morales y políticas. • 
(Constitución citada, artículos 1, 2 y 5.) 

Voy ahora á ocuparme, por vía de digresión, de unas especies esca-
padas de los labios del Sr. Diaz González con motivo de unas frases 
deslizadas en el art. 5o del Contrato ajustado con el Sr. García Teruel, 
las cuales son: "supuesto que el concesionario no obra como denun-
ciante, sino en representación del Gobierno, dueño legítimo de los te-
rrenos baldíos, etc.," y contraías que alarmado protesta enérgicamente, 
creyendo que el Poder Ejecutivo que las suscribe por la mediación de 
vd., en efecto se considera propietario único de ellos, y lo que es más, 
en lo personal y no como representante de la Nación, olvidando que 
con ese carácter interviene en la convención ajustada. Para combatir 
esa pretensión del todo extraña, que jamas han tenido, ni ántes ni hoy, 
los Poderes de la Union, estoy seguro de ello, se remonta al origen de 
la propiedad territorial, explorándola desde la época de los aztecas has-
ta nuestros dias, siendo sus reminiscencias, á pesar del fondo de ins-
trucción que se destaca de ellas, tan extrañas como curiosas. 

Refiere, citando la ley 14, tít. 12, libro IV de la Recopilación de In-
dias, que el Rey Don Felipe II dijo que había sucedido enteramente en 
el Señorío de las Indias, y pertenecían á su patrimonio y Corona Real 

los baldíos, suelos y tierras que no se hubieran concedido por los seño-
res Reyes sus predecesores, por él ó en su nombre; y despues pregunta: 
¿fueron predecesores de D. Felipe II los reyes aztecas? y contesta: que 
en su concepto á ellos alude también. Además expone que los reyes es-
pañoles adquirieron el territorio por derecho de conquista, considerán-
dolo no una propiedad del pueblo español, sino de sus soberanos; siendo 
una verdad histórica que se respetaron en los indios los derechos de pro-
piedad particular, adquiridos en tiempo de sus reyes, viniendo de aquí 
la cuestión suscitada en tiempos de la conquista, de si debia respetar-
se la posesion individual de los vencidos, como hombres civilizados, ó 
podian ser despojados como bárbaros; y todo eso y algo más lo trae á 
colacion para fijar las tradiciones del territorio nacional, y trae á la me-
moria quiénes fueron sus dueños ántes de que tuviera tal carácter. 

Los reyes españoles hicieron la conquista, es cierto; pero no adqui-
rieron el territorio á ese título, reconocido entonces como legítimo, sino 
en virtud de la célebre bula de Alejandro VI, porque en aquella época 
aciaga para la civilización, Dios era el que daba y quitaba reinos; los 
Papas, en su representación, los repartían como dueños del Orbe en-
tero, sin otras condiciones que establecer en ellos el culto de la reli-
gión católica, que el de propagarla, autorizando hasta para desposeer 
de todos sus bienes y goces á los que se resistieren á abrazar la fe cris-
tiana. Los reyes españoles no respetaron la propiedad que los pobla-
dores de esta parte del Nuevo Mundo tenian adquirida, sino que los 
despojaron por completo de ella, y si despues algunos ó muchos adqui-
rieron propiedades, fué á virtud de concesiones especiales derivadas de 
la Corona, y en su mayor parte debidas al cambio que sufrió la triste, 
la terrible posicion de los indígenas al principio de la conquista, miti-
gada por el celo apostólico de los misioneros y de otros varones insig-
nes que emplearon su influencia, inspirados por sus nobles y filantró-
picos sentimientos, en favor de las razas vencidas y esclavizadas por los 
conquistadores. Los reyes aztecas no han podido ser los predecesores 
de los reyes de España, en el sentido que debe darse á la ley de Indias 
que se ha citado, porque los españoles nunca derivaron sus derechos 
señoriales ni de aquellos monarcas ni de las otras naciones estableci-
das en esta parte del Continente americano, no pudiendo ni suponerse 
que un rey tan altivo como Felipe II se llamara sucesor de monarcas 
indígenas, que nunca se habían sentado en el solio español. El que po-
seía el territorio por la magnanimidad de un Papa, no podia conside-



rarse heredero del trono, aunque fuera en una parte de sus posesiones, 
de reyes idólatras: aunque dotados muchos de ellos de rara ilustración, 
lo mismo que los pueblos que gobernaban, eran considerados punto 
ménos que salvajes. 

Para confirmación de los puntos que he tocado, voy á citar las opi-
niones sobre ellos, de . tres escritores notables. Mora, en el primer 
tomo de su obra "México y sus Revoluciones," tomo I, pág. 171. Cal-
vo, en el primer tomo de su "Tratado de Derecho Internacional," 
libro V, pág. 291, y César Cantú en el IV tomo de su "Historia Uni-
versal," pág. 677, exponen en lo conducente y por su orden, lo siguien-
te: Mora: "En lo relativo á América, mientras ésta estuvo dependiente 
de España, fué máxima fundamental de la legislación española, que 
todos los dominios adquiridos á virtud de la conquista pertenecían, no 
á la Nación conquistadora, sino exclusivamente á la Corona. La bula 
de Alejandro VI, que fué como el título primitivo en que la España 
fundaba sus derechos, donó exclusivamente á Fernando é Isabel y á 
sus descendientes, todas las naciones descubiertas y por descubrir, de lo 
cual resultó que los reyes se considerasen constantemente con un dere-
cho absoluto á la propiedad de todas las tierras que sus vasallos con-
quistaran en el Nuevo Mundo: así es que todas las particiones hechas 
á los particulares, se consideraron como concesiones condicionales, re-
versibles á la Corona en ciertos casos." 

Calvo: "El derecho público europeo, á fin de la edad media, estaba 
completamente dominado por la Iglesia; el Papa era considerado jerár-
quicamente, como la autoridad suprema para resolver todas las cuestio-
nes internacionales. Por otra parte, á fin de justificar las apropiaciones 
por via de conquista, era admitido que los pueblos cristianos tuvieran 
un derecho implícito y absoluto de dominación sobre los pueblos paga-
nos. De la combinación de estos dos principios se derivó la situación 
creada en los pueblos americanos frente á frente de las naciones euro-
peas, así por el derecho de descubrimiento, como por la bula célebre del 
Papa Alejandro VI, quien por medio de una línea trazada de polo á 
polo á una distancia de cien leguas al Oeste de las Islas Azores, fijó 
los territorios destinados á pertenecer respectivamente á las coronas de 
España y Portugal." 

César Cantú: "No se consideraron, pues, los nuevos países, los des-
cubiertos por España, como descubrimientos, sino como conquistas: ni 
tampoco podrían llamarse colonias sino posesiones del rey, que las con-

cedia á quien quería, con la carga de censos y productos, gobernándo-
las por medio de lugartenientes, quitando á los colonos todo privilegio, 
y el derecho de intervenir en su propia administración." 

Hasta aquí lo que narra la historia, lo que exponen escritores nota-
bilísimos, cuyo criterio é imparcialidad no se puede poner en tela do 
duda. Antes de pasar adelante en este parecer, debo rectificar una es-
pecie, asentada en el opúsculo á que me he referido, pues en él se 
asegura que la bula de Paulo III tuvo por objeto hacer que la conquis-
ta respetase la posesion individual de los vencidos, como hombres ci-
vilizados, cuando el fin esencial de ella fué declarar que debian ser 
considerados como séres racionales, pues hasta la inteligencia huma-
na no sólo se les disputó, sino que llegó á negárseles abiertamente. Y 
despues de esto, ¿podrá sostenerse con seriedad que tuvieron garantía 
alguna en su propiedad individual? 

Al extender este dictámen con la premura que lo hago, vacilé si de-
bía formar parte de él la refutación que acabo de hacer respecto de 
apreciaciones que bien pueden reputarse ajenas del punto de actuali-
dad; pero autorizadas por un letrado distinguido y estampadas en una 
publicación cuyo destino manifiesto es emprender con brío y prose-
guir con celo una propaganda de oposicion en las cuestiones de te-
rrenos baldíos, me pareció conveniente no dejar pasar inapercibida 
ninguna circunstancia que más tarde pudiera aprovecharse en las po-
lémicas que se susciten sobre el particular, ó en las contiendas judicia-
les surgidas ó que surjan en lo sucesivo. No porque á mí no me fuera 
dable comprender el alcance y trascendencia de esas apreciaciones, 
debia dejar ele suponer que tienen, una vez consignadas, su punto de 
partida y su destino final. Si no es así, debe excusárseme la digresión, 
en gracia de mis intenciones, siempre rectas. 

Para dar término á la cuestión que vengo analizando, permítame vd., 
Señor Ministro, que recuerde aquí que en la Constitución de los Esta-
dos Unidos del Norte hay un artículo redactado en los siguientes tér-
minos: " E l Congreso podrá disponer del Territorio y demás propie-
dades pertenecientes á los Estados Unidos, y dar todas las leyes y 
reglamentos necesarios; pero jamas deberá deducirse de la presente 
Constitución cosa alguna que pueda causar perjuicio á los derechos de 
la Union, ó de algún Estado en particular." No puede proclamarse ba-
jo una forma más clara ni redactarse con más concision, el principio 
de que en los pueblos regidos por el sistema federal, el Territorio Na-

I n f o r n f c , — 1 0 



cional es el formado de todas y cada una de las partes integrantes de 
la Federación, y sometido exclusivamente á los Poderes de la Union. 
Y no se olvide que los pueblos americanos del Norte, ya al establecer 
las bases de su confederación por medio de sus delegados, ya al discu-
tir y votar su Constitución por medio de sus representantes, estaban 
organizados en Colonias del todo independientes y soberanas, q u e bien 
pudieron pretender la retención de la propiedad de su territorio; á di-
ferencia de la Nación Mexicana, que durante el curso de tres siglos es-
tuvo sujeta á un solo régimen, recibiendo un mismo impulso, obede-
ciendo unos propios mandatos, y que por lo mismo tuvo que obrar en 
sentido inverso al en que obró la americana; esto es, en lugar de unir-
se, fraccionarse bajo el aspecto político, y nada más; siendo por esta 
causa natural y procedente, que su territorio lo mantuviera íntegro ba-
jo la sola inspección de los Poderes federales. 

CUESTION SEGUNDA. 

La fracción 24 del art. 72 de la Constitución, establece, como facultad 
del Congreso de la Union, la de fijar las reglas á que deba sujetarse la 
ocupacion y enajenación de terrenos baldíos y el precio de ellos; y no 
podia ser de otra manera, toda vez que á los Poderes de la Union co-
rresponde representar, á nombre del pueblo, su dominio. El Sr. Lic. Pé-
rez Marín, adoptando la opinion de los ilustrados autores de la Enciclo-
pedia Española, cree que lia habido hasta la época en que escribieron, 
imperfección en las definiciones relativas á terrenos baldíos; y aunque 
ellos también dan una, tampoco la acepta, supuesto que asegura ser la 
más correcta la dada por el Sr. Lic. Castillo Velasco, mi inolvidable 
amigo, en sus Apuntamientos sobre estudio del Derecho Constitucional. 
Antes de hacer esa calificación, analiza la definición que contiene el 
art. 1? de la ley de 20 de Julio de 1863, y le parece que no es confor-
me á la Constitución y que ataca derechos de tercero; lo p r imero por-
que esa disposición considera como terrenos de la República los baldíos, 
siendo en su concepto de los Estados en cuya comprensión están ubi-
cados; y lo segundo, porque hay terrenos que no son baldíos, y que sin 

embargo ni han sido cedidos ni destinados á usos públicos por autori-
dades debidamente facultadas. Llamando desde luego la atención sobre 
el hecho de que ese letrado, tan estimable por sus conocimientos y pro-
bidad, no haya dado fundamento alguno á la segunda de sus apreciacio-
nes, como lo dió á la primera de ellas, paso á desarrollar someramente 
mi opinion sobre el particular, trascribiendo en seguida para mayor cla-
ridad, las definiciones indicadas. La de la ley de 20 de Julio de 1863, 
es la siguiente: "Se consideran baldíos para los efectos de ella, todos 
los terrenos de la República que no hubieren sido destinados á un uso 
público por la autoridad facultada 'para ello por la ley, ni cedidos por 
la misma á título oneroso ó lucn-ativo á individuo ó corporacion auto-
rizada para adquirirlos." La que se consigna en los Apuntamientos 
sobre Derecho Constitucional, está concebida en estos términos: "Se 
da el nombre de "baldíos" á los terrenos incultos que el Estado con-
serva en su dominio, y cuyas producciones consisten en los frutos espon-
táneos del suelo, ó sean los terrenos que no correspondiendo al dominio 
privado, pertenecen al dominio público, para su común disfrute ó apro-
vechamiento, y no están destinados á labor alguna." 

Siendo autor de la primera el Sr. Juárez, nuestro gran patricio, nues-
tro eminente hombre de Estado; y siendo autor de la segunda el Sr. Cas-
tillo Yelasco, uno de los hombres distinguidos que ha tenido este país, 
al que prestó servicios importantísimos, creo de mi deber vindicar al 
primero del cargo que se le hace, lo cual considero como un honor; y 
demostrar que el segundo, en el punto de que se trata, no estuvo en des-
acuerdo con él, y que muy al contrario, las definiciones de ambos se com-
binan, distinguiendo sólo los tiempos. La real cédula de 15 de Octubre 
de 1774, que cita el Sr. Diaz González, previno que los dueños y de-
tentadores de los terrenos baldíos, se presentaran á los subdelegados 
á exhibir sus títulos, ó en defecto de ellos, á justificar la prescripción 
que alegaran en sostenimiento de su propiedad, con calidad de que si 
no lo verificaban, ó aun verificándolo, si no cultivaban los incultos, uno 
y otro en los términos que respectivamente señaló, perderían todo de-
recho á las tierras relativas, de las que se podria disponer en favor de 
otras personas. 

Desde esa fecha en adelante, hasta la de nuestra emancipación, to-
dos los dueños deben estar amparados con sus títulos respectivos; los 
anteriores á la primera, por la obligación que tuvieron de presentarse 
á los comisionados de la Corona para alcanzar la confirmación de ellos 



cional es el formado de todas y cada una de las partes integrantes de 
la Federación, y sometido exclusivamente á los Poderes de la Union. 
Y no se olvide que los pueblos americanos del Norte, ya al establecer 
las bases de su confederación por medio de sus delegados, ya al discu-
tir y votar su Constitución por medio de sus representantes, estaban 
organizados en Colonias del todo independientes y soberanas, q u e bien 
pudieron pretender la retención de la propiedad de su territorio; á di-
ferencia de la Nación Mexicana, que durante el curso de tres siglos es-
tuvo sujeta á un solo régimen, recibiendo un mismo impulso, obede-
ciendo unos propios mandatos, y que por lo mismo tuvo que obrar en 
sentido inverso al en que obró la americana; esto es, en lugar de unir-
se, fraccionarse bajo el aspecto político, y nada más; siendo por esta 
causa natural y procedente, que su territorio lo mantuviera íntegro ba-
jo la sola inspección de los Poderes federales. 

CUESTION SEGUNDA. 

La fracción 24 del art. 72 de la Constitución, establece, como facultad 
del Congreso de la Union, la de fijar las reglas á que deba sujetarse la 
ocupacion y enajenación de terrenos baldíos y el precio de ellos; y no 
podia ser de otra manera, toda vez que á los Poderes de la Union co-
rresponde representar, á nombre del pueblo, su dominio. El Sr. Lic. Pé-
rez Marín, adoptando la opinion de los ilustrados autores de la Enciclo-
pedia Española, cree que lia habido hasta la época en que escribieron, 
imperfección en las definiciones relativas á terrenos baldíos; y aunque 
ellos también dan una, tampoco la acepta, supuesto que asegura ser la 
más correcta la dada por el Sr. Lic. Castillo Velasco, mi inolvidable 
amigo, en sus Apuntamientos sobre estudio del Derecho Constitucional. 
Antes de hacer esa calificación, analiza la definición que contiene el 
art. 1? de la ley de 20 de Julio de 1863, y le parece que no es confor-
me á la Constitución y que ataca derechos de tercero; lo p r imero por-
que esa disposición considera como terrenos de la República los baldíos, 
siendo en su concepto de los Estados en cuya comprensión están ubi-
cados; y lo segundo, porque hay terrenos que no son baldíos, y que sin 

embargo ni han sido cedidos ni destinados á usos públicos por autori-
dades debidamente facultadas. Llamando desde luego la atención sobre 
el hecho de que ese letrado, tan estimable por sus conocimientos y pro-
bidad, no haya dado fundamento alguno á la segunda de sus apreciacio-
nes, como lo dió á la primera de ellas, paso á desarrollar someramente 
mi opinion sobre el particular, trascribiendo en seguida para" mayor cla-
ridad, las definiciones indicadas. La de la ley de 20 de Julio de 1863, 
es la siguiente: "Se consideran baldíos para los efectos de ella, todos 
los terrenos de la República que no hubieren sido destinados á un uso 
público por la autoridad facultada 'para ello por la ley, ni cedidos por 
la misma á título oneroso ó lucn-ativo á individuo ó corporacion auto-
rizada para adquirirlos." La que se consigna en los Apuntamientos 
sobre Derecho Constitucional, está concebida en estos términos: "Se 
da el nombre de "baldíos" á los terrenos incultos que el Estado con-
serva en su dominio, y cuyas producciones consisten en los frutos espon-
táneos del suelo, ó sean los terrenos que no correspondiendo al dominio 
privado, pertenecen al dominio público, para su común disfrute ó apro-
vechamiento, y no están destinados á labor alguna." 

Siendo autor de la primera el Sr. Juárez, nuestro gran patricio, nues-
tro eminente hombre de Estado; y siendo autor de la segunda el Sr. Cas-
tillo Yelasco, uno de los hombres distinguidos que ha tenido este país, 
al que prestó servicios importantísimos, creo de mi deber vindicar al 
primero del cargo que se le hace, lo cual considero como un honor; y 
demostrar que el segundo, en el punto de que se trata, no estuvo en des-
acuerdo con él, y que muy al contrario, las definiciones de ambos se com-
binan, distinguiendo sólo los tiempos. La real cédula de 15 de Octubre 
de 1774, que cita el Sr. Diaz González, previno que los dueños y de-
tentadores de los terrenos baldíos, se presentaran á los subdelegados 
á exhibir sus títulos, ó en defecto de ellos, á justificar la prescripción 
que alegaran en sostenimiento de su propiedad, con calidad de que si 
no lo verificaban, ó aun verificándolo, si no cultivaban los incultos, uno 
y otro en los términos que respectivamente señaló, perderían todo de-
recho á las tierras relativas, de las que se podria disponer en favor de 
otras personas. 

Desde esa fecha en adelante, hasta la de nuestra emancipación, to-
dos los dueños deben estar amparados con sus títulos respectivos; los 
anteriores á la primera, por la obligación que tuvieron de presentarse 
á los comisionados de la Corona para alcanzar la confirmación de ellos 



ó su expedición, en caso de comprobada prescripción; los posteriores, 
durante el espacio de tiempo que medió entre ambas fechas, porque 
por las leyes vigentes en ese período no podian adquirirse los baldíos, 
sino mediante ciertos requisitos, al través de los cuales tenia que otor-
garse el instrumento respectivo, para resguardo de los derechos consi-
guientes. Desde la consumación de nuestra independencia hasta el 20 
de Julio de 1868, ha habido constantemente, sin interregno alguno, 
disposiciones análogas á las de la última época colonial. Estos son los 
motivos que tuvo el Sr. Juárez para calificar en el art. 1? de la ley, 
que eran baldíos los terrenos cuyos poseedores no tuvieran título. Ya 
sé que á esta observación se replicará, diciendo que las prescripcio-
nes de largo, de larguísimo tiempo, no lo necesitan, que es suficiente 
su trascurso para que hasta con mala fe se adquiera lo poseído bajo 
cualesquiera forma que sea, aun lo ocupado por una escandalosa ex-
propiación. No entra ahora en mi sistema ocuparme de este punto, 
sobre el cual aconsejo más adelante abstención al Supremo Gobierno, 
á fin de que deje á los Tribunales expeditos para que conozcan de las 
cuestiones que se susciten; pero sí creo muy difícil que en el caso de 
los baldíos y en presencia de las reiteradas disposiciones dictadas sobre 
ellos por los monarcas españoles durante su dominación, y por las au-
toridades mexicanas, despues que ella terminó, se admita la prescrip-
ción á ley de nuda ocupacion, sin fundar ésta en algunos de los me-
dios de adquirir, sin haberse tenido ningún género de buena fe. 

Por las causales asentadas, el Sr. Juárez no tomó sin duda alguna 
en consideración el Derecho de prescripción, que sí estableció en el 
artículo de su ley, con el anhelo de dar reposo á la propiedad, pero al 
abrigo de los preceptos legales. ¡Y al funcionario que obró con tan 
rectas intenciones, con un espíritu tan avanzado y tan justiciero, se le 
censura todavía! Con estos antecedentes, es fácil comprender la razón 
por que Castillo Velasco, que escribió algunos años despues de expedi-
da la ley de baldíos, incluyó en su definición la prescripción, y esa ra-
zón es porque ésta estaba establecida en aquella. Por tal causa, dije 
poco há que ambas definiciones se concordaban distinguiendo los 
tiempos y teniendo presentes las circunstancias. La definición que con-
tiene la ley del Sr. Juárez es la misma, absolutamente la misma, que 
consultan las comisiones relativas del Congreso, en los proyectos que 
sobre la materia presentaron en la Cámara de Diputados en 26 de Ma-
yo y 30 de Diciembre de 1869 y en 30 de Noviembre de 1870, sobre 

reforma de la ley de 20 de Julio de 1863; lo que hace presumir, fuera 
del respeto profundo que se debe al Sr. Juárez, que ella no contiene 
elemento alguno atentatorio. 

Por otra parte, volviendo á la exactitud de la definición, sí creo que 
se hace desear otra mejor, aunque no haga, como no hace falta alguna; 
y creo más: que debe contener como título de adquisición, la prescrip-
ción legítima, y no imponerse por condicion que las tierras no estén 
cultivadas; pues aun estándolo, si lo es por un detentador, son cierta-
mente baldías. Castillo Velasco dice bien, que los baldíos son los te-
rrenos del territorio nacional, que no correspondiendo al dominio pri-
vado, pertenecen al dominio público. 

Esos terrenos es incuestionable que son exclusivamente de la Nación, 
y que su dominio está bajo la vigilancia, bajo la autoridad de los Po-
deres federales. La demostración que he hecho respecto de la propiedad 
del territorio de la República, por sí sola es bastante para establecer 
ese principio, y si á ella se agrega la prescripción del artículo 72 de 
la Constitución en su fracción 24, la convicción sobre ese particular se-
rá, no sólo profunda, sino inalterable. Los Sres. Lies. Diaz González y 
Pérez Marín creen lo contrarío; pero es de sentirse que apénas se ha-
yan ocupado de comprobar su opinion: ambos sostienen que la propie-
dad del territorio en la comprensión de las entidades federativas, es 
correlativa á su soberanía, inseparable del todo de ella, no pudiendo 
existir la una sin la otra; y de este razonamiento me he ocupado en 
la cuestión primera, combatiéndola con observaciones que no tienen 
réplica. 

Toca su turno ahora á otras que son de gravísimo peso, concernien-
tes á la sanción que haya tenido en la práctica la prevención de la frac-
ción 24 del artículo 72, tanto por parte de las autoridades de la Union, 
como por parte de las de los Estados. 

La circular de 13 de Febrero, los decretos de 5 y 20 de Abril de 1861, 

25 de Mayo y 14 de Abril de 1862, son los mejores comprobantes de mis 

asertos. 
La circular citada previno que las autoridades de los Estados entre-

garan á los agentes de la Secretaría de Fomento los expedientes sobre 
terrenos baldíos, y que á estos últimos se presentaran las solicitudes 
de denuncio, para que previo el informe del Gobernador de la entidad 
federativa respectiva, fuera favorable ó adversa, el Ejecutivo federal 
resolviera lo que estimara de justicia. El primero de los decretos cita-



dos dispuso en su artículo 14, conceder á la Empresa del Ferrocarril 
de México á Veracruz la mitad de los terrenos baldíos reservada en 
los contratos de apeo y deslinde, celebrados respecto á Sonora con 
Jecker y Comp.; el segundo dió instrucciones á los agentes de la Se-
cretaría de Fomento para que señalasen á los denunciantes de terre-
nos nacionales un plazo para practicar las operaciones de mensura y 
deslinde; el tercero declaró nulo el decreto expedido por la Legislatura 
de Sinaloa, en 30 de Enero del mismo año de 62, en los siguientes 
términos: "Es nulo el decreto número 30 expedido por la Legislatura 
del Estado de Sinaloa, con fecha 15 de Enero último, declarando pro-
piedad del mismo Estado los terrenos baldíos que en él existen. En 
consecuencia, son nulas las ventas y concesiones que se hayan hecho 
en dicho Estado, ó no ser que obtengan la ratificación del Supremo 
Gobierno." Y el cuarto y último á su vez declaró también nulos los 
contratos estipulados por el Estado de Chihuahua sobre terrenos bal-
díos, así como la ley en que aplicó á sus rentas el precio de ellos. Ese 
decreto dice á la letra: 

"Art. 1? Son nulos por ser contrarios á lo dispuesto en la fracción 
24 del artículo 72 de la Constitución federal, los decrretos que sobre 
terrenos baldíos ha expedido la Legislatura del Estado de Chihuahua 
en 31 de Octubre de 1857, 5 de Octubre de 1858, 18 de Enero y 31 
de Octubre de 1861; así como también la parte del artículo 36 del de-
ereto de 18 de Enero del presente año, que aplicó á las rentas del Es-
tado el precio áe los terrenos mencionados. 

"Art. 2? Son nulas, por consecuencia, las enajenaciones que de esa 
clase de terrenos se hayan hecho en dicho Estado en virtud de los de-
cretos referidos, á no ser que obtengan la revalidación del Gobierno 
general.'''' 

Por las disposiciones mencionadas, se palpa que las autoridades fe-
derales han sostenido con vigor, con rara energía, el derecho de la 
Federación á los terrenos baldíos, denominándolos nacionales, y redu-
ciendo á nulidad las disposiciones dictadas sobre ellos por los Esta-
dos en sentido contrario, sin que en cambio haya, al ménos que yo 
conozca, por su parte ni protesta ni controversia alguna. No podia 
haberlas tampoco, así por el respeto que siempre han tenido á la Carta 
fundamental del país, como porque sólo uno de ellos, Sonora, en el 
art. 57 de su Constitución, establece derechos á los baldíos de su terri-
torio, y otros dos, Sinaloa y Chihuahua, legislaron é hicieron contratos 

sobre ellos. Los demás no han hecho nada á ese respecto, ni consig-
nado acción alguna al territorio que ocupan. La actitud tomada siem-
pre por los Poderes de la Union en las cuestiones de terrenos baldíos, 
y la conformidad de los Estados en acatar sus disposiciones sobre ellos, 
¿nada significan? Qué, ¿puede suponerse siquiera que los primeros son 
unos usurpadores de las atribuciones y de los derechos de los segun-
dos, y que éstos han sufrido y sufren esa invasión en silencio, con re-
signación, con menosprecio de sus más sagrados derechos? Pensar en 
esto siquiera, es no conocer nuestra historia contemporánea, no recor-
dar el celo y la energía con que nuestros pueblos y sus autoridades 
sostienen los derechos inherentes á su soberanía, cada vez que son vul-
nerados; es olvidarse por completo de sus actos y de sus hechos, mu-
chos de ellos heroicos. 

El Sr. Diaz González, en su afan de sostener que al Congreso de la 
Union le es permitido dictar leyes sobre baldíos, pero sólo en favor de los 
Estados en cuyo territorio estén, pone dos ejemplos derivados de nues-
tras disposiciones civiles, que he leido con pena. "Las leyes determi-
nan, dice, las reglas para adquirir y enajenar los bienes raíces de los 
menores y de la sociedad conyugal, así como fijan en general las reglas 
para trasmitir ó trasladar el dominio de esa clase de bienes, y á nadie 
le ha ocurrido que el •poder público, con motivo del derecho de fijar 
aquellas reglas, sea dueño legítimo de los bienes raíces de los menores, 
de los casados, de los herederos y de todos aquellos á quienes pueda 
trasladarse el dominio." Esta paridad del Sr. Diaz González revela 
que cree que pueden equipararse las leyes que menciona, con las dic-
tadas ó que se dicten sobre terrenos baldíos, no fijándose, en medio de 
las múltiples atenciones de su despacho, que de esa manera equipara 
también á las entidades federativas con los menores y las mujeres ca-
sadas; y que opina que, como esas personas, necesitan tutela é inter-
vención sus negocios. Y ciertamente no ha de haber sido esa su inten-
ción, porque conozco sus elevadas miras, y el cariño que le tiene, á 
pesar de sus ideas políticas, al Estado en que se meció su cuna. La 
Constitución no ha puesto, no ha podido someter á pupilaje á los Esta-
dos; los considera libres, soberanos é independientes, y como tales, 
obran sin trabas en la esfera de su acción. Si no los autoriza para es-
tablecer reglas sobre terrenos baldíos, es porque no les pertenecen, 
porque no pueden tener ingerencia alguna en ellos. 

En esta consulta en que me ocupo de cuestiones tan árduas, debo 



dar pruebas de la imparcialidad y buena fe con que procedo al formu-
larla, y para verificarlo me voy á referir á datos que bien pudiera callar, 
porque su publicación, léjos de ser perjudicial, es favorable, por más que 
aparezcan totalmente adversos. En 28 de Mayo de 69 la Secretaría de 
Estado que vd. desempeña, hizo una iniciativa al Congreso de la Union, 
proponiendo bases para la enajenación de terrenos baldíos, entre las 
cuales está la declaración de que al Gobierno federal sólo corresponde 
hacer la enajenación de baldíos. En 15 de Setiembre de 69, 30 de Di-
ciembre de 69 y 30 de Noviembre de 70, las Comisiones respectivas de 
la Cámara de Diputados presentaron dictámenes sobre terrenos bal-
díos, reconociendo en el q u e tiene la segunda de las fechas citadas, el 
derecho de las autoridades federales á ellos, y estableciendo en los otros 
dos el principio contrario. Tal vez por esto no fueron aprobados. Los 
fundamentos que en esas piezas legislativas se exponen, no destruyen, 
ni siquiera debilitan los q u e he tenido presentes al sostener que el te-
rritorio nacional y los baldíos que en él se encuentren, son de la Re-
pública y no de los Estados; y así por esto como porque la iniciativa 
del Estado de Durango que voy á analizar á continuación, contiene en 
su parte expositiva cuanto pudiera desearse en contra, no hago alusión 
á aquellos. 

En 18 de Agosto de 83, la Legislatura del Estado de Durango elevó 
una iniciativa al Congreso de la Union, sobre derogación de la ley de 
20 de Julio de 1863 y expedición de otra que reconociera por base, los 
derechos de los Estados en los terrenos baldíos situados en su res-
pectivo territorio. Trae su origen de la alarma, que en los propietarios 
de esa entidad política, produjo el contrato celebrado con la Compañía 
Zacatecana de mensura y deslinde de terrenos baldíos, pues creyendo 
amenazadas sus propiedades de un peligro inminente, suscribieron 
una exposición, acogiéndose á la protección de sus autoridades locales, 
y entonces, previo un informe rendido por el Secretario de Gobierno, 
la Legislatura votó la iniciativa. En este documento y en los que le son 
conexos, no he encontrado razones de tal manera fuertes, de tal ma-
nera convincentes, que m e hagan desistir de mis ideas ó al ménos va-
cilar en ellas. El informe referido es el que resume cuanto se ha 
expuesto en esa entidad federativa contra la ley de 20 de Julio de 63. 
En la creencia de que bajo su imperio puede sostenerse que sólo deben 
reputarse de propiedad particular las tierras cuya primitiva concesion 
por la Corona ó por el Gobierno nacional se presente á los tribunales, 

los cuales, dueños ó poseedores de ellas, inspirados por el temor de que 
se rechace cualquiera otro título de dominio que pudieran invocar, 
meditan defensas y buscan apoyos superiores para hacerlas efectivas, 
siendo ese temor el móvil de todos los procedimientos y trabajos que 
precedieron á la iniciativa. Refiero esto como una clave para compren-
der el espíritu y tendencias de ella. 

Volviendo al informe citado, se dice en él: " Que es tan justo enprin-
eipio, como conveniente en buena política, derogar una ley que ha dado 
ó fundamento ó pretexto para que se falle que hoy todos los terrenos de 
la República se hallan á libre disposición del Gobierno, con excepción 
sólo de los que se pueda acreditar con documentos auténticos, que fue-
ron concedidos ó mercedados." "Que en los juicios á que den lugar los 
denuncios de baldíos, pueden los que los contradigan alegar muy fun-
dadamente que dichos baldíos no han sido quitados á los Estados por 
medio de una reforma constitucional, como tenia que haberse hecho para 
que fuera válida la disposición de ellos por el Gobierno federal" " Que 
la ley en cuya conformidad se adjudican, no ha sido expedida por la 
axdoridad á quien la Constitución faculta para hacerlo." "Que aplica-
da á los títulos y trasmisiones que en su tiempo fueron valederos y apro-
bados, es darle notorio y desastrosísimo efecto retroactivo." "Que es 
convenentísima la declaración de que la tercera parte que ha podido el 
Ejecutivo federal ceder á los contratistas de los baldíos, es la que en ellos 
pertenece á la Federación y que consiste en la mitad, conforme á la ley 
de clasificación de rentas de 1867." Es conducente dar una contesta-
ción á todas estas razones, que aun suponiéndolas excelentes no indi-
can modo de prevenir y de evitar los riesgos que tienen tan preocupa-
dos á los propietarios de Durango, dignos de ser atendidos en todo lo 
que sea justo. 

La iniciativa ¿sólo propone la derogación de la ley y el reconoci-
miento de ser de los Estados los baldíos? ¿Y con esto solo se cree con-
jurado el peligro? ¿No habrá legislaturas que dicten también, una vez 
autorizadas, iguales ó más severas disposiciones á la de 20 de Julio ? 
¿Acaso se pide el abandono de los terrenos, la consolidacion de su po-
sesión en los que los ocupan? ¿Por ventura se pretende renunciar todo 
derecho á ellos? ¿No se pide su reivindicación para ponerlos en ejer-
cicio inmediato? Siendo esto así, ¿qué ventajas obtienen los propie-
tarios de la República, en cuyas fincas pueda haber baldíos, con que en 
lugar del Congreso de la Union como legislador, y del Gobierno fede-



ral como ejecutor, tengan intervención en los baldíos más de veinte 
legislaturas, más de veinte gobernadores; que en lugar de que en las 
contiendas conozca la justicia federal, cuya última instancia está en la 
Corte de Justicia, que es el primer Tribunal del país, conozcan los jue-
ces y tribunales de los Estados, muy respetables por cierto, pero no 
infalibles? 

En cuanto á las razones vertidas por el Sr. Secretario de Durango, 
nada quisiera decir, por la consideración que me merece su posicion; 
pero debo, á pesar de eso, hacer patente su completa ineficacia. Opi-
na que los Estados son dueños de los terrenos baldíos y que la ley 
de 20 de Julio de 1863 los despoja de ellos; pero ni en la más leve 
especie funda su parecer; y por lo mismo quedan en pié las prescrip-
ciones que sobre el particular he desarrollado, siendo el silencio guar-
dado sobre el particular, en los mismos momentos en que debia rom-
perse, la mejor confirmación de la justicia con que interviene el Poder 
de la Union en los baldíos: cree que debe revocarse la ley de 20 de 
Julio, porque ha habido en su concepto juez que al aplicar sus precep-
tos, cometa errores ó abuse de ella interpretándola mal; ¿y por este 
motivo no debian también derogarse todas las leyes civiles y penales, 
y en fin, todas las disposiciones legislativas? sí, porque no hay, no pue-
de haber una sola de ellas, que tenga el carácter de general, de la que 
no se haya abusado ó por error ó por malicia Opina que las vigentes 
sobre baldíos, tienen efecto retroactivo, asegurando que quitan su fuerza 
y vigor á los títulos y transacciones en que descansa la antigua adqui-
sición de ellos; no siendo esto exacto, supuesto que preven los litigios 
que pueden surgir y dejan en ellos expedita la jurisdicción de los tribu-
nales y en completa libertad á las partes para alegar sus excepciones 
y defensas: es conveniente, en su concepto, que la tercera parte que el 
Ejecutivo cede á los contratistas, sea de la mitad que corresponde á la 
Federación, en lo que es por un extremo inexacto y por el otro injus-
to; lo uno, porque á las entidades federativas no corresponde nada en 
terrenos, sólo tienen una parte en el precio de ellos; lo otro, porque 
en cualquiera sentido que se fije su participio, no habría equidad en 
que uno de los parcioneros reportara un gravámen del que el otro 
quedara enteramente libre. 

Ya que se trata de este punto, las leyes relativas á él necesitan una 
reforma que les concierne, aunque en sentido inverso á la propuesta. 
A virtud de ellas se da á las compañías de deslinde una tercera parte, 

y á los denunciantes de demasías una mitad; y como los gastos que 
hay que erogar por parte de la autoridad, los sufraga el Tesoro fede-
ral, resulta, que al recibir los Estados íntegra la parte que les está 
asignada, la Federación sufre un perjuicio del que debe reparársele, 
siendo la manera de hacerlo prevenir que entre los Poderes federales 
y los de los Estados, se reparta en la parte proporcional respectiva el 
precio de los baldíos, y en la misma los gastos que hayan de sufra-
garse. Esto reclama la justicia. 

Para cerrar la presente cuestión con reflexiones que hacen resaltar 
los derechos de la Union á los baldíos, y mis apreciaciones sobre ellos, 
diré que no obstante las iniciativas presentadas á la Cámara de dipu-
tados, que á pesar de los dictámenes de algunas de sus Comisiones, en 
los que respectivamente se pide y se consulta la declaración de que los 
baldíos pertenecen á las entidades federativas en que estén ubicados, 
la ley de 15 de Diciembre de 1883, llamada de colonizacion, se expi-
dió con presencia de unas y otras por ser posterior á su fecha, hacien-
do prevalecer la acción exclusiva de la Union, fijando de una vez por 
todas el carácter y condiciones de los terrenos baldíos, lo que consig-
nó de una manera terminante en su art. Io en las siguientes frases: 
« Con el fin de obtener los terrenos necesarios para el establecimiento 
de colonos, el Ejecutivo mandará deslindar, medir, fraccionar y valuar 
los terrenos baldíos ó de propiedad nacional que hubiere en la Repú-
blica." En presencia de esas frases todo comentario es inútil. 

CUESTION TERCERA. 

Es muy fácil y muy rápida su resolución, como que es el simple co-
rolario de los anteriores. Las fracciones 21 y 24 de la Constitución, y 
las leyes de 20 de Julio de 63 y de 15 de Diciembre de 1883, vigentes 
y en práctica constante, consignan con claridad los principios estable-
cidos en la materia. Con arreglo á las dos primeras, el Congreso Ge-
neral dicta las leyes relativas á la colonizacion y á los terrenos baldíos, 
y con arreglo á las dos segundas, el Ejecutivo de la Union es el que las 
ejecuta; y como á él incumbe la administración de los bienes de la Fe-



deracion y el manejo de sus fondos, en sus arcas se enteran los pro-
ductos de los terrenos baldíos y los que puedan derivarse de la coloni-
zación, sin que nadie pueda intervenir en esa operacion. El art. 4? de 
la ley de 20 de Julio de 63, y el art. 5? de la ley de 23 de Mayo de 68, 
consignan á los Estados, el primero la tercera parte, y el segundo la 
mitad del producto de la venta de los terrenos baldíos; de aquí es que 
en esa proporcion debe repartirse el importe de su precio. 

Es la oportunidad de fijar aquí el carácter que tiene la parte que per-
ciben los Estados, examinando si el derecho que á ella tienen otorgado, 
es correlativo bajo algún aspecto al dominio de los terrenos baldíos. 
Las leyes que he citado nada dicen á este respecto, ni debían decir tam-
poco: siendo los terrenos baldíos de la República, estando sujetos á las 
disposiciones del Congreso de la Union, y bajo la administración y ma-
nejo del Gobierno general, ninguna relación jurídica tienen con las en-
tidades federativas donde están ubicados, ni la de propiedad, ni ningu-
na otra. De una consideración muy debida de los Poderes de la Union, 
viene la concesion de que disfrutan, independiente de todo derecho 
anterior; y esto se deduce no sólo de los principios generales asenta-
dos, sino del texto de la ley de 20 de Julio de 63, y más especialmente 
de la de 30 de Mayo de 1868, cuyo art. 5? fija como renta de la Fede-
ración " L a mitad del producto de la venta, arrendamiento ó explotación 
de los terrenos baldíos, en toda la República, quedando la otra mitad 
á beneficio de los Estados en cuyo territorio se encontraren.'''' 

No podia concebirse en términos más explícitos el carácter que tie-
ne la asignación de esa mitad, y que á pesar de él, en mi concepto 
nunca debe retirarse, ántes muy al contrarío, sostenerse en las leyes 
que pudieran dictarse en lo sucesivo; en las que seria equitativo poner 
á disposición de los Estados los baldíos que necesiten para sus obras 
ú otros usos de notoria utilidad pública, siempre á su requerimiento, 
y siempre sin causar perjuicio á la Federación ó á un tercero. En las 
relaciones entre los Poderes federales y los de los Estados, tiene pre-
cedentes la concesion á que me refiero en esta parte de mi trabajo, en 
otras hechas también por motivos de equidad ú otras causas, no co-
nexas á derecho alguno. 

En las épocas en que el impuesto sobre traslación de dominio era 
renta general, hubo períodos en que se asignó la mitad de ella á los 
Estados, y hubo otros en que, despues de otorgada esa consignación, se 
retiró. En los productos de bienes nacionalizados, la ley de 5 de Fe-

brero de 1861 aplicó á los Estados la quinta parte de los de aquellos 
que se encontrasen en su comprensión, y despues se les han hecho 
concesiones sobre ellos de suma importancia: y á nadie le ha de haber 
ocurrido por esto, que ántes de ellas, eran partícipes de los intereses que 
administró el clero ó socios, por decirlo así, de los derechos de trasla-
ción de dominio. 

Resumiendo la presente cuestión conforme á las observaciones he-
chas, hay que fijar estos principios: La autoridad competente para de-
terminar los medios de ocupar ó enajenar los baldíos ó para destinarlos 
á la colonizacion ó á otros usos públicos, así como para percibir y dis-
poner de su precio, es la de la Union, á pesar de que en este último 
tengan la mitad los Estados, pues esta circunstancia en nada altera las 
facultades concedidas sobre el particular á los Poderes federales. 

En la carpeta de la Secretaría de la Cámara de Diputados, y próxima 
á discutirse, está la iniciativa hecha por cinco diputados, pertenecientes 
á la minoría oposicionista, en que proponen se prevenga al Ejecutivo 
no pueda celebrar ningún contrato relativo á terrenos baldíos sin so-
meterlo previamente á la aprobación del Congreso. Tengo á la vista el 
dictámen de la Comision respectiva, en que consulta se declare sin lu-
gar, por las razones que expone, vigorosísimas, y por las otras que re-
serva para el debate, que indefectible han de tener gran fuerza; y aun-
que me habia propuesto tocar este punto, no lo hago ya, porque su 
desarrollo y defensa están encomendados á representantes del pueblo, 
que tienen la competencia, de que ciertamente carezco. A ellos toca, 
desde lo alto de la tribuna nacional, sostener los fueros administrativos 
del Gobierno, establecidos por conveniencia pública, y vindicarlo de los 
cargos formulados en su contra: á mí en el caso sólo me corresponde 
el silencio. 

. * * * 

CUESTION CUARTA. 

Esta cuestión entraña un punto de la más alta gravedad y está en-
lazada á otros de suma trascendencia: aunque su dilucidación es corta 
porque no permite gran desarrollo, es muy importante porque tiende 
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disposiciones del Congreso de la Union, y bajo la administración y ma-
nejo del Gobierno general, ninguna relación jurídica tienen con las en-
tidades federativas donde están ubicados, ni la de propiedad, ni ningu-
na otra. De una consideración muy debida de los Poderes de la Union, 
viene la concesion de que disfrutan, independiente de todo derecho 
anterior; y esto se deduce no sólo de los principios generales asenta-
dos, sino del texto de la ley de 20 de Julio de 63, y más especialmente 
de la de 30 de Mayo de 1868, cuyo art. 5? fija como renta de la Fede-
ración " L a mitad del producto de la venta, arrendamiento ó explotación 
de los terrenos baldíos, en toda la República, quedando la otra mitad 
á beneficio de los Estados en cuyo territorio se encontraren.'''' 

No podia concebirse en términos más explícitos el carácter que tie-
ne la asignación de esa mitad, y que á pesar de él, en mi concepto 
nunca debe retirarse, ántes muy al contrarío, sostenerse en las leyes 
que pudieran dictarse en lo sucesivo; en las que seria equitativo poner 
á disposición de los Estados los baldíos que necesiten para sus obras 
ú otros usos de notoria utilidad pública, siempre á su requerimiento, 
y siempre sin causar perjuicio á la Federación ó á un tercero. En las 
relaciones entre los Poderes federales y los de los Estados, tiene pre-
cedentes la concesion á que me refiero en esta parte de mi trabajo, en 
otras hechas también por motivos de equidad ú otras causas, no co-
nexas á derecho alguno. 

En las épocas en que el impuesto sobre traslación de dominio era 
renta general, hubo períodos en que se asignó la mitad de ella á los 
Estados, y hubo otros en que, despues de otorgada esa consignación, se 
retiró. En los productos de bienes nacionalizados, la ley de 5 de Fe-

brero de 1861 aplicó á los Estados la quinta parte de los de aquellos 
que se encontrasen en su comprensión, y despues se les han hecho 
concesiones sobre ellos de suma importancia: y á nadie le ha de haber 
ocurrido por esto, que ántes de ellas, eran partícipes de los intereses que 
administró el clero ó socios, por decirlo así, de los derechos de trasla-
ción de dominio. 

Resumiendo la presente cuestión conforme á las observaciones he-
chas, hay que fijar estos principios: La autoridad competente para de-
terminar los medios de ocupar ó enajenar los baldíos ó para destinarlos 
á la colonizacion ó á otros usos públicos, así como para percibir y dis-
poner de su precio, es la de la Union, á pesar de que en este último 
tengan la mitad los Estados, pues esta circunstancia en nada altera las 
facultades concedidas sobre el particular á los Poderes federales. 

En la carpeta de la Secretaría de la Cámara de Diputados, y próxima 
á discutirse, está la iniciativa hecha por cinco diputados, pertenecientes 
á la minoría oposicionista, en que proponen se prevenga al Ejecutivo 
no pueda celebrar ningún contrato relativo á terrenos baldíos sin so-
meterlo previamente á la aprobación del Congreso. Tengo á la vista el 
dictámen de la Comision respectiva, en que consulta se declare sin lu-
gar, por las razones que expone, vigorosísimas, y por las otras que re-
serva para el debate, que indefectible han de tener gran fuerza; y aun-
que me habia propuesto tocar este punto, no lo hago ya, porque su 
desarrollo y defensa están encomendados á representantes del pueblo, 
que tienen la competencia, de que ciertamente carezco. A ellos toca, 
desde lo alto de la tribuna nacional, sostener los fueros administrativos 
del Gobierno, establecidos por conveniencia pública, y vindicarlo de los 
cargos formulados en su contra: á mí en el caso sólo me corresponde 
el silencio. 

. * * * 

CUESTION CUARTA. 

Esta cuestión entraña un punto de la más alta gravedad y está en-
lazada á otros de suma trascendencia: aunque su dilucidación es corta 
porque no permite gran desarrollo, es muy importante porque tiende 



á rechazar el ataque más vigoroso y más astuto que se ha hecho á la 
ley de 20 de Julio de 63. El Sr. Diaz González, en la parte novena de 
su opúsculo, trata de su inconstitucionalidad é injusticia, y no omite 
medio para demostrar que adolece de ambos vicios. Afortunadamente 
sus aseveraciones carecen de justicia y pueden ser combatidas con el 
mejor éxito. Tal deber paso á desempeñarlo. El Sr. Diaz González 
afirma que esa disposición vulnera la garantía establecida en el primer 
inciso del art. 14 de la Constitución, esto es, que tiene efecto retroac-
tivo; que viola también la garantía establecida en el 16 de ella, es de-
cir, que da motivo á molestar á las personas en sus papeles y posesio-
nes sin mandamiento escrito de autoridad competente que funde y 
motive la causa legal del procedimiento. Estos son los cargos cuyos 
fundamentos voy á exponer y á combatir. Para apoyar el primero di-
ce: "que la ley basada en el error de ser imprescriptibles los terrenos 
baldíos, lastima derechos adquiridos refiriéndose á antiguos poseedo-
res y sujetándolos á nuevos requisitos." Para sostener el segundo, adu-
ce: "que ella ha declarado en sustancia nulo y de ningún valor el título 
de la prescripción de los baldíos, establecido por las leyes coloniales, 
faltando en globo una causa, que es de la competencia de los tribuna-
les, al ménos en aquellos casos en que fuera disputable el hecho de la 
posesion." 

Los arts. 5o á 10° de la ley de 20 de Julio de 1863, son los que han 
dado márgen, son los que han servido de materia para minar la ley 
en el sentido de la retroactividad, y voy á proceder á su análisis: esta-
blecen "que los •poseedores de baldíos, debidamente aislados, tengan 
derecho, si los denuncian, á que se les adjudiquen por la mitad del 
precio de tarifa, si tuvieren diez años de posesion ó título traslativo 
de dominio, aunque esté concedido por quien no tenga derecho para 
ello: no teniendo título ni posesion de diez años, á que se les rebaje una 
cuarta parte: que para determinar la extensión poseída, se esté á los 
límites mencionados en el título, aun cuando no estén conformes con 
la cabida, estándose á esto sólo cuando el título no fije límites: que 
nadie pueda oponerse á que se midan, deslinden ó ejecuten por orden 
de autoridad competente, cualesquiera otros actos necesarios para ave-
riguar la verdad de un denuncio en terrenos que no sean baldíos; y en 
fin, que aquellos á quienes se adjudiquen están obligados á mantener 
durante diez años un habitante por cada doscientas hectaras." Tales 
son las disposiciones que se citan. ¿Y será cierto que en virtud de ellas 

se desconoce en los antiguos poseedores el dominio que con justo y 
legítimo título puedan tener los terrenos que en su origen fueron bal-
díos, único aspecto bajo el cual la ley tendría efecto retroactivo? Indu-
dablemente no. La circunstancia de que se permita á los poseedores 
de terrenos baldíos, otorgándoles ciertos privilegios, la denuncia de 
ellos, indica que la ley no trata de aquellos que hayan adquirido legí-
timamente, que estén resguardados por títulos legales, bastantes para 
trasferir la propiedad, en cuyo caso no deben tener ni tienen el nom-
bre de baldíos, por haberlo perdido desde el momento en que fueron 
incorporados á un señorío particular. La disposición de 20 de Julio, 
en la parte que estoy considerando, alude á la posesion incapaz por su 
duración ó por otro motivo de trasladar el dominio; á títulos que por 
sus vicios, por su falta de requisitos ó por haberse expedido por auto-
ridades incompetentes, no tienen eficacia alguna para conferirlo: así 
es que nada tienen que temer, en mi concepto, los propietarios de te-
rrenos bien adquiridos, de propiedades bien garantidas, porque en su 
apoyo, en su defensa tienen su posesion y su título, la letra y aun el 
espíritu de las leyes de que la una y el otro derivan su fuerza y legi-
timidad, siempre en vigor para las contiendas que se susciten, pues na-
die hasta ahora ha prohibido, ni podrá prohibirse, su justa aplicación. 
Los poseedores sin condiciones jurídicas, los que por lo mismo no 
pueden presentar constancia alguna de la firmeza de sus derechos, tie-
nen que agradecerle á la ley la consideración que les dispensa, dándo-
les preferencia, no limitando la superficie que poseen, otorgándoles 
rebajas en el precio y dándoles plazo y facilidad para su pago, sin que 
la condicion que les impone de tener un habitante por cada doscientas 
hectaras en el trascurso de diez años, importe tampoco retroacción, 
pues al adjudicar el Gobierno, no revalidando sino concediendo la 
propiedad que no tenia asiento ni base en el derecho, bien puede im-
poner la condicion decretada, que es legal y cede en beneficio pú-
blico. 

La ley tampoco ha declarado nulo, como se asegura de una manera 
muy séria, el título de la prescripción de los baldíos, establecido por 
las leyes coloniales, fallando una causa que es de la competencia de los 
tribunales; al contrario, en el art. 16 da á los opositores de los denun-
ciantes la garantía del juicio previo, suspendiéndose de consiguiente, 
miéntras se ventilan los trámites de ellos, y no coarta al permitirlo, ni 
los procedimientos de él, ni los derechos, ni elimina disposición legal 



alguna. Esc juicio puede instaurarse y proseguirse con entera libertad, 
sustanciarse sin traba especial, y decidirse por los tribunales sin más 
guía que su conciencia, sin tener otro acatamiento que el debido á la 
ley. Si á ellos se les alegase con la respectiva comprobacion, que hay 
prescripción por derecho antiguo para los baldíos existentes, á pesar 
de la real cédula de 74, y de las disposiciones posteriores á ella del 
Gobierno español y del mexicano; se les demostrase que la ley de Julio 
incurrió en un error al expresar el concepto reiterado en los dictáme-
nes de las comisiones del Congreso que he citado, ya no hay inconve-
niente alguno en que se le rindan homenaje en hacerla prevalecer, 
pues la ley ni la deroga ni la declara nula. Ella hace más de lo expues-
to; deja en su art. 20 espeditos los derechos de tercero. 

Hasta el art. 18, que no tiene más objeto que velar por el exacto 
cumplimiento de la ley y evitarlas arbitrariedades que pudieran come-
terse en los expedientes administrativos sobre denuncio, es atacado vi-
rulentamente, dándole una significación que jamas ha podido tener. 
Por los arts. 16 y 17, la autoridad judicial puede intervenir de dos ma-
neras: ó decretando la adjudicación de los baldíos cuando despues de 
las publicaciones nadie se presente á contradecir el denuncio, ó fallan-
do al través de un litigio, los derechos que se controviertan en él. En 
el primer caso obrará de plano, sin figura de juicio, sin contención; 
en el segundo, resolviendo sobre intereses preciosos, pronunciando 
sobre ellos la última palabra, previa la audiencia de todos los intere-
sados. 

Por el art. 18, la aprobación del Ministro de Fomento debe recaer 
en los actos relativos á la primera intervención de que he hecho mé-
rito, es decir, la ejercida de plano, la libre de contienda; y esta medida, 
tan criticada, es en beneficio del público. En la época en que se dictó 
la ley, á consecuencia de las circunstancias azarosas por que atravesa-
ba el país, en conmocion entonces por la guerra extranjera, no habia 
ni Jueces de distrito, ni Tribunales de circuito; y los Jueces de prime-
ra instancia y los Tribunales comunes ejercian por delegación las atri-
buciones de la justicia federal, en primera y segunda instancia; y en 
esa situación, un simple alcalde, ejerciendo accidentalmente las fun-
ciones de Juez de primera instancia, podia dictar disposiciones sobre 
adjudicación de baldíos, cuyo valor podia elevarse á una cifra respeta-
ble. Con razón la ley quiso que hubiera un poder revisor, que aproba-
ra ó reprobara tales actos, constituyendo una garantía de acierto, cuya 

disposición es conveniente aun en los tiempos que alcanzamos, no obs-
tante que los Jueees de distrito ofrecen toda especie de garantías. 

La segunda faz de la intervención judicial, aquella mediante la cual 
pronuncian los tribunales su fallo, despues de un litigio, no es revisa-
ble por el Poder Ejecutivo. La inviolabilidad de la ejecutoria, la fuerza 
de la cosa juzgada, la verdad legal que se deriva de ella, serán respe-
tadas. Supuesto esto, ¿dónde está la subordinación de los Tribunales 
al Ministerio de Fomento? ¿dónde que de una plumada pueda él destruir 
una ejecutoria? dónde la invasión del poder? dónde su ejercicio de atri-
buciones judiciales? y dónde, en fin, su calidad de Tribunal de última 
instancia? Además, hay que considerar que el art. 18 establece la re-
visión de decretos judiciales, y éste nombre no han tenido jamas las 
decisiones que terminan, ó las diversas instancias de su juicio, ó el 
juicio mismo, denominadas sentencias ó fallos, palabras técnicas de la 
ciencia del Derecho, que bien conoce el Sr. Diaz González. Y no se ol-
vide, hay que imprimirlo en la memoria, que la ley de baldíos tiene á 
su calce dos firmas respetabilísimas, la del Sr. Juárez como Presidente 
de la República, y la del Sr. Terán como su Ministro de Fomento; am-
bos funcionarios intachables, ambos abogados distinguidos, y ambos 
dotados de un respeto profundo á la ley, á la propiedad y á las garan-
tías individuales. No sé cuál de los contradictores de la ley de Julio, 
si mal no recuerdo, ó el Secretario del Gobierno de Durango, ó los pro-
pietarios de ese Estado, ha dicho que el Sr. Juárez la promulgó para 
proveerse de recursos para la lucha de intervención, y si tuvo ese ob-
jeto es laudable y altamente patriótico, al ménos así lo consideramos 
los que permanecemos fieles á la República, y también vd. que derra-
mó su sangre por ella, sufriendo honrosísimas mutilaciones, que son 
sus mejores títutos á la gratitud pública. Si esa ley fué de circunstan-
cias, calculada en efecto para proveerse de fondos, me ocurre una ob-
servación: ni en medio de la terrible situación por que pasaba la na-
ción, el Jefe de ella dejó de atender y de cuidar los derechos del país. 
Las disposiciones ó tarifas sobre baldíos han atravesado el período del 
imperio extranjero, y despues de cerca de veinte años de sucumbido, 
prevalecen con ligerísimss modificaciones. 

Se llama injusta la ley, porque pone en peligro el derecho de pro-
piedad, dejando que en el juicio de denuncio se califiquen los títulos 
antiguos, cuando esa calificación, se dice, ha necesitado de un juicio es-
pecial para los requisitos de cada título, ya ante los subdelegados y Au-
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diencias, ya ante los intendentes y Junta Superior de Hacienda, al ocurrir 
para su composicion ó confirmación. Si los títulos se presentaren con 
esos requisitos, inclusive el de su aprobación, no habrá inconveniente 
en que sean atendidos; pero no es este el temor del Sr. Diaz González, 
sino el que á los poseedores actuales de baldíos no les sea fácil su de-
fensa, por falta precisamente de aquellos requisitos é ignorar los mo-
tivos en que sus antepasados fundaran la causa justa y legítima de su 
omision, los que no han de haber tenido ninguna, pues no la hay ni la 
ha habido, en las condiciones que se indican, para violar las leyes; pe-
ro si este caso llegare y si no hubiere otra causa para respetar la pro-
piedad de los baldíos, comprendidos en él, el Ministerio de Fomento y los 
tribunales, harán muy bien de no atender los pretendidos derechos de 
los reclamantes. ¿Qué culpa tendrán ni la ley ni la autoridad de esos 
descuidos, de esa falta de comprobación? ¿qué culpa tampoco de que los 
tenedores de las posesiones relativas hayan dejado escapar la oportu-
nidad de denunciar y de pedir la adjudicación de ellas bajo condicio-
nes ventajosas? A los jueces de Distrito, con motivo de la intervención 
que les da la ley sin exceptuar uno solo, se les hace la imputación de 
noveles, que al tener que retroceder á la época de los subdelegados, 
llevando las impresiones de la época actual, podrán hasta exigir papel 
sellado, por ejemplo, en documentos ó justificantes que no lo necesita-
ran entonces, y cuya autenticidad no necesita tampoco el requisito de 
la legalización. Por honor de la judicatura mexicana, sólo trascri-
bo tal cargo, pero no lo contesto, seguro de que la conciencia pública 
se ha de rebelar contra él. 

La ley de Julio de 63 no ataca garantía alguna, ni es injusta tampo-
co; léjos de eso, contiene prevenciones tutelares, medidas salvadoras, y 
en su práctica no se ha encontrado ningún inconveniente hasta ahora_ 
La tarea emprendida por las Compañías deslindadoras, que apénas está 
en sus preliminares, es la que ha inspirado temores, la que ha infundí-
do la alarma en los propietarios, la que da pretexto para aconsejarles la 
insurrección contra la ley; pero á pesar del ardor con que se emprende 
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peto que el Poder tiene á la propiedad bien consolidada. Fincas de ele-
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propiedades, son de la época colonial, del tiempo de los subdelegados, 
y no tienen más requisitos de legalidad que los exigidos por la añeja 
legislación de entónces; y sin embargo, han sido admitidos y tenidos 
como legítimos, sin necesidad de revalidación, sin confirmarlos, ni re-
visarlos, dándoles desde luego la fuerza que les otorga el antiguo dere-
cho. ¿Dónde está, pues, esa invasión á la propiedad, de la que se con-
sidera autor ó cuando ménos cómplice al Ejecutivo? 

La ley de 15 de Diciembre de 1883, sobre la colonizacion, también 
es objeto de censura y de ataques idénticos á los dirigidos á la ley de 
Julio, y de consiguiente obran en apoyo suyo todas y cada una de mis 
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base las reglas generales para la ocupacion y enajenación de terrenos 
baldíos, sin llegar hasta la propiedad de éstos. El celo con que se sos-
tiene el dominio de los Estados sobre ellos, es únicamente el que ha 
podido sugerir esa objecion del todo extraña. ¿Cómo ha podido supo-
nerse que se formaran colonias, que se procurara por medio de su es-
tablecimiento la inmigración extranjera, que se hicieran esfuerzos para 
poblar y cultivar nuestros desiertos ú otros lugares, sin poderse dispo-
ner, sin ejercer acciones de dominio sobré ellos? ¿Cómo ha podido ol-
vidarse que la fracción 21 del artículo 72 de la Constitución, en materia 
de colonizacion, da facultad exclusiva al Congreso de la Union para dic-
tar leyes sobre ella, sin imponerle ningún género de restricción? Los 
contratos celebrados con la Compañía Zacatecana de mensura y deslin-
de de terrenos baldíos, con el Sr. García Teruel, y con alguna otra per-
sona, también son tachados de inconstitucionales, ya en su esencia por 
derivarse de una ley que se reputa contraria á la Constitución, ya en 
algunos de sus detalles. Estando ya consumados, y en ejercicio las ac-
ciones consiguientes, toda discusión sobre ellos es inútil; la que pueda 
haber será judicial para dirimir el conflicto que surja entre los que ale-
guen derecho á los terrenos que se intenten deslindar, y los contratis-
tas, en cuyo case debe dejarse expedita la acción de los tribunales, ante 
los cuales el Ejecutivo hará valer también sus derechos por medio de los 
promotores fiscales ó de otros representantes del fisco, cuyos funciona-



ríos sabrán hacerlos prevalecer con el celo é inteligencia que, con raras 
excepciones, les son característicos. El Gobierno no debe sostener po-
lémicas de ningún género sobre el particular; debe sólo llevar adelante 
sus compromisos y sostener sus actos en los casos respectivos ante la 
Justicia federal, á la que corresponde pronunciar la última palabra en 
ellos, en la eventualidad de una contienda ó en la interposición de al-
gún otro recurso conducente. 

Las leyes de 20 de Julio de 1863 y de 15 de Diciembre de 1883 no 
vulneran ninguna garantía ni violan ninguna de las disposiciones con-
tenidas en el Pacto Federal, y por eso sus preceptos deben de acatarse 
sin réplica. 

Se cree que la primera es atentatoria, á más de las causas indicadas 
ántes, porque impone la obligación á los propietarios de fincas de que 
permitan se midan y deslinden los terrenos de ellas que no sean bal-
díos, ó se practiquen cualesquiera otros actos necesarios para averiguar 
la certeza y legalidad de un denuncio, y por lo mismo, una vez hecho, 
se proceda al apeo y levantamiento del plano respectivo; y á estas pre-
venciones se les da un carácter de gravedad que no tienen. La ley, con-
servando toda especie de fueros á la propiedad particular, sólo permite 
la práctica de algunas diligencias indispensables en ella, pero previo 
mandato de la autoridad competente, y en el caso no puede tener esa 
calidad otra que la judicial, la que no debe dictar medida alguna que 
no sea conforme á las leyes, la que obsequiando la prevención del ar-
tículo T de la ley de baldíos, indudablemente tendrá por fundamento, 
no el simple capricho de un denunciante, sino su petición apoyada en 
pruebas, que cuando ménos induzcan á la presunción de haber en efec-
to en las heredades relativas, baldíos. Yo no sé por qué al Fisco se le 
quiere negar el derecho que tiene hasta el propietario más infeliz, de 
promover la diligencia de apeo y deslinde, entre sus fincas rústicas y 
las vecinas; yo no sé por qué se 'le quiere negar todo medio de indaga-
ción en lo relativo á baldíos, pretendiendo reducirlo á la inacción más 
absoluta, y eso hasta en los momentos en que hay quien le asegure, 
ofreciéndole las pruebas procedentes, que hay tierras incrustadas en 
otras, que le corresponden, que le pertenecen, no reparando en que des-
atender esa insinuación seria por su parte faltar á un deber sagrado. En 
mi calidad de abogado, y como hombre honrado, proclamo y sostengo 
el respeto más profundo á todos los derechos, y jamas á sabiendas acon-
sejaré que se conculquen. 

Las cuestiones de terrenos baldíos y las medidas que hayan de adop-
tarse para su descubrimiento, son delicadísimas en todo aquello que 
puedan tener conexion con el Ínteres privado, muy digno de conside-
ración; pero éste no debe creerse lastimado por actos y diligencias in-
dispensables, que un simple particular en su condicion de colindante 
pudiera promover y llevar á ejecución. Como no puede concebirse que 
los tenaces opositores de la ley pretendan que la nación renuncie todo 
derecho á los baldíos, ni que dejen de conocer la ingente necesidad de 
practicar algunos procedimientos para explotar, su existencia, ya que 
los establecidos son en su concepto tan peligrosos y tan inmorales, á 
pesar de estar adoptados por la legislación desde tiempos inmemoria-
les el mejor servicio que podrían prestar es poner su talento, su ilus-
tración y su rectitud al servicio público, indicando las medidas que 
pudieran adoptarse, conciliando todos los intereses, guardando mira-
miento á toda clase de derechos. Debian hacer más: ya que conside-
ran la legislación colonial tan prudente y tan previsora, tan equitativa 
y justa, exponerla, referirse á ella, lo que estoy seguro no harán, por-
que sin que deje en general de tener esas cualidades, contiene sobre 
el particular medidas tanto ó más alarmantes, t a n t o ó más atentatorias 
que las establecidas por la legislación nacional, caso que ellas mere-
cieran esa calificación, injusta á todas luces. 

* * * 

CUESTION QUINTA. 

La discusión por la prensa ó bajo cualquiera otra forma que no 
sea la judicial, en los casos que sea necesaria, de las cuestiones de 
prescripción, títulos de propiedad, y otras que toman en consideración 
los letrados que sostienen la oposicion, es del todo inútil, por extem-
poránea por una parte, por ineficaz por la otra. Esas cuestiones no las 
debe considerar el Gobierno bajo un aspecto general y como materia 
de un amplio debate científico, por ser esto contrario á sumisión, sino 
en concreto, en un sentido enteramente práctico; esto es, afrontarlas 
cuando sea la oportunidad de proceder á su exámen, oportunidad que 
no debe presentarse, que no se presentará, sino en cada contención 
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que aparezca, en cada litigio que surja, en cuya emergencia los dere-
chos que se deduzcan y las excepciones que se entablen, se han de ven-
tilar ante los jueces y tribunales respectivos, á quienes tocará entónces 
calificar la vigencia de las leyes, la legitimidad de los títulos que se 
invoquen, de si la falta de algunos requisitos en ellos ó su total ausen-
cia ha de producir ó no el efecto de la pérdida de los derechos que de-
bían resguardar, y en fin, decidir los puntos controvertibles. Si además 
de esto se considera que cada negocio de baldíos, que cada litigio que 
se inicie sobre ellos, ha de tener su fisonomía especial, su peculiaridad 
inherente, que los distinga de los otros, fácilmente se concebirá que no 
pudiendo establecerse reglas generales, no hay más remedio que es-
perar en cada contienda la decisión de la justicia. Por esta causa no 
extiendo mi estudio al punto de prescripción, ni analizo si en efecto 
son, en mi concepto, legítimos los títulos de propiedad de baldíos que 
se clasifican y enumeran en las publicaciones hechas hasta aquí. 

* * * 

CUESTION SEXTA. 

Por las razones que he tenido presentes al ocuparme de la cuestión 
segunda, el erario público federal es el que debe percibir el precio 
de los baldíos íntegro, en todos los casos, y de consiguiente, en los de 
los Sres. Terrazas y Zuloaga, y por lo mismo enterarse en la Tesore-
ría General de la Federación, como lo resolvió ella misma en 7 de 
Agosto de 1868, en la consulta que le dirigió el Jefe de Hacienda de 
Yucatan; sin perjuicio, por supuesto, de entregar desde luego al Estado 
respectivo la parte que le corresponda, en numerario y bonos. Esto es 
conforme á la práctica observada en otros ramos diferentes del de bal-
díos. Cuando se dividía entre la Federación y las entidades federati-
vas el derecho de traslación de dominio, cuando ellas tenian asignada 
una parte de los productos de la nacionalización, los enteros se haciañ 
en las oficinas correspondientes de la Hacienda federal; lo mismo 
aconteció por largos años respecto de la cuarta federal, pues la respec-
tiva á las contribuciones y á otras prestaciones de las entidades fede-
rales, se llevaba á las arcas 4 ellas; y aun ahora mismo, en sus ofici-

ñas, se entregan los bonos especiales en que debe hacerse ese pago. 
No por eso el ciudadano Tesorero, autor de la consulta, en el caso de 
los Sres. Terrazas y Zuloaga, ha dejado de obrar con prudencia. Vien-
do él que las cuestiones de terrenos baldíos estaban llamando la aten-
ción pública, que el Congreso iba á ocuparse de ellas, quiso cubrir sus 
procedimientos con la aprobación superior; y si aceptó sólo la mitad 
del entero perteneciente á la Federación, fué porque creyó, tal vez con 
acierto, que esto no heria susceptibilidad alguna; no la de los Estados, 
porque no admitía la parte destinada á ellos; no la del Gobierno Ge-
neral, por estar dispuesto, como es de su deber, á cumplir sus ór-
denes. 

Antes de poner fin á este dictámen, me parece conveniente decir 
unas cuantas palabras respecto de los autores de las publicaciones que 
he tenido presentes y de las tendencias de éstas. 

El Sr. Diaz González es un abogado militante que excita á la lucha, 
que provoca al combate distribuyendo armas á los propietarios para li-
diar sin descanso, á los cuales acaudillará con bizarría. El Sr. Pérez 
Marin es un abogado tranquilo, una especie de trasunto de aquellos 
jurisconsultos romanos que se proponían las más arduas cuestiones de 
Derecho y las resolvian con arreglo á su criterio. Él inquieta, pero no 
impulsa á pos propietarios á la lucha, ni los recluta tampoco; El Sr. 
Diaz González pertenece á la Escuela conservadora. El Sr. Pérez Ma-
rin á la liberal. Tal vez esto explique la diferencia en su modo de 
proceder. Ambos son muy capaces de sostener con brillo los negocios 
que se les encomienden. Tienen ya un colaborador, el Sr. Lic. Robles 
Gil, cuyo trabajo no he podido conseguir todavía, y tal vez no dilaten 
otros letrados, otros escritores, en saltar á la arena, coadyuvando á la 
propaganda, que bien pronto se extenderá en todo el país. A la des-
confianza que pueda infundir en los propietarios, para la que no hay 
mérito, es de necesidad oponer por parte del Ejecutivo la rectitud de 
sus actos, como lo ha hecho hasta aquí; recomendar eficazmente á los 
denunciantes y á las Compañías deslindadoras, á los promotores fisca-
les y á los jueces de Distrito, que obren con la mayor mesura en el 
ejercicio de sus derechos y atribuciones, procurando el estricto cum-
plimiento de la ley. 

El Epílogo del Sr. Diaz González contiene atrevidos pensamientos 
expresados con todas las galas del estilo, muy propios para exaltar la 
imaginación; es una especie de proclama, adecuada, adecuadísima pa-



ra conseguir prosélitos. Él se ha permitido decir que las leyes que he 
examinado antes y los procedimientos del Poder federal, tienen por 
tendencia, tendrán por resultado, desheredar á los hijos de los anti-
guos mexicanos de la tierra patrimonial, y con ella, de los sudores y 
de las lágrimas de sus padres, convirtiéndolos en esclavos en cierto 
sentido, para darla nada más á especuladores y á extranjeros. Que los 
Poderes de la Union, en cuyo seno están patriotas distinguidos y sol-
dados heroicos que han luchado por la Independencia del país, salván-
dola, hagan patentes con sus hechos, como lo harán, que sus disposi-
ciones sobre baldíos y sobre colonizacion no tienen otro objeto que 
hacer progresar y engrandecer al país, conservándolo íntegro y libre 
de toda tutela extranjera y de todo yugo. 

Resumiendo, soy de opinion, en la cuestión sometida á mi estudio: 
Que se sirva vd. contestar á la Secretaría de Estado y del Despacho 

de Hacienda, que la Tesorería reciba, en el caso de los Sres. Terrazas y 
Zuloaga, y en cualquiera otro de su clase, íntegras las especies en que 
deba hacerse el pago del precio de los terrenos baldíos. 

Tal es mi parecer, salvo el mejor y más acertado de vd. 

México, Diciembre 5 de 1885. 

M A N U E L I N D A . 

MANUEL GONZALEZ, Presidente constitucional de los Es-
tados Unidos Mexicanos, á sus habitantes, sabed: 

" Q u e el Congreso de la Union ha tenido á bien decretar lo si-

guiente: 
" El Congreso de los Estados Unidos Mexicanos decreta: 
" Artículo único. Se autoriza al Ejecutivo de la Union para que, de 

la manera que lo crea más conveniente, proceda á la formacion del 
catastro de la Repúbl ica .—J. Baranda, senador presidente.—Jul io 
Zarate, diputado presidente.—F. Méndez Rivas, senador secretario.— 
Manuel F. Alatorre, diputado secretario. 

" Por tanto, mando se imprima, publique y circule para su debido 

cumplimiento. 

" Dado en el Palacio del Poder Ejecutivo de la Union, en México, 
á 31 de Mayo de 1882.—Manuel González.—Al Oficial mayor encar-
gado de la Secretaría de Hacienda." 

Y lo comunico á vd. para su conocimiento y efectos consiguientes. 
Libertad en la Constitución. México, Mayo 31 de 1882.—Jesús 

Fuentes y Muñíz.—Al 



PROVISION DE TERRENOS A LOS INDIOS YAQUIS PRESENTADOS. 

Un sello que dice: "República Mexicana.—Gobierno del Estado li-
bre y soberano de Sonora. 

Con fecha 26 del corriente, dice al Gobierno de mi cargo el General 
en Jefe de la 1? Zona militar, lo que sigue: 

"Con fecha 17 del actual me dice el Secretario de Guerra y Marina: 
"Por el oficio de vd., fecha 7 del actual, se ha enterado esta Secre-

taria del que le dirigió el general José T. Otero, participándole que en 
Baroyeca se le presentaron catorce indios yaquis con sus respectivas 
familias, y en Buenavista siete; y en respuesta le manifiesto: que or-
dena sean tratados con toda benevolencia esos indios y sus familias. 
Póngase vd. de acuerdo con el Gobernador de ese Estado para que se 
les proporcionen terrenos en propiedad á las inmediaciones del Yaqui, 
dándoles títulos de propiedad á sus familias, haciéndoles entender que 
el Gobierno cuidará de ellos, así como de todos los que se sometan á 
su autoridad." 

"Tengo el honor de insertarlo á vd. á fin de que se sirva manifestar 
de qué manera y bajo qué bases se ha de proceder en el asunto á que 
se refiere la parte final de la inserta nota." 

Y no teniendo el Gobierno de este Estado ningunos terrenos de que 
disponer para obsequiar lo dispuesto por la Secretaría de Guerra y Ma-
rina, pues todos los baldíos dependen de la del digno cargo de vd., he 
creido del caso trascribirle la nota inserta con el fin de que, si lo juz-
ga conveniente, se sirva dictar sus superiores órdenes, á fin de que á 



las veintiuna familias yaquis á que se refiere el Secretario de Guerra, 
se les den, en los términos que vd. tenga á bien disponer, otros tantos 
lotes de terreno en el lugar que esa Secretaria juzgue más á propósito. 

Libertad en la Constitución. Hermosillo, Setiembre 30 de 1885.— 
Luis E. Torres.—Por ausencia del ciudadano Secretario, A. Isabal, 
Oficial Io—Rúbrica.—Al Secretario de Fomento de la R e p ú b l i c a -
México. 

INFORME. 

Ciudadano Secretario. 

El decreto de 27 de Octubre de 1862 concedió al Ejecutivo de la 
Union facultades extraordinarias, las que durarían hasta treinta dias 
despues de la reunión del Congreso. 

Estas facultades fueron prorogadas en los propios términos por de-
creto de 27 de Mayo de 1863, y como el Congreso federal abrió sus 
sesiones el 8 de Diciembre de 1867, según se ve por el decreto de esa 
fecha, es evidente que las relacionadas facultades duraron basta el 7 
de Enero de 1868, razón por la que hasta el 18 del citado Enero vino 
previniendo un diverso decreto que el Ejecutivo diese cuenta del uso 
que habia hecho de las repetidas facultades. 

Sentado este precedente, por lo que importa á la cuestión legal re-
lativa al señalamiento de terrenos á los pueblos en la precitada época, 
veamos lo que en ese sentido se proyectó respecto de los de Sonora. 

El 28 de Agosto de 1867 se acordó, que con el objeto de asegurar la 
paz en el Distrito de Alamos y de que la clase indígena dedicada á la 
agricultura fuese protegida, se adjudicase á los pueblos de Navajoa y 
Tesía cuatro leguas cuadradas á cada uno. 

Despues, pasando ya el tiempo de las facultades, en 16 de Noviem-
bre de 1880, en vista ele la precedente resolución y fundándose en que 
no han sido derogadas las disposiciones de las leyes antiguas sobre 
extensión de terrenos para fundación de poblaciones, y en que en di-
versas épocas se han dado circulares para que se expidan á los indios 
gratuitamente los títulos de propiedad de los terrenos baldíos que es-
tuviesen ocupados, se resolvió se continuasen las medidas de los terre-
nos concedidos á Navajoa y Tesía, y que respecto de los demás pue-

blos de indios de los rios Yaqui y Mayo, se procediese en todos ellos 
al señalamiento del fundo legal, que lo formaría un cuadrado de 1,200 
varas, ó 1,005 metros 6 decímetros por lado, dentro de cuya figura se 
darían solares para la construcción de casas, procurándose la regulari-
dad en la formación del pueblo, distribuyéndose el resto de terrenos 
en lotes de la manera que se juzgase más equitativa, y sin que exce-
diese la extensión total de cada pueblo, de cuatro leguas cuadradas. 

Más adelante, en 7 de Enero de 1882, á solicitud de los CC. Sena-
dores por el Estado de Sonora, J. García Morales y José Cañedo, se 
determinó: que aunque se establece de un modo claro en el art. 1? de 
la ley de 22 de Julio de 1863, que no son baldíos los terrenos que ha-
yan sido destinados á un uso público, en cuyo caso se encuentran los 
ejidos de los pueblos, con el fin de evitar las dificultades de los denun-
cios improcedentes, se practicasen las operaciones de señalamiento y 
mensura del fundo y ejidos de cada poblacion de acuerdo con las le-
yes que se hubiesen dado sobre ese punto en aquel Estado, ántes de 
promulgarse la Constitución federal, y si no las hubiese, conforme á 
las disposiciones antiguas que no han sido derogadas \ asignándose en 
este caso para el fundo legal de cada pueblo, las dimensiones designa-
das de 1,200 varas de la antigua medida ó 1,005 metros 6 decímetros 
del sistema legal por lado del cuadrado que se habia de formar y cu-
yo centro seria el mismo de la poblacion, si esto era posible: que res-
pecto de los ejidos, en donde hubiese baldíos bastantes para el objeto, 
tendrían la extensión á lo más de una legua cuadrada ó 1,755 hectaras 
61 varas, quedando comprendido dentro de dicha legua el fundo legal, 
respetándose al hacerse el señalamiento las propiedades legalmente 
adquiridas; y que para dar el debido cumplimiento al precepto consti-
tucional que niega á las corporaciones capacidad legal para adquirir 
y administrar bienes raíces, una vez que se hiciese el señalamiento del 
fundo legal y separada que fuese la porcion destinada á panteones, pa-

1 Algunas de las principales disposiciones antiguas que tienen un carácter 

general respecto de la materia, y á las que por lo mismo alude el Informe, son 

las siguientes: 
Eeal Ordenanza de 26 de Mayo de 1567. 
Real Cédula de 4 de Jun io de 1687. 
Eeal Cédula de 12 de Ju l io de 1695, y 
Eeal Instrucción de 15 de Octubre de 1754. 



seos y demás usos públicos, el resto seria fraccionado y repar t ido en-
tre los padres ó cabezas de familias. 

Por último, entre los muchos expedientes que han venido de re-
parto de ejidos á los pueblos de Sonora, con arreglo á la p rec i tada 
resolución general de 7 de Enero de 1882, tenemos el de la vi l la de 
Baroyeca ya examinado y corregidos los defectos que se no t a ron en 
el fraccionamiento de los ejidos, estando ahora.sólo pendiente de q u e 
se ministren las estampillas del t imbre que deben llevar los t í tulos. 

Esta reseña viene demostrando: 
1? Que para hacer las concesiones de terrenos á los indígenas, se 

ha buscado siembre el apoyo legal, y que careciendo de éste, l a pro-
videncia dada por la Secretaría de Guerra, respecto de que el jefe de 
la 1? Zona militar, de acuerdo con el Gobernador de Sonora, propor-
cione terrenos en propiedad á las inmediaciones del Yaqui á los cator-
ce indios yaquis que con sus familias se presentaron en Baroyeca, y 
los siete que también se presentaron en Buenavista, no ser ia conve-
niente ratificarla, por su vaguedad y falta de fundamento. 

2? Que las disposiciones de que se ha hecho mención, proveen per -
fectamente al objeto de asignarles terrenos á los indios yaquis y á los 
de los demás pueblos de Sonora, y que por consiguiente, los indios 
presentados pueden ser enviados al pueblo á que pertenezcan pa ra q u e 
participen del fraccionamiento de los respectivos ejidos. 

3? Que esto no sólo es lo debido bajo el aspecto legal, s ino t a m b i é n 
lo conveniente bajo el aspecto político, conservando y fomen tando l a s 
poblaciones ya formadas, pues de otra manera las concesiones parcia-
les vendrían á desmembrar las agrupaciones constituidas bajo el régi-
men municipal tan necesario para su civilización y para ser e f icazmen-
te vigiladas. 

4? Que además no seria oportuno dar baldíos sin apoyo legal , p u e s 
tal precedente traeria malas consecuencias; siendo de advertir q u e a u n 
para la dotacion de terrenos para nuevas poblaciones ó e n s a n c h a m i e n -
to de las existentes, falta autorización en nuestra moderna legis lac ión , 
y por eso es que el que suscribe consultó la iniciativa adecuada á cu-
brir ese hueco, con motivo de una solicitud del pueblo de T e n o s i q u e . 

Por estos motivos el que suscribe opina por que se conteste al Go-
bernador de Sonora en los términos que expresa el segundo p á r r a f o 

Esto no obstante, esa superioridad con más acierto acordará lo q u e 
sea oportuno. 

Sección 1* Noviembre 5 de 1885.—Francisco Maza, oficial I o —Rú-
brica.—Acuerdo.—Noviembre 17 de 1885. Conforme. Rúbrica. 

Secretaría de Fomento, Cólonizacion, Industria y Comercio.—Méxi-
co.—Sección 1?—Departamento de terrenos ba ld íos—Num. 3,276. 

Impuesto el Presidente de la República de la comunicación de vd., 
fecha 30 de Setiembre último, en la que se sirve trascribir la que en 
26 del mismo le dirigió el General en Jefe de la I a Zona militar inser-
tando la orden de la Secretaría de Guerra y Marina relativa á que se 
den á los indios yaquis que se han presentado con sus familias los te-
rrenos necesarios, el mismo primer Magistrado h a tenido á bien acor-
dar se diga á vd., que las disposiciones antiguas y las que últimamen-
te acordó el Gobierno en 7 de Enero de 1882 para favorecer á los in-
dígenas y vecinos de los pueblos de ese Estado, proveen perfectamente 
al objeto de asignarles terrenos á los indios yaquis y á los de los de-
mas pueblos, y que por consiguiente los indígenas presentados pueden 
ser enviados al pueblo á que pertenezcan, para que participen del frac-
cionamiento de los respectivos ejidos. 

Libertad y Constitución. México, Noviembre 17 de mó.-Paclie-
co.—Al Gobernador del Estado de Sonora.—Hermosillo. 



D I S C U R S O 

Pronunciado por el Diputado Alfredo Chavero, en la sesión del 
dia 17 de Octubre de 1885. 

El C. Presidente—Tiene la palabra el C. Chavero. 
El C. Chavero: 

Señores diputados: 

Alejado por más de cinco años de la tribuna parlamentaria, tengo 
temor de comenzar la discusión, y pido sinceramente benevolencia: la 

necesito. . . 
Vengo á atacar la proposicion del Sr. Duret, y no sólo la proposicion, 

sino el discurso con que la fundó en la sesión del miércoles; y sin em-

bargo, vengo á pedir también á la Cámara que admita á discusión dicha 

proposicion. 
Estas dos ideas parecen contrarias, y sin embargo, se adunan, por-

que la mayoría quiere discutir, quiere ganar con razones, no con votos. 
En toda democracia, para que una Cámara popular esté bien consti-

tuida necesita tener dos elementos indispensables: una oposicion y una 
mayoría. Nace esto de la naturaleza misma de los hombres; no todos 
pueden ver bajo el mismo aspecto las cuestiones; por consiguiente sus 
opiniones son diversas, y de la diversidad de opiniones nacen estos dos 
grupos parlamentarios. Nace esto de la naturaleza misma de la Cá-
mara de la naturaleza misma del Poder Legislativo: son tan diferentes 
y excepcionales las circunstancias del Poder Ejecutivo y del Poder 
Legislativo, que el primero necesita obrar unísono y rápidamente, y el ® Informe.—11 



segundo en conjunto, y discutir para que de la discusión venga la luz. 
Y conforme á estos caracteres impuestos por la naturaleza misma, 
nuestra Constitución, en sus artículos 50 y 51, establece la división de 
los Poderes, manda que el Poder Legislativo exista en un Congreso, y 
prohibe que pueda este Poder confundirse con el Ejecutivo, previnien-
do además que en ningún caso resida en una sola persona, porque la 
Constitución quiere que el Poder Legislativo sea un poder discutidor, 
un poder que examine, y que de ese exámen y esa discusión, saque la 
verdad posible para la naturaleza humana . 

No soy, pues, de los que se asustan de las oposiciones; soy de los 
que las desean. Yo no soy partidario de las Cámaras mudas, sino de 
las Cámaras batalladoras. Pero veamos qué caracteres necesitan tener 
la oposicion y la mayoría. La oposicion debe ser tranquila, juiciosa, 
justificada; la mayoría no debe imponerse, debe razonar y triunfar por 
la justicia. Pero ¿acaso la oposicion que hoy se presenta tiene estas 

circunstancias? Cuando las oposiciones y las mayorías reúnen esos ' 
caracteres, entonces se forma la armonía parlamentaria, y de la armo-
nía parlamentaria resulta siempre el bien para la Nación. Pero no 
tiene ese carácter la oposicion que hoy se presenta; basta ver el nego-
cio que pone á discusión, para comprender que no está justificada. 
Viene pidiendo un absurdo constitucional; que un acto administrativo 
se haga por el Congreso, es decir, viene pidiendo que violemos los ar-
tículos 50 y 51 de la Constitución, los cuales establecen la independen-
cia de los Poderes. El Poder Legislativo puede fijar bases muy preci-
sas para que el Poder Ejecutivo administre; pero desde el momento 
en que el Poder Legislativo quiera administrar, viola la independencia 
de los Poderes, independencia que según Montesquieu, es la base más 
sólida de las libertades públicas. No está justificada tampoco la oposi-
cion, al pedir este absurdo constitucional, porque se ha fundado en 
hechos notoriamente equivocados; nos ha venido, para justificar su 
pretensión, á decir que los contratos celebrados por el Ministerio de 
Fomento lo han sido con violacion de la ley sobre terrenos baldíos, 
porque no se exige en ellos la colonizacion; que lo han sido con viola-
cion de las leyes de 22 de Junio, porque no ha podido hacerse el pago 
con bonos del tesoro, que aun no se emiten; y que lo han sido con 
violacion del Ínteres público, porque se ha hecho la venta á un ínfimo 
precio, cuando podia haberse sacado un precio superior 

Voy a contestar á todas estas razones. 

No es exacto que la venta se haya hecho con violacion de la ley de 
colonizacion. La ley de colonizacion, la ley de terrenos baldíos, autori-
za estos contratos y exige un colono por cada 2,500 liectaras, y los con-
tratos celebrados tienen esta condicion. 

Se hace un gran argumento de que se impone una pena á los con-
tratistas por cada colono que no presenten y que no pongan en los te-
rrenos. Pero la misma ley exige en el contrato la pena, para el caso 
de que no se cumpla con la prescripción de ella. De manera que el ar-
gumento presentado contra el Ejecutivo, viene á salir contraproducen-
te, porque sólo acredita que el Ejecutivo ha cumplido con la ley. 

El segundo argumento, referente á que no debe venderse en bonos, 
cae por su propio peso, con un solo hecho: no se han pagado los terre-
nos con bonos; es inexacto. 

La ley previene que una tercera parte se dé en bonos y dos terceras 
en dinero. Pues algo ménos que una tercera parte se dió en bonos, y 
lo demás en valores de la deuda flotante, que no son bonos. 

El art. 1° de la ley reglamentaria de 22 de Junio, lo mismo que el 
art. 2o de la ley de 15 de Diciembre de 1883, que mandó hacer la con-
solidación, autorizan al Ejecutivo para celebrar arreglos con sus acree-
dores miéntras la consolidacion se lleve á efecto. Así se ha hecho; de 
manera que el Ejecutivo ha obrado conforme á la ley. 

El tercer argumento es, el que el Gobierno ha vendido barato. El 
Ejecutivo no tenia que sujetarse sino á la tarifa marcada por la ley, y el 
precio señalado en ésta es inferior al precio á que ha vendido el Ejecu-
tivo: luego el Ejecutivo no tan sólo ha cumplido con este mandato de la 
ley, sino que además ha obtenido una ganancia. 

En vano se nos alega el precio que tienen los terrenos en Texas; 
mayor precio tienen en Paris y en Londres; pero los desiertos de Chi-
huahua, sin agua, estériles, y recorridos todavía por las tribus salva-
jes, no pueden valer lo mismo que los terrenos de Paris y Londres. 
Y sin embargo de todo eso, cuando los terrenos de las haciendas de 
propiedad particular tienen allí un precio de seiscientos pesos por sitio, 
el Gobierno ha alcanzado mil ciento cuarenta pesos por sitio. De ma-
nera que los contratos que se impugnan, en realidad son unos contra-
tos altamente honrosos para el C. Ministro de Fomento. (Rumores.) 

A propósito de los ceceos de las galerías, voy á contarles una anéc-

dota. 
Lord Palmerston, gran diplomático de Inglaterra, ántes de ser jefe 



del Gabinete, fué enviado de Embajador á China. El Emperador chino 
quería quitárselo de Pekin; pero no se atrevía á hacerlo de una ma-
nera directa, por no romper sus relaciones con Inglaterra; y entonces 
le ocurrió una idea peregrina: invitó á almorzar á Lord Palmerston, y 
como de costumbre, al volver á su casa lo mandó acompañado de dos 
timbales que le hacían mucho ruido. Al dia siguiente le hizo la mis-
ma invitación, y entonces lo fueron á dejar hasta su morada cuatro 
timbales; al otro dia ocho; al siguiente diez y seis; y así fué aumen-
tando el número, hasta que por fin le dijo Lord Palmerston al Empe-
rador chino: "Podéis hacerme el ruido que gustéis; yo permaneceré en 
mi lugar cumpliendo con mi deber." 

Señores de las galerías: podéis cecear, que yo permaneceré en mi 
puesto cumpliendo con mi deber. (Aplausos.) 

Si en alguna cuestión no es atacable el Ministerio de Fomento, si 
en alguna cuestión es digno del mayor elogio, es en la cuestión de terre-
nos baldíos. 

Se ha venido á hablar de la historia de los terrenos baldíos, y yo 
también acerca de este particular me voy á permitir decir una palabra. 

Los terrenos baldíos traen su origen, lo mismo en México que en 
los Estados Unidos y en las otras naciones americanas, de la ocupa-
ción de este Continente por los europeos. 

Y esto tiene que ser así, porque no había naciones tan organizadas 
que tuvieran su propiedad extendida y bien determinada, ni suficien-
tes para ocupar todo el territorio. De manera que al hacerse la ocupa-
ción, del Continente por los europeos, lo mismo en los Estados Unidos 
que en México, quedaban todos los terrenos como propios del Rey á 
quien correspondía el territorio respectivo. Las concesiones hechas 
por ese Rey daban la propiedad. 

Esas concesiones fueron de dos maneras: las unas hechas por el 
Rey en premio de sus servicios á los conquistadores, señalándoles gran 
extensión de terrenos, y las otras hechas á los solicitantes por los Vi-
reyes, señalándoles determinada extensión de terreno, unas veces fijan-
do límites naturales, lo cual se decía ad Corpus, y otras, señalando una 
medida determinada, á lo que se nombraba merced ad mensuram. 

Algunos individuos ocuparon terrenos sin que viniera su tenencia 
de uno de estos dos orígenes, el Rey ó los Vireyes. Y esos que liabian 
tomado lo ajeno, que habían cometido un robo, esos fueron los que 
quedaron sujetos á la cédula real sobre composiciones, que nos citaba 

el Sr. Viñas, la cual se dió en el Pardo en 1591. Y á esos se les dijo: 
puesto que has tomado terrenos que no te pertenecen, debes pagarlos. 
Pero ni estos terrenos sujetos á la composición, n i los terrenos dados 
por el Rey ó los Vireyes, se extendieron en lo general á la parte del 
territorio ocupado por los indios bárbaros, porque nadie podia tener Ín-
teres en ser dueño de terrenos ubicados en la frontera adonde nadie 
podia ir. 

Así es que estos terrenos quedaron como de propiedad del Rey, que 
entonces representaba á la Nación, y de propiedad nacional cuando 
cesó el dominio del Rey; y á estos terrenos se les dió el nombre de 
terrenos baldíos en México, y en los Estados Unidos de nacionales. 

Estos terrenos son de propiedad de la Nación, y la Nación puede 
venderlos. Estos terrenos han servido en los Estados Unidos para una 
poderosa colonizacion que ha originado su grandeza, porque allí no 
se tienen los temores pueriles de mi amigo el Sr . Duret. 

Esta cuestión ya ha sido tratada por nuestros gobiernos. 
El Sr. Juárez fué el primero que fijó de una manera séria su atención 

sobre este importante asunto. En 1863, cuando el enemigo extranjero 
estaba invadiendo nuestro territorio, entonces dió una ley sobre terrenos 
baldíos. Al volver el Sr. Juárez en 1868 á la República, fijó la tarifa 
para la venta de estos terrenos. Despues, en el Gobierno del Sr. Lerdo, 
se dió una ley sobre lo mismo en 1875; y en 1883, en la Administra-
ción del Sr. González, se expidió otra ley sobre venta de terrenos bal-
díos. 

Pues bien, el negocio de terrenos baldíos, pequeño en su origen, ha 
ido aumentando gracias al trabajo y empeño del Sr. Ministro de Fo-
mento. En los años de 1868 á 1880 sólo se vendieron dos millones 
de hectaras, y en los anos de 1881 á 1885 se han vendido trece millo-
nes. La tarifa del año de 68 es ménos de la tercera parte de la tarifa 
actual; de manera que si se aumenta la venta y el precio, se aumenta 
igualmente la riqueza nacional. ¿Cómo se han vendido esos terrenos? 
Repartiéndolos entre pequeños propietarios. Conforme á la ley de la 
materia puede cederse á cada individuo hasta 2,500 hectaras; pues 
bien, señores Diputados, innumerables personas han venido á pedir es-
tas 2,500 hectaras, y aun algunas, ménos, siendo esta la manera con que 
se han distribuido esos quince millones. Pues todavía hay más; en lu-
gar de despojarse á los indios, pueblos enteros han acudido á pedir te-
rrenos baldíos para ensanchar sus límites, y á estos pueblos se les han 



vendido 158,000 hectaras. En el curso de los años de 83 á 84, se 
han expedido 4,123 títulos de terrenos baldíos á los habitantes de esos 
pueblos; de modo que la propiedad se ha dividido sin ofender á nadie; 
los que antes eran pobres se han convertido en propietarios; y así se 
ha realizado la ley económica que asegura que la multiplicidad de los 
propietarios, aumentando la riqueza privada, aumenta la riqueza pú-
blica. De esta manera ha obrado el Ministerio de Fomento con la más 
grande justificación. 

Pero se dice que el Ministerio de Fomento ha ido á atacar las pro-
piedades subsistentes y las ya confirmadas por la prescripción. Podría 
contestar que no hay prescripción que venga jamas á legitimar el robo; 
pero no lo contestaré, porque los propietarios han venido ellos mismos 
á denunciar sus demasías. No ha habido un solo caso contencioso; los 
propietarios, viendo que sus títulos no correspondían á sus terrenos, 
viendo que su ínteres era tener títulos absolutamente legítimos, h a n 
acudido al Ministerio de Fomento, han denunciado sus demasías, s e 
les ha otorgado la rebaja de un 50 por ciento que la ley concede, y así 
han llegado con ventaja á legalizar una propiedad que ántes no tenian 
legítimamente. De manera que no ha habido usurpación, ni comunis-
mo, ni ataque á los indígenas, sino división de la propiedad nacional 
entre los pueblos y multitud de particulares que hoy son propietarios y 
tienen un Ínteres positivo en el gran Ínteres nacional. Esto es lo q u e 
ha hecho el Ministerio de Fomento. Pero todavía ha hecho m u c h o 
más. El Ministerio de Fomento ha deslindado 30.000,000 de hectaras, 
y ha deslindado estos 30.000,000 de hectaras casi sin gastos, cuando 
en los Estados Unidos solamente por la ley de 7 de Agosto de 1882, s e 
destinaba para el deslinde de terrenos nacionales, en un año, la s u m a 
de S 400,000. 

Pues bien, al deslindar el Ministerio de Fomento 30.000,000 de hec -
taras, calculando que por lo bajo se venderán á 60 centavos cada hecta-
ra, ha puesto á disposición de la Nación $ 18.000,000. Y ¿puede acu-
sarse al Ministerio de Fomento porque aumenta la riqueza nacional, y 
porque nos prepara un modo de pagar nuestra deuda pública? Creo que-
de ninguna manera puede acusársele, creo que mi apreciable amigo el 
Sr. Duret se ha extraviado dominado por la preocupación; y por eso l a 
oposicion, al presentarse injustificada, como lo he demostrado, ha te-
nido que presentarse injusta y agresiva. Yo siento mucho que la oposi-
cion haya tomado ese carácter, y más siento que, á propósito de la c u e s -

tion de terrenos baldíos, haya dejado deslizar las palabras de traición á 
la patria. ¿Traición á la patria, al tratarse de estos contratos celebrados 
por el Ministro de Fomento, ese inválido de la segunda independencia, 
ese hombre que perdió un brazo y una pierna en el asalto de la ciudad 
de Puebla? ¿Traición á la patria, refiriéndose á contratos acorda-
dos con el general Diaz, el héroe de la Carbonera y Miahuatlan, el 
hombre que ha arrebatado al extranjero esta ciudad de México para 
entregársela al Sr. Juárez, diciéndole: el territorio nacional ya no está 
viokdo? (ceceos.) En este territorio nacional viven libres é independien-
tes los mismos que vienen á cecear, ingratos á su caudillo. (Aplausos.) 

Yo creo seguramente, que aquellas palabras se escaparon de los la-
bios del Sr. Duret contra su voluntad. ¿Por qué? Porque creo que es 
un joven de nobles sentimientos, de elevada inteligencia. Natural es 
que esto suceda, me ha pasado á mí y á todos los jóvenes que entran 
en la política; natural es que los jóvenes sin experiencia, al ver los ma-
les del país, le echen la culpa á los gobernantes. En la imaginación se 
forjan mil ideas, mil proyectos, porque es muy fácil en la imaginación 
hacerlo todo para remediar los males, é inmediatamente quieren que 
esos proyectos se realicen. Yiene á establecerse en el diputado nuevo, 
algo de la infalibilidad papal, y lo que en tres cuartos de siglo no han 
podido hacer nuestros grandes hombres desde Hidalgo hasta Juárez, en 
cinco minutos lo quieren realizar. Esto mismo pensé en el tercer Con-
greso; lo que piensan estos jóvenes en el 12?; no son culpables, es efec-
to de la naturaleza humana; y por eso nos vienen á presentar como un 
gran alivio para el país, un programa que francamente lo encuentro ané-
mico. El programa se reduce á pedir la derogación de un decreto, á que 
informe un Ministro, á que se den dos leyes nuevas, y á que se revise 
otra. No comprendo cómo con este programa se pueda hacer la felici-
dad del país. ¿Qué piden en este programa? Pues piden la derogación 
de las leyes de 22 de Junio que hasta estos momentos no han surtido 
sus efectos; luego, ¿cómo pueden ser causa del malestar del país? Pi-
den que se siga el juicio iniciado con respecto á las cuentas. Pues este 
juicio se está siguiendo; todavía hace pocos días se han practicado al-
gunas diligencias. Piden la instrucción primaria obligatoria. Si es pa-
ra el Distrito Federal, es inútil porqué tenemos multitud de escuelas 
á las que asisten millares de niños; y si es para los Estados, es una vio-
lación de su soberanía. Piden la inamovilidad de los jueces. Yo pre-
gunto cómo siendo inamovible un juez, podemos salvar la terrible crí-



sis económica y social. Luego son remedios inútiles. Si por un mo-
mento suponemos á la oposicion en el Ministerio, si suponemos que 
lleva á cabo todas estas medidas con la mejor buena fe, con el mayor 
deseo, evidentemente que veríamos que no habia remediado ni la si-
tuación económica, ni la política, ni la social. Sabido es que situacio-
nes como ésta no son remediables con programas. El Sr. General Diaz 
no ha dado un programa, pero ha practicado un programa. ¿Y cuál ha 
sido la práctica de este programa? La conservación de la paz pública, 
porque la paz será la que dé trabajo al pueblo; la conservación de las 
buenas relaciones con los Estados para conservar esa paz; y la buena 
amistad con las potencias extranjeras, porque esto implica respeto y 
honra para la Nación. Y cuando ha sido preciso ponerse frente á fren-
te en un conflicto internacional con Guatemala, recuerden que el Pre-
sidente ha levantado muy alto la bandera de la patria. De manera que 
el programa del Ejecutivo es inatacable, miéntras que el de la oposi-
cion es un programa que á nada conduce. 

Pero todavía hay más, señores Diputados: esta oposicion injustifica-
da puede causar graves males al país. Nadie ignora que el partido 
conservador há tiempo que nos está acechando; nadie ignora que au-
menta por el trabajo en las escuelas y por la propaganda religiosa, su 
fuerza y poder, y espera que se abra una brecha en el baluarte de la 
Constitución para entrar por ella: ¿y podrán estos jóvenes que son esen-
cialmente patriotas, que son esencialmente liberales, contribuir á este 
trabajo inconscientemente? Y no hablo de memoria, señores Diputa-
dos; voy á relatar un hecho que me impresionó mucho. 

Estábamos en San Luis Potosí el Sr. Zarco y yo, al lado del Sr. Juá-
rez, cuando la capital de la República estaba ocupada por los france-
ces; y el Sr. Zarco me contó que, joven imprudente é impetuoso, traba-
jó fuertemente por derrocar al gobierno del Sr. Arista; y el gobierno 
del Sr. Arista era liberal, y hubiera realizado para el país todos los 
progresos. Acabamos con el gobierno de Arista, me dijo el Sr. Zarco, 
y detrás de él vinieron los conservadores y la ominosa dictadura de 
Santa-Anna, y la guerra de tres años, y la intervención, y con ella la in-
vasión del territorio nacional. No tengo suspiros bastantes, me decia, 
para lamentar esta desgracia, por haber contribuido á derrocar un go-
bierno liberal. ¡Quiera Dios que estos jóvenes no contribuyan á una 
desgracia semejante! 

Pero volviendo á la cuestión, ellos nos presentan una proposicion 

altamente ofensiva al gobierno, y á esta mayoría que l laman incondi-
cionalmente gobiernista. No, señores, la mayoría no es incondicional-
mente gobiernista, porque uno de los principios del programa del Ge-
neral Diaz ha sido siempre la libertad parlamentaria. 

Allí están los Congresos 8.® y 9.° en que día á dia se discutieron las 
cuestiones más graves: allí están esos Congresos donde en los nego-
cios importantes como los de los ferrocarriles, el Ejecutivo se plegó á 
la voluntad de la Cámara, y se produjo así una armonía que hizo ade-
lantar y progresar á la Nación de tal manera, que hoy mismo, á pesar 
de las trabas que se le han puesto, sigue adelantando. Y aquí también 
debo hacer un paréntesis: á tal punto hubo libertad parlamentaria, que 
yo, por ejemplo, individuo bien reconocido de la mayoría de aquellos 
Congresos, no tuve inconveniente en sostener contra el Ministerio dos 
grandes cuestiones, la libre exportación de la plata y la libre importa-
tecion del papel para impresiones. En este mismo Congreso ¿no hemos 
tenido toda la libertad parlamentaria? Y en las presentes sesiones ¿ qué 
señal de vida ha dado la oposicion en las discusiones? Cuando hemos 
tratado aquí el contrato oneroso de la Bolsa Mercantil, ¿quiéneslo he-
mos combatido y despedazado sino los individuos de la mayoría? Hoy 
nos traen á la discusión una proposicion que parece un reproche al 
Ejecutivo. Como reproche la rechazamos, porque si la minoría dice que 
no tiene confianza en el General Diaz, el General Diaz sabe que en él 
tiene confianza la mayoría y los diez millones de habitantes de la Re-
pública que lo han elevado dos veces á la primera magistratura. 

Pues bien, rechazando este ataque que no podemos consentir, á pe-
sar de que nos traen un proyecto absurdo, nosotros decimos: admitá-
moslo á discusión, porque á la hora del debate, despues que haya sido 
estudiado por una Comision, entonces vencerémos, no por la fuerza 
de los votos, sino por la fuerza de la razón y de la justicia. (Rumores 
y aplausos.) 



D I S C U R S O 

Pronunciado por el Diputado Alfredo Chavero, en la sesión del 
dia 9 de Diciembre de 1885. 

El ciudadano Presidente.—Tiene la palabra el C. Chavero. 
El C. Chavero: 

Señores Diputados: 

En realidad no tengo que contestar el discurso del apreciable Dipu-
tado que me precedió en el uso de la palabra, en el debate sobre terrenos 
baldíos, supuesto que él no se ocupó de la cuestión; y además, no me 
encuentro aludido en ninguna de sus referencias: solamente le contes-
taré algunas observaciones que hizo sobre la materia del debate, al 
concluir su peroración. Dijo que á última hora la mayoría permitía la 
discusión sobre terrenos baldíos. El dictámen sobre terrenos baldíos 
estaba presentado desde el 25 de Novidmbre, y no obstante que era 
un dictámen que concluia, como concluye, por una proposicion econó-
mica que podia votarse desde luego, por haber ofrecido la mayoría que 
esta cuestión se trataría extensamente, se le dieron las solemnidades 
de I a y 2* lectura, y estuvo listo para discutirse desde hoy hace ocho 
dias; pero nuestro estimadísimo compañero el Sr. Duret nos pidió se 
aplazase esta discusión, porque estaba entonces muy ocupado, como 
defensor de uno de nuestros estimables compañeros. Esta considera-
ción de compañerismo, cuando se trataba también de otro compañero, 
hizo que reserváramos la discusión para ahora: no la hemos dejado, 
pues, por nuestra voluntad, para los últimos momentos, y cuando sólo 
faltan tres sesiones, sino por consideraciones muy debidas á los seño-
res de la minoría. 



Hecha esta explicación, voy á entrar en materia; y como quiera que 
ésta sea una cuestión complexa, la cual se puede ver bajo muy dife-
rentes aspectos, dejo á los otros señores oradores que tomen en pro la 
palabra, en libertad para que la juzguen según su criterio; yo voy á 
tratar la cuestión constitucional, que es la única que ha iniciado mi 
apreciable compañero el Sr. Rivera y Rio. 

El Sr. Rivera y Rio ha fundado su opinion de que no son constitu-
cionales los contratos celebrados por el Ejecutivo, en dos artículos de 
nuestro Código fundamental, 117 y 124: el 124 dice: "Para el dia 1? 
de Junio de 1858 quedarán abolidas las aduanas interiores" 
Este artículo es enteramente inaplicable. 

El Sr. Rivera y Rio. Permítame el Sr. Chavero que le haga una 
interrupción. 

El Sr. Chavero. Con mucho gusto. 
El Sr. Rivera y Rio. Me equivoqué; es la fracción 24 del art. 72. 
El Sr. Chavero. Muy bien, muchas gracias. Ya comprendía yo que 

habia una equivocación; pero no tenia derecho de corregir el discurso 
de mi apreciable compañero. 

El art. 117 de la Constitución dice: "Las facultades que no estén 
expresamente concedidas por esta Constitución á los funcionarios fe-
derales, se entienden reservadas á los Estados." 

Luego las que están expresamente concedidas á los funcionarios fe-
derales, no lo están á los Estados. La facultad de legislar sobre terre-
nos baldíos, es federal, está consignada en la Constitución, porque dice 
la fracción 24 del art. 72 ( la misma que cita precisamente mi com-
pañero el Sr. Rivera y Rio) lo siguiente: 

Entre las facultades del Congreso federal, es decir, entre las facul-
tades del Poder federal, que no están reservadas á los Estados, está 
la de " fijar las reglas á que debe sujetarse la ocupacion y enajenación 
de terrenos baldíos y el precio de éstos. " 

Luego queda demostrado con el artículo citado por mi apreciable 
compañero el Sr. Rivera y Rio, que todo lo relativo á terrenos baldíos 
es federal, y que por lo tanto el Gobierno federal ha podido celebrar 
estos contratos; por lo mismo su argumentación, en lugar de favorecer-
le, ha venido á favorecer los contratos celebrados por el Gobierno fe-
deral. 

Contestado ya el discurso de mi apreciable compañero el Sr. Rive-
ra y Rio, entro en materia. 

Propone el decreto de ley, que no se toma en consideración por la 
Comisión, que los contratos que celebre el Ejecutivo sobre terrenos. 
baldíos, se sujeten á la aprobación de la Cámara. 

Con mucha razón nos decia ayer nuestro estimable compañero el 
Sr. Duret, que una de las mayores libertades que puede haber en una 
República, es la división de poderes; que por la división de poderes, 
nunca puede el Poder Ejecutivo legislar, ni el Poder Legislativo puede 
administrar. Esta es una verdad palmaria que no podemos atacar, y 
que está consignada en los artículos 50 y 51 de la Constitución; y á 
mayor abundamiento, los artículos 72 y 85 de la misma Constitución 
distinguen perfectamente cuáles son las facultades del Poder Legisla-
tivo y cuáles las del Poder Ejecutivo, para que el Poder Legislativo no 
salga de sus facultades y se introduzca en las del Poder Ejecutivo, ni 
el Poder Ejecutivo salga de sus facultades y se introduzca en las del 
Poder Legislativo. 

Pues bien, señor, si la aplicación de una ley pertenece al Poder Eje-
cutivo, conforme á la fracción I a del artículo 85 de la Constitución, los 
contratos celebrados por el Gobierno por virtud de las leyes sobre te-
rrenos baldíos, son actos administrativos, y por lo tanto, sujetar estos 
actos, actos administrativos, á la aprobación de la Cámara, seria violar 
la libertad de poderes, seria violar la Constitución. 

Tan cierto es esto, que la Constitución ha cuidado de distinguir per-
fectamente los actos mixtos, para dar entrada al Poder Legislativo en 
unión con el Poder Ejecutivo. Así por ejemplo, en el artículo 72 dice 
la fracción 13*: "Para aprobar los tratados, convenios ó convenciones 
diplomáticas que celebre el Ejecutivo. " 

Esto así debe ser, porque hay negocios que tienen una parte admi-
nistrativa y otra legislativa. ¿Cómo era posible que una Cámara se 
entendiera con un representante extranjero, y que con él celebrara 
un tratado diplomático? Es necesario que se celebren esos tratados en-
tre el Ministro de Relaciones Exteriores y el Ministro extranjero. Esta 
es la parte ejecutiva. Pero como no puede obligar un tratado sino en 
cuanto es ley, entónces pasa al Senado para su aprobación, y allí inter-
viene el poder Legislativo, porque el negocio es mixto. 

Cuando los privilegios se daban por el poder Legislativo, en la for-
mación del expediente la parte administrativa correspondía al Minis-
terio de Fomento, y despues la extensión del privilegio, que entónces 
era ley, se daba por el poder Legislativo. 
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Lo mismo ha sucedido en las concesiones ferrocarrileras. En las 
• concesiones sobre ferrocarriles, la celebración del contrato constituye 
la parte administrativa; y su exámen y aprobación constituyen la par-
te legislativa. ¿Por qué? Porque los caminos corresponden al Poder 
Ejecutivo; pero no como bienes propios que pueda enajenar, sino co-
mo bienes públicos; y éstos no pueden pasar al uso, construcción y ex-
plotación de los particulares, si no es por una ley; mucho más cuando 
en esas concesiones hay exenciones de derechos que afectan al Erario 
público, y subvenciones que lo afectan igualmente, lo cual no se puede 
hacer sino por el Poder Legislativo. 

De manera, que queda demostrado, con la Constitución en la mano, 
que el Poder Legislativo no puede intervenir en los actos administra-
tivos, y que la aplicación de la ley sobre terrenos baldíos, y contratos 
de venta que se celebren sobre los mismos terrenos, siendo actos ad-
ministrativos, 110 pueden venir á la aprobación del Congreso. Y no 
debemos, ni como reforma á la Constitución, admitirlo, porque no po-
demos reformar la Constitución en su base esencial de la división de 
poderes; seria tanto como destruir la misma Constitución. 

•Así es que el proyecto de ley presentado, peca perfectamente de an-
ticonstitucional. 

Se podrá alegar que estos contratos violan algunas leyes ó algunas 
garantías individuales; pero entonces la Constitución fija el modo de 
remediar el mal, determina la responsabilidad de los ejecutantes, y 
concede el recurso de amparo si se violan las garantías individuales. 
Si por algunos de estos contratos, alguno de los particulares siente 
violadas sus garantías individuales, no es el Congreso quien tiene que 
remediar esos males; la misma Constitución dice, que es el poder Ju-
dicial por la vía de amparo. 

De modo que hay remedio para todo, sin necesidad de violar la 
Constitución. 

Por lo demás, no debemos alarmarnos, ni creer que se ataca la pro-
piedad: esas falsas alarmas son sistema antiguo de todos los grandes 
propietarios contra los pobres. Desgraciadamente en nuestro país, las 
propiedades están en pocas manos, y los propietarios siempre saben 
alarmar á la sociedad cuando se quieren tocar esas propiedades. Re-
pito, no es nuevo este sistema. Desde la época colonial, desde los pri-
meros años de la conquista, se notó que los particulares propietarios 
extendían sus propiedades indebidamente, y que el pueblo no tenia un 

solo pié de tierra donde poder sembrar para recoger su alimento. Las 
quejas llegaron hasta la corte de España; y en el año de 1544, vino 
aquí como visitador el canónigo Tello de Sandoval, mandado por Cár-
los V para que se hicieran efectivas las nuevas leyes expedidas en Bar-
celona, en las cuales se prohibía continuar el sistema de encomiendas 
y repartimientos de los indios: queria el monarca español que no que-
dasen siervos y desheredados los vencidos, y que todos pudiesen tra-
bajar y ganar su pan tranquilamente. Entonces, como ahora, los pro-
pietarios levantaron el grito, se alarmaron; y miéntras que al visitador 
lo iban á recibir por el camino de Veracruz á México todos los pue-
blos agradecidos y contentos, alzóse aquí la protesta de más de 20,000 
personas, quienes fueron al convento de Santo Domingo donde estaba 
el visitador Tello, á apelar de esas leyes: y pudieron tanto con esa gri-
tería, con la alarma de que se iba á perder la Nación, que consiguieron 
por fin mandar comisionados á España para que el monarca derogara 
algunas de esas órdenes, las cuales se revocaron en Ratisbona por el 
mismo Carlos V. á pesar de que las defendió un hombre tan insigne co-
mo fray Bartolomé de las Casas. 

Seria inútil traer citas históricas; podria hablar de las odiosas con-
gregas del siglo siguiente; pero es un hecho que siempre los propie-
tarios, cuando se quiere verificar lo que llama el Sr. Sánchez Fació 
en su ley sobre el catastro, el deslinde; siempre que se quiere llevar á 
cabo un pensamiento grandioso é importante para el país, ellos son los 
que se levantan, los que forman esta gritería y quieren impresionar-
nos. Y nótese, que ni la ley, ni el Gobierno, ni nadie, ataca la propie-
dad legítima, la verdadera propiedad: se trata solamente de los deten-
t idores de terrenos baldíos, como los llama mi inteligente amigo el 
Sr. Sánchez Fació en su proyecto sobre catastro. Citaré un hecho para 
concluir, y creo que causará alguna impresión en el ánimo de los seño-
res Diputados. 

El Sr. D. Ignacio Ramírez, cuya memoria venero, era Secretario del 
Gobierno del Estado de México, é influyó con el Sr. D. Modesto Ola-
guíbel, Gobernador del Estado, para que se hiciera el deslinde de las 
haciendas del mismo, y así se devolviera á los pueblos los terrenos que 
les pertenecian. ¿Sabéis lo que sucedió? Los propietarios levantaron 
al fraile Alcocer, este amarró á D. Modesto Olaguíbel, y quedó muerta 
al nacer la idea grandiosa y benéfica de D. Ignacio Ramírez. 



D I S C U R S O 

Pronunciado en la Cámara de Diputados del Congreso de la Union, por 

el Ingeniero José María Komero, Diputado por el Estado de Queré-

taro, en la sesión del 10 de Diciembre de 1885. 

El ciudadano Presidente—Tiene la palabra el G. Romero José Ma-

ría, en pro. 
El C. Romero José María. 

S E Ñ O R E S D I P U T A D O S : 

Antes de entrar á la discusión científica y razonada del dictámen 
que se ha puesto al debate, me permito suplicar á esta ilustrada Asam-
blea se digne escuchar con benevolencia una ligera digresión prelimi-
nar que deseo exponer, confiado en que no la considerará fuera de 
propósito, sino más bien adecuada á encaminar las deliberaciones de 
esta Cámara por senda propia para alcanzar concienzudo exámen de 
los asuntos varios que están sometidos á su alto criterio; exámen en 
que se muestre el espíritu eminentemente práctico y observador que 
distingue á los pueblos modernos. 

Por el progreso de la sociedad y el espíritu del gobierno representa-
tivo, la vida robusta de la elocuencia política moderna recibe su vigor 
del raciocinio y argumentación, del exámen de los hechos sociales, de 
la experiencia y la observación. En las Asambleas actuales los repre-
sentantes se reúnen para ser convencidos, exigiendo que en fuerza de 
argumentos se demuestre que la medida ó ley propuesta es justa y 
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eficaz, ó bien impolítica y contraria á los intereses del pueblo. En opo-
sicion al espíritu de las Asambleas populares de Atenas y de Roma, 
donde lo grandioso de la declamación, el fervor de los sentimientos, 
las imágenes de Ciudad y de Patria y la invocación á los dioses, pro-
ducían trasportes de entusiasmo y agitaban las olas populares, en las 
modernas Cámaras se ha descendido de las nubes á la tierra; á esta 
tierra de las medidas prácticas, donde domina el espíritu analítico de 
la ciencia y la técnica de los presupuestos y leyes hacendarías. (Aplau-
so.s.) Ahora, la elocuencia se traduce en cifras, el entusiasmo se mide 
por las partidas del arancel y del catastro, y la sensibilidad se com-
puta en las ánforas del escrutinio. 

Así las nuevas ideas de la sociedad moderna han contribuido á 
alejar las grandes pasiones del seno de las Asambleas populares para 
que penetre la deliberación de los asuntos políticos y económicos, bajo 
el régimen de un debate tranquilo y razonado. Es opinion mia, Seño-
res, que la elocuencia política arrojó ya por tierra la clámide griega y 
la purpúrea toga romana para ataviarse con la tela de algodon del 
obrero, teniendo á sus piés el hilo eléctrico de Morse y la máquina de 
Fulton, y llevando en sus manos las insignias del trabajo y del capital. 

¿Quiere esto decir que los sentimientos elevados y las nobles pasio-
nes no son ya del dominio de la elocuencia política, y que el frió y 
severo cálculo apagó para siempre el fuego de la palabra parlamen-
taria? 

No, Señores; pero la lógica y la observación se adunan con los más 
sublimes rasgos de la oratoria, y ésta es más poderosa cuando se diri-
ge á la inteligencia. Y aun parece que es más noble convencer á los 
hombres, que inflamar sus ánimos; que es más glorioso ilustrar su 
entendimiento, que turbar su corazon. 

Leo en los labios de los Señores Diputados la severa pregunta sobre 
el objeto de esta digresión. Cuando los ilustrados miembros de la mi-
noría parlamentaria presentaron el proyecto de ley que ha dado origen 
al dictámen que se está discutiendo, expusieron sus ideas en vehemen-
tes discursos en que abundaron imágenes atrevidas y soberbios tropos, 
revestidos con florido lenguaje y enunciados con sonoro acento; pero, en 
mi concepto, faltó entónces, como ha faltado despues de aquella sesión, 
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para el reposado exámen que debe hacer la inteligencia, el severo ra-

ciocinio que la convence y la domina. 
Estas palabras no envuelven en modo alguno atrevida censura contra 

los grandilocuentes discursos de la minoría; no; más bien cautivado 
yo por su palabra mágica, admiré la galana dicción y valientes metá-
foras que prodigó el genio de esa ardiente juventud. Pero, Señores, su-
puesto que se discuten aquí asuntos graves que interesan á la riqueza pú-
blica y al desarrollo de los elementos naturales de la Nación; ya que se 
trata de reformar su hacienda, de restablecer su crédito y de la repar-
tición de su suelo; como estos asuntos son del dominio de la economía 
social, su exámen será fructífero si le guian la severa argumentación 
de los números y las leyes que rigen al progreso moderno, y será acer-
tada la solucion de tan importantes problemas, si se apela á los princi-
pios de la economía política, discutiendo su aplicación á las actuales 
circunstancias de nuestra sociedad. 

Hé aquí el dilatado campo que se abre á los oradores de la mino-
ría; en él su talento conquistará mayores triunfos, y contribuirá pode-
rosamente al engrandecimiento de la Nación. 

En este campo voy á colocarme, suplicando ántes á la Cámara y es-
pecialmente á la minoría parlamentaria que no se tomen mis anterio-
res palabras como impertinente censura, ni se crea que deseo aumentar 
el número de los que llevan á mal el uso de las grandes figuras retó-
ricas por ella empleadas; la reminiscencia que de éstas hago, es sólo 
para señalar la doctrina que me guia á tratar el asunto que está á dis-
cusión, fundado en las leyes del progreso moderno y el ejemplo de las 
naciones que deben su riqueza pública á la práctica de los principios 
económicos: no obstante, declaro que si alguna frase de mi desaliñado 
discurso pudiera lastimar en lo más mínimo los delicados sentimientos 
de algún orador, la recojo desde luego con toda voluntad; deseo un de-
bate reposado, y no provocaré á sabiendas las represalias de la tribuna. 

Señores: Los oradores que me han precedido en la defensa del dic-
támen, trataron ya el asunto que está al debate bajo el aspecto consti-
tucional; sus razonamientos no dejan duda, en mi concepto, sobre el 
origen legal de las disposiciones vigentes sobre baldíos y colonizacion; 
ahora, tócame examinar estas disposiciones en el terreno puramente 
económico; la razón que me obliga á escoger este terreno, es la siguien-
te. La Nación Mexicana, como las demás de origen latino en el Nuevo 
Mundo, nacida á la luz de la democracia y del progreso de las cien-



cias sociales, fundó sus instituciones en los derechos del hombre, con-
signados en las constituciones de todos los pueblos libres desde la 
gran revolución francesa. Como al independerse heredó de la Metró-
poli un territorio dilatado, feraz y abundante en metales preciosos, pero 
en su mayor parte inculto y despoblado; México no logrará el grado de 
poder á que está llamado, si no se aplica sin tregua al desarrollo de 
sus ricos elementos de prosperidad, sobre todo, á poblar y cultivar su 
territorio. En vano México tendrá las instituciones más libres, y las 
más sábias leyes civiles regirán las relaciones de sus ciudadanos; no 
alcanzará sus grandes destinos, miéntras su suelo permanezca eriazo, y 
sobre él mal diseminada una escasa, desnuda y hambrienta poblacion; 
miéntras cinco ó seis millones de indios, descendientes de la raza abo-
rigen, estén retraídos en las montañas privando á la patria de su con-
curso físico y moral, ó vivan la vida abyecta y opresa á que en las 
haciendas y ranchos están condenados. 

Señores: La fuerza de los pueblos no se funda sólo en la bondad de 
las instituciones; reconoce también por base el desarrollo de la rique-
za pública, por medio de un rápido aumento del número y bienestar 
de sus habitantes; una poblacion densa, rica é ilustrada es la que 
forma el poder de las naciones. Por esto considero de suma importan-
cia la discusión del asunto que hoy ocupa á la Cámara, bajo el aspecto 
económico; y me atrevo á examinarle en este sentido, lamentando sólo 
que mi insuficiencia no me permita presentarle con todo el Ínteres y 
gravedad que encierra. 

Señores: Para que los dos graves asuntos de terrenos nacionales y 
colonizacion, que entrañan puntos de suma trascendencia para el por-
venir de la República, puedan ser bien comprendidos en su estado ac-
tual, es preciso examinar el espíritu y objeto de las leyes y regla-
mentos á que deben su presente organización; es preciso comparar 
estas leyes con las expedidas por las naciones que poseen, como 
México, grandes regiones de terrenos públicos; y es preciso exami-
nar también cómo la Administración ha llevado á la práctica las 
leyes sobre baldíos y colonizacion, para deducir en último término 
si el proceder del Gobierno es adecuado y eficaz para el desarrollo 
de este ramo, el más importante de la riqueza nacional. Si del exá-

men de estos puntos apareciere que el Gobierno se ha inspirado en 
la sábia organización que en otras naciones ha tenido éxito feliz; si 
los resultados hasta hoy obtenidos son todavía más satisfactorios que 
los que otros pueblos alcanzaron en igualdad de tiempo y circunstan-
cias, quedará demostrado que, en este ramo de la administración pú-
blica, el Ejecutivo merece la plena confianza de esta ilustrada Asam-
blea. Por tanto, tres serán los puntos principales en cuyo estudio 
ocuparé la atención de los Señores Diputados, impetrando ántes su be-
nevolencia y atención: en el primero, examinaré el espíritu y objeto 
de las leyes, reglamentos y circulares expedidos hasta hoy para el des-
linde, enajenación y colonizacion de los terrenos baldíos; el segundo, 
se formará de la comparación de estas leyes y reglamentos con los ob-
servados en los Estados Unidos, Canadá, Australia, República Argen-
tina, Brasil y otros pueblos Sud-americanos, y en el tercero, exami-
naré si los procedimientos del Gobierno son ajustados al espíritu y 
objeto de la legislación vigente, y expondré los resultados hasta ahora 
obtenidos, para deducir lo que pueda esperarse en el porvenir. En la 
discusión de estos tres puntos no aduciré, Señores, cifras imaginarias, 
no me referiré á doctrinas ideales, sino á leyes planteadas por pueblos 
de gran sentido práctico; no expondré como demostración de lo que á 
México toca, sino los números y computaciones que constan en docu-
mentos oficiales. 

Respecto al primer punto, es decir, al exámen de las leyes y regla-
mentos sobre terrenos baldíos y colonizacion, comienzo por advertir, 
que si bien el art. 72 de nuestra Carta fundamental comete al Congre-
so la expedición de estas leyes, á causa de nuestras contiendas civiles 
y por las sangrientas luchas de la reforma é intervención, el Congreso, 
ocupado en dictar medidas convenientes para la consolidacion de nues-
tras instituciones, tuvo que dejar para mejores tiempos las que se re-
fieren á terrenos baldíos. El ilustre reformador Juárez, según acaba 
de exponer el Sr. Sánchez Fació, así como expidió las leyes de des-
amortización en la heroica Veracruz, cuando le disputaba el último es-
pacio de tierra el ejército reaccionario, así también lanzó la primera 
ley sobre terrenos nacionales en San Luis Potosí, cuando le asedia-
ban las legiones del imperio y los soldados de Napoleon. La ley de 
22 de Julio de 1863, reglamentaria de la fracción 24? del art. 72 de 
la Constitución, establece los procedimientos para el deslinde, ocupa-
ción y enajenación de terrenos baldíos. El objeto de esta ley fué la 



repartición de los terrenos nacionales á todos los mexicanos, especial-
mente á la clase menesterosa, al proletario y pobre agricultor que por 
varias centurias ha cultivado el suelo para beneficio exclusivo de los 
señores de la tierra. El espíritu de la ley fué altamente patriótico; in-
vadido el territorio mexicano por las huestes francesas, Juárez pensó 
vigorizar la abnegación con que se combatía por la independencia, ha-
ciendo partícipes en la lucha á todas las clases desheredadas, las cua-
les adquiriendo un espacio de tierra, el amor á su propiedad las sos-
tendría en el combate y reanimaría su patriotismo en la derrota. El 
espíritu de la ley se funda en la observaeion de leyes sociales y econó-
micas: los pueblos libres, donde la propiedad territorial está dividida 
y la mayor parte de las familias poseen su propio hogar, son invenci-
bles, y hallan siempre inmensos recursos para defender su autono-
mía; por el contrario, Señores, lo sabéis bien, los pueblos de Oriente, 
habitadores algunos de las más feraces tierras de nuestro planeta, con-
vertidos en muchedumbre de ilotas, que cultivan la tierra para regalo 
de déspotas dueños de vidas y haciendas, ven impasibles ocupar su te-
rritorio por pequeños ejércitos europeos. 

En México, monopolizada la propiedad territorial por el escaso nú-
mero de descendientes del conquistador, existen inmensas zonas de 
tierras incultas, y la mayoría de los habitantes está sujeta á rudo y ca-
si improductivo trabajo: más de cinco millones de cultivadores del 
campo carecen de hogar y suelo propio. Juárez comprendió que este 
absurdo económico, que constituye insuperable obstáculo al desarrollo 
de la riqueza pública, debia removerse cuanto ántes, y su propósito al 
expedir la ley de 22 de Julio de 1863, fué ofrecer un estímulo al pa-
triotismo y dar el primer paso en la reforma económica de la Nación. 

Por eso la ley que reglamenta la ocupacion y enajenación de terre-
nos baldíos fué libérrima. Por el art. 2? todo habitante de la Repúbli-
ca puede denunciar hasta 2,500 hectaras de terreno. Los precios de la 
tarifa publicada en la misma fecha de la ley, fueron muy reducidos; 
la hectara en Chihuahua valia $0.25, ó sea $438 .75 el sitio de ganado 
mayor; no se estableció diferencia de precio entre las diversas clases 
de tierra. Debo advertir á los Señores Diputados que de las leyes vigen-
tes sobre baldíos y colonizacion, que estoy examinando, sólo citaré los 
artículos que se refieren a la parte económica, que es la que viene á mi 
propósito. 

El art. 4? facilita el pago, previniendo que se cubran dos tercios del 

importe en numerario y un tercio en bonos de la deuda pública. Los 
arts. del 5o al 8? legitiman la simple posesion del terreno, y aun los 
títulos ilegales de adquisición: protegen al poseedor y detentador por 
considerable rebaja de los precios de tarifa, y compensan las mejoras 
hechas por los poseedores con mayor rebaja de precios. 

El art. 9? obliga á todo propietario á no poner obstáculo á la medi-
ción y deslinde de baldíos, concediéndole en cambio indemnización de 
daños y perjuicios cuando por sentencia judicial resulte falso el denun-
cio. La propiedad legítima está respetada y se dan á los propietarios 
todos los medios para adjudicarse los terrenos no comprendidos en sus 
títulos. Los arts. 11 y 12 otorgan la propiedad de baldíos con rebaja 
de mitad y cuarta parte de precio de tarifa á los que posean terrenos 
en usufructo, enfiteusis, arrendamiento ó por cualquier título que no dé 
dominio directo. Así es que no existen en esta ley los vacíos que hace 
pocos momentos señalaba el Sr. Sánchez Fació: si los propietarios, si los 
monopolizado res de la propiedad territorial, poseen aún demasías y hue-
cos en sus tierras, es porque no han querido cumplir con la ley mas 
generosa y liberal, que les adjudica estas demasías con gran rebaja en 
los precios de tarifa; y ahora que el Ejecutivo hace práctica la ley, di-
funden el alarma y creen atacada su propiedad, en la cual á sabiendas 
han detentado espacios de tierra que legalmente han podido adquirir 
con anterioridad. Los arts. del 14 al 24 establecen los trámites y for-
mas judiciales para el deslinde y apeo de los baldíos: como se ajustan 
á los más severos principios de jurisprudencia, no se puede aseverar 

que la ley envuelva un ataque á la propiedad privada. _ 
Esta ley favorece la colonizacion; pero ésta no fué el principal obje-

to del legislador, porque se comprende desde luego que sena aquella 
lenta, ineficaz y tal vez impracticable: en efecto, los colonos tendrían 
primero que descubrir la existencia de terrenos baldíos para denun-
ciarlos, sujetarse en seguida parasu adjudicación á los procedimientos 
judiciales que la ley establece, luchar con la natural resistencia de los 
detentadores, y erogar los gastos de deslinde y mensura que son a car-
go del denunciante. Como otras naciones de este Continente, con espe-
cialidad los Estados Unidos y la República Argentina, ofrecen innúme-
ras facilidades al colono para la adquisición de tierras, siendo la pri-
mera y principal la inmediata entrega á todo peticionario de un lote 
de terreno medido y deslindado á costa del gobierno, con el clima y 
condiciones que el colono demanda, y de manera que pueda desde lúe-



go establecerse, si la ley citada tuviera por objeto exclusivo la coloni-
zación, habria que perder toda esperanza de realizarla, porque jamas 
podría atraer la emigración. 

Los constituyentes, previsores sagaces, distinguieron el deslinde, 
ocupación y enajenación de baldíos, de los terrenos destinados á la 
colonizacion; por esto la frac. 21? del art. 72 de la Constitución da al 
Congreso la facultad de dictar leyes sobre naturalización, coloniza-
ñon, etc. En tal virtud, el 7? Congreso, por ley de 31 de Mayo de 1875, 
autorizó al Presidente Lerdo para que entretanto se expidiera la ley 
que definitivamente arreglara todo lo relativo á la colonizacion, hicie-
ra ésta efectiva por su acción directa, y por medio de contratos con 
empresas particulares, bajo diez bases que el mismo Congreso estable-
ció. Esta ley fué derogada por la de 15 de Diciembre de 1883; pero 
ántes de la expedición de esta ley, el Ejecutivo celebró varios contra-
tos con empresas particulares, con sujeción á estas bases, que otorgan 
las franquicias que han concedido otras naciones cuya prosperidad se 
debe á la colonizacion. 

La ley vigente sobre colonizacion es la expedida por el Congreso en 
15 de Diciembre de 1883, y se considera como orgánica de la frac. 21? 
del art. 72 de la Constitución. En el art. 1? de esta ley, á diferencia 
de la ley sobre ocupacion y enajenación de baldíos, cuyo deslinde y 
mensura se ejecutan por cuenta del denunciante, se comete al Ejecu-
tivo el cargo de deslindar, medir, fraccionar y valuar los terrenos bal-
díos ó de propiedad nacional, nombrando al efecto las Comisiones de 
ingenieros que considere necesarias. El art. 2? previene, que las frac-
ciones ó lotes no excedan de 2,500 hectaras, ó legua y media cuadradas, 
y que esta extensión sea la mayor que se adjudique á un solo indivi-
duo. El art. 3? ordena, que los terrenos cuyo deslinde, mensura, frac-
cionamiento y avalúo estén practicados, se cedan á inmigrantes extran-
jeros ó á los habitantes de la República, por venta á precio del valúo 
hecho por los ingenieros y aprobado por la Secretaría de Fomento, en 
abonos pagaderos en diez años, y comenzando desde el segundo de su 
establecimiento, 6 por venta al contado ó á plazos menores, ó á título 
gratuito; pero en este caso la superficie que se dé al colono no excederá 
de 100 hectaras. El art. 4° determina que luego que hubiere terrenos 
deslindados, medidos y fraccionados, se señalen por el Ejecutivo los 
que deben colonizarse, y que el resto se reserve para su venta, pudien-

do el Ejecutivo hipotecarlos. Los artículos del 15 al 17 tratan de las 
obligaciones, derechos y franquicias de los colonos. Se sigue en este 
capítulo parte del amplio y generoso sistema de los Estados Unidos y 
la República Argentina; pero hay en Norte-América mayor facilidad 
de adquisición de tierras por los emigrantes. 

Haré notar, para mi propósito, que tanto esta ley como la de enaje-
nación de baldíos, determinan que la extensión de tierra para un solo 
individuo será de 2,500 hectaras, ó l z leguas cuadradas; que la ley de 
colonizacion amplía los plazos de pago y concede, á título gratuito, 200 
hectaras en vez de 100,á los colonos que se establezcan en los lugares 
desiertos de la frontera de la República. En mi concepto, la razón que 
motivó este aumento, obra también para dilatar la extensión que se 
conceda por venta á un individuo ó Compañía en los mismos lugares 
desiertos de la Frontera. 

Como para verificar el descubrimiento, deslinde, mensura, división 
y avalúo de terrenos baldíos y nacionales por medio de Comisiones 
científicas, el Gobierno tendría que erogar cuantiosas sumas que los 
recursos del Erario público no podría proporcionar, como acaba de de-
mostrarlo el Sr. Sánchez Fació al referirse á la Comision exploradora, 
la colonizacion quedaría sin efecto. Para evitar este mal, se faculta al 
Ejecutivo para que autorice á Compañías para la habilitación de terre-
nos, baldíos, con las condiciones de mensura, deslinde, fraccionamien-
to, avalúo y descripción; y la misma ley también faculta al Ejecutivo 
para celebrar contratos para el trasporte de colonos extranjeros á la 
República y para su establecimiento en los terrenos deslindados. El 
art. 21 concede á las Compañías, en compensación de los gastos que 
hagan en estas operaciones, hasta la tercera parte de los terrenos que 
habiliten ó de su valor; compensación que no es onerosa para la Na-
ción, según lo ha probado hace unos minutos el Sr. Sánchez Fació al 
disentir de la opinion expuesta por el Sr. Viñas; pero con las condicio-
nes de no enajenar los terrenos que se les concedan á extranjeros no au-
torizados para adquirirlos, ni en extensiones mayores de 2,500 hectaras 
para cada individuo. A las Compañías que trasporten colonos extran-
jeros y los establezcan en los terrenos, el art. 25 concede en su frac. 1? 
la venta á largo plazo y módico precio de terrenos baldíos ó de propie-
dad nacional, con el exclusivo objeto de colonizarlos. Aquí llamo la 
atención de los Señores Diputados para hacerles notar, que la ley no de-
termina ni fija la extensión de tierra que se venderá á las Compañías; 



porque ésta depende del número de colonos, de la calidad y situación 
de las tierras y de los recursos de las Compañías, las cuales no pueden 
estar sujetas á las mismas reglas que el colono que trata directamente 
con el Gobierno, y á quien se concede hasta legua y media cuadrada 
de tierra, ó sean 2,500 hectaras. 

Se ve, señores, que la enajenación de terrenos baldíos, deslindados 
con arreglo á la ley de 15 de Diciembre de 1883, se hace de distinta 
manera y bajo prevenciones diversas que la enajenación de baldíos, 
conforme á la ley de 22 de Julio de 1863. Ésta, reglamentaria de la frac. 
24a del art. 72 de la Constitución, se aplica á todo habitante de la 
República que posee un terreno baldío, ó que lo descubre, denun-
cia, deslinda, etc.; en este caso no obtiene franquicias ni exenciones, 
eroga todos los gastos hasta conseguir el título de propiedad, y paga el 
terreno conforme á la tarifa que le corresponde; la ley de 15 de Di-
ciembre de 1883, reglamentaria de la frac. 21a del mismo art. 72, se 
aplica al colono, ó Compañías de colonizacion que tratan con el Go-
bierno sobre terrenos que van á deslindar, medir, fraccionar, etc., ó 
sobre terrenos donde se han hecho ya estas operaciones; teniendo las 
Compañías en ambos casos una remuneración, la cual es mayor para 
las que trasporten y establezcan colonos extranjeros en terrenos des-
lindados de la República. 

Hasta aquí, Señores, el análisis del espíritu y objeto de las leyes so-
bre terrenos baldíos y colonizacion, consideradas bajo el aspecto econó-
mico. 

La exacta comparación de estas leyes con las expedidas por nacio-
nes de este Continente para impulsar el deslinde de baldíos y la colo-
nizacion, cansaría á la Cámara: bastará para el segundo punto que me 
propuse tratar, la síntesis de las principales disposiciones que han 
hecho de la colonizacion organizada, la base de la admirable prosperi-
dad de los Estados Unidos, Canadá, Australia, etc„ y del reciente 
progreso de la República Argentina y algún otro pueblo de Sud-
América. Entre las causas que determinan la emigración europea, 
aparte del exceso de poblacion en las naciones del Viejo Mundo, de la 
-tendencia de los pueblos setentrionales á buscar el benigno clima 
del Mediodía y las t ier ras donde abundan los metales preciosos, debe 

contarse la ardiente aspiración que el progreso'ha despertado en las 
clases inferiores de la sociedad europea por el bienestar, el goce de 
derechos políticos y las ventajas económicas que surgen de la propie-
dad. Como los pueblos de América facilitan la adquisición de tierras; 
como en ellos la aptitud y el trabajo encuentran vasto campo de acción 
y están mejor remunerados, y sus libres instituciones garantizan la 
libertad individual, estas circunstancias determinan la creciente emi-
gración europea á nuestro Continente. Ésta tiene su origen en Ingla-
terra y Alemania, y se dirige con preferencia á los Estados Unidos y 
Canadá, tanto por el grande estímulo con que aquellos pueblos la 
atraen, como por la afinidad de raza, idioma, ideas y costumbres. 

Los Estados Unidos, con rara sagacidad, han aprovechado estas 
causas de expatriación, ofreciendo con su libérrimo sistema de adqui-
sición de tierras públicas, y con múltiples franquicias á los colonos, 
irresistible aliciente á la emigración. Según el estadista Calvo y docu-
mentos oficiales de los Estados Unidos que tengo aquí á disposición 
de los Señores Diputados, se ve que en los catorce años trascurridos de 
1870 á 1883 asciende á 12.500,000 el número de colonos establecidos 
en la Union Americana, á cuyos puertos llegan desde 1880 más de 
700,000 inmigrantes por año. De los 12.500,000 colonos, Europa sola 
dió cerca de 11.000,000. Así es cómo, de la inmensa superficie de 
terrenos públicos de los Estados Unidos, que Calvo calcula en 334,285 
sitios de ganado mayor (586.670,000 hectaras), está ya repartida y po-
blada la mitad.. Para obtener tan brillante resultado la Union ha in-
vertido cuantiosas sumas en el deslinde y fraccionamiento de sus te-
rrenos nacionales, y en el trasporte y manutención de inmigrantes. Para 
que la Cámara pueda tener idea aproximada de los gastos de mensu-
ra, bastará decir que se sigue el sistema de división por lotes cuadra-
dos de 36 millas cada uno, llamados toivnships, que cada township se 
divide en 36 secciones de una milla cuadrada, comprendiendo cada 
una 647 hectaras; y estas secciones se subdividen en cuatro lotes cada 
una. Pues bien, los Estatutos Revisados de la Union, dicen: que el 
Gobierno paga por el simple trazo de una línea recta de una milla de 
longitud (1,610 metros), de S 10 á 15 en los diez y siete territorios del 
Oeste, donde se encuentran las dilatadas zonas de terrenos públicos; 
así es que el fraccionamiento de un township, 9,331 hectaras, cuesta 
de $ 1,560 á $ 2,340. Bajo oste precio, si se observa que están ya me-
didas y fraccionadas más de la mitad de las 334,285 leguas cuadradas 



de terrenos públicos, se podrá formar idea de la inmensa suma erogada 
en Norte-América en la mensura y fraccionamiento, la cual asciende á 
cerca de § 120.000,000; esto sin contar los gastos de las operaciones 
científicas de trazo de paralelos al Meridiano y Ecuador sobre que se 
apoya la división en lotes. En la actualidad la Union gasta más de 
$ 400,000 anuales en la división de terrenos públicos, sin contar el 
presupuesto de comisionados, agentes especiales, etc., y las oficinas de 
tierras, de las cuales existen varias en cada uno de los Estados de la 
Union. 

Respecto á los gastos para establecimiento de colonos, ruego á los 
Señores Diputados se dignen escuchar un pequeño párrafo que trae el 
Economista francés de 29 de Agosto último: "Los emigrantes que lle-
" gan á Nueva York son alojados en dos grandes establecimientos; 
" uno, Castle Garden, es inmenso hotel donde se mantienen por tiem-
" po determinado de 3 á 4,000 colonos con el lujo y comodidad que 
" ofrece aquella Metrópoli; los colonos disponen de muebles, intérpre-
" tes, correo, telégrafo, teléfono, fonda, boletos de ferrocarril y de toda 
" clase de informes para su definitivo establecimiento. El segundo es 
" el Hospital de Ward, donde los inmigrantes enfermos son atendidos 
" hasta lograr su completa salud: en este Hospital se curan más de 
" 3,000 en el año. La Union eroga §176,000 anuales en Castle Gar-
" den y §112,000 en el Hospital Ward, como auxilio á las Compañías 
" de colonizacion que fundaron estos establecimientos." 

No mencionaré ya, Señores, las innúmeras franquicias que los in-
migrantes disfrutan por la considerable rebaja en los vapores y ferro-
carriles, ni las que encuentran á cada paso para su locomocion, trabajo 
inmediato según su aptitud y pronta adquisición y establecimiento en 
las tierras por ellos elegidas, mediante minuciosa descripción de su 
calidad, frutos y proximidad á los centros de consumo. 

Respecto á la adquisición y precio de los terrenos públicos, ruego á 
los Señores Diputados escuchen este otro párrafo, porque se han seña-
lado aquí precios extraordinarios para los terrenos baldíos por los ora-
dores de la minoría. Las leyes de la Union Americana establecen lo 
siguiente: "Cada año el Presidente de la República fija la cantidad de 
" tierras que están en venta en cada Estado. Desde 1826 la Union ven-
" de en subasta pública las tierras medidas, fraccionadas y registradas 
" en el catastro, al precio de 8 1.25 el acre. Se considera que 65 hec-
" taras bastan para la actividad de una familia; es decir, el proletario 

" americano con la pequeña suma de $ 212 adquiere una y media ca-
" ballenas de tierra, cantidad suficiente de la materia prima indispen-
" sable para el agricultor. Aunque el valor de $ 3.12 por hectara es ya 
" precio favorable, por la ley de 14 de Agosto de 1854 las condiciones 
" de venta han mejorado. Las tierras que por ser de calidad inferior, ó 
" por encontrarse á distancia de las carreteras, corrientes de agua, fe-
" rrocarriles ú otras vias de comunicación, no pueden venderse á §1.25 
" el acre y permanecen por diez años sin postor, se ofrecen á § 1 el 
" acre; si por quince años, á § 0.75 acre; si por veinte años, á § 0.50; si 
" por veinticinco, á § 0.25, y por fin, si por treinta años, á § 0.121 acre, 
" es decir, á § 0.05 hectara." 

Estas leyes se refieren á las tierras deslindadas, medidas y divididas 
en lotes. En cuanto á las tierras no medidas ni fraccionadas, existe el 
derecho de primera ocupacion; cuando el pioneer, ó colono aventure-
ro se interna en los grandes bosques ó llanuras y se establece en tie-
rra que no está en venta de una manera oficial, por las leyes de dere-
cho al tanto y del hogar [pre-emption and homestead laws ] , el Esta-
do respeta su posesion, no exige precio ni rédito alguno por la tierra, 
hasta el dia en que la colonizacion organizada avanza y rodea al culti-
vador, dándole garantías y recursos, acotando y registrando su terreno, 
y beneficiándole con vias de comunicación y todas las mejoras del tra-
bajo social; entonces el colono paga el valor de la tierra que ha dis-
frutado, mediante un simple aviso de toma de posesion, y le paga á 
§ 1.25 es. acre, que es el máximo precio de la tarifa oficial de los Es-
tados Unidos. 

Bajo este régimen y precios es como se han poblado los ricos y po-
derosos Estados centrales de Ohio é Illinois, y despues el Oregon, Min-
nesota y Texas. En este último se vendieron en 1878, 1.400,000 
hectaras. 

Estos son los gastos, Señores Diputados, y estas son las franquicias 
para los colonos que un pueblo práctico, como los Estados Unidos, ha 
hecho para atraer la emigración europea y para alcanzar el grado de 
poder que hoy disfruta. 

Ruego á la Cámara se revista de paciencia para escuchar otros da-
tos que juzgo del mayor Ínteres referir, porque si México ha de des-
arrollar sus elementos naturales de riqueza, debe seguir el ejemplo de 
los Estados Unidos, el Canadá y la República Argentina, que han lle-
gado á un alto grado de prosperidad poblando y cultivando sus dila-



tados territorios. Asi es cómo los Estados Unidos, que al independerse 
contaban sólo con 3.000,000 de habitantes, tienen ahora cerca de 
60.000,000. Así es cómo sus numerosas naves trasportan la inmensa 
cantidad de cereales que su suelo produce, hasta la hambrienta Euro-
pa, salvándola de graves conflictos en los años que ha sufrido profun-
das crisis agrícolas. Así es también cómo la República Argentina au-
menta prodigiosamente su poblacion y cultiva su fértil suelo. Ojalá 
que México pueda hacer otro tanto en el porvenir! 

En 1883 el producto de ventas de tierras en la Union Americana 

fué de $ 8.000,000. 

El Canadá, que actualmente disputa á los Estados Unidos la coloni-
zación de dilatadas regiones incultas, especialmente de los territorios 
de Manitoba y del Noroeste, señala precios y facilidad de adquisición 
más favorables aún para el colono. 

Un documento oficial escrito en francés para instrucción de los emi-
grantes europeos, dice: "El Canadá, tan extenso como el Continente 
" europeo, y cuya superficie es de 1.080,000 kilómetros cuadrados 
" más grande que la de los Estados Unidos, con una poblacion de 
" 4.000,000, ofrece á la colonizacion en Manitoba y territorio Noroeste, 
« una extensión de 5.018,760 kilómetros cuadrados (1,522.272,000 
" hectaras) 867,391 leguas cuadradas de terreno propio para toda cla-
" se de cultivo. Esta inmensa superficie está atravesada por numerosos 
" ferrocarriles construidos por Compañías á quienes se han dado gran-
" des espacios de t ierra; estas Compañías venden á los colonos las 
" mejores tierras situadas al lado de la via férrea, al precio de $ 2.50 
" acre, con la circunstancia de que el comprador sólo paga la sexta 
" parte del importe al firmar el contrato, y las cinco restantes á plazos 
" con Ínteres del 6 por 100. Además, se hace una rebaja de $ 1.25 á 
" $ 3.50 por acre cuando el colono cultiva la mitad del terreno corn-
" prado en el espacio de cuatro años, y si no habita el terreno com-
" prado la rebaja se verifica cuando cultiva la octava parte del terreno 
" en los mismos cuatro años. Lo cual reduce el precio del acre al que 
" tiene en los Estados Unidos. 

" El Canadá concede gratuitamente á todo súbdito de la Gran Bre-
" taña, mayor de diez y ocho años, 65 hectaras de terreno laborable, 
" con derecho á comprar igual cantidad, pagándola desde el tercer año 

" despues de establecido, y á razón de $ 2.50 acre. El Gobierno entrega 
" los terrenos á título gratuito, y los de venta, medidos y fraccionados 
" según el sistema americano. Así es como ha logrado desds 1881 es-
" tablecer hasta 120,000 inmigrantes por año, no obstante el aliciente 
" que á éstos presentan las franquicias y prosperidad de los Estados 
" Unidos." 

" En Australia, dice Lerroy-Beaulieu, primeramente se dieron las 
" tierras públicas á título gratuito y se subvencionó la emigración, pero 
" los colonos no llegaron. Desde 1831 se abandonó este régimen y se 
" adoptó con modificación el americano; se vendieron tierras en subasta 
" pública á 8 3 hectara, pero este precio paralizó la emigración. Aus-
" tralia, que posee un territorio de 8.000,000 de kilómetros cuadrados, 
" como el Canadá, y 3.000,000 de poblacion, sólo por medio de Compa-
" ñías de colonizacion ha logrado establecer hasta 170,000 emigrantes 
" por año, desde 1881. En Australia, como en los Estados Unidos, to-
" das las tierras públicas están medidas, fraccionadas, inscritas en el 
" catastro y situadas en las fértiles riberas de los rios, cerca de las ca-
" rreteras y lugares de consumo." 

La República Argentina, entre los numerosos pueblos de Sud-Amé-
rica, es el único que por sábias medidas y grandes sacrificios ha logra-
do mantener una corriente de inmigración liácia su suelo. Voy á 
leer lo que viene á propósito en un documento oficial publicado en 
inglés por aquella República, hace dos años, para instrucción de in-
migrantes europeos: En la ley de 6 de Octubre de 1876, sobre inmi-
gración, el art. 14 dice.: "Todo inmigrante que probare su buena 
" conducta y aptitud para cualquier trabajo, arte ó comercio útil, dis-
f r u t a r á á su arribo: 1.° De manutención y alojamiento á expensas 
" de la República por cinco dias, y si estuviere enfermo, por el tiem-
" po que dure su restablecimiento. 2.° De derecho á empleo ú ocupa-
" cion, según su aptitud, en la parte del país en que se radique. 3." 
" A ser trasportado á expensas de la Nación á la localidad que elija 
" por residencia. 4.° A libre importación y trasporte de su equipaje y 
" muebles, de instrumentos, útiles y maquinarias, según su profesión, 
" y en número que fijará el Ejecutivo. El art. 47 establece, que los in-
" migrantes que tengan contratos con el Gobierno relativos á las Co-
" lonias, serán mantenidos y alojados á cargo de la Nación, hasta que 
" sean trasportados á su destino." 

" La ley sobre tierras de 24 de Octubre de 1882, dice, en la sección III: 



" 4? El precio de venta en las Misiones y Chaco (extensas y fértiles re-
" giones destinadas á las colonias) será de $ 2 hectara, y en las Pampas y 
" Patagonia á § 1.50. 5? El pago se hará en la forma siguiente: una quin-
" ta parte en dinero, y de las cuatro restantes, una al fin de cada año." 

" El actual Presidente Roca á todo trance protege la inmigración, la 
" cual requiere paz y orden para su prosperidad; por sus campañas de 
" 1879 en la Frontera, acabó con las constantes depredaciones de los 
" indios salvajes. 

" Por esto no causará sorpresa saber que la República Argentina, que 
" en trece años, 1870 á 1883, habia logrado establecer 570,000 colonos, 
" es decir, 44,000 por. año, ve ahora llegar á sus puertos más de 80,000 
" emigi'antes." 

El Brasil, cuya superficie es tan grande como la del Canadá, con una 
poblacion de 12.000,000, ha hecho continuados esfuerzos en favor de 
la colonizacion, obteniendo resultados poco favorables, no obstante su 
generoso sistema de apropiación de tierras, del cual copio algunos da-
tos: "1? El inmigrante es alojado y mantenido en Rio Janeiro, hasta su 
" trasporte al lugar que elija. 2? El trasporte de los inmigrantes es gra-
" tuito por ferrocarriles y buques de vapor, hasta el punto más próximo 
" del lugar por ellos escogido. 3? Tienen derecho á un lote de terreno 
" laborable, medido y deslindado, situado cerca de centros de pobla-
" cion, de rios navegables y de carreteras. 4? Los lotes son de 30 hec-
" taras, al precio máximo de $ 2 hectara, pagaderos en cinco años, des-
" de el segundo ó tercero del establecimiento del colono." En Rio Ja-
neiro el hotel de inmigrantes puede alojar y mantener hasta 1,500. En 
los trece años de 1870 á 1883, el Brasil ha establecido 182,000 colo-
nos, esto es, 14,000 por año; pero desde 1877 llegan anualmente á Rio 
Janeiro más de 30,000. 

La República del Paraguay también se ha distinguido en el propó-
sito de atraer la emigración europea. 

Hé aquí las concesiones hechas por el Estado á los emigrantes que 
se establezcan en la República: 

" Cada familia compuesta de tres adultos, ó de cinco incluyendo los 
" niños, y que justifique su buena conducta y conocimientos en agricul-
" tura, recibirá del Gobierno á título gratuito:" 

" 1? El importe del pasaje desde el puerto de embarque hasta el de 
" arribo; la importación libre de todos los instrumentos de labranza, 
" semillas, muebles, armas, etc., etc." 

"2° La manutención durante seis meses, prorogables por otros seis, 
" para el caso de circunstancias extraordinarias ó de fuerza mayor, y al 
" establecerse en las colonias recibirán habitaciones, instrumentos agrí-
" colas, semillas y animales para su servicio." 

"3? Un lote de tierra de doce hectaras de superficie, cuyo título de-
" finitivo de propiedad obtendrán despues de cinco años consecutivos 
" de trabajo." 

" Todo individuo mayor de edad que desee establecerse en una co-
" lonia, tendrá las mismas concesiones, recibiendo un lote de sólo seis 
" hectaras." 

" Las colonias están exentas del pago de impuestos directos durante 
" lo s diez primeros años de su fundación." 

" Cada colono durante los seis primeros años de su instalación ten-
" drá derecho á una prima de $50 por cada 100 árboles frutales que 
"justifique tener en los terrenos de su propiedad." 

Para complemento de estas interesantes noticias, terminaré leyendo 
parte de las concesiones hechas por la República de Chile á los emi-
grantes europeos durante los años de 1884 y 1885: 

" 1? Entrega adelantada del pasaje de mar desde los puertos de Ham-

" burgo ó Bordeaux, hasta Chile." 
" 2: Concesion gratuita de 40 hectaras de terreno deslindado y me-

" dido en las tierras de las colonias." 
" 3? Asistencia gratuita de médico." 
" 4? Pensión de un franco diario por cada adulto, desde su desem-

" barque hasta su establecimiento en las colonias." 

" 5a Pensión mensual de 75 francos por cada familia, durante un 

" año, contado desde el dia de su establecimiento." 
"6 a Entrega gratuita de un par de bueyes, 300 vigas para construc-

" cion de casa, 40 kilogramos de clavos, instrumentos y semillas en nú-" mero suficiente." 
Señores Diputados: por la comparación de estas leyes con las expe-

didas en México en favor de la colonizacion, se ve que por la escasez 
del Erario nacional no puede destinarse sino una pequeña y casi in-
significante suma para proporcionar á los emigrantes europeos las 
franquicias, gastos y subvenciones que con tanta amplitud y munificen-
cia les ofrecen las Repúblicas Sud-americanas; las cuales, teniendo 
apénas de 2 á 3.000,000 de habitantes, hacen grandes sacrificios pecu-
niarios para establecer anualmente en su territorio el considerable nú-
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mero de colonos que acabo de mencionar. Triste y doloroso es.el de-
ber de manifestar á esta Cámara que nuestra patria, poseyendo más 
dilatado y fértil territorio, más numerosa poblacion y mayores elemen-
tos y recursos que las Repúblicas Sud-americanas, se ha quedado 
atrás, y que sean éstas las que, siguiendo el ejemplo de los Estados 
Unidos del Norte, nos precedan en la adopcion de medidas prácticas, y 
en el planteamiento de los principios económicos que conducen á los 
pueblos á su engrandecimiento. Ojalá que en breve tiempo nosotros, 
abandonando añejas preocupaciones y desembarazándonos de las ar-
gucias de la metafísica constitucional y de la tendencia á estériles dis-
cusiones de política, entremos de lleno al pleno desarrollo de nuestra 
riqueza pública. 

En lo que corresponde al tercer punto que me propuse tratar, es de-
cir, acerca de los resultados obtenidos por el Ejecutivo, el completo y 
justificado Informe que la Secretaría de Fomento rindió á la Cámara, 
evita entrar en minuciosos detalles. Como los Señores Diputados sin 
duda han fijado ya su atención en los importantes datos y noticias que 
este notable documento contiene, los cuales contestan satisfactoriamen-
te los cargos aquí formulados contra.el Gobierno, sólo extractaré las ci-
fras principales que conciernen á mi objeto, para presentar á la Cámara 
los resultados que se h a n alcanzado, primero, en el deslinde y enaje-
nación de baldíos, conforme á la ley de 22 de Julio de 1863; segundo, 
en el deslinde y enajenación de los baldíos destinados á la coloniza-
ción; y tercero, en lo relativo á las medidas prácticas para el trasporte 
y establecimiento de los emigrantes. 

Por el cuadro núm. 4 del Informe se ve que los terrenos deslindados 
y medidos conforme á la ley Juárez, comprendiendo el período de 1868 
á Setiembre del corriente año, tienen una superficie de 15.475,490 hec-
taras, ó 8,818 leguas cuadradas, que han dado á la nación un producto 
de 8 1.517,808; que el Gobierno ha concedido á 66 pueblos de diversos 
Estados para fundo legal y ejidos, 242,237 hectaras, 138 leguas cua-
dradas; si bien el Sr . Viñas nos dijo anoche que sólo fueron 47 pue-
blos los beneficiados, el cuadro núm. 4 que he citado contiene sesenta 
y seis pueblos; de manera que el objeto de la ley de 22 de Julio de 1863, 
que fué la repartición de los terrenos nacionales á los mexicanos, se ha 
seguido con fidelidad, y se ha aumentado considerablemente la rique-
za pública. 

Respecto al segundo punto, es decir, al deslinde de baldíos para la 
colonizacion, conforme á las leyes de 31 de Mayo de 1875 y 15 de Di-
ciembre de 1883, se han concedido desde 1881 cuarenta y cuatro au-
torizaciones á diversas Compañías, y se han celebrado contratos para 
trasporte y establecimiento de emigrantes en los terrenos deslindados. 

Por estas leyes de colonizacion se han deslindado desde Octubre de 
1880, 17.000,000 de hectaras, 9,686 leguas cuadradas, formando con 
los planos de los terrenos las descripciones sobre su calidad, frutos y 
situación. 

Por el cuadro núm. 9 se ve, que deduciendo de 17.000,000 de hec-
taras los 5.400,000 hectaras que corresponden á las Compañías según 
la ley, y la parte ya enajenada, ó cuya venta se ha propalado, quedan 
actualmente 6.000,000 de hectaras de terrenos disponibles para su ven-
ta, constando en dicho documento la superficie, ubicación y descripción 
de cada zona de terreno baldío. 

Respecto al tercer punto, esto es, á los contratos para el trasporte de 
emigrantes y su establecimiento en terrenos deslindados, según docu-
mento oficial que tengo á la vista, las Compañías colonizadoras y los 
vapores de la Mexicana Trasatlántica, han trasportado á la República 
desde varios puertos de Europa, y en el período de 1881 á la fecha, el 
número de emigrantes que expresan las siguientes partidas que voy 
á leer: 

RESUMEN DE LAS DIFERENTES FRACCIONES DE EMIGRANTES T R A S P O R T A D O S . 

Italianos para las colonias, cuatro grupos, por los vapo-
res "Atlantic," "Cassius," "México" y "Génova.".. 

Compañía Clay Wise y socios 
Roussenthal y Kuhn 
Portas Martínez 
Campos Diaz y socios 
Loomans 
Búlnes Hermanos 
Compañía Trasatlántica, por cuenta del Gobierno 

Daniel Levy 
Mexicanos repatriados 
Compañ ía Trasa t lán t ica , por su cuen ta 

Suma 4,893 

[Rumores, toses, en la galería.'] 

3,065 
72 
31 

• 126 

589 
92 
97 

233 
10 

576 
62 



(Tosed hasta que queráis: un apreciable diputado de la minoría dijo 
anoche que se le combatiera por los oradores de la mayoría con cifras, 
y con cifras le estoy combatiendo. Otro miembro de la minoría, no 
ménos estimable, dijo también en la última sesión, que los números 
constituyen la más grande elocuencia; estoy usando de este medio ora-
torio: si no teneis paciencia para escucharme ) 

En México, como en todos los pueblos que protegen la colonizacion, 
no todos los emigrantes son agricultores, ni se establecen en las colo-
nias; cada uno se dedica á la ocupacion propia de su aptitud. El nú-
mero de emigrantes establecidos como agricultores en las colonias 
organizadas por la Secretaría de Fomento es considerable; quedan ra-
dicados á la fecha 8,023 colonos en la forma siguiente: 

C O L O N I A S . F a m i l i a s . I n d i v i d u o » . 

"Manuel González" .... 89 495 

"Cárlos Pacheco" .... 25 121 

"Fernández Leal" .... 70 357 

"Diez Cutiérrez" .... 26 105 

"Porfirio Diaz" .... 21 100 

"Colonia de Aldama" .... 19 98 

"Colonia Flamenca" .... 17 95 

"Colonia de la Ascensión" . . . . 197 905 

"Colonia Hidalgo" . . . . 18 86 

"Colonia Juárez" . . . . 42 211 

"Colonia Tlaltizapan" 88 450 

Sumas ... . . . 612 3,023 

Ocupando una superficie de 22,569 hectaras, y bajo la vigilancia de 
cuatro empleados, cuyo gasto anual es de $ 1,560. 

Este es, Señores Diputados, el resultado obtenido de los sacrificios 
hechos por la Nación en favor del deslinde de terrenos baldíos y su 
colonizacion. 

Ahora, Señores Diputados, debo rectificar algunas especies que cier-
tos periódicos de esta Capital, con sobra de malicia, han publicado res-
pecto á los terrenos nacionales vendidos en el Estado de Chihuahua; 
especies que no seria de este lugar rectificarlas, si no fuera porque los 
ilustrados miembros de la minoría les han dado valor, trayéndolas á 
este recinto para fundar en ellas los cargos que ante la Cámara han 
formulado contra el Ejecutivo; y tampoco las rectificaría, si no fuera 
tan notable la insistencia con que son repetidas en esta Cámara; de 
manera, que ya han causado impresión y se comentan diariamente en 
los periódicos, por lo cual hay necesidad de examinarlas á la luz de la 
verdad y de la ciencia económica. 

Estas especies contienen tres puntos principales: 1? El valor de la 
hectara de tierra en Chihuahua, que se considera muy bajo comparado 
con el que tiene en Tejas. 2? La extensión enajenada, cuya superficie 
se ha exagerado prodigiosamente; y 3o El peligro que, se dice, amena-
za á la autonomía nacional con la venta de aquellos terrenos. 

Sobre el primer punto hay que establecer ántes una verdad econó-
mica, admitida como axioma social por todos los pensadores; y es, que 
las tierras vírgenes privadas de todo trabajo humano, lejanas de cen-
tros de poblacion y consumo, sin vias de comunicación, y donde las 
garantías sociales no existen ó son poco eficaces; que las grandes re-
giones incultas que ambos continentes ofrecen, y á las cuales no lle-
gan aún las ventajas de la civilización, no tienen valor alguno, ó le 

tienen muy insignificante. 
Sobre esta verdad económica voy á referir lo que consigna el primer 

hacendista de Europa, el eminente escritor Lerroy-Beaulieu, en su re-
ciente notable obra sobre la "Repartición de las Riquezas." (Me per-
mito recomendar la lectura de esta obra á todas las personas que de-
seen estudiar asuntos económicos referentes al desarrollo de la riqueza 
pública.) 

" Hay un hecho económico-social indiscutible, y es, que la tierra no 
«tiene valor natural que sea dependiente del trabajo humano. Lo que 
« da valor al suelo es el trabajo del que le ocupa, ó el trabajo social que 
" le rodea, é importa mucho distinguir estas dos clases de trabajo. Los 
« países primitivos hasta hoy escasamente poblados abundan en nuestro 
" planeta; hay inmensas tierras disponibles y de buena calidad, cuya su-
« perficie iguala á la de las tierras que reconocen propietario. El Asia 
" Central, el Africa y Australia, los Estados Unidos, Canadá, el Brasil, 



'La Plata y otras Repúblicas Sud-americanas, conservan zonas de 
' tierra de extensión indefinida y sin dueño. ¿Cuál es el valor de la 

" tierra en esos países? Es nulo é insignificante, porque falta el traba-
" jo del hombre, porque falta el trabajo social; éste, bajo la forma de 
" carreteras, ferrocarriles, desagües, diques, canales, etc., contribuye á 
" aumentar considerablemente el valor de la tierra que tiene propieta-
" rio. Esto se observa principalmente en los pueblos de reciente civi-
" lizacion donde crece el elemento europeo. Quede, pues, establecido 
" que la tierra virgen é inculta, que este género de materia prima hoy 
" casi desconocido en Europa, tiene insignificante valor en las jóvenes 
" y progresistas sociedades del Nuevo Mundo: allí una hectara de tie-
" rra cuesta ménos que un pantalón ó un par de botas. El famoso mo-
"nopolio de la propiedad territorial, que en las naciones europeas causa 
" tanto escándalo, ¿qué significa en aquellos pueblos que poseen dila-
" tadas tierras sin propietario y sin cultivo? Y hay que advertir, que 
" las tierras públicas que la Union Americana, el Canadá, La Plata, el 
"Brasil , etc., venden á un precio insignificante, no carecen del trabajo 
" del hombre ó del trabajo social, porque esas tierras están medidas, 
" deslindadas, inscritas en el catastro y fraccionadas en lotes numera-
" dos; que el Estado garantiza la libre y quieta posesion de ellas por 
" tiempo indefinido, y que construye por toda su extensión carreteras, 
" ferrocarriles y demás obras del trabajo social." 

Establecida esta doctrina económica con el apoyo de autor tan in-
signe, y supuesto que se compara el precio de los terrenos públicos en 
Chihuahua con el de los nacionales en Texas, conviene aplicar al caso 
esta doctrina, y examinar el trabajo social ejecutado en ambos lugares; 
así resaltará el contraste que produce el estado inculto y salvaje de 
nuestra frontera Norte, con la reciente prosperidad de Texas, nacida 
del establecimiento de vias férreas y de la afluencia de grandes capi-
tales. 

"Texas, dice un documento oficial de los Estados Unidos, es el más 
" grande Estado de la Union y el que ofrece mayor variedad en su sue-
" lo, clima y producciones; su extensión de 688,343 kilómetros cuadra-
" dos, es mucho mayor que el Imperio de Austria-Hungría-, que en 
" Europa es el país más grande, con excepción de Rusia. Este vasto 
" territorio se halla regado por innumerables rios que distan entre sí 
" 100 kils., y por ellos se hacia el comercio ántes del establecimiento 
" de ferrocarriles. A izquierda y derecha de cada rio corren arroyos de 

" agua limpia y potable con fuerza para mover máquinas desde diez 
" caballos de vapor; de modo que su caudal satisface las presentes y 
" futuras necesidades de la industria, las de la poblacion más densa, 
" y fecunda los campos para crecimiento de semillas y desarrollo de 
" los ganados. Este hermoso país se abre al comercio del mundo y á 
" la colon izacion europea con el establecimiento de numerosos ferro-
" carriles que le atraviesan en todas direcciones. Texas produjo en 
" 1878, 800,000 pacas de algodon, por valor de $ 40.000,000, y el sala-
" rio de los trabajadores llega á $ 2 por dia. El Estado ofrece grandes 
" facilidades y franquicias al emigrante: muchos propietarios dan sus 
" tierras á los colonos, pagando éstos por via de arrendamiento la mi-
" tad de las cosechas; la otra mitad la reciben los propietarios á pre-
" ció de plaza, deduciendo el consumo de las familias, en pago de las 
" tierras. La palabra más elocuente no podria describir las bellezas na-
" turales del Sudoeste de Texas, donde existen extensas zonas pobla-
" das de árboles y tan hermosas como los paseos de Hyde-Park." 

Tan extraordinarios elementos naturales de Texas, el trabajo social 
que representan los ferrocarriles, la mensura y fraccionamiento de los 
terrenos públicos, y la suma de $ 200.000,000 que, según El Economis-
ta Francés, los capitalistas de Boston se proponen invertir en compra 
de tierras, explican la gran demanda de éstas, y el aumento de su valor 
primitivo, el cual era hace pocos años menor de S 1.25 el acre, que da 
la tarifa oficial ántes mencionada. Ya expuse que, según Lerroy-Beau-
lieu, en 1878 se vendieron en Texas 1.400,000 héctaras, es decir, 
7,977 leguas cuadradas de terrenos deslindados, medidos y fraccio-
nados. 

¿Puede decirse otro tanto de los desiertos y áridos terrenos fronte-
rizos de Chihuahua? ¿Por dónele corren allí los numerosos rios que 
fertilicen la tierra, y cuyo caudal sirva de motor á la industria? ¿Dón-
de se halla el trabajo social que representan las carreteras, los cana-
les, ferrocarriles y centros de poblacion? ¿Cuándo se formó capital 
cuantioso para compra de aquellos terrenos que determinara el au-
mento de su valor? No necesito, Señores, pintar la triste y asoladora 
situación de los terrenos públicos de Chihuahua, que carecen por com-
pleto del trabajo del hombre y del trabajo social, y que están sujetos á 
las terribles depredaciones del salvaje. ¿Y se quiere por los dignos 
miembros de la minoría que tengan precio igual á los de Texas, adon-
de una nación rica y poderosa lleva de continuo todos los tesoros de 



la civilización? La respuesta afirmativa, Señores, carecería de senti-
do común. [Aplausos prolongados.'] 

El aumento bi-anual del precio de hectara que la Secretaria de Fo-
mento señala en las tarifas, no depende en modo alguno de la demanda 
ó mejoramiento de los terrenos, sino del trabajo social ejecutado en el 
deslinde y mensura de las tierras públicas. 

Hay otra consideración: si los terrenos públicos de Chihuahua pu-
dieran venderse al precio medio de S3 hectara que arbitrariamente se 
asigna, existiendo allí y en toda la frontera Norte propiedades particu-
lares de igual y doble extension que las fracciones últimamente enaje-
nadas; ya que al decir de los inteligentes miembros de la minoría, el 
Gobierno no aprovecha tan favorable ocasion de vender á buen precio 
los terrenos públicos, los propietarios que ninguna mejora han hecho 
en sus tierras, no despreciarían la brillante oportunidad de obtener 
cada uno la inmensa fortuna de 16 á 20.000,000 de pesos que impor-
tarían sus fincas, según el cálculo de la prensa independiente, traido 
aquí por los oradores de la minoría. Como Chihuahua, el Estado más 
grande de nuestra frontera Norte, contiene una superficie que, si bien 
es la tercera parte de la de Texas, alcanza á 229,000 kilómetros cua-
drados, ó sean 15,560 leguas cuadradas; por este cálculo de S 3 hecta-
ra, resultaría que en estos momentos la propiedad territorial en Chi-
huahua valdría $207.000,000, y no 84.500,000 que le dan los datos 
estadísticos de aquella entidad federal; es decir, seria igual al valor 
que se da hoy á la propiedad territorial de toda la República. Aplican-
do igual cálculo, de $ 3 la hectara, á los Estados fronterizos de. Tamau-
lipas, Coahuila, Sonora y Territorio de la Baja California, cuya super-
ficie es de 811,776 kilómetros cuadrados, poco mayor que la de Texas, 
que es de 688,343, resultaría que la propiedad territorial de los Esta-
dos fronterizos llegaría á la inmensa suma de $1,500.000,000; es de-
cir, siete ú ocho veces mayor de la que los últimos datos dan para la 
de toda la República! Señores, semejante prodigio no resiste á un aná-
lisis razonado. \_Aplausos prolongados.'] 

Respecto al 2 ? punto, un respetable miembro de la minoría expuso 
ante la Cámara el cálculo que formó sobre la superficie de terrenos 
vendidos en Chihuahua. Para dar idea de semejante extension, dijo 
textualmente: 11 Figuraos un espacio de 80 leguas de aquí á Guana-
juato, y luego un espacio igual de Guanajuato hácia otro rumbo." 
Quiso decir su señoría que se habia enajenado un cuadrado de 80 le-

guas por lado, lo que da 6,400 leguas cuadradas: superficie más de 10 
veces mayor de la que realmente se ha vendido en fracciones. Aun-
que éstas se consideren reunidas, no suman más de 631 sitios, los 
cuales forman un cuadrado de 25 leguas por lado, y no de 80 como 
quiso su señoría. La verdad es ésta: se vendieron al Sr. García Teruel 
712,300 hectaras, igual á 406 sitios; de éstos, 313 están en la Zona 
núm. 1, y 93 en la Zona núm. 3; los 313 sitios forman un cuadrado 
de 9 i leguas por lado, y suponiéndolos reunidos, formarían un cua-
drado de 20 leguas por lado. 

Al Sr. Mariano García se vendieron 395,372 hectaras, igual á 225* 
sitios, ó sea un cuadrado de 15 leguas por lado. 

Como por la ley vigente de colonizacion y los contratos relativos, 
los concesionarios deben dar á cada colono hasta 2,500 hectaras, re-
sulta que el Sr. Teruel puede establecer 285 colonos, y 158 el Sr. Ma-
riano García; como las 2,500 hectaras apénas bastan para mantener 
pequeños ganados por falta de agua y pastos en aquellos áridos terre-
nos, se deduce que estableciendo los concesionarios el pequeño núme-
ro de colonos, 443, que la ley determina, y que ya señaló anoche el Sr. 
Viñas, no les quedará tierra disponible; porque si diesen menor super-
ficie, ningún colono podría subsistir; por consecuencia es imaginaria 
la inmensa extensión de terreno que se dice pueden vender, y adonde 
afluirían los millones de colonos americanos, que con tanto horror se-
ñalan las elucubraciones patrióticas de los periódicos, las cuales por 
desgracia impresionaron á los ilustrados miembros de la minoría.— 
[Voces en la Cámara: ¡Bien! ¡Bien!] 

Respecto al tercer punto, esto es, al peligro que por la venta de los 
terrenos de Chihuahua amenaza á la autonomía nacional, es comple-
tamente imaginario: ya expuse que el art. 21 de la ley vigente sobre 
colonizacion prohibe á las compañías que habiliten los terrenos bal-
díos enajenar los que se les concedan, á extranjeros no autorizados 
para adquirirlos, conforme á la ley vigente de extranjería; además, el 
mismo art. 21 previene que no se den extensiones mayores de 2,500 
hectaras á un solo individuo. 

Se hace cargo al Gobierno de que no procura obtener de la venta 
conveniente de los terrenos nacionales, las sumas que México necesita 
para saldar su deuda y desarrollar su riqueza pública. Como este car-
go se funda en el valor arbitrario que se señala á la hectara de tierra 
en los terrenos baldíos limítrofes de los Estados Unidos, para obtener 



estas cuantiosas sumas habría que enajenarlos á los americanos, úni-
cos compradores que pagan ese pretendido precio; pero como los dig-
nos miembros de la minoría, inspirados por el patriotismo, rechazan á 
estos compradores, por el ejemplo funesto de Texas, como acaba de 
manifestar el Sr. Sánchez Fació, resulta que esos terrenos no deben 
venderse á los únicos postores que se presentan pagando precios ex-
traordinarios. ¿Adonde, entonces, encontrará el Ejecutivo quien pa-
gue igual valor por tales terrenos? No será jamas entre los colonos eu-
ropeos á quienes se ofrece en los Estados Unidos, Canadá, Australia, 
Brasil, La Plata, etc., tierras de superior calidad, medidas, fracciona-
das, surcadas por ríos navegables y ferrocarriles, y á precio tres veces 
menor que el señalado para los desiertos terrenos de Chihuahua, don-
de para establecerse hay que llevar, ántes que instrumentos de agri-
cultura, rifles y municiones para defenderse del salvaje. En tales con-
tradicciones se incurre cuando sólo inspira un bello ideal, y no se tiene 
en cuenta la triste realidad al examinar las medidas prácticas que re-
quiere un país que, como el nuestro, tiene que luchar con mil dificul-
tades para el desarrollo de su riqueza pública, y para hacer producti-
vos sus elementos naturales. [.Aplausos.] 

Siendo la mensura, fraccionamiento y colonizacion de los terrenos 
públicos de un pueblo, el medio más poderoso para alcanzar su pros-
peridad, se comprende por qué las naciones del Nuevo Mundo, que po-
seen grandes regiones de tierras incultas, han hecho constantes esfuer-
zos para atraer la emigración europea. . México, durante la dilatada 
serie de sus revoluciones civiles, nada pudo hacer sobre este punto de 
tan vital importancia para su engrandecimiento; cimentada la paz, co-
menzó á invertir considerables sumas para el deslinde y mensura de 
las tierras públicas y para estimular la emigración: el Informe de la Se-
cretaría de Fomento dió ya idea completa á la Cámara de los sacrifi-
cios hechos por la Nación para colonizar sus terrenos nacionales. El 
resultado es, en mi concepto, altamente satisfactorio, comparado con el 
que han obtenido algunos pueblos, con mayores gastos y franquicias á 
los emigrantes; pero si se le considera pequeño, debe recordarse que 
las naciones que deben á la colonizacion su reciente poder y grandeza, 
como los Estados Unidos, no siempre han tenido un éxito constante: 
frecuentes desengaños y dolorosas experiencias aleccionaron á la Repú-
blica vecina para dictar las medidas prácticas que han determinado la 
corriente de emigración europea que se dirige á sus puertos; sólo la 

perseverancia y energía de sus gobernantes lograron que empresa tan 

costosa fuese la fuente de la admirable riqueza pública de que hoy 

disfruta. 
Como prueba de esta aserción, por última vez citaré la competente 

autoridad del hacendista Lerroy-Beaulieu, quien en su obra La Colo-
nización en los pueblos modernos, se expresa del siguiente modo: 

" Aunque la tierra se halla á la gratuita disposición de todo el género 
" humano en los confines de la colonizacion americana, no se observa 
« que los obreros de los Estados orientales se apresuren á apoderarse 
« de este instrumento de trabajo que sus hermanos de Europa consi-
" deran monopolizado por la aristocracia. Los trabajadores de los Es-
« tados de Nueva York y Massachussets, sujetos á mil privaciones, y 
" los de Ohio, que frecuentemente sufren las torturas de la miseria 
« y el hambre, no se resuelven á ir al Oeste para hacerse propietarios; 
« y es, porque la suerte no ha sido favorable á todos los que se han 
« atrevido á inmigrar. La mayor parte de los rancheros ( farrners) del 
" Far- West guardan precaria y á veces muy miserable posicion: el Eco-
« nomista de Londres acaba de hacer tristísima reseña de la situación 
« de los emigrantes, y hasta la literatura ha formado un cuadro dolo-
" roso de las decepciones y desgracias de los pobres agricultores de 
« Europa, que seducidos por programa halagador, han ido á colonizar 

" las tierras públicas de los Estados Unidos. 

" Los gobiernos europeos han creído de su deber advertir con fre-
« cuencia á los emigrantes, la miserable suerte que les espera con las 
« concesiones gratuitas de tierras en el Nuevo Mundo. En 1880, un 
» propietario de Wisconsin publicó en el Times una carta en que di-
« suade á los agricultores de la Gran Bretaña de ir á buscar fortuna á 
" los Estados Unidos. 

" Hé aquí, por último, un hecho reciente que pertenece á la historia 
« de la colonizacion: Mr. Peel, capitalista inglés, que partió para Aus-
« tralia occidental en 1855, llevó consigo trescientos agricultores y un 
« capital de §250,000 en instrumentos agrícolas, animales y provisio-
« nes Al llegar á aquellas tierras feraces, la disciplina cesó, porque 
" cada uno quiso hacerse propietario, y la falta de recursos originó que 
« casi todos estos emigrantes, escogidos con cuidado en la metropoli 
« británica, muriesen de hambre. Y este ejemplo se repite en la ac-

" tualidad por centenares de veces." 
Señores: si esto pasa en naciones que no omiten gasto ni sacrificio 



para que los colonos tengan todos los recursos necesarios desde su 
arribo; para que las tierras donde se establezcan estén medidas, des-
lindadas y fraccionadas; para que tengan centros de consumo, facilidad 
de trasporte por ferrocarriles y la más completa seguridad en sus per-
sonas; ¡cuántos desengaños dolorosos no deben esperarse en México, 
que ni puede erogar grandes sumas para proporcionar á los colonos 
los gastos indispensables á su llegada; que apénas puede deslindar con 
gran sacrificio algunos terrenos baldíos, luchando con la resistencia de 
los monopolizadores de la propiedad territorial; que no ha podido di-
vidir en lotes los terrenos nacionales, por el enorme costo que esta 
operación exige; y que sólo puede ofrecer para la colonizacion, ó las 
tierras áridas y desiertas de los Estados fronterizos del Norte, ó las 
fértiles de las costas y frontera del Sur, donde las fiebres palúdicas y 
otras enfermedades diezman á los colonos europeos; regiones despo-
bladas, donde no existen ni las más rudimentales vias de comunica-
ción, y que están privadas de todo comercio social y político con el 
resto de la República!—(¡Bien! ¡Bien!) 

Señores Diputados: Si la colonizacion es la base de la prosperidad 
de los pueblos americanos; si la corriente de emigración europea es el 
rio de oro que lleva á estos pueblos la riqueza y el poder, este inmenso 
tesoro no se alcanza con facilidad, se obtiene á costa de continuados sa-
crificios y tenaz perseverancia. México ha entrado en la senda que 
conduce á la conquista de elemento tan poderoso de economía social; 
no opongamos obstáculos á sus primeros pasos vacilantes en este dila-
tado y áspero camino; ayudemos, más bien, á la Administración para 
que las dificultades desaparezcan y las decepciones sean ménos dolo-
rosas. Yo creo que los dignos miembros de la minoría parlamentaria, 
á quienes anima noble patriotismo y ferviente deseo de ver rica y po-
derosa á nuestra patria, ántes que censurar con acritud los primeros 
ensayos que se hacen para plantear este difícil ramo de administración 
pública, empresa en la cual pueblos más vigorosos y con mayores ele-
mentos que el nuestro han fracasado, ayudarán con su inteligente 
consejo para dictar las medidas prácticas que eviten ulteriores desen-
gaños. 

Tengamos fe en el porvenir, Señores Diputados, y cooperemos todos 
de buena voluntad á la reforma económica de la Nación, al desarrollo 
de su riqueza pública, la cual, establecida la paz, reconoce por fuente 

copiosa é inagotable al deslinde y colonizacion de los terrenos nacio-

nales 

[.Aplausos prolongados en la Cámara y en las galerías.] 

[J.Z concluir el orador, los Diputados de la mayoría le felicitaron 
calurosamente; los miembros de la minoría descendieron de sus bancos 
para unir sus felicitaciones á los de la mayoría.'] 



D I S C U R S O 

Pronunciado en la Cámara de Diputados del Congreso de la Union, por el 

C. Manuel Sánchez Fació, en la sesión del 10 de Diciembre de 1885. 

El C. Presidente.—Tiene la palabra el C. Sánchez Fació en contra. 

El C. Sánchez Fado. 
Por fin hemos llegado á herir el problema social! No es ya una pue-

ril cuestión política la que va á discutirse hoy, por más que la propo-
sicion en que radica este debate parezca entrañar solamente una mo-
dificación relativa á la ley vigente de colonizacion y á la manera que 
de aplicarla tiene la Secretaría del Despacho de Fomento, á cuyas fun-
ciones corresponde. Las bases en que este asunto reposa son de tal mane-
ra amplias, que ofrecen ancho campo á una discusión noble y levantada 
que se relacione no sólo con puntos políticos y administrativos como 
acabo de decir, sino con las cuestiones eminentes que envuelven la so-
lución de un problema económico y social que interesa al estado civil 
de la propiedad, tanto en México como en el resto del Continente que 
cubrió en otro tiempo la España con sus florecientes colonias. Bajo 
esta fase será, pues, como examine principalmente la cuestión que nos 

ocupa. 
Ella fué ayer analizada por el Sr. Diputado Viñas, con gran suma 

de razones y con atingencia tal, que quedó perfectamente demostrado, 
tanto bajo el punto de vista jurídico como bajo el constitucional, que la 
ingerencia déla Administración en las aplicaciones que está verificando 
en la ley vigente, con las retorsiones que le imprime, representan un 
flagrante atentado contra la propiedad. Temerario seria de mi parte, 

Tnfnrmí> — I R 



careciendo de los conocimientos técnicos de que tanta gala hizo el ora-
dor á que me refiero, repetir sin lucidez los argumentos que ya hizo 
valer con tanto acierto, razón que confirma los propósitos que respec-
to de mi tema llevo anunciado y que proclamo por última vez. Pero 
ántes debo hacer una salvedad indispensable. 

La necesidad de examinar un asunto tan complexo bajo todos sus 
aspectos, me hizo estudiar con la atención que merece el opúsculo que 
el acreditado jurisconsulto Diaz González ha dado á la estampa, con el 
objeto, según terminantemente expresa, de que sus opiniones comuni-
cadas á sus clientes como simples respuestas á consultas profesionales, 
no se tildasen de vergonzantes, afectando como afectan un punto de 
tanta gravedad, y en el que, por lo visto hasta hoy, el Poder Ejecutivo 
parece encontrarse en abierta oposicion con los principios científicos y 
legales. Obligado el Sr. Lic. Diaz González al Sr. Secretario del Des-
pacho de Fomento, por favores que dice haberle dispensado, hace pre-
ceder su trabajo de una franca declaración á este respecto, declaración 
que redunda, á no dudarlo, en legítima honra de ambos caballeros; y 
como yo también, Señores Diputados, me encuentro en caso análogo al 
de mi apreciable amigo el Sr. Diaz González, deben regir para mi ca-
so los mismos considerandos que invocó en el suyo, por los cuales yo 
espero que el Sr. Ministro de Fomento, presente en este salón, me dis-
pensará también su benevolencia; y así como la expresión sincera de 
mis opiniones la considero como el mejor homenaje que puedo ofre-
cerle de mi leal amistad, este mismo acto estoy seguro que aquilatará 
aquella con que su Señoría me honra. Entro en materia. 

He dicho que hemos llegado al fin al estudio de un problema que, 
más que un simple procedimiento administrativo, es económico y so-
cial. Las relaciones de la propiedad en México con todas las conse-
cuencias que de su estatuto se desprenden, no pueden resolverlas las 
leyes orgánicas que les sirven de fundamento y las disposiciones auxi-
liares que las complementan, por no decir que las vician y las confun-
den. Estas leyes son: la de baldíos expedida en San Luis Potosí en 22 
de Julio de 1863, que es mala; la de colonización que vió la luz públi-
ca en Diciembre próximo pasado, que es peor; y las circulares, leyes 
y contratos que á la sombra de ellas, pero violentando notoriamente 
su texto, se están pactando con particulares, v que son inicuos, absur-
dos é insostenibles. 

Voy á demostrar ordenadamente cada una de estas aseveraciones. 

La ley de 63 digo que es mala por su deficiencia lamentable, y no 
agrego que debiera derogarse desde luego, porque cierto estoy de que 
en materia tan difícil, dificilísimo es interpretar intereses tan complexos 
amparándolos todos dentro de una ley perfecta. Pero por lo mismo que 
estos intereses son atendibles sobre toda consideración, que reposan 
sobre principios tradicionales ejercitados en una práctica secular, y que 
los agravios que resientan conmoverán hondamente la sociedad, los 
preceptos que se establezcan deben ser perfectamente meditados para 
que sean durables, en vez de revestir el carácter de disposiciones anor-
males y transitorias. 

En vez de corresponder á estos fines la ley de 1863, fué una ley de 
circunstancias, buena si se quiere para aquellas, porque la República, 
vacilante, atravesaba entonces sintiendo hundirse sus cimientos bajo 
sus piés. El pensamiento delSr . Juárez, enérgico en esaocasion, como 
en todas, quiso multiplicar las fuerzas vivas de la nación, en medio de 
la lucha sangrienta que sostenía, y arrebatar el territorio nacional á los 
invasores, improvisando y despertando á la vez con el estímulo del im 
teres, el cumplimiento del deber y la fascinación del heroísmo. 

Pe'ro de aquella fecha á la presente las cosas han cambiado, y los 
veintidós años trascurridos desde la expedición de aquella ley sin per-
ceptible aprovechamiento, ni para el Gobierno ni para los particulares, 
indican claramente que es indispensable introducir en ella radicales 
reformas, Sus artículos del 5° al 8? principalmente, consignan las fran-
quicias que disfrutarán los detentadores de ciertos predios que sin es-
tar acotados y amillarados regularicen sus títulos de dominio, sin me-
noscabo del Ínteres legítimo que también provoca en los denunciantes 
en general. Los procedimientos preliminares para alcanzar este re-
sultado son tan embarazosos, y por decirlo de una vez, tan impractica-
bles, que los mismos propietarios, á pesar de las citadas prerogativas, 
no han querido, ni han podido ni han debido intentarlos, animados 
sin duda por la convicción anticipada que abrigan de la esterilidad de 
estas pesquisas tan costosas cuanto contingentes. 

La ley de colonizacion del año de 1884 adolece también de graves 
defectos, y digo que es peor que la de 63, porque en lo que á ella se 
refiere la sanciona y la confirma, y toda confirmación de un tema ma-
lo, es evidentemente peor. Además de esto, sostiene aún, como si la 
experiencia nada hubiera enseñado, que la unidad agraria concedida 
en la habilitación de baldíos de 2,500 hectaras á cada denunciante. 



debe subsistir, conservándose por lo tanto uno de los errores que más 
perniciosa influencia ha ejercido en la práctica de las operaciones de 
que nos estamos ocupando en la presente discusión. 

Dirigiendo una mirada sobre la Carta geográfica de la República, y 
haciendo una apreciación siquiera elemental al respecto de la exten-
sión probable de sus baldíos, se comprende desde luego que con seme-
jante división de 2,500 hectaras, el territorio nacional quedaría mono-
polizado, estancado por decirlo así en un número mínimo de propietarios, 
y los fines que se proponen y deben proponerse las leyes de coloniza-
ción resultarían nulificados desde su origen. Practicada en estos tér-
minos la adjudicación de las tierras nacionales, no puede ser otra cosa 
que una granjeria explotada por un número limitadísimo de personas 
que, sin invertir capital alguno, y por lo mismo sin hacer reproducti-
vo el que la Nación les proporciona, esterilizan una fuente de recursos 
que bien manejada seria una esperanza legítima para lo futuro, y no 
una lastimosa dilapidación como tantas otras que por desgracia se han 
hecho. La ley vigente sobre colonizacion debe, pues, reformarse en el 
sentido que dejo expuesto. 

Pudiera entrar en otros mil detalles que solicitan también atenta in-
vestigación, pero entiendo que el debate actual no es, á pesar de la 
magnitud del asunto que en él se ventila, sino meramente preliminar y 
transitorio. Los razonamientos aducidos ya en la discusión y los inte-
reses que ha despertado serán, no obstante, estímulo sobrado para que 
tanto el Poder Legislativo como el Ejecutivo se persuadan de la nece-
sidad de emprender una reforma radical sobre la materia, que garan-
tice y equilibre los derechos de la autoridad, al mismo tiempo que los 
de todos los ciudadanos. 

Los contratos que han dado motivo á la proposicion que alimenta 
este debate, están basados violentando, por decirlo así, aquellas dos le-
yes orgánicas. El Sr. Secretario de Fomento lo ha declarado así ayer, 
aunque en distintos términos, en el recinto de esta Asamblea. Su Se-
ñoría ha dicho que no era posible hacer una interpretación literal de 
esas leyes, por lo cual se quebrantaban en sus aplicaciones algunas ve-
ces y en determinadas circunstancias, haciendo en ellas las modifica-
ciones que el caso reclamaba. No alcanzo realmente cómo la Cámara 
procederá despues de esta ingenua confesion del Sr. Ministro, si no es 
dignándose aprobar la proposicion que en estos momentos discutimos 
y que ha sido presentada por algunos miembros de la minoría. No te-

nemos la excusa de decir que los contratos no han menester ser revi-
sados porque se ajustan al tenor de las leyes sobre la materia. Ya oís 
al Sr. Secretario de Fomento, que con su genial lealtad nos comunica 
que sigue el texto de esas leyes cuando puede, y cuando no puede lo 
abandona. Y yo pregunto, Señores Diputados, ¿caben vacilaciones y reso-
luciones discrecionales en asunto de tamaña importancia? Cuando el 
mismo Ejecutivo declara que se encuentra colocado en una posicion 
falsa, creo muy racional que á reserva de efectuar en las repetidas le-
yes las enmiendas á que aludo, se apruebe entretanto la proposicion 
que hoy examinamos, que es como el escudo provisional que ampare 
á tantos derechos ultrajados. Al acordarse por la Cámara la amplia-
ción de este debate y al solicitar el Sr. Prieto, como recordarán los Se-
ñores Diputados, dicha ampliación, expresó dicho señor el deseo de que 
se agregara alguna otra frase á la proposicion, que viniera á comple-
mentar, como dijo, el pensamiento que ella consignaba. Para esto invi-
tó al Sr. Diputado Lozano suplicándole contribuyera con él á redactar 
esa modificación, á efecto de que constara dentro del proyecto iniciado 
por el Sr. Duret, á nombre de la minoría. 

Como la proposicion pasó inmediatamente á Comision, y no hubo 
lugar á introducir aquella enmienda, nos privamos de esa oportunidad 
de°oir la opinion del Sr. Prieto sobre el particular; y como pudiera ser 
de mucha utilidad y enseñanza por la persona de que procede, cono-
cerla ahora para la mejor ilustración de este debate, me permito in-
terpelar al Sr. Prieto suplicándole diga á esta Asamblea si ha dado 

forma á su pensamiento. 
Despues de escuchar su voz autorizada seguiré haciendo uso de la 

palabra. 
(El C. Prieto contestó la interpelación.) 

El C. Presidente. — Continúa con el uso de la palabra el Sr. Sán-

chez Fació en contra. 
El C. Sánchez Fado.—Dura ha sido la respuesta del Sr. Prieto, y 

más dura y un tanto inconveniente su calificación respecto al proyecto 
que estamos examinando. Yo participo en parte de sus escrúpulos, y 
sin embargo creo que si bien la proposicion tal como está concebida 
es un poco deficiente y algo anticonstitucional, debemos no obstante 
sostenerla y aprobarla, porque nuestro deber, ya que no nos es dable 
proporcionar un bien absoluto, nos aconseja á lo ménos optar, entre dos 
males, por el menor. Los procedimientos que sigue la Secretaría deFo-



mentó para el deslinde de baldíos, son infinitamente más anticonstitu-
cionales. 

El argumento del Sr. Prieto, que se confunde con el de la Comision 
que suscribe el dictámen, es este: No es posible, nos dice, introducir 
una corruptela que destruya la independencia de los poderes; es de-
cir, no puede el Poder Legislativo revisar los actos que son de la exclu-
siva competencia del Poder Ejecutivo. El respeto á la Constitución es 
lo primero, y si se aceptase el pensamiento contenido en la proposi-
cion del Sr. Duret, nuestras instituciones resultarian violadas. 

Y yo pregunto: Si el Ejecutivo puede, en virtud del pacto constitucio-
nal, someter sus actos al Legislativo, ¿en virtud de qué pacto puede 
atrepellar al Poder Judicial? Si el Sr. Prieto siente temores de que la 
proposicion se vote en los términos consultados, ¿por qué no los tiene 
para que subsistan los abusos y corruptela que á la sombra de aquel 
respeto se están perpetrando en estos momentos? 

Y no se diga que el Poder Judicial se desentiende del cumplimiento 
de sus deberes. Los quejosos que á él han acudido han logrado, en el 
mayor número de casos, la protección solicitada. Y no se diga tampo-
co que por doctrinas y prácticas pasadas la justicia federal haya decla-
rado que el amparo no procede en juicios civiles; porque sí procede. 
Hoy mismo en los estrados de la Suprema Corte se ha ventilado un 
negocio de esta clase, y la sentencia ha sido favorable á la parte que 
invocaba el amparo en un juicio del orden civil. Sépanlo, pues, todos 
aquellos que se hallan amagados por las denuncias que pretende lega-
lizar la circular expedida por la Secretaría de Fomento. El amparo ca-
be en el caso en que se encuentran, y á él deben acogerse. Y esto es 
así porque la Secretaría de Fomento, debo decirlo con absoluta fran-
queza, puesto que en circunstancias de esta magnitud no caben térmi-
nos medios, desde el momento en que delega en un particular las fa-
cultades usurpadas de que se ha revestido, y que competen exclusiva-
mente al Poder Judicial, ha trastornado simultáneamente el orden que 
debe regir á los poderes conforme á nuestras instituciones, y ha dado 
un golpe terrible á la moral y á la confianza públicas. 

Y si esto es inconcuso tratándose el asunto fríamente y sólo á la luz 
que arrojan los principios científicos y políticos que lo resguardan, ¿qué 
no provocará ante el criterio y sentimiento de una Asamblea tan pa-
triótica como la que me escucha, la consideración de lo que pueden 
acarrear para lo futuro estas disposiciones, cuyo funesto ejemplo apé-

ñas tiene semejante en aquellas páginas terribles que conservan para 
nuestra ignominia la historia de nuestros desastres? Cuando la Repú-
blica perdió todo el territorio situado al Norte del Bravo; cuando la Alta 
California y Nuevo México y Texas pasaron al dominio de la Union 
Americana, se improvisó allí una legislación terrible, la de los squatters. 
Esa legislación, si así puede llamarse, una patente ejecutoriada de prin-
cipios afrentosos y bastardos, desatendió los elevadísimos en que repo-
sa nuestro derecho civil, y en vez de obligar al expoliador que probase 
la legalidad de su presa, obligaba al despojado á que rindiera esa pro-
banza. ¿Qué otra cosa, sino este acto monstruoso es el que está ejecu-
tando la Secretaría de Fomento, respecto de los propietarios mexica-
nos? ¿Y qué nombre debiera dársele cuando es la autoridad quien lo 
ejerce dentro del territorio mismo de la República? 

Se me dirá tal vez que altas razones de conveniencia pública reco-
miendan la ejecución de estas medidas, y que por lo tanto, aunque el 
Gobierno involucre los principios jurídicos obligando á los propietarios 
á que se coloquen en la situación que á él como autoridad le corres-
ponde y que nunca debió haber abandonado, esas razones son tan 
apremiantes y perentorias, que deben subsistir á todo trance los proce-
dimientos iniciados. Está bien, Señores Diputados, sé que cometo un de-
l i t o asociándome á semejante teoría, pero lo acepto. Acepto esa res-
ponsabilidad; pero la que no acepto ni aceptaré nunca, es la que me 
constituiría en voluntario cómplice de disparates científicos. Voy a ex-
plicarme. . 

La primera ciencia agraviada es el álgebra. Nadie ignora que la 
planta de la Secretaría de Fomento está cubierta en su mayor parte 
por ingenieros de competencia reconocida. Ahora bien, los fundamen-
tos de la ciencia del ingeniero son las matemáticas, y la resolución de 
las ecuaciones de primer grado, el primero de sus problemas. ¿Qué se 
enseña en él? Que las incógnitas se despejan en función de las canti-
dades conocidas. ¿Y no es pasmoso, Señores, que en el deslinde de bal-
dios que la Secretaría contrata, se inviertan estos principios rudimen-
tarios y se pretenda investigar los términos conocidos que son las 
tierras de propiedad particular, en función de los desconocidos que son 
tierras de propiedad nacional? (Aplausos y risas.) 

Pero todavía hay otra ciencia ultrajada, que es la geometría. 
Dice el art. 6o de un Contrato otorgado á favor de no quiero 

citar ni un solo nombre. Muchas de las personas agraciadas son mis 



amigos y deseo que ni una sombra de resentimiento empañe nuestros 
afectos. Pero el art. 6? común á varios de los contratos referentes al 
buceo de perla en el Pacífico, dice lo siguiente: "Art. 6? El arrendata-
rio podrá denunciar los terrenos baldíos que necesite en la menciona-
da zona para su empresa, arreglándose á las prescripciones de la ley 
de 22 de Julio de 1863, sin que por las adjudicaciones que obtenga 
sufra alteración alguna el pago de la renta estipulada en el art. 2? de 
este Contrato." 

Para comprender qué significado tiene aquí la palabra zona, consul-
temos el texto del art. 1? Dice así: "El Ejecutivo da en arrendamiento 
al Sr. N. la zona perlífera comprendida entre el puerto Manzanillo y el 
de Acapulco." En otro contrato dice entre el puerto de Mazatlan y el de 
Manzanillo; en otro de Acapulco á Ocos. Como se ve, la palabra zona, 
conforme á la acepción que en estos casos ha debido atribuírsele, se re-
fiere á la superficie de las aguas determinada como base por el litoral, y 
como altura, por la distancia que los criaderos perlíferos y los islotes desig-
nados en los respectivos contratos ocupen dentro de la jurisdicción que 
la República disfrute en aquellas aguas, conforme al derecho de gen-
tes. Esto es justo y exacto porque la Nación tiene incuestionablemen-
te derecho al usufructo de aquella propiedad, como no lo tiene para 
vender ni un solo litro de agua, porque no le pertenece. Pero si esto 
es racional en lo relativo al arrendamiento, ¿podrá sostenerse lo propio 
cuando las aplicaciones de esta facultad se intenta extenderlas hácia 
el lado de tierra, es decir, hácia el interior del territorio nacional, don-
de no caben ni ambigüedades ni analogías, que en caso alguno pueden 
regirle? No, y siempre no. ¿Qué cosa es una zona? Una zona es una 
superficie. ¿Cómo se mide una superficie? Multiplicando su base por 
su altura ¿Cuál es la base en el caso que examinamos? El desarrollo 
del litoral entre los dos puertos que se consideran. ¿Y cuál es su altu-
ra? iSo se conoce, puesto que no se determina. Pues entonces, Señores, 
los terrenos baldíos que generosamente concede el art. 6? de esos con-
tratos, ó son ningunos, ó son todos los que se encuentren contenidos 
dentro de esa base y de una altura que puede prolongan* indefinida-
mente desde el Pacífico hasta el Golfo. Cesen, pues, los conspiradores 
contra la propiedad púbhca en sus pesquisas, ó la geometría es un mi-
to. Los afortunados concesionarios de zonas perlíferas en el Pacífico 
los tienen acaparados todos. (Aplausos.) 

Esta distribución, Señores Diputados, me recuerda aquella que en su 

famosa bula pontificia hizo el Papa Alejandro VI, cuando distribuyó la 
América entre portugueses y españoles, trazando una línea imaginaria 
en el espacio. Cierto es que aquí faltan los portugueses, pero en cam-
bio ¡cuántos españoles sobran! Y no tomen esto como un agravio aque-
llos á quienes debemos la rica herencia de su hidalguía y desús virtu-
des, y cuyas encallecidas manos por el trabajo nos honramos de estre-
char como amigos; no, sino esos otros que á semejanza de Alderete, 
el tesorero de Cortés, siguen imaginándose que tienen el derecho de 
cobrar el quinto de la corona. (Gi-andes aplausos.) 

Juridicamente estos contratos son también deformes, porque en un 
solo documento se consignan dos actos distintos, una venta y un arren-
damiento: conforme al art. 1? se arrienda; conforme al art. 6o se vende. 
Yo ignoro, Señores, la ciencia de la jurisprudencia, pero ateniéndome 
al simple sentido común, no vacilo en declarar que esta palmaria con-
fusión es un tercer disparate científico. 

Por lo expuesto, se advierte que la cuestión considerada sólo en los 
tropiezos administrativos, está cubierta de asperezas; pero si de la su-
perficie descendemos al fondo, y si por fin nos resolvemos á analizar 
la teoría de la propiedad entre nosotros, entónces ¡qué desgraciado es 
el cuadro que se nos presenta! 

Las contiendas civiles en México, ó mejor dicho en toda la América 
latina, no reconocen otro origen que la desigual distribución de la pro-
piedad raíz. Comentando Polibio las guerras civiles helénicas, ha di-
cho: "Toda guerra civil no reposa sino en un atentado contra la pro-
piedad y en el insaciable deseo que tiene el pobre de reivindicar sobre 
el rico toda aquella propiedad que éste ha atesorado indebidamente." 

¿Cuál es el origen de la propiedad en México? ¿Cuál es el monto de 
su valor? ¿Cuál es su contingente en los gastos públicos? Héaquí tres 
problemas cuya sola enunciación espanta, si es que alguna vez se han 
de resolver con inteligencia, rectitud y probidad; y voy á contestar al 
primero por lo ménos, con franqueza sin límites, porque estoy seguro 
que si no ahora, en otra ocasion mis palabras serán recogidas, como 
podrán serlo las opiniones que ya sobre el particular he sostenido otras 
veces, y quizá alguno de los dignos representantes de esta Asamblea, 
fascinado por esas aparentes contradicciones, pudiera decirme: " E n 
otras circunstancias haz proclamado principios que ahora estás con-
denando." Como regla general sólo diré, que en asunto en que se. ver-
san materias tan complicadas é intereses tan opuestos, todo el que quie-



ra afrontar su estudio debe ser imparcial como la historia, severo como 
la ley y equitativo como el derecho. 

La propiedad en México tuvo el mismo origen que en todos los paí-
ses de conquista. La España llevó a término la sumisión del Nuevo 
Mundo en breves años, con la misma rapidez y esplendor con que re-
conquistaba su propio territorio del yugo musulmán. Esgrimiendo la 
tizona del Cid y de Pelayo, trazó un círculo horizontal debajo de cuyo 
nivel quedaron sometidos igualmente judíos, moriscos é indianos. Los 
cacicazgos de México y del Perú quedaron en la misma condicion que 
el califato de Granada. 

Ningún reproche debemos dirigir á semejante procedimiento; fué 
hijo de su época y lo sanciona el homenaje de nuestra propia admira-
ción. Despues de haber turbado Cortés con su espada desde las olas 
del Golfo hasta las ondas del Pacífico, distribuyó la tierra entre sus ca-
pitanes y compañeros de aventura. Pero en medio de esa precipitación 
la tierra quedó repartida con mengua de la justicia y con vilipendio de 
la aritmética. No se eligió como divisor una unidad agraria grande ó 
pequeña, sino un número determinado de indios llamado encomienda, 
agrupados en el predio conferido. Con semejante método resultaba que 
los tales predios menguaban donde la poblacion era más densa, es de-
cir, en el centro, y se ensanchaban indefinidamente si ella escaseaba, 
es decir, en las fronteras. Los lotes de esta agrimensura fantástica cu-
yo estudio provoca en este momento nuestras reflexiones se merceda-
ban en tal desproporcion, que Jaramillo, el complaciente marido déla 
Malinche, recibió desde la Ribera de San Cosme hasta Atzcapotzalco; y 
Bernal Diaz, soldado de poca fortuna, fué arrojado hasta la frontera de 
Guatemala, y allí se le dió una parte de ese istmo de Tehuantepec, 
que acabamos de ceder hace un momento, en esta misma tarde y des-
pues de madura reflexión, al capitan Eads. (Risas.) 

No es una censura, señores, es una digresión indispensable para mí. 
Me sentiría abochornado si guardase silencio sobre este particular y re-
primiera una protesta de verdad que me ahogaría si la guardase por 
más tiempo en mi pecho. He votado á favor del proyecto Eads y en 
contra de la opinion de la minoría, porque desde hace cuatro años que 
estudié y consulté á la Representación nacional el mismo negocio, abri-
go la convicción de que tanto el primitivo proyecto como el reformado 
hoy por las enmiendas del Senado, no contiene una sola cláusula que 
dañe á los intereses de la República. 

Satisfecho este punto, sigo adelante. Una vez consumada la inde-
pendencia, los baldíos quedaron tan desconocidos como ántes. Y na-
tural era que así aconteciese, supuesto que los medios puestos en prác-
tica para investigarlos han adolecido siempre de los mismos defectos. 
El supuesto Ínteres que se presume tiene la clase ménos acomodada 
de adquirir alguna propiedad inmueble, y la falsa creencia de que sa-
crificarán los pocos recursos en numerario de que disponen en los gas-
tos de mensura, indispensables para adquirirla, mantiene en el Gobier-
no el error de que el sistema que hasta ahora ha seguido es inmejorable. 
A este respecto, ningún embarazo tengo en declarar que, en mi con-
cepto, tan extraviado anda el Sr. Secretario actual de Fomento como 
sus predecesores, comenzando por el Sr. Velázquez de León, y siguien-
do con los Sres. Siliceo, Riva Palacio y otros. La idea general que 
.siempre ha dominado es que la cesión de una tercera parte de la por-
ción deslindada, es un estímulo irresistible para los lidiadores de es-
ta clase de terrenos. 

Al llegar á este punto tengo que hacer con verdadera pena una de-
claración á esta Cámara, cual es la discordancia de opiniones en que 
me encuentro con mi distinguido amigo el Sr. Diputado Viñas, que 
juzga e x c e s i v a remuneración para los descubridores y denunciantes de 
baldíos la tercera parte de las tierras que mensuren. En mi concepto, 
y en muchos casos, léjos de ser exagerada e s t a compensación, es insu-
ficiente. El mal no consiste en eso, sino en los abusos que á la som-
bra de ese principio se cometen, siendo el más principal y repetido 
otorgar esa cesión, no en cambio de deslindes efectivos, sino por inves-
tigaciones indirectas, como notoriamente acontece en el caso de las de-
masías Las personas que tienen algún conocimiento del costo que re-
presentan las operaciones de campo de los ingenieros en propiedades 
de alguna extensión, no calificarán de exorbitante la adjudicación de 
la tercera parte de los lotes descubiertos, porque se necesita un movi-
miento considerable de estos valores para realizarlos con aprecio, y á 
veces los gastos que consumen superan al valor venal que tienen en 

el mercado. i 
Bajo ese punto de vista, y reconocida la posibilidad de que en la 

práctica se cometan irreparables perjuicios al gremio de propietarios, 
exigiéndoles como en un potro de tormento, declaraciones de demasías 
cuya retención está muy distante de constituir un delito, puesto que 
no la ejercen malintencionadamente, y, en gran número de casos, los 



mismos detentadores ignoran que las cometen, es como la proposicion 
del Sr. Duret, es de una eficacia y oportunidad incomparables, pues 
pone coto á los extremos á que pueden dar lugar las aplicaciones vio-
lentas de la circular de la Secretaría de Fomento, los últimos contra-
tos que ha celebrado y los venideros, que sin la acción benéfica que la 
proposicion entraña, siguiera propalando. 

El procedimiento improvisado de descubrir tierras desocupadas, de-
clarando con este carácter los huecos y demasías de las propiedades 
privadas, es alarmante y odioso porque significa un ataque por parte de 
la autoridad y sus delegados, contra un adversario que necesariamente 
está inerme. Los propietarios no pueden generalmente acotar y ami-
llarar su predio, lo cual seria mucho, pero ni siquiera disponer de un 
plano de sus propiedades que por desidia en muchos casos, por impo-
sibilidad material en otros, no han podido hacer ejecutar por lo dis-
pendioso del trabajo y la escasez de un personal competente para ve-
rificarlo. El Gobierno á su vez no ha podido nunca, por las penurias 
del erario, solventar esos gastos, de donde resulta que la descripción 
de la propiedad raíz no se conozca ni por prospecto. 

Desde hace siete años existe una Gomision científica exploradora que 
trabaja incesantemente y lleva muy adelantadas sus labores en los Es-
tados de Tlaxcala, Puebla y Veracruz. Adoptando por tipo los gastos 
de esa Gomision, que por cierto son bastante económicos, se verá que 
apénas en operaciones de triangulación y otras insignificantes de deta-
lle, lleva invertida una suma considerable. 

El costo del levantamiento por término medio por hectara, según 
los trabajos de esa Comision, es de unos veinte centavos. 

Dada la extensión aproximada de la República que es de 200 millo-
nes de hectaras, se comprende que se necesitarían 40 millones de pe-
sos y 30 á 40 años para tener el bosquejo siquiera dé la propiedad raíz 
que contiene. Luego este procedimiento no es admisible, y si el indi-
recto no lo es tampoco, atentas las muchas irregularidades que lo vician, 
el error consiste en no afrontar de una vez y con energía el plantea-
miento del único medio que puede conducir por un camino seguro, 
científico y legal al punto de partida de estas exploraciones. Sobre este 
particular he tenido ya la honra de ser escuchado por el señor Secre-
tario de Fomento, á quien con profunda convicción me he esforzado 
en demostrar la conveniencia de mi trabajo catastral cuya primera in-
cidencia procurase á lo ménos la inscripción auténtica de la propiedad 

inmueble. Yo suplico á Su Señoría no reciba á mal la única interpe-
lación con que me permitiré molestarlo esta tarde, y le suplico me 
conteste con una simple inclinación de cabeza si admite la humilde 
ofrenda de una ley de catastro que muy pronto presentaré á esta 
Asamblea. 

El C. Secretario de Fomento.—ha opinion que puedo trasmitir á la 
Cámara es la del Sr. Presidente de la República, y no le he consulta-
do sobre este asunto. Respecto de la opinion particular del que habla, 
seria la de que se aceptara la del Sr. Sánchez Fació. 

El C. Sánchez Fació.—He lanzado la terrible palabra, ¡el catastro! 
Caro me cuesta el haber asumido la responsabilidad de propalarla, 
porque sin señalar á determinadas entidades federativas, él ha servido 
de pretexto para ensayar ciertas operaciones empíricas, desacreditadas 
por la experiencia, que han despertado un justificado terror en el áni-
mo de los propietarios. Pero esta adulteración de nombre no implica 
descrédito, y yo llegaría al colmo de la petulancia si pretendiese cons-
tituirme defensor de una institución con cuya práctica se honran las 

naciones civilizadas. 
Lo que quiero y pretendo es únicamente lo siguiente: Que supues-

tos los inconvenientes que claramente presentan las leyes citadas de 
baldíos y colonizacion en sus aplicaciones inmediatas, se suspendan 
entretanto se practica esa inscripción preliminar que debe preceder á 
las demás operaciones catastrales. Verificada esta inscripción por los 
mismos propietarios, los colocaría en posicion bien distinta de la que 
hoy guardan, porque la presunción de propiedad que este acto solem-
ne les otorga no sanciona en manera alguna las ocupaciones de mala 
fe que existen, ni otras muchas irregularidades que una labor prolija 
y reposada pondria de seguro en evidencia. Si despues de estas faci-
lidades previstas por la ley, algunos propietarios persistiesen en ocul-
tar, ya sea una parte de sus propiedades,.ó bien los derechos reales que 
son también materia de la relacionada inscripción, quedaría justificada 
cualquiera medida del Gobierno para compelerles al cumplimiento de 
esa obligación; pero entretanto que esto se verifique, sólo una medida 
de' moralidad y orden como la institución del catastro seria bastante á 
calmar el clamor de alarma que hoy se levanta por todos los ámbitos 
de la República. Podrá inculpárseme diciendo: que si tales son mis 
ideas, falta grave de mi parte ha sido callar hasta hoy, y no presentar, 
como mi deber de Diputado me impone, iniciativa adecuada sobre la 



materia. Pero á esto contestaré, que los asuntos de notoria gravedad 
que en este periodo han ocupado la atención de la Cámara explican, 
sin apelar á otras excusas, mi silencio. A muchos Señores represen-
tantes consta, que mi deseo era aprovechar la primera coyuntura para 
hacerlo, y de muchos también he recibido la más honrosa y lisonjera 
calificación de mi trabajo, y lo que es más, la promesa generosa de 
secundarlo y aprobarlo, una vez llegada la oportunidad parlamentaria. 
No hago mérito de estos mutuos compromisos, sino para exhortar á 
esta respetable Cámara con la mayor buena fe y sinceridad, á que se 
sirva desechar el dictámen que está á discusión, porque contraría á la 
iniciativa que lo motiva, y en la cuál están contenidos, aunqu'e sea pro-
visional y transitoriamente, los preceptos que reemplazan por el mo-
mento el pensamiento cardinal en cuyo éxito parece que todos esta-
mos conformes. 

Lo expuesto acredita la necesidad de adoptar un medio que satisfaga 
á las exigencias fiscales; pero al verificarlo así se satisfarán igualmente 
las administrativas y jurídicas, las económicas y constitucionales. Digo 
más, Señores Diputados: la única defensa que tiene la autonomía de la 
República no es otra que la constitución sólida y permanente y equi-
tativa del derecho de propiedad. 

Yo no creo que haya una idea preconcebida de hacer negocio, como 
maliciosamente se dice, en las ventas de baldíos, no; muy léjos de mí 
semejante pensamiento: creo, como lo decia ayer el Sr. Azcué, que si 
el crédito nacional estaba comprometido, y los acreedores del tesoro 
exhibían sus títulos en regla, era, es, y será siempre, un precepto de 
moralidad y de decoro, satisfacer esas acreencias. Hablar del descuen-
to de esos valores, es por lo ménos impropio en este recinto. Cuando 
las obligaciones de la República se coticen en el seno de la represen-
tación nacional, no deben sonar más que á la par. 

Pero aquí no se trata de saber si los valores recibidos en baldíos por 
el Sr. García Teruel y otras personas, debian enterarse ó nó porque 
representen ministraciones hechas de material telegráfico, pasturas, 
etc. Lo que importa conocer, y lo que estamos obligados á combatir 
y á impedir que se consume, y que sirva de ejemplo á otras especula-
ciones semejantes, eá que se ensanche el crédito legitimo y se les otor-
gue además del valor que responde al crédito, otro tanto, diez veces 
más, cien veces más del crédito solicitado. El Sr. Viñas ha demostrado 
hasta la evidencia que el Sr. García Teruel retendrá un sobrante enor-

me de tierras, de que no podrá hacer otra aplicación que venderlas al 
primero que se las compre; que este sobrante está fuera de los térmi-
nos que preceptúa la ley vigente de colonizacion, y que los comprado-
res que encuentre serán de seguro los más peligrosos para la tranqui-
lidad y porvenir de la Nación. 

¿Quiénes serán los compradores? La razón y la experiencia nos lo 

dicen, Señores. Los capitalistas americanos que vienen en busca de 

tierras pastales para sus ganados. Despues de los ganados, ¿qué 

vendrá? 
¡Así comenzó la colonizacion de Texas y de Nuevo México! Triste 

es decirlo ¡ay! pero un país en que la mitad de su poblacion compues-
ta de cuatro ó cinco millones de indígenas, gana por término medio 
veinte centavos de jornal, y se encuentra al frente de otra que cuenta 
60 millones que ganan un dollar por lo ménos, corre mucho peligro 
de ver borradas sus fronteras ántes de quince años. Malhadados con-
tratos, sí, que abren fácil camino á esa tremenda absorcion que tanto 
nos ha aterrorizado! (Aplausos repetidos.) 

Considerada la importancia que para el porvenir de la República 
tiene esta cuestión, yo espero que la Cámara se vincule en un solo 
pensamiento, en un solo, cuerpo: podemos estar divergentes en mate-
rias políticas; pero en aquellas que afectan la integridad de nuestra 
patria y nuestro propio honor, debemos ser como las espigas de una 
m i s m a gavilla, como los anillos de una misma cadena, como las face-
tas del mismo diamante, como las irradiaciones de la misma luz. ¡Que 
en esta vez en que no se levantan las tristes banderías de partido, dé 
la Cámara su voto unánime, voto que nos absuelva ante el tribunal 
inexorable de la historia y ante el fallo inflexible de la opinion pú-
blica! . 

Señores Diputados: hemos tenido en México presidentes buenos, re-
gulares, malos, é inservibles (risas); hemos tenido altos funcionarios que 
rivalizaban con Heliogábalo en vicios y depravación; otros dignos 
émulos de Catón, porque eran el espejo de todas las virtudes. Conta-
mos á un D. Anastasio Bustamante que hacia festines con un par de 
huevos tibios y orgías con agua, y en cambio otros que empleaban su 
tiempo en orgías y saturnales espantosas. La República ha salido tan 
malparada con unos como con otros. ¿Por qué? Porque no es cues-
tión de personalidades sino de generalidades. Cuando el estado de pro-
piedad falta, todo lo demás sobra; lo mismo es un cardenal Jiménez 



de Gisneros, que un Príncipe de la Paz como ministro. Si el pueblo 
tiene gobernantes malos, es porque los merece, y dejará de soportar-
los el dia que posea un palmo de tierra que lo emancipe de la condi-
ción de ilota en que actualmente vive. 

La cuestión de la propiedad, según lo ha dicho un gran pensador, 
cuando se quiere llegar hasta sus orígenes es como esas grandes enci-
nas que decoran las montañas; desde léjos no se ven más que las ho-
jas; se acerca uno y distingue el tronco; pero es preciso cavar muy 
hondo para llegar hasta las raíces. Excavemos, pues; allí es donde re-
side el origen de nuestras revoluciones, el pauperismo es la lepra que 
nos mata, y si no queremos que México termine como una Polonia, 
es preciso que deje de ser una Ir landa. (Aplausos.) 

Es necesario que los fueros de la propiedad se respeten, que se tra-
ce una línea divisoria, que marque los deberes y derechos de todos y 
cada uno de los ciudadanos: que cada poder gire en su órbita; que la 
administración no prostituya sus funciones, y en vez de ser el amago 
de la sociedad, sea lo que debe ser, su escudo y su amparo constantes; 
que al fin si ofuscada está nues t ra razón por el momento, ejemplos te-
nemos, y sublimes, que nos enseñen el camino que debemos seguir, 
porque lo trazó un hombre que fué para México y para la raza indí-
gena, lo que Lincoln fué en la Union Americana para los negros, lo 
que Cristo fué para la humanidad entera. (Aplausos.) 

Señores Diputados: hubo un tiempo en que la República enmude-
cia bajo el yugo de una dominación extraña. Cuando todas las espe-
ranzas parecían muertas, se alzó una voz en las remotas regiones del 
Norte; era la voz del insigne Juárez, de cuyos labios se desprendía una 
de aquellas frases lapidarias é inmortales que sólo brotan del cerebro 
de los genios. Venia tremolando en sus manos, y en triunfo, el pabe-
llón nacional, en cuyo centro sin mancha habia escrito este apotegma 
egregio: "Elrespeto al derecho ajeno es la paz." 

Yo invoco por tres veces el nombre venerando de Juárez, y al evo-
car su recuerdo, caiga en pedazos la lengua blasfema que lo reniegue. 
Que él, cuya vida se consagró á guardar nuestra independencia, nos sal-
ve segunda vez desde la tumba! (Nutridos y prolongados aplausos.) 

Correspondencia particular del Secretario de Fomento. —Oficina, 
Diciembre 11 de 1885.—Sr. Diputado Eduardo Viñas.—Presente.— 
Estimado amigo: Ruego á vd. se sirva remitirme el discurso que pro-
nunció el dia de ayer en la sesión del Congreso, sobre la cuestión de 
terrenos baldíos, para mandarlo imprimir y darle la publicidad corres-
pondiente en el folleto que está formando la Secretaría de Fomento 
sobre este asunto.—Carlos Pacheco. 

Casa de vd., Diciembre 15 de 1885.—Sr . Secretario de Fomento, 
General Cárlos Pacheco.—Presente.—Muy señor mió y de mi particu-
lar aprecio: Ya pedí al taquígrafo de la Cámara de Diputados el dis-
curso que pronuncié sobre la cuestión de terrenos baldíos; luego que 
me lo entregue, lo corregiré, y se lo mandará á vd. su muy atento ami-
go y servidor afectísimo.—E. Viñas. 

No se ha recibido el discurso del Sr. Viñas, así como tampoco el del Sr. Diputa-
do Azeué, á quien también se pidió, y por eso no se incluyen en este folleto. 

In fo rme .—16 
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CÁMARA DE DIPUTADOS. 

Sesión del dia 9 de Diciembre de 1885. 

P R E S I D E N C I A D E I . C . P O M B O I G N A C I O . 

Presentes 130 ciudadanos diputados, se abrió la sesión. 

Se puso al debate en lo general el dietámen de la 2a Comision de Fo-
mento, que consulta no ha lugar á aprobar la adición á la ley de 15 de 
Diciembre de 1883 para que el Ejecutivo no pueda celebrar ningún 
contrato relativo á terrenos baldios sin someterlo previamente á la 

aprobación del Congreso. 
Hicieron uso déla palabra: el C. Duret, para interpelar á la Secreta-

ría á fin de que se sirviera manifestarle si se dió el aviso respectivo a 
la Secretaría de Fomento, participándole que en la sesión de hoy se 
discutirá el dietámen que está al debate, y el C. secretario Núñez, para 
exponer que á todas las Secretarías del Despacho se les dió el aviso 
correspondiente, y que el C. Ministro de Fomento, aun cuando se ha-
lla enfermo, encareció á la Secretaría que tan luego como comenzar., 
la discusión, se le hiciere saber, y tal vez se presente en la sesión de 
hoy en contra del dietámen hablaron los CC. Rivera y Rio Agustín y 
Vinas Eduardo; en pro el C. Chavero; para una alusión personal el C. 
Santa Fé, y para contestar diversas interpelaciones el C. Secretario de. 
Fomento y el mencionado Sr. Chavero. 



Habiendo manifestado este ciudadano diputado, al contestar una in-
terpelación del C. Viñas, que bien pudieran carecer de exactitud los 
datos numéricos que éste habia presentado, el referido G. Viñas pidió 
se hiciera constar en el acta, que dejaba á disposición de la Secretaría 
sus cálculos, para que los ciudadanos diputados que lo juzgasen opor-
tuno, se convencieran de su exactitud, para cuyo fin ofrecía también 
darles publicidad en algunos de los diarios de la capital. 

Terminado el discurso del C. Viñas, el presidente de la Cámara anun-
ció que tenia la palabra en pro el C. Azcué; y el C. García Granados 
Alberto pidió que se preguntara á la Asamblea si prorogaba la sesión 
porque ya habían trascurrido las cuatro horas que fija el Reglamento 
para la duración de las sesiones. Consultada la Cámara si consentía en 
prorogar la sesión para el solo hecho de que hablara el C. Azcué, re-
solvió por la afirmativa en votacion económica, y en tal virtud, dicho 
ciudadano diputado hizo uso de la palabra en pro del dictámen. 

El C. Presidente anunció que en la sesión de mañana continuará es-
ta discusión, quedando con la palabra en contra, el C. Duret. 

Se levantó la sesión. 
Ignacio Pombo, diputado presidente.—Félix Romero, diputado se-

cretario.— Roberto Mñez, diputado secretario. 

Sesión del clia ÍO de Diciembre de 1885. 

P R E S I D E N C I A D E L C . P O M B O I G N A C I O . 

Presentes 126 ciudadanos diputados, se abrió la sesión. 

Continuó la discusión en lo general del dictámen de la 2aComision 
de Fomento, que consulta que no ha lugar á aprobar la adición á la 
ley de 15 de Diciembre de 1883, para que el Ejecutivo no pueda cele-
brar ningún contrato relativo á terrenos baldíos, sin someterlo previa-
mente á la aprobación del Congreso. 

El C. Presidente anunció que tenia la palabra en contra el C. Sán-
chez Fació, por habérsela cedido el C. Duret. 

Al comenzar su discurso el primero de los diputados ántes referi-
dos, el C. Viñas pidió la palabra para hechos, y el C. Presidente ex-
puso que no podia concedérsela porque ántes que él la habían solici-
tado otros ciudadanos diputados, ofreciendo dársela con arreglo al 
Reglamento, tan luego como le llegue su turno en el orden en que se 
han inscrito los oradores que desean tomar parte en el debate. 

Además del C. Sánchez Fació, usaron de la palabra: el C. Prieto 
Guillermo y el Señor Secretario de Fomento para contestar las inter-
pelaciones que les fueron dirigidas, y el C. Romero José Mana en pro 
del dictámen. 

Habiéndose interrumpido el orden en las galenas, el C. Presidente 

levantó la sesión pública para continuarla secreta. 
Abierta ésta, el C. Presidente anunció que tenia la palabra en con-

tra el C. Viñas, quien al ser advertido por la Secretaría que ya se le 
habia concedido, manifestó que la renunciaba. 

Consultada la Cámara si estaba suficientemente discutido el dicta-
men, resolvió por la afirmativa, aprobándolo en seguida en votacion 
económica. 

Se levantó la sesión. 
Ignacio Pombo, diputado p r e s i d e n t e . - » Romero, diputado se-

cretario.—Roberto Núñez, diputado secretario. 

Es copia. México, á lOde Diciembre de 1 8 8 5 . - U . Arce, Oficial ma-

yor.—Confrontada: J. R. de Arellano. 



Secretaría de Fomento, Colonizaciou, Industria y C o m e r c i o . - M é -
xico - S e c c i ó n l ' - C i r c u l a r . - A n i m a d o el Presidente de la República 
de los m i s nobles y elevados sentimientos, y sin otra mira que pro-

ur el engrandecimiento del país, h a impulsado uno de sus m i s 
2 I s elementos de riqueza, y de consiguiente, uno de los medios 
m i s poderosos , eficaces de que depende, si no de una manera exclu-
í a si en una gran parte su r ip ida prosperidad, al procurar sin omi-
T Í L alguno, que la ley de 20 de Julio de 1863, sobre ocupa 

ion y enajenación de terrenos baldíos, y la de 15 de Diciembre de 
1883 relativa i su deslinde, medición, fraccionamiento y valúo, ten-

an su m i s fiel y exacto cumplimiento, poniendo as, en practica sus 
S T é interesantes disposiciones, que Han sido, hasta muy poco há, 
casidesusadas en su benéfica aplicación, con notor.o p e r i c o de los 

" p u c h o s años , d e s d e la Independencia i la fecba p u . 

de decirse sin exageración, ese r a m o de la riqueza pub ica, nada ha 
í d d o m á s conveniente que ponerlo en explotación, que d ^ l e moviunen-

rid dictando las medidas m i s adecuadas para a canzar tan im-
i t a n t e bjeto. A la inacción de los detentadores de baldíos y de aque-
portante ooj h e r e d a d e s los hay por via de excedencias, 

de tiempo hau desdeñado, unos y 
l s las g e l e r o s t concesiones con que les han brindado y brindan 

la abstención del público con relación al medio de a d q u , 
f r un p tenorio í de aumentar el tenido ya, todo de la manera ma 

^ í t t a a por medio de las combinaciones ventajosísimas, 4 través de 



las cuales se lia podido y se puede lograr la propiedad de tierras bal-
días, ha debido oponer el Gobierno de la Union su acción y sus in-
cuestionables derechos, para descubrir la existencia de las fracciones 
del Territorio, que por no haber pertenecido nunca á nadie, correspon-
den á la Federación; y no creyendo bastante eficaces las gestiones que 
pudiera hacer por conducto de comisionados especiales ó de funciona-
rios públicos, á quienes pudiera encomendarlas por estar en la órbita 
de sus atribuciones, pues á los unos y á los otros les faltarían los da-
tos relativos, al ménos en el número y extensión que es de desearse, 
ha tenido la necesidad imprescindible, sin suspender por eso sus agen-
cias oficiales, que emplea con celo, de asociar á su Ínteres el ínteres 
individual, que es un agente tan vital y tan hercúleo, de aceptar en esa 
forma una colaboracion, con la esperanza de tener con su auxilio fe-
cundísimos resultados. 

Hé aquí el origen de esas individualidades, de esas Compañías des-
l i n d a d o s , contra las que hay tanta prevención y tanta alarma, sin 
motivos justificados por cierto, lo que depende tal vez de que no se ha 
fijado la atención en las causales de su existencia, que el Poder ha te-
nido que atender con el celo respectivo. 

Además de lo expuesto antes, el Gobierno, al tomar las resolucio-
nes relativas, por conducto de la Secretaría de mi cargo, ha tenido por 
fin, también, cumplir con un deber sagrado, que no le era dable decli-
nar. La ley de 15 de Diciembre de 1883 le impone la obligación de 
deslindar, medir, fraccionar y valuar los terrenos baldíos, para desti-
narlos á la colonizacion,: que es tanTindispensable, tan necesaria en 
este país, al que faltan tantos pobladores que conviertan sus desiertos 
sin valor en ciudades opulentas, sus eriazos sin frutos en campos cul-
tivados. Tal obligación trajo consigo la de inquirir dónde estaban esos 
terrenos, la de descubrirlos para utilizarlos, prefiriendo á la usurpa-
ción de mayor ó menor buena fe ó fraudulenta, á la ignorancia de los 
hechos más ó ménos lata, la exploración discreta, no arbitraria, de las 
tierras baldías, la realidad de su existencia, por medio del ejercicio de 

derechos sancionados por las leyes preexistentes, sin herir, sino res-
petando, por el contrario, los adquiridos de una manera legítima El 
Ejecutivo federal, pues, ha debido hacer lo que ha hecho, y de ello 
léjos de arrepentirse, se felicita, así porque ha recorrido la senda mar-
cada por la ley, desplegando de una manera cauta la energía conve-
niente, como por los resultados obtenidos hasta aquí, de que se ha da-

do en su oportunidad cuenta al Congreso de la Union, como por los 
que se obtendrán, en un porvenir no remoto, según todo lo presagia. 

Por la prensa, en el Parlamento, y aun por medio de publicaciones 
debidas á la pluma de letrados distinguidos, se han censurado y se 
censuran acremente las medidas adoptadas por el Gobierno, los con-
tratos que ha ajustado sobre el particular; pero esa triple y vehemente 
oposicion, de buena fe unas veces, inclinándose ante un espíritu^hos-
til otras, no ha reposado ni reposa en bases justas. Hasta a h o r a n o se 
ha podido, ni tampoco después se podrá acreditar, que una sola de sus 
disposiciones sea contraria á las leyes, pues sus actos los ha normado 

st idamente á ellas, poniendo en juego las acciones y os recurso 
que le conceden, y que estando en casos análogos al arbdno 1 

articulares, no puede alegarse que al ponerlos en practica Pode s 
traslimita ó abusa de su elevada posicion y de sus elementos Su con 

1 ha sido tan mesurada, su proceder tan recto que n o * ^ 
cimiento de una sola queja relativa á sus actos, de un solo reproche 

do á sus acuerdos, de que se haya dicho una sola vez sicpnera 
que ha dejado de atender en justicia, cuando así ha procedido, 
dad cuando ésta ha podido emplearse, las peticiones que se le han i 
r S d o Es cierto que' las agencias que hace directam 
de los comisionados especiales ó de los funcionarios 
tivos siempre tienen que molestar á álguien, pero dentro de la estera 

la ley y fuera de que el que usa de su derecho á nadie^perjud, , 
no se puede contemplar como séria una objecion que — ^ 
midad se reduciría á que el Gobierno 

t ierno para que, termm p a r a l a s c i e n c i a s 

—~ - * * * — d e 



los baldíos hará que el Gobierno persista en el ejercicio de sus dere-
chos relativos, ó directamente ó por medio de agentes en su represen-
tación, en cuyo caso los poseedores perderán ó la totalidad ó una par-
te de los terrenos que poseen. 

Aun sin que el Gobierno insista en esa iniciativa, la importancia 
que va adquiriendo la propiedad, hará que se multipliquen los denun-
ciantes, los que con arreglo á la ley, perseguirán esos terrenos para 
disponer de una tercera parte de ellos, y de las otras dos terceras par-
tes el Gobierno. 

Por otra parte, este estado que guarda la propiedad la tiene depre-
ciada y sin movimiento, impidiendo innumerables transacciones que 
podrían verificarse con ella, con la circunstancia de que aun aque-
lla que está bien amparada se resiente de este estado de cosas. 

Obedeciendo á estos sentimientos el Presidente de la República, 
excita á todos los que estén en esas circunstancias, á que se presenten, 
ya á la Secretaría de mi cargo, ya á los jueces respectivos, á ponerlas, 
de manifiesto á fin de practicar las operaciones relativas, con toda eco-
nomía y con las concesiones fijadas en las bases con que termina 
esta circular, haciendo prevalecer sus derechos aun sobre los denun-
ciantes que no hayan formalizado sus gestiones y aun sobre las Com-
pañías autorizadas con relación á los baldíos ó á las excedencias de 
ellos, excedentes que, aunque comprendidos en las zonas que se les 
tienen señaladas, no hayan sido objeto todavía de ninguna diligencia 
en forma; prometiendo en los casos indicados hacer esfuerzos por 
conciliar los intereses en conflicto. Despues de esto, no se podrá im-
putar ya más al Gobierno que falta á la justicia, que carece de equi-
dad, que desconoce la legitimidad de los derechos adquiridos, que 
protege por complacencia avaras y atrevidas especulaciones, y que no 
respeta una de las cosas más sagradas que hay en los pueblos, el de-
recho de propiedad. 

Las bases y concesiones á que se refiere esta circular son las si-
guientes: 

I a Los expedientes de excedencias de terrenos baldíos serán despa-
chados de toda preferencia, para lo cual se excita á los Jueces de Dis-
trito y demás funcionarios. 

2a La Sección respectiva en el Ministerio de Fomento, despachará 
de absoluta preferencia los expedientes que remitan los Juzgados de 
Distrito, y las peticiones de arreglo directo que pretendan los intere-

s a d o s sobre excedencias, facilitando todo lo conducente, para que sin 
g r a v á m e n y en el menor t iempo posible, se despachen esos asuntos. 
As imismo propondrá en cada caso todas las facilidades que la ley au-
t o r i c e en beneficio de los interesados, revisando los planos que les se-
r á n devueltos con la certificación correspondiente, dando las calcas 
necesar ias cuando lo soliciten, y reservando constancia en los archi-
vos del Ministerio, para que en todo tiempo puedan reproducirse estas 

constancias . p 

3* El pago del importe de los excedentes, que corresponda al Go-

bierno , lo verificarán los interesados según arreglo, en la oficina fede-

ra l qué soliciten, y en los plazos que se estipulen. 
4» A fin de facilitar á los propietarios que están establecidos lejos 

de centros de poblacion, y no pueden hacer los gastos de agentes ó 
apoderados, los medios más adecuados para que puedan hacer los 
arreglos de sus excedencias, los jefes de Hacienda r e c i b i r á n otorgan-
do la constancia respectiva, las peticiones y anexos que se dirijan á 
es ta Secretaría, las que remit i rán desde luego en pliego certificado, en-
viándose por el mismo conducto las contestaciones, hasta la resolución 
final, de manera que todas estas operaciones no importen gravamen 

T U arreglo que se verifique con esta Secretaría, se comunicará 

al Juzgado de Distrito correspondiente, para las publicaciones y demás 

trámites hasta la posesion respectiva. 
6a La expedición del título se hará con arreglo a la ley, sin mas 

aasto que el de los timbres respectivos, y será remitido á los intere-
sados por conducto de las Jefaturas de Hacienda, cuando los interesa-
dos no tengan representante ante esta Secretaria. 

7» Los interesados, cuando se dirijan para arreglos a la Secretaria 
de Fomento, tendrán cuidado de hacer la proposicion precisa sobre 

o s términos de pago, fijándose en el tenor de las leyes e 22 de uho 
de 1863, de 14 de Junio de 1883, de 22 de Jumo de 1885 y de 29 del 

^ L T q u e por acuerdo del Presidente de la República comunico á vd. 

para su conocimiento y fines consiguientes. 
Libertad y Constitución. México, Enero 30 de 188b. 

A 



Secretaría de Fomento, Colonizacion, Industria y Comercio.—Méxi-
co.—Sección I a—Número 6,906.—En el testimonio del poder especial 
otorgado por el C. Fernando Calderón á favor del C. Juan Antonio Ro-
dríguez, que obra en el expediente que remitió á esta Secretaría el 
Juez de Distrito del Estado de Zacatecas, con su nota fecha 14 de Di-
ciembre último, relativo al deslinde y medición de Rancho Grande, 
aparece que el ingeniero Francisco de P. Beltran es uno de los socios 
de la Compañía deslindadora, formada por el concesionario para lle-
var á cabo su contrato. 

Tal circunstancia ha llamado la atención de esta Secretaría, pues sin 
dejar de conocer la honradez y aptitud del expresado ingeniero, como 
lo comprueba el que diversas veces ha sido ocupado por esta misma 
Secretaría, no puede ménos de pulsar los inconvenientes que resultan 
de que el perito nombrado por aquel Juzgado sea uno de los socios de 
la Compañía deslindadora, pudiéndose, por lo ménos, tacharlo de par-
cial en esos asuntos, como lo ha manifestado á esta Secretaría la Co-
misión de hacendados de aquel Estado. 

No cabe duda de que con este motivo, los propietarios ó poseedores 
de los predios rústicos que deslinde el ingeniero Beltran, alegarán de 
nulidad de todos esos actos, causando así graves perjuicios á la misma 
Compañía deslindadora, que se verá obligada tal vez hasta á hacer nue-
vos deslindes, y al Gobierno que no entra en posesion de los terrenos 
que le pertenecen. 

Por otra parte, los propietarios se verán obligados á hacer rectificar 
los deslindes de sus fincas, de nuevo, por otro ingeniero, y esto les cau-
sará gastos que el Gobierno quiere evitarles, pues su mira no es la de 
una especulación, y mucho ménos la de extorsionar á los propietarios, 
sino, por el contrario, la de legalizarles sus propiedades con el menor 
sacrificio posible. 

Por todo lo anterior, el Presidente de la República se lia servido 
acordar se l íamela atención de vd. sobre este punto, á fin de que se 
sirva resolver que el Juzgado de Distrito correspondiente, como es de 
justicia, haga el nombramiento de otro perito, puesto que está dentro 
de la órbita de sus facultades. 

Lo que tengo la honra de manifestar á vd. para su inteligencia y 
demás fines. 

Libertad y Constitución. México, Febrero 1? de 1 8 8 6 . - P a c / i e c o . -
A1 Secretario de Justicia.—Presente. 

Secretaría de Estado y del Despacho de Justicia é Instrucción Pu-
blica.—México.—Sección l a - Y a se trascribe al Promotor Fiscal del 
Juzgado de Distrito de Zacatecas, para que promueva lo que corres-
ponda conforme á la ley, el oficio de vd., fecha 1» del actual, relativo al 
nombramiento de otro perito, que no sea el ingeniero Francisco de P. 
Beltran, en el deslinde y medición de Rancho Grande, por estar inte-
resado en el asunto el expresado ingeniero. 

Libertad y Constitución. México, Febrero 3 de 1 8 8 6 . - P . A del Sr . 
Secretario, J. N. García, O. M.—Rúbrica. Al Secretario de Fo-

mentó.—Presente. 



CIRCULAR SOBRE TERRENOS DE INDIGENAS. 

Ministerio de Fomento, Colonización, Industria y Comercio.—Sec-
ción 1?—Circular.—Con fecha 14 de Setiembre de 1866 se dijo por la 
Secretaria de Justicia y Fomento al ciudadano Gobernador y Coman-
dante militar del Estado de Chihuahua, lo siguiente: 

En todos los titulos de propiedad que se expiden por la adjudicación 
de terrenos baldíos, se cuida de expresar que se dan sin perjuicio de 
tercero- y aunque tal perjuicio no existe en rigor respecto de los terre-
nos de que están en posesion los indígenas, cuando carecen de título 
respectivo dado por la autoridad competente, se ha llevado sin embar-
go la regla, por razones de equidad y conveniencia pública, de evitar 
que de esta posesion sean despojados los que la tengan. En este sen-
tido se han dictado resoluciones varias, respecto de diversos casos que 
se han estado ofreciendo; pero como su número va siendo ya conside-
rable se hace forzoso dar una disposición general que evite complica-
ciones y trabajos innecesarios. Dispone por lo mismo el ciudadano 
Presidente, que se sirva vd. expedir una circular á los jefes políticos 
de los cantones de este Estado, poniendo en su conocimiento la regla 
ya mencionada, á fin de que cuiden deque tenga cumplimiento, siem-
pre que se les presentare ocasion de aplicarla. Para hacerlo deberán 
cuidar de cerciorarse previamente, de que los indígenas en cuyo favor 
se establece, están real y verdaderamente en posesion actual délos te-
rrenos que reclamen, por ser éstos los únicos en que se les ha de 
atender, sin que en ningún caso se deba ampliar esta gracia á terrenos 



que no estén actualmente poseyendo. Tampoco se permitirá que otras 
personas tomen el nombre de los mismos indígenas, ó induzcan á és-
tos á que hagan reclamaciones indebidas, como lia sucedido ya algu-
nas veces, solicitando la posesión de terrenos que 110 poseen ellos, sino 
sus instigadores. Con la aplicación de las reglas contenidas en esta 
nota, se conseguirá, entre otras ventajas, la de que los indígenas inte-
resados en la conservación de los terrenos que poseen, no tengan ne-
cesidad de venir hasta esta capital á gestionar el despacho de los nego-
cios, puesto que les bastará ocurrir á las jefaturas políticas respectivas» 
para que se obre con arreglo á la presente disposición. Convendrá 
también que las mismas jefe turas notifiquen á los indígenas, á fin de 
impedir pleitos y cuestiones futuras, que ocurran desde luego á solici-
tar el título respectivo de los terrenos que estén poseyendo, aun cuando 
nadie se los dispute; bajo el concepto de que dicho título se les expe-
dirá gratis, quedando así legitimada la propiedad, que de otra suerte 
no podrían reclamar. 

Y atendiendo el ciudadano Presidente de la República á que las ra-
zones que se tomaron en consideración al dictar esa resolución en el 
Estado de Chihuahua, son comunes á los demás de la Federación, ha 
tenido á bien acordar se haga extensiva á toda la República, fijando el 
término de seis meses, contados desde esta fecha, para que dentro de 
ese plazo se pongan en práctica los efectos á que se refiere; en el con-
cepto de que una vez espirados, no podrán gozar ya de los beneficios 
que concede esta resolución. 

Lo que comunico á vd. encareciéndole su más exacto cumplimiento. 

Independencia y Libertad. México, 30 de Setiembre de 1867.— 
Balcárcel.—Ciudadano Gobernador y Comandante militar del Esta-
do de 

República Mexicana.—Juzgado de Distrito en el Estado de Zacate-

c a s - N ú m e r o 213.—El personal de este Juzgado desea que sus actos 

lleven siempre el sello de la más completa justificación, que es la base 

indispensable para una buena administración de justicia. 

Ultimamente veo con pena que se trata de impugnar publicamente 

los procedimientos que este Juzgado h a creído justo seguir en los ne-

gocios relativos á deslinde y mensura de varias propiedades rusticas de 

este Estado, que se designaron para tal efecto por el C. Fernando Calde-

rón, concesionario de ese Ministerio para la habilitación de baldíos en 

esta misma entidad federativa, siendo que esos mismos procedimientos 

se basan en la ley de concesion respectiva: mas á fin de evitarme res-

ponsabilidad por una falsa interpretación de las leves especaies^de 

materia, y sobre todo para no dar margen á que se contmue duda d o 

de la justificación de este Tribunal , que nunca pudo estimar atentato-

rias las providencias de la Secretaría del digno cargo de vd., m e per-

mito dirigir la presente consulta sobre si al ser terminadas las dili-

gencias de medición de una finca determinada y con solo la opos.c on 

hecha por los poseedores, ya sea verbalmente 6 por escrito, al manifes-

tar su inconformidad para que se estimen baldías las excedencias que 

pudieran resultar de tal ménsula , puede incoarse l e g í U m a m e n t e el jui-

cio de oposicion que previene la ley de 15 de Diciembre de 188-, 

Protesto á vd., señor Ministro, la seguridad de mi profundo respeto y 

consideración. 
Libertad v Constitución. Zacatecas, Febrero 2o de 1 8 8 6 . - A Ro-

dríguez Real.—Al Secretario de Fomento, Colonizacion, Industria y 

Comercio—México. 



Pedido dictámen por esta Secretaría al G. Lic. Manuel Inda, de la 

consulta que hizo vd. acerca de las diligencias judiciales que se t rami-

tan por ese Juzgado para la toma de posesion de terrenos, ha rendido 

el Informe que á continuación se copia: 
"Ciudadano Secretario de Fomento: 

" E l 25 del mes próximo pasado el Juez de Distrito del Estado de 
Zacatecas h a elevado á vd. una consulta que con fecha 2 del presente 
se h a servido vd. remitirme en copia, con el objeto de que emita yo 
mi opinion sobre ella, que es el deber que voy á cumplir, dando a vd. 

las gracias por la confianza que m e dispensa. 
El C Juez de Distrito de la entidad federativa ya mencionada, for-

mula su consulta en los siguientes términos: " C o n c l u i d a s las diligen-
cias de medición de una finca determinada, y con sólo la oposicion 
h e c h a por l o s poseedores verbalmente ó por escrito ¿puede incoarse 
legítimamente el juicio que previene la ley de 15 de Diciembre de 

^ E 1 ^artículo 20 de esta disposición dice á la letra: " Las diligencias 
del apeo ó deslinde serán autorizadas por el Juez de Distrito en cuya 
demarcación esté ubicado el baldío, y una vez conchudas y s, no hu-
biere opositor, se entregarán á la Compañía para que las presente a la 
Secretaria de Fomento con las demás condiciones de que habla el ar-
tículo 1«. Mas si hubiere opositor, se procederá al juicio que corres-
ponda y en el que se tendrá por parte al representante de la Hacienda 
federa l " Este artículo t i e n e que relacionarse, por tener intima co-
nexión' con el artículo 16 de la ley de 20 de Julio de 1863, que a su 
vez previene que " h e c h o el apeo y levantado el mapa, se inquirirá en 
la oficina en cuyo cargo estén los baldíos, si la Hacienda pública esta 



en posesion del denunciado. Si lo estuviere y no hubiere opositor, se 
decretará sin más trámite la adjudicación en propiedad al denuncian-
te; mas si hubiere opositor, se procederá previamente al juicio que co-
rresponda entre el opositor y el denunciante, teniendo también por 
parte al representante de la Hacienda federal." 

Estos dos artículos son los que se deben tener presentes al resol-
verse la cuestión promovida por el señor Juez, y de su espíritu y de 
su letra se desprende que el juicio de oposicion debe tener lugar, y de 
consiguiente tenerse por incoado desde el momento en que alguno ale-
ga tener derechos de posesion ó de propiedad en los baldíos respec-
tivos. 

Así es que no cabe duda alguna que esa circunstancia los hace liti-
giosos, y por lo mismo trae por consecuencia la intervención de la au-
toridad judicial, única que en el caso puede intervenir decidiendo lo 
que creyere ser de justicia; pero el funcionario judicial autor de la con-
sulta supone en ella dos casos: que la oposicion se manifieste ó verbal-
mente ó por escrito, y yo soy de parecer que en la primera forma no 
es admisible, pues el opositor necesita consignar en las mismas dili-
gencias de deslinde ó por separado, ya durante su curso, ya despues, 
qué especie de acción es la que ejercita, á fin de que con arreglo á ella 
se abra el juicio respectivo, cuya naturaleza deben fijar los jueces á 
quienes corresponda su conocimiento. 

El Juez de Zacatecas siente, y con razón, herida su dignidad por la 
impugnación de que son objeto sus procedimientos en las diligencias 
relativas al deslinde y mensura de varias propiedades rústicas, señala-
das por el Sr. Fernando Calderón, concesionario para la habilitación 
de baldíos, y por esta causa desea poner á salvo su responsabilidad en 
la interpretación de las leyes especiales de la materia, así como que no 
se siga dudando de su justificación; pero en mi concepto, y con lodo 
el respeto y consideración que le debo por su probidad é ilustración, 
creo que no alcanza los objetos que se ha propuesto al dirigirse á vd.: 
no el primero, porque la interpretación de las leyes, si es auténtica, la 
hace el legislador, y la doctrinal, como se le llama en el tecnicismo de 
la ciencia, los Tribunales, pues al Poder Ejecutivo sólo le es dable pro-
curar su ejecución por medio de reglamentos que, sin afectarla en lo 
más mínimo, hagan adecuado y expedito su cumplimiento; de circula-
res, de excitativas ó en otra forma; pero nunca le es permitido, ni fijar 
su sentido, ni la manera de su aplicación: no el segundo objeto de los 

que se ha propuesto con tanta nobleza de sentimientos, porque nunca 
le será posible, por más que cuente con el apoyo y parecer del Ejecu-
tivo federal, evitar que los quejosos censuren su comportamiento, pues 
los intereses bastardos ó legítimos que se sienten heridos, al sostener-
se, no olvidan ni la calumnia. 

Por lo expuesto, señor Ministro, habrá vd. comprendido ya que en 
realidad no incumbe á vd. resolver la consulta que el digno Juez de 
Distrito de Zacatecas le ha elevado, porque á él solo le toca decidir lo 
que corresponda en cada uno de los casos que supone; pero sí, por la 
consideración que le es debida, corresponde á vd. exponerle, en con-
testación, su parecer, pero con calidad de que él haga y practique cuan-
to es conveniente; lo que me parece oportuno consignar para no dar 
motivo alguno á la suspicacia pública de que pregone que vd. toma 
una ingerencia indebida en los negocios judiciales, ó que, excedién-
dose de sus facultades, intenta interpretar las leyes. 

Bajo esta salvedad, soy de opinion que en respuesta á la comunica-
ción relativa del ciudadano Juez de Zacatecas, se sirva vd. decirle: Que 
en concepto de vd., la oposicion que se formule con motivo de las di-
ligencias de deslinde y medición de terrenos baldíos, comprendidos ó 
no en el contrato celebrado con la Compañía de Zacatecas, siempre 
que se haga por escrito y consignando el derecho que se ejercita, pro-
duce contención y da márgen á que se abra desde luego el juicio que 

en cada caso corresponda." 

Y habiendo sido aprobado dicho dictámen por el Presidente de la 
República, lo inserto á vd. para su conocimiento, como resultado de 
su consulta relativa. 

Libertad y Constitución. México, Marzo 5 de 1886. — A l Juez de 

Distrito del Estado de Zacatecas. 



R E F L E X I O N E S A C E R C A D E L A E J E C U T O R I A 

D E L A S U P R E M A C O R T E D E J U S T I C I A D E 2 8 D E J U N I O 

D E 1 8 8 9 , EN E L J U I C I O S O B R E D E N U N C I O 

D E T E R R E N O S B A L D Í O S D E L A H A C I E N D A L L A M A D A 

R A N C H O G R A N D E . 

|N la actualidad, en que uno de los asuntos de 
w / inás importancia para la Nación y para los 

propietarios de predios rústicos, es el relativo a 
los deslindes de terrenos baldíos; todo estudio so-
bre esta materia es de utilidad práctica, bien pol-
las cuestiones que en él se desentrañen, ó bien 
porque servirá de estímulo para que los profun-
dos conocedores del derecho, que por fortuna a-
bundan en nuestra pàtria, les consagren su aten-
ción v el fruto de sus meditaciones. Por este moti-
vo, nosotros, aunque desprovistos de los elementos 
necesarios para tocar cuestión de tamaña magni-
tud no hemos vacilado en hacerlo, con la espe-
r a n z a de que nuestro desaliñado estudio provoque 
las discusiones de los hombres de la ciencia, y se 
haga luz en esta materia de suyo tan importante 
y de tan grandes trascendencias en el órden social 

5 Esverdad que eminencias científicas, como Diaz 
González, Romeno Gil, P é r e ^ t a H í ^ t r o s han 
estudiado el asurfo de t e r f a p . b a l d i t f j w i orme 

W 



á los principios jurídicos y filosóficos, y en sus 
escritos, llenos de erudición, se combaten de una 
manera victoriosa las ideas y principios profesa-
dos por el Sefior Ministro de Fomento y por otras 
personas á quienes ha pedido su opinión sobre 
ellos; pero no tenemos noticia de que alguien se 
haya ocupado de estudiar la ejecutoria de la Su-
prema Corte de Justicia de 28 de Junio d« 1889, 
recaída en las diligencias instruidas en el Juzga-
do de Distrito del Estado de Zacatecas, con mo-
tivo de la oposición que el propietario de la Ha-
cienda llamada Rancho Grande, hizo al denuncio 
de terrenos baldíos comprendido dentro de los 
límites de la misma, formalizado por D. Fernando 
Calderón, ó por la sociedad "Calderón y Herrera," 
y cuya ejecutoria publicó el periódico intitulado 
"El Foro/ ' en el número IB correspondiente al 18 
de Julio de 1889. 
. En la parte expositiva de esa ejecutoria, con-

signada en los Resultandos, se vé, que habiéndose 
denunciado por Don Fernando Calderón, como 
baldíos, una parte de los terrenos de la Hacienda 
ántes nombrada, se opuso el propietario de ella 
al denuncio, en cuya virtud el ciudadano Juez de 
Distrito proveyó auto previniendo al opositor que 
formulára su demanda dentro del término de seis 
dias. Antes de obsequiarse tal determinación, pro-
movió el opositor artículo de prévio pronuncia-
miento: 1 ° sobre personalidad del Señor Lic. D. 
Wistano L. Orozco, quien compareció con el ca-
rácter de apoderado de la compañia "Calderón y 
Herrera;" 2 ° sobre que debía otorgarse por el 
denunciante la caución judicatura solví, y 3 ° so-
bre nulidad^Fe las d u e n d a s de mensura y des-
linde, ppgíeticadas.por el ingeniero D. Francisco 

fe ; ^ 

"^Jlmm^ 

de P. Beltrán, por ser este Señor miembro de la 
Compañia deslindadora. Resuelto el incidente en 
primera instancia, y en la segunda, en virtud de 
la apelación interpuesta, tocó á la primera Sala 
de la Suprema Corte conocer del recurso de sú-
plica, resolviendo en la sentencia que dictó, que 
las diligencias no tenian estado, porque en los 
juicios de oposición al denuncio de terrenos bal-
díos, corresponde el carácter de actor al denun-
ciante, y el de reo ó demandado, al opositor: y 
que no habiéndose formulado la demanda, no ha-
bla juicio, porque aquella es la base y principio 
de éste, siendo por consiguiente imposible resol-
ver sobre las cuestiones propuestas por el oposi-
tor, porque constituyen verdaderas excepciones 
dilatorias, las que deben oponerse despues de pues-
ta la demanda. 

Si á esto se hubiera concretado la primera Sala 
de la Suprema Corte en la sentencia que es obje-
to de nuestro estudio, seríamos los primeros en 
acatarla y nos complaceríamos en reconocer que 
sus r e s o l u c i o n e s eran estrictamente jurídicas. 
Mas por desgracia nuestra y de la Nación ente-
ra, hay que lamentar que en la misma ejecutoria 
se asienten por el primer Tribunal de la Repúbli-
ca, teorías, que en nuestro humilde juicio pugnan 
con los principios del Derecho Natural, de la Ju-
risprudencia universal y con disposiciones ex-
presas de las leyes pátrias. 

Sentimos decirlo, por el profundo respeto que 
nos merecen las resoluciones de nuestros tribu-
nales, y en especial las del alto Cuerpo que, con-
forme á las instituciones que nos rigen, desempe-
ña las funciones de Primer Tribunal de la Nación. 
Sin embargo, nos vemos obligados á ello, porque 



pomo ya dijimos, tenemos la creencia de que se 
incurrió en un error. 

Nos referimos á la presunción consignada en 
los Considerandos cuarto y quinto de la aludida 
sentencia, en que se reputa que todo terreno es 
baldío mientras que no se demuestre que lia sido 
destinado á un uso público por la autoridad fa-
cultada para ello por la ley, ni cedido por la misma 
á titulo oneroso ó lucrativo á individuo ó corpo-
ración autorizada para adquirirlo, y que en con-
secuencia corresponde al poseedor la prueba de 
que la Nación se desprendió de él. 

El artículo 1 ° de la ley de 22 de Julio de 1863 
expedida por el Presidente Juárez en uso de fa-
cultades extraordinarias, que sirve de base á la 
presunción asentada, dice á la letra: "Son baldíos 
para los efectos de esta ley, todos los terrenos de 
la República que no hayan sido destinados á un 
uso público, por la autoridad facultada para ello 
por la ley, ni cedidos por la misma, á título one-
roso ó lucrativo, á individuo ó corporación auto-
rizada para adquirirlos..» 

El texto de este artículo, lo mismo que el de los 
que tienen los números 13,16,17,18 y 27 descan-
san en los falsos supuestos de que los terrenos 
baldíos pertenecen ú la Federación, y no á los 
Estados en que están ubicados, v en que, contra 
la verdad jurídica é histórica, se creyó que las 
leyes anteriores á la de 22 de Julio de 1863, de-
claraban ínprescriptibles los terrenos baldíos. 

Y á la verdad que nada es mas falso que esto, 
si bien no nos detendremos en demostrarlo, poi-
que ya lo han hecho eminentes jurisconsultos, va-
liéndose p«tra ello, no de sofismas, ó de interpre-
taciones erróneas y arbitrarias, sino de textos ex-

presos de nuestro derecho constitucional conte-
nidos en la carta fundamental de 4 de Octubre 
de 1824 y de otros de la ley civil. Querer, por tanto, 
evidenciar esto, sería pretender afiadir mas cla-
ridad á la luz meridiana. 

Dijimos ántes, que la teoría sentada por la Su-
prema Corte, pugna con los principios del Dere-
cho Natural, con los reconocidos umversalmente 
por la Jurisprudencia, y con los que se consignan 
en la Legislación Patria, y procuraremos demos-
trarlo. 

En las necesidades que el hombre tiene desde 
el instante de su nacimiento, se encuentra el pri-
mer fundamento del derecho de propiedad. Si el 
hombre no puede atenderá sus necesidades, sino 
haciendo uso y aprovechándose de los objetos que 
lo rodean; es inconcuso que para aprovecharse de 
aquellos objetos le asiste algún derecho, porque 
sería absurdo creer que el Supremo Autor de la 
naturaleza hubiera creado al hombre con necesi-
dades y no le hubiera dado á la vez el medio de 
satisfacerlas. Le asiste, pues, en principio, la fa-
cultad de apropiarse del aire, del agua, de la luz 
y demás elementos naturales y comunes y de to-
dos los que, aunque no tengan este carácter, bas-
ten para su alimentación, vestido etc., y desde 
este momento tiene su origen lo tuyo y lo mió. 

A medida que el hombre crece y se civiliza, se 
ensanchan sus necesidades, y por lo mismo sus 
derechos, porque en el órden de la creación, no 
pueden concebirse aquellos, sin la existencia de 
estos. Viene luego la aplicación de la inteligen-
cia y del trabajo á los objetos que lo rodean, y 
estos hechos vienen á ampliar su derecho y á es-
tablecerlo sobre una base más sólida aún, porque 
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los edificios que construye, los terrenos que cul-
tiva, y los animales que domestica, representan 
el tiempo y el trabajo que ha impendido, y las 
fuerzas que ha consumido para hacer fructíferos 
y provechosos lo* elementos naturales. Por esto 
es, que el derecho de propiedad es ingénito en la 
naturaleza humana y de ninguna manera puede 
tenerse como creacción de la ley civil, la que no 
ha hecho más que reconocerlo y sancionarlo. 

El pueblo romano, cuya sabia legislación ha 
merecido el dictado de razón escrita, así lo reco-
noció: "Los romanos, dice Payno en su "Tratado 
de la Propiedad,., comenzaron á conocer y á le-
gislar sobre la propiedad, con la palabra r e s . : . . 

Desde el momento en que hubo una palabra 
que significase una tierra, un bien, un interés, un 
fruto, un valor cualquiera, y que esta palabra fue-
se generalizada á la acción de los hombres sobre 
los diversos objetos materiales, desde ese mismo 
momento se clasificaron á quien y cómo debian 
pertenecer esa diversidad de cosas que los roma-
nos señalaban con la simple y sencilla palabra 
res. De aquí comienza también la ley civil, no á 
establecer, sino á sancionar ese derecho natural 
de la propiedad " 

Deducción lógica de lo anterior es, que el de-
recho de propiedad existió ¿mucho ántes que la 
ley civil y que esta no es el origen, sino solo el 
reconocimiento y la sanción de aquel, porque lo 
que sucedió entre los romanos, sucedió también 
en todos los pueblos del universo. 

Uno de los medios reconocidos umversalmente 
como título para adquirir la propiedad, es el de 
la ocupación de las cosas que se designaban con 

el nombre de res nullius. El primer ocupante es 
tenido como dueño de ellas. 

Otro de los medios de adquisición, reconocido 
también umversalmente, es el de^usucapión ó 
prescripción. 

Y á más de estos medios, que podemos llamar 
originarios, existen los de compra-venta, dona-
ción, herencia, y otros que reglaméntala ley civil. 

Independientemente, pues, de la cesión á título 
gratuito ú oneroso, hecha por la autoridad esta-
blecida por la ley, ha podido adquirirse la pro-
piedad de los terrenos que no tenian determina-
do dueño, porque tanto la ocupación, como la 
usucapión ó prescripción, han sido y son títulos 
suficientes para adquirir el dominio de las cosas. 

La misma ley que hemos citado, no pudo me-
nos de reconocerlo, cuando en su artículo 27 ex-
presa que quedan derogadas las disposiciones de 
las leyes antiguas que declaraban imprescripti-
bles los terrenos baldíos, y autoriza para adqui-
rir por prescripción, fundos cuya extensión su-
perficial no exceda de dos mil quinientas hectá-
ras. No estará por demás advertir, que es de todo 
punto inexacto que las leyes antiguas declararan 
imprescriptibles los terrenos que se llamaban rea-
lengos, Léjos de esto, hay varias disposiciones 
que establecían lo contrarío, entre las que cita-
remos la Ley 14 título 12 libro 4 o de la Recopi-
lación de Indias, que dice: '.Mandamos á los Vi-
reyes y presidentes de Audiencias, que cuando 
les pareciere señalen término competente para 
que los poseedores exhiban ante ellos ó ministros 
que nombraren, los títulos de tierras, estancias, 
chacras y caballerías, y amparando á los que con 
buenos títulos ó justa prescripción poseyeren se 



le restituyan los demás, para disponer de ellos á 
nuestra voluntad;-, y el artículo 4 ° de la Real 
Cédula de 15 de Octubre de 1754 que contiene 
idéntica prevención. 

Con lo hasta aquí expuesto se demuestra que 
es erróneo el principio establecido en el artículo 
1 ° de la ley de 22 de Julio de 1863 y que por 
consiguiente, son erróneas las presunciones que 
basadas en aquel, consigna la ejecutoria de la 
primera Sala de la Suprema Corte. 

Las presunciones que Benthan denomina prue-
bas circunstanciales, dice Bonnier, se fundan en 
la relación que pueda existir entre hechos ya de-
mostrados y otros que se trata de establecer. El 
criterio judicial es el único llamado á resolver las 
cuestiones y el que sin el auxilio de testimonio, 
ni de otra prueba, ha ele reducir las consecuen-
cias del »»hecho conocido al desconocido» 
"En ellos, no solamente la existencia del hecho 
en el cual descansa la inducción, debe hallarse 
previa y claramente establecida, sino que la in-
ducción misma no se apoya mas que en una pro-
babilidad, cuya fuerza puede variar hasta el in-
finito" Y mas adelante dice: »Como 
indicamos al comenzar esta nota, la relación que 
existe entre los elementos conocidos y las causas 
ignoradas, la verosimilitud de un hecho como con-
secuencia de esta relación subordinada por su 
naturaleza al criterio racional; depende, por re-
gla general, de la apreciación del Juez; pero en 
los casos más importantes, la ley, queriendo ase-
gurar la estabilidad de ciertas proposiciones y 
evitar determinadas controversias, ha estableci-
do presunciones á las cuales debe prestar respeto 
el Juez. Hay por consiguiente presunciones lega-

les como lo indiea el artículo 1349 del Código Na-
poleón. No por esto ha de deducirse que siempre 
resulta de las presunciones legales una certj^um-
bre completa de los hechos, que los triünnales 
necesariamente y á pesar de otros antecedentes 
deban aceptar. 

Resulta de aquí, que para que los tribunales 
deduzcan una presunción, es necesario que cons-
te de una manera evidente la existencia del hecho 
conocido, para pasar de allí al desconocido por 
que "práesumptio est conjectura ducta ab eo quod 
fieri vel contigere solet ut plurimuin" (Cód. tit. 19 
lib. 4 ° ) y como el principio en que pretende ba-
sarse la presunción que la Corte llama legal, se 
apoya en un supuesto falso, falta la verdad co-
nocida, para pasar de allí á la que no se conoce. 

Y como el error camina con lógica inflexible, 
natural era que una vez establecida por la prime-
ra Sala de la Suprema Corte la presunción que 
combatimos, se incurriera en otro error no menos 
ora ve. cual es el de echar al poseedor, que viene 
I ser el demandado, la carga de probar en contra 
de la presunción que tiene á su favor el actor ó 
denunciante. , 

Han sido reglas constantes y uniformes de la 
inrhnrudencia universal, que la prueba incumbe 
al actor; que el que afirma está obligado á pro-
bar, y que todo poseedor tiene á su favor la pre-
sunción de ser propietario de la cosa poseídai. La 
ejecutoria de la Suprema Corte de 28 de Junio 
de 1889 viene á contrariar estos principios de 
reconocida justicia, y á decir: la prueba corres-
ponde al demandado; el que niega tiene obliga-
ción de probar su negativa; se reputa que todo 
poseedor ha usurpado lo que legítimamente per-



fenece á la Nación ¿Quién no se abisma con la 
—-1- enunciación de semejantes aserciones? 

con la sola ayuda del sentido común, no 
vu,. .p .u uuv el trastorno social á que la aplicación 
ríe tales principios conduciría? De aquí al comu-
nismo hay solo un paso, poique haciendo apli-
cación de estas teorías á las relaciones de los aso-
ciados, resultará que mañana se nos dispute por 
cualquier individuo la propiedad de nuestras ha-
bitaciones, de nuestros libros, de nuestros vesti-
dos y que entre tanto no probemos que los hemos 
adquirido legítimamente, tendremos que cederlos 
á nuestro contendiente. 

Otra consecuencia de lo anterior, es que el pro-
pietario que haya tenido la desgracia de que se 
le extravien los títulos que resguardan ó ampa-
ran sus propiedades, estaría imposibilitado para 
demostrar el derecho que le asiste, y tendrá que 
sufrir impasible la reversión de sus terrenos, (que 
representan acaso el trabajo y economias de to-
da su vida, y también quizá los de sus anteceso-
res), al dominio de la Nación, porque sin la exis-
tencia de un título no hay propiedad posible. 

Y si tenemos en cuenta que, merced á las con-
tinuas revoluciones que han asolado al país, se 
destruyeron é incendiaron una multitud de docu-
mentos que se encontraban en los archivos pú-
blicos, y que otro número considerable de ellos 
se perdió en los asaltos y robos que las gavillas 
de bandidos cometian en los ranchos, en los pue-
blos y aun en algunas ciudades} se comprenderá 
mejor la triste condición á que quedan reducidos 
los propietarios de predios rústicos. Conocemos 
algunos propietarios cuyas casas fueron saquea-
das por los revolucionarios, quienes se robaron 

ó destruyeron cuanto papel hallaron: estos pro-
pietarios pueden justificar así el asalto y robo, 
como laposesión nointerrumpida desús terrenos 
por más de cien años, pero no pueden presentar 
sus títulos de dominio por haber sido destruidos 
ó robados ¿sería equitativo y justo que la Nación 
desconociera sus derechos, valiéndose para ello 
del acto de pillaje y salvajismo que ocasionó la 
destrucción de los títulos? Como á esto condu-
ciría directamente la presunción que se establece 
por la Suprema Corte, insistimos en creer que 
padeció un error, pero que éste jamás llegará á 
constituir jurisprudencia, y que la Nación ó el 
Gobierno (1) como su representante, nunca ape-
lará á sofisma de tal naturaleza para despojar á 
los propietarios de lo que legítimamente les per-
tenece, no solo por haberse desprendido la mis-
ma nación de su dominio, mediante la conseción 
ó merced, constante en el documento que se des-
truyó ó se perdió, sino también por título de 
justa prescripción. 

Por otra parte. "Al demandante, como dice 
Wattel, toca probar su derecho, por que debe 
hacer ver que tiene fundamento para demandar 
una cosa que no posee. Necesita un título, y 
no hay obligación para respetar éste, hasta que 
demuestre su validéz. Por consiguiente, puede 
el poseedor mantenerse en la posesión hasta que 
se le haga ver que es injusta. En tanto que no 
se verifique ésto, tiene derecho para conservarla 
y aun para recobrarla por medio de la fuerza si 
se le despoja de ella." ¿Por qué, pues, siendo 

(i) Llamamos Gobierno á los Supremos Poderes: Le-
gislativo, Ejecutivo y Judicial. 



esta la doctrina común y unánimemente acepta-
da por la jurisprudencia, se pretende ahora in 
novarla en favor de la Nación? 

Supongamos por un momento, que fuera legal 
la presunción consignada en la ejecutoria que 
analizamos, y que se invocara como el fundamen-
to d é l a demanda en un juicio sobre denuncio 
de terrenos, y que el opositor ó demandado in-
vocara en su favor la presunción, legal también, 
que como poseedor tiene de ser propietario del 
fundo que posee. ¿A cuál de las dos presuncio-
nes debia concederse mayor fuerza probatoria? 
Como nadie se atrevería ánegar que la segunda 
de las presunciones citadas está expresamente 
consignada en la ley; habría,si se obrara con lo 
gica, que conceder igual fuerza probatoria á una 
y á otra, y el resultado tendría que ser la abso-
lución del demandado, so pena de llegar al ab-
surdo de establecer dos justicias y dos medidas 
ó apreciaciones diferentes sobre el' valor jurídico 
de los medios de prueba reconocidos por la ley, 
entre los que están enumeradas las presunciones. 

No se nos oculta que para fundar y establecer 
la presunción que combatimos, se apela al origen 
de la propiedad individual en lo que ahora cons-
tituye la República Mexicana, alegando que la 
España por el derecho de conquista se declaró 
dueña de todo el territorio conquistado: que las 
mercedes ó donaciones hechas á corporaciones 
y á particulares por los Reyes fué lo que creó 
la propiedad individual; y que consumada la 
independencia de la Nación, el Gobierno se su-
brogó en el lugar y derecho de los conquistado-
res españoles, y se creyó dueño de los terrenos 
baldíos. Aparte de que la diferencia de institu-

ciones y de Gobierno indujo notables y profun-
das diferencias en el modo de ser de lo que cons 
tituía la Nueva España y de lo que actualmente 
fórmala República Mexicana; no debemos olvidar 
que cuando México era una colonia de los espa-
ñoles, los terrenos que entonces se llamaban rea-
lengos, pertenecian al patrimonio del Rey ó eran 
bienes propios de la Corona; y que según las ins 
titucior.es y principios que ahora nos rigen, el 
gobierno, que no es más que un mandatario del 
pueblo, no tiene ningunos bienes propios. A la 
Nación pertenece el territorio; pero la Nación 
no es el Gobierno. Así, pues, convenimos en que 
la Nación se sustituyó en el lugar y derecho de 
los Reyes de España; pero repetimos, la Nación 
no es el Gobierno. . . 

Aquí de nuevo aparece la falsedad del pnnci-
nio sentado por la ley de 22 de Julio de 1863, y 
ia de la presunción que de ella dedujo la primera 
Sala de la Suprema Corte, por que si la Nación 
se subrogó en los derechos del Rey de España, 
no pudo adquirir más derechos que los que este 
Monarca tenía. Y como por la ley de la Reco-
pilación de Indias y Cédula antes citada, asi 
como por otras disposiciones legales se recono-
ció como medio jurídico de adquisición de los 
terrenos realengos la justa prescripción: resulta 
que al desconocerse por la Nación los derechos 
adquiridos por este medio, se hizo que volvieran 
al dominio nacional, terrenos que no formaban 
va. parte del patrimonio del Monarca Español 
V que por consiguiente no pudo subrogarse en 
ellos la Nación Mexicana. Es bien sabido que 
el cesionario solo puede adquirir los derechos 
que corresponden al cedente. 
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Con las razones hasta aquí expuestas, aunque 
muy someramente, creemos haber demostrado 
nuestro intento que es el de exponer las dudas 
que nos sugirió la lectura de la ejecutoria á que 
nos hemos referido. Con gusto oiremos la reso-
lución que sobre este punto pronuncie la ciencia. 

Como la ciencia y la sociedad están vivamente 
interesadas en la solución que se dé á las dificul-
tades propuestas en estas "Reflexiones" porque 
la ciencia debe ser fundada en la verdad, y por-
que no es posible que exista una sociedad civili-
zada sin su base, que es el goce seguro de la 
propiedad; se ha acordado por los signatarios de 
este escrito, suplicar á los escritores públicos y 
á los abogados que tengan á bien dar su parecer 
sobre las cuestiones propuestas, se sirvan remitir 
sus dictámenes, ya sean impresos ó manuscritos, 
al Sr. Lic. D. Rafael Ceniceros y Villareal, á efec-
to de compilarlos y ponerlos á disposición del 
público, ya sean originales ó haciendo una im-
presión de todos ellos, si lo acordaren así los pro-
pietarios. Es verdad que una ejecutoria de la 
Suprema Corte de Justicia es siempre respetable 
y que, además, lleva por la ley el nombre y ca-
rácter de verdad jurídica; pero sobre los fallos 
supremos é irrevocables está la imprescriptible 
autoridad de la ciencia y el juicio inexorable de 
la historia. Estas cuestiones interesan á juzga-
dores y á juzgados, porque se trata de la fama 
y conciencia de los primeros y de la hacienda y 
porvenir de los segundos y de su posteridad. 

Zreatecas. Febrero de 1890. 

Lic. Y. A. Ddvila.—Lic. Tranquilino Aguüar. 
—Lic. Macedonio Lopez.—Lic. Francisco Medina 
Barr on.—Lic. Alberto Rueda.—Lic. Enrique Es-
cobedo.—Lic.-Isidro Rojas —Lic. Manuel Puente. 
—Lic. V. Gonzalez Perez.—Lic. B. Ruiz Sandoval. 
—Lic. José M. Hernandez.—Lic. Francisco Zela-
ti.—Lic. Luis G. Aguilar.—Lic. Francisco Rojas. 
r—Lic. Francisco Llamas Noriega.—Lic. Mariano 
Sanchez.—Lic. Rafael Ceniceros y V.—Lic. Juan 
Francisco Roman. 






